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INTRODUCCION

La Contraloría de Bogotá, en desarrollo de su función constitucional y legal y en cumplimiento de su Plan de Auditoría Distrital 2003-2004, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral -Modalidad Abreviada- al Departamento Administrativo de Planeación Distrital, para evaluar su gestión fiscal durante la vigencia 2003.
La auditoría se centró en la evaluación de la Gestión y Resultados, Contratación, Presupuesto, Estados Contables, Sistema de Control Interno y seguimiento al Plan de Mejoramiento suscrito por el DAPD, producto de las evaluaciones realizadas por la Contraloría de Bogotá. 

Los hallazgos detectados durante la evaluación realizada a las líneas de auditoría, fueron comunicados a la Administración; las respuestas dadas por la entidad fueron analizadas, evaluadas e incluidas en el informe de auditoría cuando se consideraron pertinentes.

Dada la importancia estratégica que el DAPD, como ente rector en la definición y formulación de políticas económicas, sociales y urbanísticas, la Contraloría de Bogotá espera que este informe contribuya al mejoramiento continuo y con ello a una eficiente administración de los recursos públicos, lo cual redundará en el mejoramiento de la calidad de vida de los ciudadanos de la Capital.
1.
ANALISIS SECTORIAL

En el Distrito Capital, para la formulación y ejecución de las políticas sobre planeación y hacienda concurren la Secretaría de Hacienda, el Departamento Administrativo de Catastro y el Departamento Administrativo de Planeación Distrital -DAPD como ente responsable de coordinar la planeación global de la ciudad.

En Bogotá por la década de los 40 del siglo XX, la norma urbanística constituía la herramienta técnica para medir parámetros de calidad, previsiones sobre áreas de expansión, aumento de densidad poblacional, dotacional y de servicios públicos. Más tarde, hacia los años 70 el modelo urbano utilizó instrumentos técnicos  de planeación, tales como el sistema vial, la distribución de actividades y equipamientos y desarrollo urbano a través de unidades físicas, previamente concebidas en su densidad, servicios y extensión, adoptándose así el Plan Regulador, en el cual se desarrollaron diversos estudios urbanísticos
. 

Con el incremento de la construcción, se contrataron los estudios Fase II y Fase IIB
, iniciándose así un proceso normativo que reguló la actuación privada, dejando de lado temas vitales en la planeación como la orientación de la inversión pública y el manejo del suelo; siguiendo con la tradición de desarrollo predio a predio, la ciudad a través de un conjunto de normas urbanísticas trazadas por el Acuerdo 7 de 1979 y continuadas con el Acuerdo 6 de 1990 se ocupó del espacio privado, sin tener en cuenta el espacio público y la infraestructura de soporte de la edificabilidad otorgada en las normas. 

Así, sin prever las consecuencias de quintuplicar la densidad de los desarrollos urbanos originales sobre la infraestructura de vías, de parques y de servicios públicos diseñada para viviendas unifamiliares, en las zonas de transformación, los constructores y urbanizadores presionaban a la ciudad para obtener mayores alturas e índices de edificabilidad, sin proveer a la ciudad con los parques, equipamientos, redes de infraestructura y vías para soportar los nuevos usos y densidades debido a que el concepto de individualidad en el desarrollo prevalecía
.
Aunque hubo un avance en este esquema, la administración y por ende la  ciudadanía aún debe pagar por las grandes cargas de producción de ciudad que permite la transformación de suelo rural o suburbano, a suelo urbano como son: las redes matrices, las vías del plan vial primario, el transporte público y los equipamientos que dan soporte a las actuaciones urbanísticas. “(…) Son estas inversiones las que permiten que los urbanizadores puedan llevar a cabo sus desarrollos urbanísticos y construcciones, mientras la comunidad paga las cargas a través de tarifas, contribuciones de valorización y otros mecanismos de recuperación de esas inversiones, el urbanizador se apropia en su totalidad del incremento del valor del suelo debido a la acción del Estado (…)
.

El modelo de desarrollo predio a predio no permitió una planificación urbanística adecuada y eficiente, siendo el papel del Estado en la planeación de la ciudad de carácter pasivo; la ciudad produce las normas y se dedica a administrarlas de acuerdo a los intereses particulares, sin desempeñar un papel fundamental en el desarrollo de la ciudad, ocasionando los siguientes efectos: 

· Una ciudad con espacio público inconexo y mal planificado donde las cesiones de uso público son aisladas, cuya ubicación y tamaño no responden a la lógica de la planificación, sino a las exigencias de la norma.

· Cesiones para equipamientos en contravía con las necesidades de la ciudad.

· Especulación por parte de compradores y propietarios de tierras, a la espera de que el estado construya las redes primarias de infraestructura que den viabilidad al desarrollo de los terrenos y eleven el precio del suelo.

· Inequidad con la ciudadanía la cual debe pagar a través de tarifas, valorización, u otros mecanismos las redes primarias de infraestructura que son la base para el cambio en el uso del suelo.

· Especulación en el negocio inmobiliario con inequidad para los dueños de los predios con afectaciones por sistemas generales, los cuales además de proveer la tierra para la construcción de la infraestructura de nivel primario, que da la base para el desarrollo de un sector y de otros predios, pierden edificabilidad.

Desde un enfoque territorial, “(…) las ciudades del mundo han iniciado tanto el proceso de revitalización de centros urbanos como el proceso de nuevos desarrollos en áreas de expansión. En ciudades, como Rótterdam, Londres, Sao Paulo y Buenos Aires, la creación de nuevos conglomerados urbanos ha implicado una nueva concesión de gestión del suelo donde el Estado y los particulares entran en asocio para desarrollar o redesarrollar sectores importantes de la ciudad. En estos proyectos tanto los usos como las normas son base de un proceso de concertación como parte de la gestión del suelo (…)
”

Colombia no ha estado ausente de éste movimiento mundial, aunado al conflicto interno. La crisis urbana que se expresa en ciudades altamente segregadas, con áreas de rápido crecimiento informal, con bajas coberturas de servicios públicos y de equipamientos, con espacios públicos e infraestructura restringida, que da por resultado ciudades de baja productividad y competitividad, ha ido dando paso a ciudades con mejores sistemas de planificación, con mayor cobertura de servicios públicos y mayor integración social, donde el derecho a la ciudad y a la calidad de vida urbana se vuelve una realidad cotidiana y un derecho para la población
.

Bogotá ha tenido históricamente un desarrollo urbanístico progresivo y constante, sin embargo, lamentablemente este no ha tenido el orden y la planificación deseable que hubiera permitido mayor equidad en el uso del suelo y un mejor aprovechamiento de sus recursos con el fin de elevar el nivel y la calidad de vida de sus habitantes. Las políticas económicas mundiales, obligan a los países y, por ende; a las urbes a desarrollarse social y económicamente e implementar infraestructuras acordes con los nuevos tiempos; en este sentido es necesario que la capital y la región sean más competitivas para su inserción en un mundo globalizado.

El cambio más importante en la legislación urbana que se introdujo en el país fue la Ley 388 de 1997
, mediante la cuál se determinaron principios e instrumentos sobre la planeación y el desarrollo urbanístico, específicamente para la ciudad de Bogotá, con la implementación del Plan de Ordenamiento Territorial -POT
, que instauró la planeación espacial de mediano y largo plazo, se rompe el concepto de una planeación exclusivamente física, integrándola con los mecanismos de gestión económica urbana, que posibilitó el objetivo de una ciudad más integrada, funcional, competitiva, equitativa y productiva.

Sin embargo, en el Distrito Capital los instrumentos de gestión del suelo previstos en la Ley 388 de 1997, no fueron desarrollados en gran parte por el POT
. En aras de subsanar estas falencias, ordenar físicamente el territorio de la ciudad de manera sostenible, vinculando los principios constitucionales de función social y ecológica de la propiedad y de prevalecía del interés general sobre el particular, así como los principios legales de función pública del urbanismo y la distribución equitativa de las cargas y beneficios derivados de los procesos de desarrollo urbano, aplicando los instrumentos de planeamiento, con un mejor aprovechamiento del suelo, pasando de un modelo cerrado predio a predio a un modelo abierto de ordenamiento territorial reconociéndose la capital como nodo principal de la red de ciudades de la región Bogotá – Cundinamarca, se da la revisión del POT en este ámbito, con la expedición del Decreto 469 de 2003
. 

De ahí radica la importancia de la gestión encomendada al Departamento Administrativo de Planeación Distrital –DAPD, en la responsabilidad de coordinar la planeación global de la ciudad y de implementar adecuadamente los instrumentos de planeación y de gestión urbana del suelo establecidos en el POT y de acuerdo a lo establecido en el Decreto 469 de 2003 – Revisión del POT, se expide el Decreto 190 de 2004
, que compila en un solo cuerpo las normas vigentes y la revisión adoptada del POT, con el fin de garantizar los principios de simplicidad y transparencia
, en concordancia con lo establecido en la Ley 388 de 1997.

En el área urbana el POT dispuso, que los instrumentos estructurantes de planeamiento y de ordenamiento territorial, se jerarquizan para garantizar su articulación y su prevalecía sobre las normas definidas en las fichas normativas
 en los siguientes tres niveles: de primer nivel, los Planes Maestros de Servicios Públicos Domiciliarios y de equipamientos, con los cuales se estructura la estrategia de ordenamiento adoptada y se constituyen en instrumentos que orientan la programación de la inversión y los requerimientos de suelo; de segundo nivel, los Planes Zonales, los Planes de Ordenamiento Zonal, las Unidades de Planeamiento Zonal -UPZ, los Planes Parciales y los Planes de Reordenamiento; de tercer nivel, los Planes de Implantación, los Planes de Regularización y Manejo de usos dotacionales y los Planes de Recuperación Morfológica
. 

Poner en funcionamiento los instrumentos de gestión y los diferentes niveles de planeación en una ciudad como Bogotá, es prioritario para que la producción de ciudad se haga acorde con los objetivos del POT. Las UPZ, los Planes Parciales y los Planes Zonales juegan un rol vital en la implantación de los instrumentos de gestión para la ciudad.

Las acciones de planeación urbana y ordenamiento del territorio llevadas a cabo por el DAPD durante el período 2000-2003 en el marco del Decreto 619 de 2000, relacionadas con el nivel intermedio de ordenamiento presentaron muchas falencias, en parte por los cambios en el enfoque de las políticas en razón a la nueva administración del DAPD y al incipiente desarrollo de los instrumentos de gestión del suelo
 mencionados someramente en el POT
, que constituyen elementos importantes en la formulación y adopción de los Planes Zonales, las UPZ  y los Planes Parciales.  
El POT determinó como uno de los instrumentos de gestión y planeamiento de escala zonal a las UPZ, definidas como las unidades territoriales conformadas por un barrio o conjunto de barrios tanto en el suelo urbano como en el suelo de expansión, que mantienen unidad morfológica o funcional; esta definición fue ampliada en el Decreto de Revisión del POT, en el que se estableció para estas unidades el propósito de definir y precisar el planeamiento del suelo urbano, respondiendo a la dinámica productiva de la ciudad y a su inserción en el contexto regional, involucrando a los actores sociales en la definición de aspectos de ordenamiento y control normativo a escala zonal  

En cumplimiento de las funciones atribuidas con la expedición del POT y como ente rector de la planeación en el Distrito Capital, el DAPD, ha adelantado los procesos de reglamentación de los instrumentos de planeamiento, labor que ha evolucionado generando una nueva concepción del desarrollo de la política urbana de la ciudad; es así como para los procesos de reglamentación de las UPZ
 y de los Planes Parciales, actualmente son fundamentales los estudios socioeconómicos, de infraestructura vial, de servicios públicos, de espacio público y de equipamientos, teniendo en cuenta las densidades poblacionales de cada zona y su relación con la ciudad y la región.
Los procesos pedagógicos y de presentación en las diferentes UPZ, buscan cualificar la participación ciudadana, de tal manera que les permita a las comunidades involucradas discernir y valorar las diferentes opciones que se propongan, promovidas así como unidades de análisis, planeamiento y gestión para comprender el tejido social y urbano, con el propósito de plantear su estructura, orientar sus dinámicas y sus relaciones para mejorar las condiciones de vida de la población.
La reglamentación urbanística de las UPZ, como instrumento de planeación de la porción de territorio más pequeña que la localidad en el contexto urbano, se da con la expedición y adopción de fichas normativas, cuya estructura general esta integrada por dos bloques de información, el primero conformado por los usos del suelo, el grado de edificabilidad y la identificación del sector, y el segundo por la información gráfica de soporte en la cartografía.
La Subdirección de Gestión Urbanística tiene entre sus funciones la reglamentación de las UPZ de Mejoramiento Integral y la adopción de los Planes Parciales y Zonales, en tanto que la Subdirección de Planeamiento Urbano, cumple entre otras con la función de la reglamentación de las UPZ de Tratamiento de Consolidación y la adopción de Planes Zonales específicos; para el desarrollo de esta labor cuentan con el apoyo de la Subdirección Económica de Competitividad e Innovación del DAPD y el aporte del Departamento Administrativo de Catastro Distrital -DACD, en lo referente a la cartografía, al censo predial de la ciudad y al avalúo para el cálculo de la contribución en plusvalía.

Son evidentes las deficiencias en términos del recuso humano que presenta el DAPD para el desarrollo de sus funciones, sin embargo, es importante señalar que entre las soluciones a esta deficiencia, además de la reestructuración administrativa de este Departamento, está la vinculación efectiva de las localidades en la aplicación, ejecución, seguimiento, evaluación y control social del POT, para lo cual es urgente la implementación del Sistema Distrital de Planeación.

Con base en lo anterior, y de acuerdo con las consideraciones y revisiones a las consultorías por parte del DAPD, en la labor de la reglamentación de las UPZ desde el año 2000, ha sido ajustada y replanteada, atendiendo a la nueva visión de la inserción de la estructura territorial en el contexto de ciudad - región; plantearon un nuevo enfoque de los procedimientos llevados a cabo por la entidad en cuestión de reglamentación de las UPZ.

A partir de la vigencia 2003 para las reglamentaciones futuras se adopta una nueva metodología que pretende una articulación efectiva entre la norma urbanística con el planeamiento zonal, en cuanto a: elementos pertenecientes al suelo de protección, sistema general de movilidad, sistema de espacio público, estructura general de usos y actividades, indicación de áreas de reserva para la implementación de proyectos de infraestructura vial y de servicios públicos; de espacio público y equipamientos colectivos, proyecciones del crecimiento de la población y cálculos resultantes de la distribución equitativa de las cargas y beneficios. Este proceso además ha conllevado a la elaboración de modelos normativos y en general, a la definición de políticas y estrategias que enmarquen la norma urbanística y los instrumentos de gestión que deberán adoptarse, en el decreto reglamentario de cada UPZ.

En cuanto a las UPZ de Mejoramiento Integral
 en el periodo 2001-2002, con las revisiones efectuadas por el DAPD, se observaron deficiencias tales como; la insuficiencia de estudios sobre análisis funcional de las UPZ en términos de actividades y usos, que sólo tuvieron en cuenta los criterios geográficos o físicos. Igualmente, la caracterización urbanística de la estructura ecológica, sistemas generales, aspectos de espacio público y equipamientos se hizo en forma general dificultando localizar y cuantificar sobre las áreas específicas los requerimientos en esta materia, trayendo como consecuencia la falta de oportunidad en las acciones de las entidades ejecutoras del programa de mejoramiento integral, sobre las consultorías para la reglamentación de seis UPZ: Gran Yomasa, Patio Bonito, Lucero, El Tesoro, Ismael Perdomo y El Porvenir, se encontraron deficiencias que no permitían que la ficha normativa fuera una herramienta eficaz en el desarrollo de la planeación urbana.

La metodología establecida, aborda cuatro fases para las UPZ de Tratamiento de Consolidación, Renovación y Conservación: 

· Caracterización urbanística con la elaboración del diagnóstico; socioeconómica y de infraestructura y de espacio público siendo un primer acercamiento con la comunidad, cuyo objeto es identificar los principales actores de la comunidad trabajando propuestas respecto a cómo debería ser la localidad; 

· Síntesis del diagnóstico, estructura general, estudios de modelos normativos y formulación de políticas y estrategias y elaboración del proyecto de norma; 

· Formulación de proyecto normativo, mediante la definición del conjunto de régimen de usos y condiciones para guiar los procesos constructivos; 

· Evaluación de cargas y beneficios y definición de instrumentos de la gestión urbanística, se revisa el proyecto normativo y finalmente se elabora el proyecto de decreto definitivo en el que se incluyen las propuestas ciudadanas pertinentes, que es nuevamente enseñado a la comunidad, y posteriormente se presenta al Alcalde Mayor, para su firma.

En cuanto a la norma urbanística común a la reglamentación de las UPZ, se adopta el Decreto 159 de 2004
.

Las UPZ se identifican en 8 tipos
 de acuerdo con la caracterización de la zona en donde se localizan; el POT contempla 117 UPZ, de las cuales: 5 se encuentran determinadas por el Ministerio de Medio Ambiente como zonas de reserva ambiental que corresponden a suelo clasificado como expansión del Norte según Decreto 619 de 2000, y que a partir  del Decreto 469 -Revisión del POT constituyen suelo rural, quedando entonces para proceso de reglamentación 112 UPZ; a lo largo del proceso, el  DAPD determinó que en 11 de éstas UPZ se debe hacer uso de otros instrumentos de planeamiento contemplados en el POT, tales como Planes Directores para Parques, Planes Zonales, Planes Maestros, Planes Parciales y operaciones estratégicas, los cuales reemplazarían a las UPZ como instrumento de planeación; así las cosas se contará en total con 101 UPZ en el Distrito Capital: 73 corresponden a Tratamiento de Consolidación
,  26 de Mejoramiento Integral y 2 que se han adoptado por tener áreas con desarrollos clandestinos para ser reglamentadas junto a las de Mejoramiento Integral. De las 101 UPZ finalmente establecidas por el DAPD, a octubre de 2004, se han reglamentado 24, quedando pendientes por reglamentar 77.

De lo anterior se infiere que para las 17 UPZ reglamentadas hasta el año 2003, los factores que aplica la nueva metodología no fueron tomados en cuenta, lo que implica que la definición de la ficha normativa podría no presentar suficientes argumentos, en materia de usos, y no permite obtener un estudio suficiente sobre déficit en materia de infraestructura, equipamientos y espacio público, por falta de la implementación adecuada del reparto de cargas y de beneficios. Estas UPZ  reglamentadas hasta el 2003, contienen la aplicación de los hechos generadores de plusvalía, en tanto que las 6 que se han reglamentado en el año 2004 contienen además los mecanismos de reparto, las cargas urbanísticas y los instrumentos de gestión.

A continuación se presenta un resumen del estado actual del proceso de reglamentación de UPZ correspondientes a la ciudad consolidada, es decir de Tratamiento de Consolidación, Renovación y Conservación. Este grupo lo conforman un total de 73 UPZ, de las cuales a octubre de 2004, tienen Decreto Reglamentario un total de 24, quedando pendientes de reglamentar 49 cuya situación a agosto de 2004 era la siguiente:

	· UPZ  con las cuatro fases cumplidas, listas para expedición de Decreto Reglamentario, en revisión técnica y jurídica:                                            
	5

	· UPZ con las tres primeras fases cumplidas, con la participación correspondiente faltando el análisis de cargas y beneficios:                        
	5

	· UPZ   con estudio de consultoría en fase final  pendiente de socializar con la comunidad y de la última revisión:                                                            
	7

	· UPZ   Plan Zonal Centro esta en desarrollo la fase uno, esta UPZ se enmarcan dentro de los estudios del Plan Zonal:   

	6

	· UPZ  con servicios de alto impacto en estudios para dar inicio a la primera fase:                                                                                                              
	3

	· UPZ  Industriales: Se esta en proceso de gestión del Plan Zonal y clasificación de usos industriales actividad en la que están implicadas el DAMA, la Secretaría de Salud y el DEPAE:                                                 
	4

	· UPZ Alrededor del Aeropuerto El Dorado: Se prevé que su reglamentación se dé una vez establecido el Plan Zonal teniendo en cuenta el Decreto 765 de 1999 que prohibió el uso de vivienda dentro del área de influencia aeroportuaria y el POT asignó los bordes norte y sur del aeropuerto zonas de actividad industrial y el tratamiento de renovación urbana:
	6

	· UPZ del norte: La reglamentación se adelantará a partir del Plan Zonal del Norte, actualmente en primera fase de elaboración:                                    
	3

	· UPZ que finalmente, se prevé la culminación durante el primer semestre de 2006:                                                                                                           
	10


Respecto a las UPZ de Mejoramiento Integral, es decir, las de tipo 1-Residencial de Urbanización Incompleta, se contemplan seis fases: 

· Formulación de propuesta de estructura urbana, manejo ambiental y reglamentación; 

· Filtro de información, producción de ficha normativa y caracterización socioeconómica; 

· Proceso de participación ciudadana; 

· Construcción del expediente zonal - sistematización y unificación de información;

· Revisión Decreto 469 de 2003, realinderamiento de localidades, instrumentos de gestión y plusvalía; 

· Y la última fase comprende la elaboración del proyecto de decreto.

La situación actual de las 28 UPZ de Mejoramiento Integral incluidas la dos adoptadas
 que aunque no son de tipo 1, se consideran dentro de esta categoría debido a los desarrollos clandestinos que se localizan en ellas son:

	· UPZ
  con las cuatro primera fases concluidas, se encuentran en fases cinco y seis, en ajuste de los proyectos de Decretos Reglamentarios:       
	11

	· UPZ
  en fase cuatro, falta por incluir los temas de plusvalía e instrumentos de gestión: se adelanta con recursos del BID:                                                
	5

	· UPZ
 en contratación de la segunda fase que se adelantará mediante convenios ínteradministrativos con las Alcaldías Locales de Usaquén, San Cristóbal y Usme:                                                                                             
	5

	· UPZ
 en formulación de términos de referencia y calificación de proponentes para la contratación de la fase uno:                                           
	7




De otra parte, respecto a las 11 UPZ restantes, en que es evidente que el instrumento de reglamentación específico y las correspondientes decisiones de planeamiento como UPZ es inadecuado, por lo cual estas zonas son objeto de reglamentación mediante instrumentos de planeamiento de diferente naturaleza según el alcance definido por el POT, tales como: Planes Zonales de Usme  y Norte, actualmente en curso, Operación Estratégica Aeropuerto El Dorado, otros Planes Zonales de desarrollo como instrumento predominante para conformar el occidente de la ciudad, tanto al norte como al sur que han sido priorizados por el actual Plan de Desarrollo y el POT; Plan de Manejo Suelo Protegido y elemento de la estructura ecológica principal, en curso.

Previo a la reglamentación de las 28 UPZ  de Mejoramiento Integral, se ha logrado avanzar de manera ostensible en los estudios socio-económicos, definiendo los elementos de la estructura físico-espacial y de dotación de equipamientos; con el posicionamiento de los instrumentos de planeamiento, se formularon Planes Zonales para 21 de éstas UPZ, con el objeto de articular el desarrollo territorial, la reglamentación, la inversión pública, la gestión institucional y la construcción de acuerdos con participación ciudadana y las cinco restantes, según resoluciones del medio ambiente, corresponden a suelo clasificado como expansión del norte, según Decreto 619 de 2000, y que a partir  del Decreto 469 Revisión del POT constituyen suelo rural.

En el periodo 2001 -2003, el DAPD ha invertido aproximadamente $862.2 millones en el desarrollo de la reglamentación de las 28 UPZ  de Mejoramiento Integral y se tiene apropiado unos $981.0 millones para el año 2004.

El cambio de enfoque en la política, la revisión del POT con la implementación de los instrumentos de gestión, trajo consigo modificaciones en el proceso de reglamentación UPZ, aunados a la  promulgación del Acuerdo 117 de 2003
, que modificó los límites de las Alcaldías Locales de Santa Fe, San Cristóbal, La Candelaría, Antonio Nariño, Tunjuelito, Rafael Uribe Uribe, para lo cual el DAPD expidió la Resolución 233 de 2004
, con el fin de ajustar y precisar la cartografía, lo que ha obligado a no pocos ajustes en las estructuras urbanas y la caracterización socioeconómica, causando por ende serios inconvenientes en la adopción de los decretos reglamentarios de las UPZ de Mejoramiento Integral.   

En conclusión, como se puede observar en el Cuadro No. 1, el POT determinó 117 UPZ para el Distrito Capital, de las cuales 5 corresponden según el Decreto 469 de 2003 a suelo rural, 11 más son objeto de otro instrumento de planeamiento; a octubre  de 2004, han sido reglamentadas 24 correspondiendo al 23.8% de las 101 UPZ finalmente definidas, quedando 77 pendientes de reglamentación.

CUADRO No.  1

ESTADO DE DESARROLLO DE LA REGLAMENTACIÓN 

DE LAS UNIDADES DE PLANEAMIENTO  ZONAL  - UPZ

	DETALLE
	TOTALES
	%
	UPZ DEFINIDAS

	UPZ determinadas por el POT 
	117
	100.0
	

	UPZ determinadas por el Ministerio de Medio Ambiente como zonas de reserva ambiental que corresponden a suelo clasificado como expansión del Norte
	5
	4.3
	

	 UPZ en las cuales se debe hacer uso de otros instrumentos de planeamiento contemplados en el POT
	11
	9.4
	117 - 5 =101

	UPZ con Decreto Reglamentario 
	24
	23.8 
	(*)

	UPZ  pendientes de  adopción.
	Consolidación
	49
	77
	48.5
	(*)

	
	Mejoramiento Integral
	28
	
	27.7
	(*)

	UPZ programadas a reglamentar a 2004 
	Consolidación
	26
	42
	41.5
	(*)

	
	Mejoramiento Integral
	16
	
	
	


Fuente: DAPD – Agosto –Octubre de 2004                  (*)   Porcentaje con relación a las 101 UPZ definidas.

Es importante resaltar que aún no se han reglamentado UPZ de mejoramiento integral, siendo estas las que por la dinámica social, presentan mayor potencial de desarrollo ilegal y por ende, requieren un especial cuidado en su reglamentación, por la incidencia que tendrán tanto las normas que adopten, en los sectores sujetos a Plan Parcial como en los sectores no sujetos al Plan Parcial, pero sí, de Tratamiento de Desarrollo por medio de los cuales se urbanicen y que deben atender en forma precisa el reparto equitativo de cargas y beneficios en sectores con altas carencias de infraestructura, equipamientos y espacio público. 

Con esta metodología a octubre de 2004 se habían reglamentado 24 UPZ correspondientes aproximadamente a 7.847.9 hectáreas, todas pertenecientes al Tratamiento de Consolidación, distribuidas en 11 localidades así:

	· Usaquén:    
	Toberin, Country Club y Santa Bárbara.

	· Chapinero:  
	Chico Lago y  El Refugio.

	· Kennedy:     
	Américas  y  Kennedy Central.

	· Fontibón:     
	Modelia y Ciudad Salitre Occidental.

	· Negativa:
	El Minuto de Dios, Boyacá Real y Bolivia.

	· Suba:            
	Britalia, El Prado y La Floresta.

	· Barrios Unidos:        
	Parque El Salitre.

	· Teusaquillo:          
	Parque Simón Bolívar, La Esmeralda, Quinta Paredes  y  Ciudad Salitre Oriental.

	· Los Martíres:           
	La Sabana y Santa Isabel.

	· Antonio Nariño:       
	Restrepo.

	· Rafael Uribe Uribe: 
	Quiroga.


Se advierte que a noviembre de 2004, las UPZ Patio Bonito, El Rincón, Marruecos, Danubio, Alfonso López, Sosiego y San José de Bavaría, están en la última revisión jurídica del Decreto Reglamentario para firma del Alcalde Mayor.

Es importante indicar que aunque en el Decreto 469 se fijó un plazo de tres años más para que la administración reglamente las 77 UPZ restantes, el DAPD, debe hacer un gran esfuerzo para que en el menor tiempo posible logre esta meta,  ya que con la reglamentación de las UPZ se definen los parámetros técnicos que versus la anterior normatividad son el hecho generador de la participación en plusvalía. Es claro que estos recursos son significativos y que en el actual Plan de Desarrollo, está previsto como parte de la estrategia para su financiación, el recaudo de aproximadamente $163.000.0 millones por este concepto.

La reglamentación de UPZ es prioritaria y más en el caso de las de tipo 1 por cuanto, que hasta que no se surta dicho proceso, la administración no puede legalizar los asentamientos ilegales que allí se presenten, ni realizar acciones que permitan el mejoramiento integral de la infraestructura vial, equipamientos, reordenar o adecuar el espacio urbano y las unidades de vivienda que conforman los asentamiento ilegales ubicados en las periferias. 

De la planeación urbana desarrollada predio a predio con norma individual, dejando de lado la configuración del entorno mínimo de suelo y descuidando la construcción de sectores completos de ciudad con la infraestructura, los equipamientos y el espacio público adecuado, con la expedición del POT en la actualidad los procesos de urbanización o desarrollo urbanístico, se efectúan por medio de los Planes Parciales los cuales son de carácter obligatorio, utilizados para el desarrollo de algunos subsectores de las UPZ, en suelos de expansión y Tratamiento de Desarrollo, de Renovación Urbana y de Redesarrollo, adoptándose mediante Decreto Distrital.

Como instrumento de gestión del suelo los Planes Parciales
, son las herramientas que articulan de manera específica los objetivos de ordenamiento territorial con los de gestión del suelo concretando las condiciones técnicas, jurídicas, económico - financieras y de diseño urbanístico que permiten la generación de los soportes necesarios para nuevos usos urbanos o para la transformación de los espacios urbanos previamente existentes, asegurando condiciones de habitabilidad y de protección de la Estructura Ecológica Principal, de conformidad con las previsiones y políticas del POT.

Por ende, el Plan Parcial concreta las reglas de juego, determina sus propias condiciones de estructura interna urbanística, la distribución de proyectos y su forma de aportes a las cargas públicas; determina sus tiempos y procedimientos de desarrollo para los proyectos o etapas que lo componen como las condiciones de reparto equitativo de cargas y de beneficios entre los proyectos y con las escalas superiores.

El Plan Parcial constituye el instrumento mediante el cual  se adoptan decisiones de planificación en el nivel intermedio a escala zonal o local a predios de Tratamiento de Desarrollo Urbanístico localizados en suelo urbano y de expansión, respalda la estabilidad de las normas, determina normas particulares constructivas y de urbanización que permiten atender las especificaciones de desarrollo; permite la utilización de instrumentos de gestión especiales para facilitar su desarrollo, el acceso al suelo, la financiación y la construcción de acuerdo entre los participantes. El Plan se va estructurando mediante procesos de concertación técnica entre diversos propietarios y entidades, en razón a las condiciones inmobiliarias y jurídicas, con un cuidadoso análisis entre las partes que intervienen.
El Plan Parcial deberá cumplir entre otras con las funciones de integrar en el territorio las decisiones de otros instrumentos de planeamiento, con el fin de programar de manera coordinada la ejecución de las obras de infraestructura vial, de servicios públicos y la generación de espacio público, adoptar y definir las condiciones específicas de aplicación de los distintos instrumentos de gestión del suelo, definir los ámbitos espaciales de distribución equitativa de las cargas y beneficios, en los distintos niveles de reparto, de conformidad con las cargas que deben ser asumidas por los propietarios de suelo y definir de manera específica los índices de ocupación y de construcción, los usos y otras normas urbanísticas asumidas como aprovechamientos o beneficios urbanísticos, dentro del sistema de distribución equitativa o de reparto y las condiciones de participación de los diferentes partícipes del Plan Parcial.

La formulación de Planes Parciales será obligatoria: para las zonas clasificadas como suelo urbano con Tratamiento de Desarrollo Urbanístico que tengan un área igual o superior a 10 hectáreas de área neta urbanizable; para las zonas clasificadas como suelo urbano con Tratamiento de Renovación Urbana en la modalidad de redesarrollo; para todas aquellas áreas clasificadas como suelo de expansión urbana; para todos aquellos terrenos que deban desarrollarse mediante unidades de actuación urbanística, macroproyectos y operaciones urbanas especiales y así lo defina el Plan Zonal, o el Plan de Ordenamiento Zonal
, inicialmente el POT
, establecía para los Planes Parciales en suelo urbano un área mínima de 2 hectáreas.

Los Planes Parciales constan de dos componentes, un componente de planificación donde se establece la delimitación, la definición, trazado y caracterización del espacio público, las vías y la infraestructura de nivel secundario y el otro de gestión entendida como la repartición de cargas y beneficios y la definición de las unidades de actuación urbanística que garantizan dicho reparto.

En cumplimiento de lo establecido en el Decreto 619 se expidió el Decreto 1141 de 2000
, que define el procedimiento para la adopción de Planes Parciales como instrumentos de gestión asociada del territorio entre particulares y el estado, estableciendo cuatro fases: consulta preliminar, esquema básico, proyecto y adopción del decreto por parte del Alcalde Mayor. Aprobado el Plan Parcial, corresponderá a los propietarios definir sus condiciones de ejecución, de conformidad con las reglas y alternativas establecidas en la Ley 388 de 1997 y el trámite de las licencias de urbanismo y construcción ante las Curadurías Urbanas de acuerdo al desarrollo que vaya surtiendo cada Unidad de Actuación Urbanística dentro del Plan Parcial.

La gestión urbana en los Planes Parciales es un proceso continuo de negociación entre el estado y los particulares con el objetivo de encontrar un punto de equilibrio o lugares comunes entre intereses opuestos donde todos ganan, de manera que la gestión se entiende como el proceso de concertación donde se generan consensos que dan tanto derechos como obligaciones para las partes.

En el trámite de los Planes Parciales intervienen el Comité Técnico de Planes Parciales y el Consejo Consultivo de Ordenamiento Territorial; en el período 2001 – 2003, se iniciaron procesos de Planes Parciales con la realización de consultas preliminares para 1.188.12 hectáreas, de las cuales 575 hectáreas no llegaron a iniciar la segunda fase de esquema básico, la razón al parecer es que los propietarios efectuaron la consulta preliminar como de norma y posteriormente han procedido a efectuar operaciones diferentes a las de Plan Parcial; las restantes 613.12 hectáreas han seguido con el tramite ante el DAPD.

El  DAPD ha reglamentado 14 Planes Parciales entre el 2001 y el 2004
 así: en el 2002 se adoptaron cuatro, en el 2003 se reglamentaron siete y en el año 2004 al mes de octubre se han expedido tres Decretos Reglamentarios, en total los Planes Parciales adoptados abarcan un total de 297.2 hectáreas, de los cuales cuatro generan el  efecto de participación en plusvalía y en cuanto al reparto de cargas y beneficios la mayoría de los Planes Parciales adoptados no lo desarrollan totalmente de acuerdo a la reciente implementación de este instrumento de gestión. La administración ha promovido tres planes parciales de iniciativa Distrital, adoptándose el Plan Parcial El Porvenir, con 132 Hectáreas; los Planes Parciales Campo Verde de Metrovivienda, con 84 hectáreas y Polígono 1 de Control Usme, con 130 hectáreas que lidera el DAPD, se encuentran en la fase de Esquema Básico.

En la ciudad existe aún una superficie de 6.674 hectáreas para Tratamiento de Desarrollo con los Planes Parciales, aplicando sobre suelo urbano aproximadamente 4.493 hectáreas para procesos de renovación urbana y de redesarrollo y aproximadamente 2.181 hectáreas en zonas de expansión, ubicadas tanto en el norte como en el sur, el cambio en el uso del suelo de los predios ubicados en estas zonas, hace que éstos se constituyan en sujetos pasivos de la participación en plusvalía y a su vez, el ordenamiento y desarrollo de estas áreas debe contemplar el reparto de cargas y beneficios de acuerdo con la norma y las especificidades del decreto mediante el cual se adopte el Plan Parcial. 

El DAPD en cumplimiento de la implementación de los instrumentos de gestión, ha suscrito contratos de consultoría relacionados con: seguimiento a los Planes Parciales; propuesta de aplicación práctica de la distribución equitativa de cargas y beneficios en los procesos de urbanización y edificación de la ciudad; definición de criterios urbanísticos y de gestión que deban aplicarse para el análisis de Planes Parciales; determinación de cargas para Tratamiento de Desarrollo, seguimiento al DAPD y a los equipos técnicos contratados en el desarrollo de la reglamentación del principio de reparto equitativo de cargas y beneficios derivados de los procesos de urbanización y construcción.

Las áreas de expansión del Distrito Capital, se incorporarán al perímetro urbano, mediante planes parciales que respondan a los principios de reparto equitativo de cargas y beneficios, a las necesidades prioritarias de la articulación de la red de ciudades mediante ejes de movilidad, evitando la conurbación, el deterioro del medio ambiente, y en respuesta al objetivo de desconcentración.  

La consolidación urbana, tiene como condición evitar la conurbación de la ciudad con los municipios vecinos, mediante la protección, recuperación y mantenimiento de sus bordes: cuenca del río Bogotá, cerros orientales y zonas rurales del sur y del norte, orientando el uso del suelo con base en las estrategias: de protección y restauración ambiental de los cerros orientales, de los cerros de Suba; asignación de usos del suelo en las áreas de expansión atendiendo las demandas por equipamiento y vivienda, previendo las infraestructuras y los proyectos necesarios que mejoran la integración de la movilidad regional y disminuyen los déficit de equipamiento en una periferia urbana desequilibrada
. 

Con respecto a los Planes Zonales es importante señalar, que este instrumento de gestión urbana aún se encuentra en proceso de implementación, a pesar de que con estos se pretende dar lineamientos para algunos Planes Parciales; por lo tanto su reglamentación es urgente, máxime cuando existen áreas urbanas y de expansión en la ciudad con tratamiento de desarrollo que requieren acciones en infraestructura vial, equipamientos, servicios públicos y espacio público.

Los Planes Zonales a la luz de la Revisión del POT
, deben incluir los parámetros socioeconómicos correspondientes a los instrumentos de gestión del suelo con prevalencia del interés general sobre el particular, la función social y ecológica de la propiedad, el reparto equitativo de cargas y beneficios y la función pública del urbanismo. El DAPD esta adelantando los procesos relacionados con la reglamentación de los siguientes Planes Zonales: 

· Plan Zonal del Borde Oriental Sector Norte.

Tramo comprendido entre el límite Norte del Parque Nacional y el límite Norte del Distrito, se está en proceso de armonización de lo propuesto con las directrices que adopta el Plan de Manejo Ambiental que es de mayor jerarquía al Plan Zonal y depende en gran medida del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, además se deben ajustar los instrumentos de gestión del suelo.

· Plan Zonal del Borde Oriental Sector Norte.

Tramo comprendido entre el límite Norte del Parque Nacional y el límite Sur-Oriental del Distrito, se encuentra en la primera etapa de desarrollo de diagnóstico y definiciones de la estructura urbana.

· El Plan Zonal de Ordenamiento de Usme.

Este Plan comprende la Localidad de Usme con su área urbana y de expansión, se trata de consolidar la planeación e escala intermedia, abarca 6 UPZ con la proyección inicialmente de tres Planes Parciales y además el Distrito Capital adelantará las acciones urbanísticas que permitan consolidar la actual estructura urbana de la zona y optimizar el uso y aprovechamiento de su territorio, con acciones de carácter económico, físico, normativo y de gestión aplicables al centro de la ciudad, en su carácter de espacio principal de la región y el país
.

· Lineamientos de Ordenamiento para los Cerros Norte y Sur de Suba.

En estudio de la realización de la cartografía, la propuesta de estructura urbana y las recomendaciones para el manejo de las áreas que se deben someter a Planes Parciales.

· El Plan Zonal del Centro Tradicional de Bogotá.

En desarrollo de este Plan que corresponde a la Centralidad y a la Operación estratégica Centro (Centro Histórico - Centro Internacional), se pactó el Convenio de Cooperación Técnica entre la Alcaldía Mayor y el Banco Interamericano de Desarrollo –BID como administrador del Fondo General de Cooperación de España  - FGCE por C231.818 euros, en noviembre 11 de 2003. 

· El Plan Zonal de Puente Aranda.

Establecido en el POT, donde se señala que el Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente y el Dirección de Prevención y Atención de Emergencias gestionaran en coordinación con el DAPD, la realización del Plan Zonal  para el ordenamiento de la zona de Puente Aranda con base en un análisis de vulnerabilidad, riesgo y amenaza tecnológica por parte de las empresas que conforman el complejo petroquímico ubicadas en esta zona, igualmente el Plan deberá definir la conformación del parque ecoeficiente de la Zona Industrial de Puente Aranda
.

El DAPD en razón al ajuste de los estudios relacionados con la perspectiva regional, a la falta de soporte técnico y socio-económico acerca del traslado del complejo petroquímico y las condiciones del mismo y a los procesos de interacción entre el DAPD y  la entidades responsables del manejo ambiental en la ciudad DAMA, de salubridad, Secretaría Distrital de Salud y de riesgo tecnológico, DEPAE no alcanzará a cumplir con el plazo establecido en el decreto 469 de 2003 para su implementación. 

En este punto hay que advertir que para los Planes Parciales y Zonales, es fundamental implementar como instrumento de gestión el reparto equitativo de cargas y beneficios, “(…) a pesar de la continua separación que los técnicos y las administraciones locales hacen de la planificación y de la gestión como uno de los ejes centrales de la problemática del desarrollo urbano en Colombia; se insiste en ver los posibles sistemas de gestión como herramientas aparte de los planes, que son posibles de diseñar y aplicar después de pensada la planificación, como un problema práctico, siendo que es precisamente desde los planes que se deben consignar y diseñar los instrumentos de gestión, no enunciándolos sino incorporándolos a la planificación misma para crear un solo sistema único (…)”.
 

Aunque la acción de los instrumentos para el reparto de cargas y beneficios pertenece al ámbito de la gestión urbana, ésta no se puede desligar del proceso mismo planificador y verla por separado; en sí las herramientas de gestión, solo  se pueden comprender y colocar en funcionamiento a partir de una adecuada planificación territorial con un esquema operativo previsto desde la planificación misma, no a posteriori, pues no se puede concebir la planificación como una finalidad en si misma, ni entenderla a como un producto terminado sin la gestión, siendo esta la que valida la planificación y le da sentido
.

La idea de preparar los nuevos suelos urbanos, no hubiera pasado de ser una propuesta eminentemente física como muchas otras realizadas a lo largo de la historia, si no hubiera sido por un gran visionario, que mas allá de pensar en la solución formal del Ensanche de Barcelona, ideó un sistema de gestión para lograrlo; Ildefonso Cerdá crea en 1866 lo que podemos identificar como el primer sistema de reparto de cargas y de beneficios español, sobre el cual se basa gran parte del sistema vigente y que posibilita en gran medida la planificación urbana contemporánea; algo que se observa claramente en el caso español es que con base en una tradición de reparto y unos instrumentos que han mostrado su eficiencia se ha construido un sistema de planificación y gestión urbana, muy distinto a nuestro caso. 

Cerdá en su antología de textos fundamentales publicada en 1867 bajo el nombre de “Las cinco bases de la teoría general de la urbanización” nos describe de manera sencilla los fundamentos básicos para una equitativa distribución de cargas y de beneficios, partiendo de la premisa “(…) queda fuera de toda duda que no hay nada más justo, conveniente, adecuado y admisible que el sacar el coste de cualquier reforma urbana de las misma ventajas y beneficios que proporciona 8…)”
. En el sentido esencial el reparto de cargas y de beneficios no es nada distinto a lo expresado en esta frase de manera clara e indiscutible, sin embargo, lo más importante es diseñar y aplicar un sistema que permita colocar el postulado en práctica, aunque esta afirmación sea en principio aceptada legalmente en Colombia, no existe nada más alejado a nuestra tradición cultural.

Esta premisa se desarrolla a través de cinco principios
, que hacen posible la entrega del espacio público con sus correspondientes dotaciones, que resumen la base del sistema de reparto de cargas y de beneficios español y son en esencia los que se implementaron con importantes ajustes a nuestro ordenamiento constitucional, mediante la Ley 388 de 1997 y que específicamente para Bogotá con la Revisión del POT, se trata de implementar un sistema que rompa con lo tradición cultural en la materia y realice la transición hacia la aplicación del reparto equitativo de cargas con actuaciones urbanísticas e instrumentos de gestión del suelo flexibles en beneficio de las finanzas y de la comunidad del Distrito Capital. 

En España, Japón o Francia, los espacios públicos, que se obtienen a partir de una planificación evolucionada, predeterminan los espacios privados, al contrario de lo que sucede en nuestro medio, donde lo público es culturalmente hablando ‘lo que sobra”, tema que también es objeto de la ordenación urbanística, determinando regulaciones para su aprovechamiento, siendo esta la facultad más aplicada en Colombia por parte de las Administraciones Municipales, es decir, la determinación de normas urbanísticas, instrumento que igualmente no escapa a ser parte de un sistema de reparto de cargas y de beneficios, pero que requiere ser complementado con otras formas de reparto propias del desarrollo de la nueva ciudad y la ciudad que se recicla a través de la renovación urbana.

En este sentido, reconocer que es precisamente la planificación y esencialmente el POT y sus instrumentos de planeamiento
: “(...) Los planes maestros, los planes de ordenamiento zonal, los planes zonales, las unidades de planeamiento zonal – UPZ,  los planes directores para parques, los planes de implantación, los planes de regularización y manejo, los planes de reordenamiento, los planes de ordenamiento minero ambiental las demás reglamentaciones urbanísticas y, en general, las disposiciones contenidas en cualquier otro tipo de acto administrativo de las autoridades competentes, referidas al ordenamiento del territorio del Distrito Capital (...)” y gestión, tales como los Planes Zonales y Parciales y las UPZ entre otros, que de mayor manera determinan cargas y beneficios, de forma tal que, si sus resultados no se encausan y manejan desde el montaje mismo del sistema de gestión que debe acompañar cada operación, se actuará en la generación de cargas y de beneficios sin crear mecanismos adecuados para capitalizarlos y actuar sobre ellos.

Considerando la construcción en altura como algo positivo, ya que la densificación de la ciudad trae ventajas, implicando una serie de esfuerzos fiscales adicionales tales como una provisión mayor de infraestructura vial, equipamientos y espacios públicos a través de la distribución equitativa de cargas y beneficios, lo que hace razonable solicitar a los propietarios y constructores que se benefician  por la mayor edificabilidad que contribuyan en parte a sufragar las cargas.

En Colombia con la promulgación de la Ley 388 de 1997, se busco modernizar nuestros sistemas de planificación y gestión urbanas, determinando la urgencia de desarrollar una aplicación real del reparto, es decir, hacer posible que las ciudades se construyan a partir de una verdadero aporte compartido entre el sector público y el sector privado que se beneficia de la actividad urbanizadora, es así como se estableció que las actuaciones de urbanización y de construcción en suelos urbanos y de expansión urbana y de construcción en tratamientos de renovación urbana y redesarrollo en el suelo urbano; se deben realizar a través de las unidades de actuación urbanísticas
 que deben garantizar el uso racional del suelo y facilitar la dotación: de infraestructura vial, servicios públicos, y los equipamientos colectivos, mediante el reparto equitativo de las cargas y de los beneficios.

En los sistemas de reparto es necesaria la asociación de los predios que componen la unidad de actuación urbanística y que al producirse el determinado beneficio económico, este deberá ser distribuido de manera proporcional a la tierra e inversiones efectuadas, descontando de la misma manera proporcional las inversiones de infraestructuras, equipamientos y servicios públicos locales.

Acercándonos así a una buena aproximación del ideal de la planeación urbana con los principios de ordenamiento territorial establecidos en Ley 388 de 1997, específicamente  para el Distrito Capital en el Decreto 619 de 2000, el reparto de cargas y de beneficios, fue ignorado primando seguramente intereses políticos y económicos sobre el interés general, en contravía con las políticas de la planificación urbanística de las grandes urbes, en el marco de las nuevas tendencias económicas mundiales, de competitividad y de calidad de vida.

Afortunadamente, si bien se han perdido seis años en lo relacionado con la implementación del reparto equitativo de las cargas y de los beneficios, en Bogotá, mediante el Decreto 469 de 2003 se desarrollan los instrumentos de gestión del suelo, que se ha ido plasmando en los decretos de reglamentación de UPZ y de los Planes Parciales adoptados a partir de enero de 2004; igualmente con el Decreto 327 de 2004, se reglamenta el Tratamiento de Desarrollo Urbanístico
, en el cuál se dedica un capítulo al reparto de cargas y beneficios. 

Percibir que una adecuada gestión del suelo, a partir de los beneficios económicos suficientes para financiarse a sí misma y las oportunidades que genera la ciudad, es iniciar el proceso de búsqueda de la transformación cultural que requerimos,  sin ignorar que es un proceso tortuoso, el que necesitara nuestro país para superar este vacío, es pretender que con el impulso de las leyes en Colombia operará un cambio cultural, previéndose  que los planes de ordenamiento territorial y demás normas urbanísticas, en desarrollo del principio de igualdad de los ciudadanos ante las normas, deben adoptar mecanismos que garanticen el reparto equitativo de las cargas y de los beneficios derivados del ordenamiento urbano entre los respectivos afectados; estos mecanismos son: las unidades de actuación, la compensación y la transferencia de derechos de construcción y desarrollo, entre otros
.

Las cargas correspondientes al desarrollo urbanístico que serán objeto del reparto entre los propietarios de inmuebles de una Unidad de Actuación, incluirán entre otros componentes las cesiones y la realización de obras públicas correspondientes a redes secundarias y domiciliarias de servicios públicos de acueducto, alcantarillado, energía y teléfonos, así como las cesiones para parques y zonas verdes, vías vehiculares y peatonales y para la dotación de los equipamientos comunitarios.

Las cargas correspondientes al costo de infraestructura vial principal y redes matrices de servicios públicos se distribuirán entre los propietarios de toda el área beneficiaria de las mismas y deberán ser recuperados mediante tarifas, contribución de valorización, participación en plusvalía o cualquier otro sistema que garantice el reparto equitativo de las cargas y los beneficios de las actuaciones.

El principio del reparto equitativo de cargas y beneficios tiene dos niveles, el reparto entre el Estado y los propietarios y el reparto entre los propietarios de las unidades de actuación urbanística. La distribución equitativa de las cargas y de los beneficios se podrá realizar mediante compensaciones en dinero, intensidades de uso en proporción a las cesiones y participación en las demás cargas o transferencias de derechos de desarrollo y construcción, según lo determine el Plan Parcial correspondiente.

Las unidades de actuación se delimitan teniendo en cuenta el cumplimiento conjunto de las cargas de cesión y urbanización de la totalidad de su superficie, mediante el reparto equitativo entre sus propietarios. Para el Distrito Capital la participación en estas cargas se realiza de acuerdo con los siguientes parámetros: en los sectores sujetos a Plan Parcial, según  lo establecido en el reparto específico de cargas y beneficios que en el mismo plan se definan y el que haya establecido el Plan de Ordenamiento Zonal, cuando sea el caso y en lo proyectos no sujetos a Plan Parcial
.

Para implantar una distribución equitativa de cargas y beneficios, es necesario que los límites prediales preexistentes sean eliminados, haciendo que la participación de cada propietario se establezca con base en un porcentaje sobre el precio inicial del globo de terreno a intervenir con la acción urbanística. Ello implica que el propietario deja de ser propietario de un predio específico y pasa a serlo de un porcentaje de globo de terreno mayor sobre el cual se establece la acción urbana específica determinada por el Plan Parcial.

La distribución equitativa de cargas y de beneficios implica un largo proceso de concertación entre la administración y los diversos actores que intervienen en el proceso urbanístico, con intereses legítimos pero en no pocas veces contradictorios; de ahí que la adecuada implementación y concertación, con que 

la ciudad resuelva la asignación de las cargas y de los beneficios generados de la acción urbanística, dependerá que la ciudad que se construya  hacia el futuro sea más ordenada en su estructura física, más integrada en lo social y más productiva en lo económico.

En desarrollo instrumental de la política del Sistema General de Reparto de Cargas y Beneficios
, el DAPD dio un paso importante al reglamentar el Tratamiento de Desarrollo Urbanístico en el Distrito Capital
, la política introduce el sistema reglado de reparto para áreas menores de 10 hectáreas en Tratamiento de Desarrollo, sistema de reparto para Planes Parciales para áreas mayores de 10 hectáreas en Tratamiento de Desarrollo y de Renovación Urbana.

Por esencia, la concertación no es el ejercicio de la imposición de una norma rígida, es sobre todo la búsqueda de ese esquivo interés común donde todos los interesados se ponen de acuerdo. Los Planes Parciales son el substrato necesario para llevarlo a cabo y la distribución de cargas y de beneficios su concreción.

Las licencias de urbanismo incluirán los compromisos resultantes del reparto de cargas, según conste en los documentos que deberá suscribir el solicitante con las empresas de servicios públicos domiciliarios, el Departamento Administrativo de la Defensoría del Espacio Público – DADEP y con el Instituto de Desarrollo Urbano –IDU, señalando en forma clara, expresa y exigible la forma de cumplimiento de las obligaciones  de construcción de las obras derivadas del reparto de cargas de manera tal que presten mérito ejecutivo, según lo definido en el Plan Parcial
. 

En el Cuadro No. 2 se pueden apreciar las herramientas de reparto de cargas y beneficios, que deberían ser aplicadas a cada instrumento de planeamiento.

CUADRO  No. 2

HERRAMIENTAS DE REPARTO DE CARGAS Y DE BENEFICIOS 

Y LOS INSTRUMENTOS DE PLANEAMIENTO

	NIVELES
	INSTRUMENTO DE PLANEAMIENTO
	ESCALA  DE REPARO DE CARGAS Y BENEFICIOS
	HERRAMIENTAS DE REPARTO DE CARGAS Y BENEFICIOS

	1. CIUDAD  (Ciudad – Región)
	Planes Maestros
	General – Ciudad
	Plusvalía, valorización (por beneficio general), tarifas (cobro e inversión general), derechos de construcción (aporte de suelos por certificados), asignación interna de cargas y beneficios (determinan cargas urbanísticas)

	2.ZONAL (Zonas urbanas y territorios específicos)
	Planes Zonales
	Zonal
	Plusvalía, valorización (por beneficio zonal), tarifas (cobro e inversión sectores específicos), derechos de construcción aporte de suelos por certificados), asignación interna de cargas y beneficios (Reparten cargas y beneficios entre planes parciales).

	
	Planes de Ordenamiento Zonal
	Zonal
	

	
	Unidades de Planeamiento Zonal – UPZ
	Zonal
	

	
	Planes Parciales
	Local
	Plusvalía, valorización (cobro e inversión por beneficio local), tarifas (cobro e inversión sectores específicos), derechos de construcción (Aporte de suelos e inversiones por edificabilidad o certificados), asignación interna de cargas y beneficios (Reparten cargas y beneficios entre unidades).



	
	Planes de Reordenamiento
	Local
	Plusvalía, valorización (cobro e inversión por beneficio local), tarifas (cobro e inversión sectores específicos), derechos de construcción (Aporte de suelos por certificados, compensaciones por certificados, pago a fondo de compensaciones), asignación interna de cargas y beneficios (Entregas de cesiones y aportes adicionales).

	3.LOCAL (Porciones reducidas de territorio)
	Planes de Implantación
	Local
	

	
	Planes de Regularización y Manejo
	Local
	

	
	Planes de Recuperación Morfológica
	Local
	

	ACCIONES URBANÍSTICAS A NIVEL LOCAL  (Autorización para el desarrollo obtenidas en las Curadurías Urbanas)  
	LICENCIAS DE URBANISMO

LICENCIAS DE CONSTRUCCIÓN, AMPLIACIÓN Y ADECUACIÓN


Fuente: DAPD Subdirección de Gestión Urbanística - enero 2004

Otro instrumento de la gestión del suelo, es el financiamiento del ordenamiento territorial, en el que se incluye la participación en la plusvalía, la cual es generada por la acción urbanística, la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano.

La Ley 388 de 1997, dedica todo el Capítulo IX
, a los mecanismos para la participación en plusvalía, constituyéndose en la primera norma de carácter general que desarrolla el Artículo 82 de la Constitución Política Nacional. La ley condiciona para que la participación sea efectiva, que los concejos municipales y distritales establezcan mediante acuerdo de carácter general, las normas aplicables en su respectivo territorio. Igualmente la Ley 388, impone un plazo de 18 meses desde la entrada en vigencia, para que los entes territoriales adopten Planes de Ordenamiento Territorial, instrumento clave para el desarrollo urbano y determinante como hecho generador de los efectos de la participación en plusvalía.

Como instrumento de financiación la participación en plusvalía, busca hacer más equitativo el desarrollo urbano permitiendo la participación de la ciudad en los mayores valores generados por las decisiones tomadas por el POT y sus instrumentos de gestión y planeamiento y con base en lo dispuesto por la Ley 388 de 1997, en materia de clasificación de los suelos y de asignación de usos y edificabilidad a cada predio.

Esta participación propone recuperar parcialmente el mayor valor del suelo producto de decisiones administrativas, ya que el plusvalor generado no se debe a la inversión o esfuerzo privado sino por una decisión pública.

Las zonas que aumentan su precio son aquellos que obtienen un incremento de su aprovechamiento por cambio por acciones definidas en el POT, en comparación con las anteriores normas urbanísticas, específicamente el Acuerdo 6 de 1990 y sus normas reglamentarias, lo que posibilita establecer si existen cambios en la clasificación del suelo, cambios de uso o se incrementa la edificabilidad o se asigna un área de actividad que genera usos más rentables.

Mediante el Acuerdo 118 de 2003
, el Concejo de Bogotá, establece las normas y los hechos generadores
 para la aplicación de la participación en plusvalías, siete (7) años después de expedida la Ley 388; con el Acuerdo se fija plazo de tres meses para que la Administración Distrital proceda a liquidar de manera general el efecto de participación en plusvalía, hecho que se concreta en marzo de 2004
 y con la expedición de la Resolución 496 de 2004
 de la Secretaría de Hacienda Distrital se implementa los instrumentos de liquidación de dicha contribución. Como se observa, la real consumación de los mecanismos para el cobro y recaudo de la participación en plusvalía apenas se da a partir de junio de 2004. 

Aunque existen las normas que regulan y reglamentan el cobro de la contribución de plusvalía, es indispensable la acción urbanística
, éstas son tenidas en cuenta, sea en conjunto o cada una por separado para determinar el efecto de la plusvalía o los derechos adicionales de construcción o desarrollo, cuando fuere el caso, es decir la reglamentación de las UPZ y de otros instrumentos de planeamiento y gestión, como herramienta técnica que permita realizar el comparativo entre la norma urbanística anterior, esto es el Acuerdo 6 de 1990 y la nueva, que es efectivamente el hecho generador de la plusvalía.

En cumplimiento del Acuerdo 118 de 2003
, el DAPD adoptó mediante la expedición de resoluciones
, por medio de las cuales se liquidó el efecto plusvalía en aproximadamente 5500 inmuebles, localizados en las zonas objeto de dicha participación, correspondientes a las 17 UPZ reglamentadas a 2003, determinando el monto de la participación en plusvalía por metro cuadrado; el 30% si la participación es declarada y pagada en el año 2004, el 40% si es declarada y pagada en el año 2005 y el 50% a partir del año 2006, tarifas adoptadas por el Concejo Distrital. Los avalúos y cálculo del efecto plusvalía, fueron realizados por el DACD.

En resumen, los desarrollos normativos han condicionado y diferido en el tiempo la oportunidad en la generación de los hechos constitutivos de participación en plusvalía. Aunque la Administración se ha ceñido a los plazos determinados en las normas, entendiendo la complejidad y diversidad de tareas que son necesarias para concretar el desarrollo urbano, a pesar de que la Ley 388 de 1997, autoriza a los concejos municipales y distritales para implementar los mecanismos, así como el POT en el año 2000, establece los instrumentos de gestión urbana, no se entiende que ante la expectativa de importantes ingresos para el Distrito, la reglamentación de la citada contribución se haya implementado sólo hasta mayo de   2004. 

Igual reflexión surge con relación a que desde el año 2000 hasta la fecha apenas se hayan reglamentado 24 de las 117 UPZ, a sabiendas  de que a partir de su reglamentación surgen los hechos generadores de plusvalía de acuerdo a los cambios resultantes de las comparaciones que se realicen con respecto a la norma anterior, Acuerdo 6 de 1990;  si bien es cierto que solo a partir del Acuerdo 118 de 2003, se puede hacer efectivo el cobro de participaciones en plusvalía a los predios ubicados en las UPZ ya reglamentadas y mediante la expedición de las licencias de construcción y urbanismo que expidan los curadores urbanos.

Otro instrumento de gestión del suelo es la transferencia de derechos que es necesario armonizar las posiciones respecto a su utilización como instrumento de recuperación de plusvalías por mayor aprovechamiento y/o edificabilidad o como instrumento exclusivo para compensar los inmuebles de valor patrimonial y a los suelos de protección ecológica.

En la ciudad hay aproximadamente 7.000 mil hectáreas en zonas de expansión y suelo urbano de renovación, ubicadas tanto en el norte como en el sur, las cuales son objeto de desarrollo mediante la implementación de Planes Parciales; el cambio en el uso del suelo de los predios ubicados en estas zonas, hace que éstos se constituyan en sujetos pasivos de la participación en plusvalía y teniendo en cuenta la extensión en metros cuadrados, estos son los que generarán  mayor recaudo y  a su vez, el ordenamiento de estas áreas debe contemplar el reparto de cargas y beneficios de acuerdo con la norma y las especificidades de los decretos mediante los cuales  se adoptarán los Planes Parciales, por lo que el distrito deberá agilizar los procesos para su trámite. 

Durante la ejecución de las obras de construcción y/o urbanismo, con el fin de asegurar el cumplimiento de lo establecido en las licencias de urbanismo y construcción y de las demás normas y especificaciones técnicas contenidas, al igual que de los procesos urbanísticos que contravengan los planes de ordenamiento territorial o sus normas urbanísticas, es potestad de los alcaldes municipales y distritales la vigilancia, control y la imposición de las sanciones urbanísticas a los responsables
.

En el Distrito Capital, de conformidad con lo dispuesto en el Estatuto Orgánico
, está atribución se les otorgó a las alcaldías locales que les corresponde: hacer cumplir las decisiones de las autoridades distritales; vigilar el cumplimiento de las normas vigentes sobre desarrollo urbano, uso del suelo y reforma urbana; dictar los actos y ejecutar las operaciones necesarias para la protección, recuperación y conservación del espacio público, el patrimonio cultural, arquitectónico e histórico, los monumentos de la localidad, los recursos naturales y el ambiente; conocer de los procesos relacionados con violación de las normas sobre construcción de obras y urbanismo e imponer las sanciones correspondientes; vigilar y controlar, la construcción de obras.

Sin embargo, las alcaldías locales están muy distantes de cumplir con lo ordenado, en razón a que operativamente y funcionalmente carecen del personal y de los recursos adecuados que permitan una real vigilancia y control del desarrollo urbanístico de la ciudad, por lo cual toda  planificación y regularización del uso del suelo por parte del DAPD en desarrollo del POT, se pude quedar en buenas intenciones, un verdadero saludo a la bandera. Por lo tanto se hace necesario la implantación de acertados y aterrizados mecanismos de control y vigilancia del desarrollo urbanístico, que impidan que este se siga efectuando con inequidad, sin orden, al arbitrio de los intereses particulares en desmedro del interés de la mayoría de la comunidad capitalina.

Esta situación aunada a la insuficiencia operativa del DAPD por la carencia de funcionarios, en alguna medida de recursos económicos y lo engorroso de algunos procesos, con lleva a que las metas fijadas anualmente se van desplazando en el tiempo, y se determine por una parte, desarticulación entre la instancia Distrital y la local en cuanto al seguimiento y control del POT y de otra, el no aprovechamiento real de las ventajas que deberían presentar las localidades por contar con una estructura administrativa que facilitaría además los procesos participativos. 

Por eso se reitera que es necesario fortalecer la instancia local mediante el desarrollo e implementación de actos administrativos, en los que se les debe dar un mayor papel protagónico en los temas de planeación, seguimiento, evaluación y control social del POT, así como el mejoramiento de la capacidad institucional de las alcaldías locales para la gestión, ejecución, control y evaluación de las normas e instrumentos de planificación urbana en el ámbito de su jurisdicción.

Por otra parte la resistencia en contra de la Ley 388 de 1997 y de los instrumentos que la desarrollan, es bastante fuerte debido en general a la resistencia cultural a la concertación y al reparto de cargas y de beneficios, a pesar del aún incipiente desarrollo de sus instrumentos, por acción: 

De los gremios de la construcción por la merma de sus potenciales beneficios en razón de las nuevas obligaciones; de propietarios de tierras que se resienten de la planificación porque al margen de las posibilidades de urbanizar quieren elevar sus rentas y sienten temor por la participación en plusvalías;  del mal uso de la política que en aras de sus actuaciones promueve el uso indebido del suelo con desarrollos urbanos formales e informales, manipulando a su acomodo las normas urbanísticas; de los promotores y gestores inmobiliarios que ven afectadas sus ganancias ya que la planificación anterior les dejaba manipular e influenciar sobre la oferta de tierra sin mayores inversiones;  de las actuaciones de los curadores urbanos que basados en sus ingresos se han convertido en simples tramitadores de licencias, muchas veces distantes de las actuaciones y acciones urbanísticas previstas en el POT y reglamentadas por el DAPD, lo que crea resquemores por parte de la comunidad; de la recepción en los dos últimos gobiernos nacionales al querer de los gremios de la construcción, desmontando en la práctica a nivel institucional el soporte de la Ley.

Es igualmente necesario que el DAPD, involucre al grueso de la comunidad en la implementación de los diferentes instrumentos de gestión del suelo, tal como se está efectuando para los Planes Parciales con procesos reales de concertación, en garantía de que la norma no sea vista como una imposición arbitraria para la comunidad, sino que ella se apropie y conozca los instrumentos de gestión locales y zonales, con el fin de hacer una ciudad más integrada y respetuosa del desarrollo urbanístico con primacía del bienestar común, conciencia del valor de lo público y aumento de la calidad del entorno. 

2.
HECHOS RELEVANTES EN EL PERIODO AUDITADO

Para la vigencia de 2003, el Departamento Administrativo de Planeación Distrital teniendo en cuenta los avances en materia de política regional y la necesidad de replantear los objetivos, estrategias y metas del Plan de Ordenamiento Territorial que a la fecha se encontraba vigente (Decreto 619 de 2000), planteó acciones que concretase esta política y armonizasen la definición de óptimos instrumentos de planificación, financiación y gestión urbana en pro de los objetivos de desarrollo urbano. 

Es así, que tomando como insumo las propuestas presentadas por la Mesa de Planificación Distrital, la ciudadanía y demás instancias interesadas en la materia, se desarrolló la propuesta de revisión del Decreto Distrital 619 de 2000 – Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá -, específicamente en aspectos, entre otros, como: desarrollo de los conceptos Ciudad – Región y Gestión del Suelo. 

Mediante Decreto 469 del 23 de diciembre de 2003, “Por el cual se revisa el Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá D. C.”, se efectuaron los ajustes en los artículos concertados con las autoridades competentes y lo pertinente en la cartografía, dotando a Bogotá de un Plan con “perspectiva regional”, que contribuye con el desarrollo urbano y económico de la ciudad. Este concepto de Región Bogotá-Cundinamarca, desarrollado por el POT, vincula líneas estratégicas de ajustes al modelo de ordenamiento, integración con la región, implementación de políticas del suelo e instrumentos de planificación y gestión urbana y el fortalecimiento de la planeación y participación local.    

Política Regional:

El crecimiento económico, el desarrollo urbano y el ordenamiento territorial se sustentan en una serie de acciones de carácter económico, físico, normativo y de gestión que deben ser adelantadas para diseñar el modelo de ordenamiento del Distrito Capital, cuyo objetivo fundamental es integrar la ciudad y sus áreas rurales a la Región Bogotá–Cundinamarca. 

Dicho modelo considera a Bogotá como “Ciudad Primada, por cuanto se constituye en el centro regional donde se concentra la mayor cantidad de servicios en el área financiera, mercado de capitales, salud, educación, cultura, recreación, comunicaciones y telecomunicaciones, desarrollo tecnológico, administración pública; y su Centro es el espacio económico, administrativo y simbólico más importante del país, el departamento y la ciudad”.
Con la formulación de la estrategia de desconcentración regional y la creación de una red de ciudades sólidas, la citada norma (Decreto 469 de 2003), en su Artículo 1º establece una serie de objetivos a largo plazo que afirman el ordenamiento territorial del Distrito Capital, dirigidos a garantizar la sostenibilidad ambiental, económica y fiscal del Distrito Capital, al reconocimiento del Distrito Capital como nodo principal de la red de ciudades de la región  Bogotá – Cundinamarca, a que las decisiones tomadas en materia de ordenamiento del territorio Distrital se orienten hacia la Región, con el fin de lograr una eficiente planeación económica, social y territorial, controlando los procesos de expansión urbana en Bogotá y su periferia. Igualmente, se plantea el desarrollo del modelo como ciudad abierta y competitiva orientada a consolidar la oferta de bienes y servicios y al perfeccionamiento de instrumentos de planeación, gestión urbanística y de regulación del mercado del suelo para la región, entre otros.

En el marco de la Ciudad – Región, el Decreto establece en el Capítulo 1 del Titulo II las políticas generales para el Distrito Capital, en materia de uso y ocupación del suelo urbano y de expansión; ambiental; competitividad; hábitat y seguridad humana; movilidad; dotación de equipamientos; dotación de servicios públicos domiciliarios; recuperación y manejo del espacio público; información para la planeación y el ordenamiento y área rural. 

Políticas orientadas a consolidar la actual estructura urbana, optimizar el uso y aprovechamiento del territorio; mejorar la calidad ambiental para el desarrollo humano integral; reforzar la ciudad como centro de la productividad y la innovación; incrementar las exportaciones tradicionales y promover nuevas exportaciones de bienes y servicios; integrar la oferta de viviendas a la oferta de movilidad, espacio público y equipamientos dotacionales de salud, educación, recreación, seguridad, justicia, movilidad local y servicios públicos domiciliarios; mejorar la productividad de la ciudad y la región a través del subsistema vial, de transporte, de regulación, y de control del tráfico; recuperación y mantenimiento del espacio público; fortalecimiento funcional, económico y social del territorio rural a la región Bogotá-Cundinamarca; estas como otras acciones se deben adelantar para ajustar el modelo de ordenamiento del Distrito Capital. 

Así mismo, con el fin de implementar el modelo, la norma establece una serie de estrategias implementadas bajo principios como: i) protección y tutela del ambiente y los recursos naturales, ii) perfeccionamiento y optimización de la infraestructura para la movilidad y la prestación de servicios públicos y sociales, iii) integración socio económica y espacial de su territorio urbano-rural a nivel internacional, nacional y con la red de ciudades prevista para la región Bogotá-Cundinamarca y departamentos vecinos.

Principios que aseguran el desarrollo del ordenamiento territorial a través de estructuras que afectan el área urbana, de expansión y rural del Distrito Capital,  como: i) estructura ecológica principal,  conformada por la red de corredores ambientales, ii) estructura funcional de servicios, conformada por los sistemas generales de servicios públicos, movilidad y equipamientos, iii) estructura socio-económica y espacial, conformada por el centro y la red de centralidades que concentran actividades económicas y de servicios.

Política de Gestión del Suelo:

Con respecto a la política de Gestión del Suelo, el Decreto promueve el concepto a través del Título III y Artículos siguientes, ajustando los procedimientos de estudio y adopción de planes parciales y operaciones urbanísticas. Política direccionada hacia la aplicación de principios legales de la función pública del urbanismo y distribución equitativa de cargas y beneficios derivados de los procesos de desarrollo urbano, regulación del mercado del suelo con el fin de evitar el deterioro ambiental y la segregación socio-espacial; asegurar que en los procesos de incorporación de suelo para usos urbanos o en los procesos al interior de la ciudad, se generen las infraestructuras, equipamientos y espacios libres de soporte de las actividades y usos urbanos correspondientes; crear condiciones para el desarrollo de proyectos urbanísticos que estimulen la vinculación de inversionistas a los procesos de desarrollo territorial.

Así mismo, se implantan mecanismos de oferta y control del suelo que limiten la urbanización ilegal y garanticen el acceso al suelo y a mejores condiciones de vivienda a  los sectores más pobres de la población; a optimizar la capacidad de gestión pública y de coordinación en la provisión estatal de infraestructuras y servicios; a diseñar y desarrollar modelos de gestión urbanística, como estrategia de ordenamiento de la Región Bogotá-Cundinamarca.

En los instrumentos de gestión del suelo, establecidos por el Decreto se destacan: “las unidades de actuación urbanística, el reajuste de tierras, los bancos de tierras, el derecho de preferencia, la declaratoria de desarrollo y construcción prioritarios, la enajenación forzosa, enajenación voluntaria, la expropiación por vía administrativa y judicial, el reparto equitativo de cargas y beneficios, la participación en plusvalías, implica un adecuado conocimiento del mercado del suelo, de los criterios para determinar su precio y, de las condiciones de aplicación de principios como el de la propiedad como una función social y ecológica y la prevalecía del interés general sobre el particular”.  

Con la revisión y ajuste del Plan de Ordenamiento Territorial, se le da importancia al concepto de la participación en plusvalía, definiéndola como uno de los instrumentos de gestión del suelo que contribuye con la regulación de los precios del suelo y posibilita un reparto redistributivo de cargas y beneficios.

La Ley 388 de 1997 en sus Artículos 37, 38 y 39 introduce el concepto de cargas y beneficios desarrollando del principio de igualdad de los ciudadanos ante las normas derivadas del ordenamiento urbano, a través de mecanismos que garanticen el reparto equitativo entre los respectivos afectados.

Normatividad esta desarrollada a través del Artículo 29 del Decreto 469 de 2003, el cual establece que “la política de gestión del suelo se sustenta primordialmente en el principio del reparto equitativo de las cargas y beneficios derivados del ordenamiento urbano, dirigida a reducir las inequidades propias del desarrollo y a financiar los costos del desarrollo urbano con cargo a sus directos beneficiarios”.

Igualmente, se señala que la misma normatividad (Ley 388/97 Capitulo IX) autoriza el cobro y la participación en la plusvalía, desarrollada por el Decreto 619 de 2000, modificado en algunos Artículos por el Decreto 469 de 2003. Definiendo como zonas con efecto de plusvalía, aquellas cuyo aprovechamiento ha sido incrementado por la asignación de un mayor volumen de edificabilidad. 

Es precisamente, que mediante la expedición del Acuerdo 118 de 2003, “Por el cual se establecen las normas para la aplicación de la participación en plusvalías en Bogotá,  Distrito Capital “, se faculta a la Administración Distrital el cobro de dicho concepto que se genere por la acción urbanística y regulación de la utilización del suelo y del espacio aéreo urbano.

El Artículo 3º del Acuerdo establece: “Hechos Generadores. Constituyen hechos generadores de la participación en la plusvalía derivada de la acción urbanística de Bogotá Distrito Capital, las autorizaciones específicas ya sea destinar el inmueble a un uso más rentable, o bien a incrementar el aprovechamiento del suelo permitiendo una mayor área edificada, de acuerdo con lo que se estatuya formalmente en el Plan de Ordenamiento Territorial o en los instrumentos que lo desarrollen, en los siguientes casos:

1. El establecimiento o modificación del régimen o la zonificación de usos del suelo. 

2. La autorización de un mayor aprovechamiento del suelo en edificación, bien sea elevando el índice de ocupación o el índice de construcción, o ambos a la vez”.

Parágrafo Primero. “En el Plan de Ordenamiento Territorial o en los instrumentos que lo desarrollen se especificarán y delimitarán las zonas o subzonas beneficiarias de una o varias de las acciones urbanísticas contempladas en éste artículo, las cuales serán tenidas en cuenta, sea en conjunto o cada una por separado, para determinar el efecto de la plusvalía o los derechos adicionales de construcción y desarrollo, cuando fuere del caso”.

Artículo 4º “Exigibilidad.- La declaración y pago de la participación en plusvalía será exigible en el momento de expedición de la licencia de urbanismo o construcción que autoriza a destinar el inmueble a un uso más rentable o a incrementar el aprovechamiento del suelo permitiendo una mayor área edificada o en el momento en que sean expedidos a favor del propietario o poseedor certificados representativos de derechos de construcción con ocasión de la expedición de un Plan Parcial, en el cual se hayan adoptado los mecanismos de distribución equitativa de cargas y beneficios y se hayan asignado o autorizado de manera específica aprovechamientos urbanísticos a los propietarios partícipes del plan parcial”.

Si bien es cierto la Ley 388 de 1997 autoriza el cobro y la participación en la plusvalía, solo a partir del Acuerdo 118 de 30 de diciembre de 2003, se reglamentó para el Distrito Capital.

De igual forma, se expide otra serie de normatividad reglamentando el anterior Acuerdo que define los lineamientos para la liquidación de la plusvalía y la entidad competente para hacerlo, como es el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, quien será el ente encargado de aplicar las tasas correspondientes para tal fin.

Además, se expide el Decreto 190 de 2004, a través del cual se compilan las disposiciones contenidas en los Decretos Distritales 619 de 2000 que adoptó el Plan de Ordenamiento Territorial del Distrito y el 469 de 2003 que adoptó la revisión del mismo. 

3. DICTAMEN DE AUDITORIA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL- MODALIDAD ABREVIADA

Doctora

CARMENZA SALDIAS BARRENECHE

Directora

Departamento Administrativo de Planeación Distrital

Ciudad

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto 1421 de 1993, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad  Abreviada al Departamento Administrativo de Planeación Distrital, a través de la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad con que administró los recursos puestos a su disposición y los resultados de su gestión, el examen del Balance General a 31 de diciembre de 2003 y el Estado de Actividad Financiera, Económica y Social por el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2003; (cifras que fueron comprobadas con las de la vigencia anterior), la comprobación de que las operaciones financieras, administrativas y económicas se realizaron conforme a las normas legales, estatutarias y de procedimientos aplicables y la evaluación del Sistema de Control Interno.

Es responsabilidad de la Administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la administración de la entidad, que incluya pronunciamiento sobre el acatamiento a las disposiciones legales y la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno, y la opinión sobre la razonabilidad de los Estados Contables.

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de Auditoría, fueron comunicados por la administración, para la adopción de las acciones correctivas respectivas, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente en la eficiente y efectiva prestación de servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del control.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoría Gubernamentales  compatibles con las de General Aceptación, así como con las políticas y los  procedimientos de Auditoría, establecidos por la Contraloría de Bogotá; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, de planeación y ejecución del trabajo, de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral.  El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad, las cifras y presentación de los Estados Contables y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del sistema de Control Interno.

Concepto sobre Gestión y Resultados:

El Departamento Administrativo de Planeación Distrital, para el cumplimento de sus objetivos institucionales, definió en su Plan Estratégico, los lineamientos que orientan el quehacer de la entidad alrededor de su misión y visión institucional,  herramienta básica en el desarrollo del proceso de evaluación de gestión y resultados. 

Complementaria a esta información primaria el concepto sobre la gestión se fundamenta en los resultados de la evaluación del Sistema de Control Interno, Plan de Desarrollo, Balance Social, Contratación, Presupuesto, Estados Contables y cumplimiento del Plan de Mejoramiento; adicionalmente, incluye el análisis sectorial sobre las políticas públicas del sector, con énfasis en la planeación urbana e instrumentos de planificación a partir del Plan de Ordenamiento Territorial, como política de integración regional, ilustrado en el siguiente gráfico:
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El componente de Gestión y Resultados abordó la evaluación de los Proyectos de Inversión, contemplados en el Plan de Desarrollo “BOGOTÁ, para VIVIR todos del mismo lado”, con un presupuesto de inversión de $19.162.2 millones, de los cuales ejecutó el 95.2%, equivalente a $18.246.4 millones, constituyendo reservas al final de la vigencia por valor de $13.629.1 millones y giros por valor de $4.617.3 millones, observándose una ejecución real de tan solo el 25.3%, hecho que denota el bajo cumplimiento de los objetivos y metas relevantes definidas en el Plan de Acción, suscrito para la vigencia de 2003, situación reflejada en el siguiente cuadro:

CUADRO No. 3 

ESTADO DE CUMPLIMIENTO METAS RELEVANTES

	PROYECTO
	METAS RELEVANTES
	PROG.
	EJEC.
	%

	7015 Recuperación espacio público
	Componente Espacio Público


	100
	56
	56.00

	
	Componente Técnico


	100
	43
	43.00

	7212 Lineamientos Urbanísticos planificación Bogotá
	Reglamentar 37 Unidades de Planeamiento Zonal UPZ (consolidación, conservación y renovación)
	37
	2
	5.41

	7021 Identificación, análisis y caracterización de la situación social en Bogotá
	Realizar una encuesta de calidad de vida situación social localidades Bogotá
	0.80
	0.80
	100.0

	
	Realizar un estudio de las condiciones de calidad de vida a nivel global, sectorial y por localidades. 
	0.50
	0.00
	0.00

	
	Realizar una investigación de campo sobre el impacto del desplazamiento forzado en el Distrito y su análisis desde una perspectiva regional.
	0.50
	0.00
	0.00

	
	Realizar un estudio de las condiciones de equidad de genero en el Distrito Capital, 1990-2001
	1.00
	1.00
	100



	
	Producir tres boletines con los resultados de los estudios sobre equidad, vivienda y servicios públicos, educación y fuerza laboral.
	3.00
	0.00
	0.00

	7023 Fortalecimiento de la planificación y gestión en la región y en el territorio del área rural del distrito Capital
	Culminar la definición del 6.40 por ciento del componente físico del plan de manejo para la zona rural del D. C.
	6.40
	0.00
	0.00

	
	Realizar estudios temáticos para el ordenamiento regional y apoyo técnico a la Mesa de Planificación Regional.
	1.00
	1.00
	100.00

	
	Formular 2 diagnósticos de las áreas de los planes zonales rurales del borde norte y de la cuenca alta y media del Tunjuelo.
	2.00
	0.00
	0.00

	7191 Administración y análisis del sistema de selección de Beneficiarios SISBEN
	Realizar 100.000 encuestas de SISBEN anuales por demanda y/o barrido
	100.000
	43.768
	43.8

	
	Instalar 90 por ciento del SISBEN ajustado, el marco de las recomendaciones del DNP
	90.00
	30.00


	33.33 

	
	Diseñar un sistema de información social que incorpore el SISBEN y los indicadores de impacto social.
	0.98
	0.90
	0.90

	
	Probar y validar un sistema de información social que incorpore el SISBEN y los indicadores de impacto social.
	0.90
	0.40
	44.44

	
	Implementar un sistema de información social que incorpore el SISBEN y los indicadores de impacto social.
	1.00
	0.00
	0.00

	6187 Mejoramiento a la gestión del DAPD
	Implementar dos módulos   sistema  CDI-Planoteca
	2
	2
	100.00

	
	Implementar un plan de telecomunicaciones para el DAPD
	0.50
	0.27
	54.00

	
	Implementar un plan para la administración de la información gráfica y alfanumérica de los sistemas de información del DAPD
	60
	60
	100.00

	
	Implementar un plan para la adecuación de los sistemas de información del DAPD
	1
	0.50
	50

	7190 Diseño e implementación del sistema e gestión y resultados del plan de desarrollo
	Realizar los Ajustes al Software SEGPLAN
	100
	14.5
	14.50

	
	Realizar dos publicaciones, producto seguimiento y evaluación del Plan de Desarrollo
	2


	2
	100.0



	0136 Apoyo al proceso de coordinación interinstitucional
	Realizar 5 estudios de análisis y evaluación de los planes y proyectos de expansión, renovación y planes maestros de servicios públicos domiciliarios 
	5.00
	0.00
	0.00

	
	Realizar un estudio sobre el sector de la telecomunicaciones.
	0.70
	0.70
	100.00

	6020 Monitoreo y Estratificación socioeconómica Distrito Capital
	Estratificar 100 por ciento de los predios rurales y viviendas dispersas.
	100.00
	62.00
	62.00

	
	Actualizar 100 por ciento de las manzanas de los nuevos desarrollos del área urbana
	100.00
	46.00
	46.00

	
	Realizar una encuesta de capacidad de pago de los hogares. 
	1.00
	0.87
	87.00

	
	Realizar 5 estudios de apoyo para la estratificación de Bogotá D.C.
	5.00
	1.17
	23.40

	7208 Formulación y desarrollo de mecanismos de gestión para el ordenamiento territorial de Bogotá D.C.
	Consolidar un Plan de Ordenamiento para Bogotá
	0.17
	0.17
	100.00

	
	Desarrollar revisión del POT, de conformidad con lo establecido en la Ley 388 de 1997
	1
	1
	100.00

	
	Implementar el 100% de la estrategia de comunicación de la norma urbana y demás aspectos del POT.
	46.00
	0.00
	0.00

	4132,  Mejoramiento integral de barrios
	Elaborar 18 planes zonales para las UPZ prioritarias de mejoramiento integral
	18
	0.00
	0.00

	
	Diseñar un proceso para orientar la planificación e inversión en zonas de mejoramiento integral
	0.50
	0.00
	0.00

	
	Legalizar 82 desarrollos ilegales
	34
	3
	9.00

	
	Desarrollar un sistema de información correspondiente al mejoramiento integral que alimente el sistema del DAPD y local
	0.36
	0.36
	100.00


Del cuadro anterior, es evidente que vista desde las perspectiva de la eficacia en el cumplimiento de su misión, la gestión del Departamento Administrativo de Planeación Distrital muestra unos resultados preocupantes, en contraste con la inversión ejecutada y con el nivel de cumplimiento de las metas propuestas para la vigencia 2003. 

Este comportamiento referenciado en el cuadro anterior, se soporta con las siguientes consideraciones generales:

1. Frente a la reglamentación de las Unidades de Planeamiento Zonal (consolidación, conservación y renovación), el avance de cumplimiento de esta meta fue deficiente. De las 37 UPZ programadas tan solo se reglamentaron 2 UPZ, Chico Lago y Refugio. Los recursos asignados para la reglamentación de las UPZ se ejecutaron al finalizar la vigencia respaldando el proceso precontractual para los estudios y propuestas normativas de 7 UPZ a adoptarse en la vigencia 2004, ratificándose el rezago de la meta.

El POT contempla 117 UPZ, de las cuales: 5 se encuentran determinadas por el Ministerio de Medio Ambiente como zonas de reserva ambiental que corresponden a suelo clasificado como expansión del Norte según Decreto 619 de 2000 y que a partir  del Decreto 469 -Revisión del POT constituyen suelo rural, quedando entonces para proceso de reglamentación 112 UPZ. A lo largo del proceso, el  DAPD determinó que en 11 de éstas UPZ se deben hacer uso de otros instrumentos de planeamiento contemplados en el POT, tales como Planes Directores para Parques, Planes Zonales, Planes Maestros, Planes Parciales y operaciones estratégicas, los cuales reemplazarían a las UPZ como instrumento de planeación; así las cosas se contará en total con 101 UPZ en el Distrito Capital: 73 corresponden a Tratamiento de Consolidación,  26 de Mejoramiento Integral y 2 que se han adoptado por tener áreas con desarrollos clandestinos para ser reglamentadas junto a las de Mejoramiento Integral. De las 101 UPZ finalmente establecidas por el DAPD, a octubre de 2003, se han reglamentado 24, quedando pendientes por reglamentar 77.

Un estudio detallado del proceso de reglamentación e implementación de la UPZ 

y su impacto urbano, se argumenta en el primer capítulo de este informe de auditoria correspondiente al Análisis Sectorial. 

2. La identificación, análisis y caracterización de la situación social en Bogotá se ejecutó con la realización de la encuesta de Calidad de Vida 2003, contenido en el Proyecto 7021, mediante Convenio Interadministrativo No. 002 de 2003, suscrito con el DANE y FONDANE por valor de $2.150 millones, arrojando datos en forma global para las regiones y para el caso del Distrito Capital, permitiendo la consolidación de información tanto general como por cada una de las localidades (19), manejando variables tales como: vivienda, salud, educación, fuerza laboral, entorno, seguridad y convivencia, entre otros. El documento se encuentra editado según el objeto del contrato, cumpliendo con la metodología establecida por el DANE.         

No presentó avance la meta relacionada con la investigación de campo sobre el impacto del desplazamiento forzado en el Distrito y su análisis desde una perspectiva regional, aún cuando la entidad haya preparado las especificaciones técnicas del tema para la suscripción de la contratación al final de la vigencia 2003. Igual situación, se colige con el retraso que presenta el estudio de las condiciones de calidad de vida a nivel global, sectorial y por localidades, que tramitó al final del periodo objeto de la evaluación las especificaciones técnicas para la apertura del concurso público de méritos.

Producto de la evaluación de la meta correspondiente a la producción de tres boletines con los resultados de los estudios sobre equidad, vivienda y servicios públicos, educación y fuerza laboral, se formuló un hallazgo de carácter disciplinario, como consecuencia del incumplimiento del  convenio Interadministrativo No. 030 de julio 17 de 2003, por valor de $33.0 millones, suscrito con la Universidad Nacional, condición que demuestra las deficiencias de la administración, en el incumplimiento de esta meta.

3. El DAPD, dio inicio a la formulación de los planes maestros de servicios públicos: el Plan Maestro de Telecomunicaciones, con la celebración del Contrato No. 031 de julio 17 de 2003, por valor de $44.9 millones; el Plan Maestro de Energía del Distrito Capital y la Región de Cundinamarca,  con la Consultoría No 018 de mayo 27 de 2003, por valor de $45.5 millones; el Plan Maestro de Acueducto y Alcantarillado y Saneamiento Básico del Distrito Capital y la Región de Cundinamarca, mediante la celebración del Contrato No. 022 de junio 9 de 2003, por valor de $52.6 millones; el Plan Maestro de gas del Distrito Capital y la Región de Cundinamarca, a través del Contrato de Consultoría No. 019 de marzo 28 de 2003, por valor de $44.0 millones y la formulación de los Planes Maestros de los Servicios Públicos fijando a nivel de ciudad, los criterios urbanísticos y arquitectónicos con el Contrato No. 054 de julio 27 de 2004, por valor de $71.0 millones.

No obstante, el avance de la contratación no se ha materializado el producto final, ya que requiere de la intervención de las instituciones responsables de la prestación de estos servicios sociales, incidiendo en las modificaciones contractuales, para consolidar dichos proyectos.

4. Con relación a la Administración y Análisis del Sistema de Selección de Beneficiarios SISBEN, para el cumplimiento de las 100.000 encuestas, se suscribió el Contrato No. 049/03 con el Consorcio BDO-CCRP, el 29 de agosto de 2003 y su respectiva interventoría  con la Universidad Nacional (Contrato 061/03). A diciembre, el DAPD había recepcionado 43.768 encuestas debidamente diligenciadas. Las 178.982 encuestas que la entidad relaciona como cumplimiento de la meta propuesta para la vigencia 2003, corresponden en parte (109.105) a la ejecución del Contrato 069/02, celebrado para cumplir la meta fijada para el 2002.

En ejecución del Contrato 049/03, que finalizó en abril de 2004, se diligenciaron 410.937 encuestas de clasificación socioeconómica SISBEN, que si bien no se cumplió con el número de encuestas programadas para cada vigencia, se superó las propuestas para el trienio 2001-2004.

La instalación del  SISBEN ajustado al marco de las recomendaciones del DNP, que comprende la coordinación de la implementación del nuevo SISBEN, la migración de la información SISBEN del software dos al software Windows y la micro filmación del 80% de las fichas de encuestas SISBEN aplicadas en el 2003, avanzó con la suscripción de los Contratos 074/03 de Consultoría y 975/03 de Prestación de Servicios. Las actividades adelantadas para el logro de la meta se limitaron a la firma de los citados contratos puesto que la ejecución de su objeto fue mínima dado que su iniciación fue el 24 de noviembre de 2003 y 29 de enero de 2004, respectivamente.  

Referente al diseño, pruebas y validación e implementación del Sistema de Información Social, que incorpore el SISBEN y los indicadores de impacto social, se suscribió el Contrato CON-0201230086 que tuvo ejecución a partir del 3 de junio de 2003 y durante 8 meses. Al finalizar la vigencia, el avance para la primera meta era significativo (102%), en tanto, que la siguiente presentaba rezago frente a lo programado y la meta (implementación del Sistema “SIS”) no tuvo avance. En el momento de la auditoria (octubre 2004), la incorporación de información sobre diferentes dimensiones sociales del Distrito y sus localidades, que fuese de interés para las diferentes entidades que otorgan beneficios o los que las proyectan, era mínima.

5. Para el Monitoreo y Estratificación socioeconómica Distrito Capital, se celebraron los contratos Nos. 069 de noviembre 11 y  072 de noviembre 13 por la suma de $108.5 millones, contratos que se ejecutarán en la vigencia de 2004, lo que permite concluir que la meta no se cumplió como lo había programado la entidad. El avance que sustenta la administración corresponde a actividades de ajustes al software de conformación de estratos para las fincas y viviendas dispersas del área rural e identificación de las diferentes variables para definir la tabla de equivalencias.

La encuesta de capacidad de pago de los hogares, prácticamente se inicia con la celebración del Contrato No. 060 de noviembre 10 de 2003, con la Universidad Nacional de Colombia, Facultad de Ciencias Económicas –CID, por la suma de $750.0 millones. Este Contrato tuvo una suspensión de un (1) mes, lo que indica que el Departamento no cumplió con la meta presentando un rezago de 10 meses. El avance de cumplimiento que presenta la entidad de un 87%, se refiere al desarrollo de actividades que soportan el proceso contractual.

Los estudios de apoyo para la estratificación de Bogotá, avanzan con la ejecución del Contrato No.064 de 2002 y suscripción de los contratos números 107, 108 y 109 de diciembre 30 de 2003, por la suma de $229.3 millones. Se observa, que los contratos se ejecutaran durante la vigencia de 2004, es decir, la meta programada para el  2003 no se cumplió.

6. Con el fin de dar cumplimiento a la meta relacionada con la Implementación de un plan para la adecuación de los sistemas de información del DAPD, se suscribió el Contrato No. 101 al finalizar el 2003. Se realizaron ajustes y nuevas funcionalidades para el Sistema de Información de Norma Urbana y Arquitectónica “SINU-POT”, el cual se inicio en febrero del 2004, estableciéndose que la meta no se ejecutó en la vigencia de 2003. El avance de cumplimiento que presenta la entidad de un 50%, se refiere a los estudios de conveniencia, oportunidad y mercado para efectos de la legalización del contrato.
De la evaluación realizada al Proyecto 6187 “Mejoramiento de la Gestión del DAPD”, se determinaron inconsistencias relacionadas con el Sistema de Información “PERNO” (Personal-Nomina), identificándose que los módulos hojas de vida, bienestar, capacitación y salud ocupacional, se encuentran subutilizados por el Área de Recursos Humanos.

7. Con relación al Proyecto 7190, la meta dirigida a implementar los ajuste al Software del SEGPLAN, se inició con la suscripción de los Contratos No. 070 y  124 de 2003, por valor de $34.8 millones y $40.3 millones, respectivamente, perfeccionados al finalizar la vigencia, con el objeto de prestar asistencia técnica para la implementación en la plataforma tecnológica del DAPD, así como programar y hacer los ajustes conceptuales y operativos en el Sistema SEGPLAN, que resultan de la interacción con las Entidades del Distrito. Si bien es cierto, la entidad adelantó acciones en torno a este aplicativo, esta meta presenta incumplimiento por cuanto la contratación se ejecutará en la vigencia de 2004.

En los años anteriores se desarrollaba y ejecutaba la aplicación de SEGPLAN en la Secretaría de Hacienda Distrital, administrándola el DAPD; a finales del 2003 la SHD migro la aplicación al Departamento, donde se vienen desarrollando los ajustes, procesos y ejecución de ella actualmente. 

En síntesis, la entidad no fue eficaz en el cumplimiento de las metas propuestas en el Plan de Desarrollo, vigencia de 2003, toda vez que no se logró los resultados esperados en Proyectos significativos como: “Formulación de lineamientos urbanísticos para la planificación del área urbana de Bogotá” dirigido a la reglamentación de las Unidades de Planeamiento Zonal UPZ y su proceso de consolidación, conservación y renovación, reflejando un avance de cumplimiento del 17%, que corresponden a 17 UPZ consolidadas, de las 101 UPZ programadas y del Proyecto  “Apoyo al proceso de coordinación interinstitucional de los Planes de Servicios Públicos” que no ha logrado consolidar los estudios correspondientes a los planes maestros de servicios públicos, entre otros, sistema de acueducto, saneamiento básico, energía eléctrica y servicio de alumbrado público, telecomunicaciones y por último gas domiciliario.  

Con respecto a la ejecución y cierre presupuestal de la vigencia 2003, la evaluación de los registros, concluye que estas en general se afectaron de acuerdo a lo prescrito en la normatividad vigente de carácter presupuestal, contable y contractual; por lo que están legalmente constituidas, soportadas y se encuentran debidamente registradas en la contabilidad presupuestal.

Por lo anteriormente expuesto, los registros dan seguridad razonable, certificándose aceptable el proceso presupuestal del DAPD, excepto por los hechos observados en materia presupuestal y del Sistema de Control Interno, expuesto en el Capítulo 4.

La evaluación realizada a las acciones correctivas contempladas por la administración en el Plan de Mejoramiento suscrito par la vigencia 2002, determinó un avance de cumplimiento del 68%, considerando que actividades registradas en el sistema de Control Interno Contable presentan un avance parcial sujeta a la implementación de un sistema integrado que permita optimizar el manejo de la información financiera y contable y a  la consolidación y organización de la documentación y archivo del DAPD, en trámite. Situación expuesta en el Capitulo 4, numeral 4.1.

La evaluación al Sistema de Control Interno del Departamento Administrativo de Planeación Distrital, arrojó una calificación final de 3.42, que lo ubica dentro de un rango de calificación bueno y en mediano nivel de riesgo institucional, calificación afectada por los hallazgos descritos en el Capitulo 4, numeral 4.2. Además, presentó un desmejoramiento respecto al 2002, representado en un 0.6%, afectando las Fases de Administración del Riesgo, Operacionalización de los Elementos y Retroalimentación.

En cuanto al proceso de evaluación a la contratación suscrita por el Departamento, se evidenciaron irregularidades en los contratos tomados en la muestra por deficiencias en los estudios de planeación, controles y vigilancia oportuna en la ejecución de las actividades, hecho que se evidencia en los hallazgos plasmados en el Capítulo 4, numeral 4.4. 

En cuanto al Balance Social, el DAPD reportó la información correspondiente a la vigencia 2003, en forma global y en algunos conceptos fue incompleta; para lo cual este Grupo de Auditoría formuló la observación respectiva, respuesta que no se ajustó en su totalidad a lo requerido por este Ente de Control, aspecto que el DAPD en la presentación de la cuenta 2004, debe ajustarse a los requisitos exigidos por la Contraloría, sobre la información del Balance Social. 

Con base en lo descrito anteriormente, la información suministrada por la entidad y la aplicación de diversas técnicas de auditoría contempladas en las normas sobre el ejercicio del control fiscal, se emite concepto de gestión desfavorable, a la cuenta anual vigencia 2003, por el uso no efectivo de los recursos y por el no cumplimiento en un porcentaje significativo de las metas y objetivos propuestos. 

Opinión sobre los Estados Contables:

Los Estados Contables del Departamento Administrativo de Planeación Distrital  correspondientes a la vigencia 2002 fueron dictaminados no razonables,  por este ente de control. 

En la evaluación a los Estados Contables (Balance General y Estado de  Actividad Financiera, Económica y Social) a 31 de diciembre de 2003, se analizaron las cuentas más representativas, y se formularon hallazgos, que se explican al detalle en el Capítulo 4 numeral 4.6, hallazgos 16, 17 y 18 y que a continuación se resumen, así:

La cuenta Responsabilidades se encuentra subvaluada en la suma de $ 35.5 millones de pesos, correspondiente a la compra de software a la firma SISTEM DEPOT COLOMBIA LTDA, licencias que según la administración no tienen validez; proceso disciplinario No. 07-03 que adelanta la entidad generando una posible pérdida o detrimento patrimonial a los recursos del Departamento.  

La Entidad contabilizó el gasto de la  depreciación en forma global por grupos de elementos,  correspondientes a los meses de julio a noviembre de 2003, debido a que la información se procesa en la base de datos ACCES programa que no se encuentra integrado al aplicativo SAPIENS, donde se procesa la información contable.

Aún falta por dar de baja elementos inservibles por valor de $99.4 millones, pues solamente  efectuaron baja de inservibles por un valor de $47.8 millones según Resolución No.0221 del 23 de abril de 2004 y esto en la actual vigencia, lo cual está sobrevalorando los activos de la entidad. 

Persisten los saldos negativos en los registros individuales de las cesantías con FAVIDI a 31 de diciembre de 2003, sin embargo, según la administración, se debe a funcionarios que habiendo ocupado un cargo temporal de mayor ingreso, solicita cesantías, lo cual hace que  posteriormente se presente esa clase de saldo. 

En nuestra opinión, los Estados Contables del Departamento Administrativo de Planeación Distrital, excepto por lo expresado en los párrafos precedentes y por las deficiencias de control interno encontradas, presentan razonablemente la situación financiera en sus aspectos más significativos por el año terminado el 31 de diciembre de 2003, de conformidad con las normas establecidas en el Plan General de Contabilidad Pública y en las Normas de Auditoría Gubernamentales Colombianas.

En desarrollo de la presente auditoría tal como se detalla en el Anexo No. 1, se establecieron 18 hallazgos de carácter administrativo, de los cuales 2 son fiscales y 5 con incidencia disciplinaria. 

Concepto sobre fenecimiento:

Por el concepto desfavorable emitido en cuanto a la gestión realizada, el cumplimiento de la normatividad, la implementación adecuada del Sistema de Control Interno y la opinión expresada sobre la razonabilidad de los Estados Contables con salvedades, la Cuenta Rendida por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, correspondiente a la vigencia 2003, no se fenece.

A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento que permita solucionar las deficiencias puntualizadas en el menor tiempo posible, documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince días al recibo del presente informe.

El Plan de Mejoramiento debe detallar las  medidas que se tomarán respecto de cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que implementará los correctivos, responsables de efectuarlos y del seguimiento a su ejecución.

Bogotá, D. C.,  15 de diciembre de 2004. 

MÓNICA CERTAÍN PALMA

Directora Técnica Sector Gobierno

4.
RESULTADOS DE LA AUDITORIA

4.1.  SEGUIMIENTO PLAN DE MEJORAMIENTO

Como resultado de la evaluación realizada por parte del organismo de control fiscal, el Departamento Administrativo de Planeación Distrital presentó Plan de Mejoramiento para incorporar los compromisos de solución a las observaciones presentadas en el Informe de Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral de la vigencia 2002.

A continuación se señalan las acciones de mejoramiento adelantadas por el Departamento:


CUADRO No 4.

SEGUIMIENTO AL PLAN DE MEJORAMIENTO

	DESCRIPCIÓN HALLAZGO
	ACCIONES ADELANTADAS

	Evaluación Sistema de Control Interno

	Hallazgo Número 1

4.2.2.1  Valoración del riesgo. Falta mayor rigor en la elaboración de los mapas de riesgo. Debe hacerse seguimiento en próxima Auditoría, en tanto el tema hace parte del actual plan de mejoramiento y aún se están desarrollando las actividades allí previstas.
	La Oficina de Control Interno, realizó a finales del año 2003 las actividades de monitoreo de los riesgos identificados y valorados para la vigencia 2003 y comunicó los resultados a la Dirección de la entidad y a las Subdirecciones y Oficinas Asesoras, mediante el Memorando 3-2004-00465 del 13 de febrero de 2004. Con base en los resultados del monitoreo, las dependencias de la entidad propusieron los ajustes a los Mapas de Riesgos para la vigencia del 2004, los cuales fueron revisados por la Oficina y nuevamente serán monitoreados a finales de este año, en un proceso permanente e interactivo con las distintas dependencias de la entidad, como lo determina el artículo 4° del Decreto 1537 del 2001.

Cumplió con las acciones de mejoramiento (2)

	Hallazgo Número 2

Personal insuficiente en diversas dependencias del DAPD.
	Actualmente, todas las dependencias del DAPD realizan el diligenciamiento de los formatos sobre cargas de trabajo, con el fin de adelantar el trámite de aprobación de la nueva planta propuesta, ante el DASC. Estado de cumplimiento Parcialmente (1)

	Hallazgo Número 6

Adopción de un Código de Ética
	El nivel directivo dio a conocer a todos los servidores públicos las Resoluciones Nos. 0120 y 0121 del 26 de febrero de 2004 que adoptaron la Carta de Valores y Compromisos Éticos en el Departamento Administrativo de Planeación Distrital  y se conforma el Comité Ético como instancia orientadora, evaluadora y de seguimiento a la gestión de los valores éticos de la entidad.

Igualmente, los actos administrativos descritos, fueron publicados en la Gaceta No. 295 el 13 de abril de 2004, conjuntamente con la entrega personalizada a los servidores públicos  de la Carta de Valores y Compromisos Éticos de la Entidad

Cumplió con las acciones de mejoramiento (2)

	Hallazgo Número 6. Seguimiento al Plan de Mejoramiento del año 2002.

4.1.2.  Democratización de la Administración Pública. La entidad debe plantear acciones a desarrollar con el fin de dar mayor participación a la comunidad en sus actividades misionales.
	Mediante la Resolución No. 0238 del 5 de mayo de 2004 se actualizó el Manual de Procesos y Control Interno  y se le asignó a todas las dependencias los siguientes procesos: “Realización de Actividades de  Participación” y  “Realización de Actividades de Divulgación”. Con el fin de comprender las implicaciones y compromisos que conlleva el traslado de dichos procesos, se realizó la capacitación de todos los funcionarios por parte de la Oficina de Comunicaciones y Relaciones con la Comunidad con el apoyo de la Oficina de Planeación y Coordinación de Proyectos.

Cumplió con las acciones de mejoramiento (2)

	Hallazgo Número: 3

4.2.3.1 Esquema Organizacional. La entidad no cuenta para el desarrollo de sus actividades misionales con una  plataforma informática acorde con sus necesidades.  Este punto es considerado en la matriz de riesgos, encontrando que las diferentes dependencias de la entidad, siguen teniendo dificultades para el cumplimiento adecuado de sus funciones por las deficiencias en el soporte tecnológico.
	Con proyectos como el 7190 y principalmente el 6187 del 2003, se incluyeron varias de estas acciones, tales como adecuación del centro de cómputo, plan de adquisición de equipos reponiendo los antiguos obsoletos sin realizarse completo, ya que por la reestructuración están pendientes de la necesidad real de equipos que quedará, adquisición de planta telefónica, swiches backbone, cableado estructurado y otros.

Con la reestructuración se esta teniendo en cuenta la reformulación del plan estratégico de Sistemas PESI, adecuación formal de redes y la renovación de contratos de hardware y software, tal como se ha estado haciendo en 2003 y 2004.

Podemos afirmar que DAPD a estado pendiente de estas acciones para mejorar su funcionamiento aproximada- mente en 65%  actualmente. Estado de Cumplimiento: Parcialmente (1)

	Hallazgo Número: 3

4.2.3.1 Esquema Organizacional

La Oficina de Sistemas cuenta con personal vinculado por contrato, detectándose que bajo este régimen se encuentra la persona encargada de la Administración de las bases de datos de Oracle y el responsable de la Administración del centro de cómputo, situación que a pesar de ser una actividad técnica que requiere de conocimientos específicos, son catalogadas universalmente  como una función y por lo tanto, de acuerdo con la criticidad de las mismas debería ser desempeñada por personal de planta del DAPD.
	De acuerdo a las acciones propuestas se empezaron a desarrollar a finales de 2003, cuando comenzó el estudio de reestructuración del DAPD, se solicita ampliar la cantidad de personal en la Entidad  y por tanto en el área de sistemas, depende únicamente de la decisión final del proyecto.

La función de administración de red y centro de computo, ya la ejerce un funcionario de planta y continua en la administración de base de Datos un Contratista

Estado de Cumplimiento: Parcialmente (1)

	Hallazgo Número 5 Seguimiento al Plan de Mejoramiento del año 2002.

4.2.4 Documentación. Las diferentes dependencias del DAPD no cuentan con espacios físicos adecuados, observándose hacinamiento y condiciones desfavorables para el desempeño de las funciones (ruido, falta de ventilación, deficiente ergonomía, entre otros).
	Para dar cumplimiento a las acciones de mejoramiento suscritas y de acuerdo con el tiempo estimado para su ejecución (dos años, iniciando en enero de 2004), la entidad viene desarrollando parcialmente sus compromisos. Según seguimiento realizado a las acciones comprometidas, se estableció que la entidad gestionó ante la Secretaría de Hacienda Distrital las solicitudes de espacio adicional en el CAD, teniendo en cuenta la situación de hacinamiento que se presenta en las instalaciones del  DAPD. Solicitudes formuladas a través de los oficios Nos: 2-2004-23263, 01661, 00873. 

Adicionalmente, con el fin de adecuar las instalaciones donde actualmente funcionan las dependencias del Departamento, la administración se encuentra adelantando el proceso precontractual para acondicionar el piso 5, consistente en cableado estructurado, obra y oficina abierta (paneles, sillas ergonómicas, etc.), el valor del contrato a suscribir se estima en $1.494 millones. Compromiso que se tiene previsto para ser cumplida al finalizar la vigencia de 2004.  

Cumplimiento Parcial (1)

	Hallazgo Número 6

4.2.4. Documentación. En el DAPD no se conserva adecuadamente como patrimonio documental la memoria institucional. Las tablas de retención documental no se han implementado.
	 1- Obtener el inventario documental del archivo predios: para dar cumplimiento con los compromisos se suscribió el Contrato No. 118/03 que tuvo iniciación el 5 de febrero de 2004. En lo referente al inventarios de predios (Ítem 1), a julio 19, presentaba retraso en el registro en la base de datos, situación que a octubre había sido superada.

2. Organización de los archivos de gestión y creación del central. Como resultado del ítem 3 el contratista entregó: documento con la metodología aplicada; base de datos con el inventario documental del archivo central; carpetas de documentos debidamente depurados, organizados y ordenados; tabla de retención actualizada y ajustada; tabla de valoración documental; actas inventarios documentales con las transferencias de los archivos de gestión al archivo central; instructivo para la administración de los archivos de gestión. 

3. Adquisición de infraestructura e insumos: se tomo en arriendo una bodega a donde se trasladaron: el inventario del archivo central, el inventario de eliminación, inventario de licencias de construcción expedidas por las Curadurías, archivos para descontaminación y provisionalmente encuestas o fichas Sisben.  

4. Contratación de interventoría: se suscribió el Contrato 126/03 para ejercer la interventoria al Contrato 118/03, antes citado, objeto que se ha ejecutado conforme a lo pactado.

5. Foliación, depuración y ordenación del archivo de predios: este compromiso esta previsto para concluir en diciembre de 2004 y hace parte del ítem 1 del contrato 118/03.

6. Modernización tecnológica-automatización: la información relativa a los predios, licencias de construcción se ha venido digitando a fin de lograr un sistema de información ágil.

7. Conservación preventiva, restauración, descontaminación, transferencia documental al archivo de Bogotá: en desarrollo del Contrato 118/03, estas acciones se han venido realizando. El denominado inventario de eliminación, esta a la espera de que el archivo de Bogotá defina que documentación le es de interés y la restante sea eliminada.  

 8. Adecuación de espacios con estructura archivística (archivadores rodantes): para cumplir con este compromiso la entidad se encuentra realizando las actividades precontractuales. 

Cumplimiento Parcial (1)                                              

	Evaluación Gestión y Resultados

	Hallazgo Número 7.

El DAPD, celebró el contrato de consultoría No. 033 de 2002, cuyo objeto es: completar la valoración individual de los bienes de interés cultural y la realización del montaje de 2000 fichas de valoración individual en el Programa Access. El hallazgo se materializa en el hecho que como resultado  de la evaluación a una muestra de las fichas, se estableció que algunas de estas no contienen el total de sus campos, específicamente cédula catastral y matricula inmobiliaria. Concordante con lo anterior, para los casos donde un inmueble contiene varias unidades prediales, la identificación de estas no se refleja en el citado documento, a pesar que en los términos del contrato está establecido que el contratista puede  acudir a todas las fuentes posibles de información, como por ejemplo el DACD, para conseguir dichos datos
	La Gerencia de Patrimonio y Renovación Urbana, revisó el total de las fichas que entregó el contratista, efectuando el requerimiento de completar la información faltante y verificando los ajustes realizados por el contratista.

Actualmente el DAPD coordina con la Secretaría de Hacienda Distrital la próxima revisión y verificación de todos los CHIP (Código Homologado de Identificación Predial) de los inmuebles de Conservación del Distrito incluyendo aquellos localizados en el Centro Histórico.

A las Fichas de Valoración Individual para los Bienes de Interés Cultural se les agregó un plano que permite la identificación territorial y planimétrica de los inmuebles.

Cumplió con las acciones de mejoramiento (2)



	Hallazgo Número 8.

Condición: los inmuebles de interés cultural que a continuación se relacionan (...) y en la visita realizada y comparada con las fichas de valoración individual se encontraron inconsistencias que se relacionan con uso actual y estado de conservación de los inmuebles.

Causa: Deficiencias en las actividades de vigilancia y control de parte del DAPD, en las funciones que le han sido delegadas por la normatividad que rige los bienes de interés cultural.

Efecto: Que existan predios gozando de los beneficios y exenciones establecidas en la normatividad, sin que los propietarios de dichos bienes, estén cumpliendo con los mismos requerimientos de conservación y uso,. Situación que genera inequidad frente al común de la ciudadanía.
	El DAPD, mediante contrato No. 064 de 2003, por valor de $78.0 millones, complemento la información existente sobre la valoración de la fichas de los bienes de interés cultural declarados por el Decreto 606 de 2001, conforme a su valor testimonial y a las características arquitectónicas, urbanas y ambiéntales que motivan su declaratoria.

Adicionalmente, mediante contrato No. 055 de 2003, por valor de $54.2 millones, avanzó en la elaboración de las fichas normativas de los bienes de interés cultural de la UPZs de Teusaquillo, Pardo Rubio y Alcázares a partir del desarrollo de los siguientes componentes: estructura del espacio público, estructura de las manzanas, ocupación, estructura predial, estructura de las unidades construidas, funcional y estructura de la propiedad y analiza desde el contexto territorial urbanístico: límites, formas, geometría, ocupación, implantación, densidad, perfiles, fachada, espacio público, áreas libres, cesiones, color, textura, usos, tendencias, debilidades y fortalezas.

El DAPD, participó en la propuesta de ajuste tributario que presentó al Secretaría de Hacienda aprobando mediante Acuerdo 105 del 29 de diciembre de 2003 “ Por el cual se adecuan las categorías tarifarias del impuesto predial unificado al Plan de Ordenamiento Territorial y se establecen y racionalizan algunos incentivos.

Cumplió con las acciones de mejoramiento (2)

	Hallazgo Número 9

Evaluación de los proyectos de inversión del Departamento Administrativo de Planeación Distrital. No se cumple la programación de actividades de los proyectos. La razón de esta situación se puede encontrar en la dilación de los procesos contractuales (...). "Las afirmaciones de la Entidad se comparten, pero el ente de control llama la atención sobre la necesidad de articular los procesos de presupuestación y planeación".
	Las actividades de contratación que adelanta el DAPD, se han venido ajustando en el  manual de contratación de acuerdo  a lo normado en el decreto 2170 del 2002, dado cumplimiento a lo suscrito en el Plan de Mejoramiento.

No obstante lo anterior, es importante advertir que las acciones suscritas y adelantadas por el DAPD, no están dirigidas a subsanar las deficiencias descritas en el hallazgo No 9. Orientada a que la mayoría de contratos son suscritos al finalizar el año fiscal, lo que ocasiona que las actividades se ejecuten solamente hasta la siguiente vigencia, afectando su eficiencia y eficacia.

La situación descrita para el 2002, se repite en el 2003, por que la mayoría de proyectos de inversión presentan reservas superiores al 50% del presupuesto asignado, por tanto,  el beneficio que se genera por la ejecución de las actividades contratadas solamente se vera reflejado para la vigencia 2004.

Se cumplieron con las  dos acciones comprometidas, pero estas no contribuyen a subsanar la observación formulada.  (1).

	Evaluación Estados Contables

	Hallazgo Número 11

4.6 Evaluación Estados Financieros. De la muestra seleccionada para la revisión de los gastos por concepto de Vacaciones en dinero, cuenta 510117 se presentan  las siguientes inconsistencias:

- Esta cuenta presenta sobreestimación por valor $71,1 millones, toda vez que en los meses de mayo, junio y julio de 2002, se efectuaron registros débito indicando en el auxiliar de la cuenta que estos valores correspondían a las relaciones de autorización Nos. 33,36 y 38. Ahora bien, confrontados estos documentos se observó que los registros $11,5 millones, $58,5 millones y $1,1 millones se debieron registrar en la cuenta 510101 es decir sueldos de personal de nómina.

-    De otro lado, se observó que al finalizar la vigencia fiscal 2002 se efectuó la provisión para vacaciones lo que genera que no se está cumpliendo con el principio de causación en la medida que "los hechos financieros, económicos y sociales deben registrarse en el momento en que sucedan, independientemente del instante en que se produzca la corriente de efectivo que se deriva de estos".


	Durante los meses de agosto y noviembre de 2003, la entidad realizó una revisión detallada de los gastos de personal a fin de corregir errores que se encontraran en los datos registrados en estas cuentas.  

Desde el mes de octubre de 2003 y mensualmente el área de Gestión humana entrega al área Financiera la información sobre prima de vacaciones y sueldo de vacaciones base para calcular las provisiones respectivas. Adicionalmente se recibe información sobre los pagos efectuados por concepto de prima de vacaciones y sueldo de vacaciones a los funcionarios activos. 

1.El memorando en mención no fue remitido

2.El área de Gestión Humana viene entregando mensualmente al área Financiera la información sobre prima y sueldo de vacaciones para calcular la provisión de los mismos. La entrega se efectuó en el mes de octubre de 2003. Se constató en los Estados Financieros el registro en la cuenta Provisión para Prestaciones Sociales- Vacaciones un saldo a 31-12-03 de $ 225.1 millones; igualmente  en la cuenta  Provisión para Prestaciones Sociales- Prima de Vacaciones se encuentra un registro por  $ 146.6 millones. 

Término 31-12-03, sin embargo la Entidad en el avance al Plan, en este hallazgo cambió el término anterior a “actividad permanente”

Cumplió con las acciones de mejoramiento (2)

	Hallazgo Número 12

Evaluación Estados Financieros. 

a) Efectuado el análisis comparativo entre los registros contables cuenta 510113 y presupuestales rubro 3110114 Prima de Vacaciones se registra subestimación en los estados contables de $361.617.311 originado por los siguientes aspectos:

- En registros contables se efectuó un débito por $12,162,868 cuando el valor correcto es $47.894.911 según la Relación de Autorización 038.

-  Figura un registro débito de $83.215.240 cuando la relación de autorización No. 054 indica el valor  de $152.194.622 con cargo a esta cuenta. 

- La cifra restante corresponde  a las relaciones de giro Nos. 2, 45, 51, 48, 36, 33, 24, 17 y 13 valores estos que estando afectados presupuestalmente en esta cuenta, no se encuentran registrados en Contabilidad.

b) De otro lado, se observó que no son consistentes las cifras presentadas en un misma fuente de información que produce Contabilidad, como es el formato CGN96-001 por $111.402 (miles) frente al saldo que presenta el auxiliar de dicha cuenta el cual es de $118.934.5 miles.
	El área financiera en el año 2003 durante los meses de agosto y noviembre realizó una revisión detallada de los gastos de personal a fin de corregir errores que se encontraran los datos registrados en estas cuentas.

 Término 31-12-03, sin embargo la Entidad en el avance al Plan, en este hallazgo cambió el término anterior a “actividad permanente”.

Cumplió con las acciones de mejoramiento (2)

	Hallazgo Número 13

4.6 Evaluación a los Estados Contables.

Durante la vigencia 2002 la entidad canceló por concepto de sentencias judiciales el valor de $314.475.865, cifra ésta que se encuentra registrada en la cuenta 03301607 que corresponde a cuentas de Planeación y Presupuesto o Clase Cero. Ahora bien, la teoría contable establece las instrucciones relativas al reconocimiento de las compensaciones y pago de sentencias y conciliaciones judiciales y para ello indica los registros contables que debe efectuar la entidad responsable del pago de la sentencia o conciliación judicial.
	Se registró en los estados Contables del DAPD a 31 diciembre de 2003 la provisión de los pasivos contingentes por posibles sentencias judiciales contra el Departamento, calculando el 20% de la cuantía reportada por la Subdirección Jurídica, para un total de Provisión para Contingencias de $6.2516.1 millones a 31-12-03, sin embargo, falta que dicha provisión no sea global, sino técnica y dependiendo del estado de cada proceso  jurídico.

La Subdirección Jurídica remitió la información sobre los procesos que cursa contra el DAPD debidamente clasificados en administrativos, laborales, civiles y penales. Sin embargo  los procesos por posible detrimento al patrimonio como el derivado por el Contrato No.226, cuyo  expediente por proceso disciplinario  lleva la Oficina Asesora de Control Interno Disciplinario  No 07-03 por  $ 36.225.640, no fue contabilizado en las cuentas respectivas: Responsabilidades  y su respectiva Provisión.

El DAPD no tuvo en cuenta las observaciones que el Equipo Auditor hizo  a este hallazgo cuando revisó el Plan de Mejoramiento, según memorando 1161-71 de 3-12-03,  tales como establecer las fechas por separado para cada acción de mejoramiento.

Término: Acciones permanentes

Cumplió con las acciones de mejoramiento (2)

	Hallazgo Número 15

4.6 Evaluación a los Estados Contables                                    El saldo a 31-12-2002 Obligaciones Laborales-Cesantías no es razonable.
	Desde enero de 2003 se viene realizando la conciliación mensual con la información recibida de FAVIDI, de las reuniones se suscriben actas: También se suscriben actas de conciliación y de recibo de los expedientes de cesantías de los funcionarios activos del DAPD, actas que se encuentran a disposición de la Contraloría de Bogotá.  A 31-12-03 solo existió un saldo de $16.4 millones de los $ 1.154.4 millones que estaban sin depurar a 31-12-02 en la cuenta Depósitos Entregados- FAVIDI. Todavía presenta saldos negativos en el total de cesantías en los registros individuales de los funcionarios del DAPD, a 31-12-04, sin embargo, según la administración, se debe a funcionarios que habiendo ocupado un cargo temporal de mayor ingreso, solicita cesantías, lo cual hace que  posteriormente se presente esa clase de saldo.

Término: Acciones permanentes

Cumplió con las acciones de mejoramiento (2)

	Evaluación al Sistema de Control Interno Contable

	Hallazgos Números 14 y 17

4.6 Evaluación a los Estados Contables... Al finalizar la vigencia 2002 la entidad no adoptó ninguna actividad relacionada con el proceso de baja de bienes inservibles.

Hallazgo Número 17

4.6 Evaluación a los Estados Contables... No se había efectuado el proceso de baja de bienes inservibles.
	Las observaciones hechas a los numerales 14 y 15 del Plan de Mejoramiento que el equipo auditor efectuó, según memorando 1161-71 de 3-12-03,  tales como acciones de mejoramiento ya realizadas y establecer las fechas por separado para dada acción de mejoramiento no se tuvo en cuenta por parte de la administración al volver a presentar  el Plan de Mejoramiento definitivo. Ya efectuaron baja de inservibles por un valor de $ 47.2 millones según Resolución No.0221 del 23 de abril de 2004. Queda pendiente de efectuar la baja de  inservibles por valor de $99.4 millones.

Todavía no se vence el término convenido en el Plan de Mejoramiento ( año y medio)

Cumplimiento Parcial (1)                                              

	Hallazgos Números 4 y 19

4.2.3.5 Sistemas de Información

En el área administrativa y financiera no se cuenta con un sistema integrado que permita optimizar el manejo de la información financiera y contable.  Estas limitaciones las manifiesta en sus notas a los estados contables donde indica que en la práctica contable no existe un adecuado flujo de información y documentación recibida de las otras dependencias, presentando dificultades en la calidad, oportunidad y consistencia y originando un mayor trabajo por constantes devoluciones.
	La aplicación sigue siendo básicamente la misma, por lo cual no esta integrada y siguen los procedimientos igual, sin embargo la administración ha realizado estudios de mercado a nivel nacional como Distrital, sin tomarse aún una decisión, debido a la reestructuración, para poder definir los procesos y cantidad de personal encargado.

En julio del 2003 se registró el proyecto 180 de Fortalecimiento tecnológico del DAPD y en noviembre del mismo año se realizó una consecución de recursos para la  implantación del Sistema Integrado para los procesos administrativos del DAPD.

Se inició el proceso para la contratación de una asistencia técnica para  integrar los procesos administrativos y financieros del DAPD, con lo cual se pretende realizar la planificación del sistema, el análisis de alternativas, estudio de viabilidad del sistema e implantación. 

El proceso de contratación para la implantación del Sistema se reprogramó para iniciar en septiembre de 2004 y el contrato está programado formalizarse en el mes de noviembre.

Estado de cumplimiento: Parcialmente (1)

	Hallazgo Número 21

4.6 Evaluación a los estados contables.                                                  Se observó que no existe un debido control en cuanto al manejo de las pólizas de seguros que amparan los bienes de la entidad, toda vez que revisados los documentos originales no se encuentran debidamente firmadas por el tomador, esto es por la entidad, lo que genera incertidumbre en cuanto si el cubrimiento de los seguros estuvieron o no autorizados por el responsable.
	1. Solicitar al corredor de seguros de la entidad la revisión minuciosa de las pólizas ofrecidas por el contratista.

2. Recibir certificación de cumplimiento por parte del corredor de seguros de la expedición en debida forma de las pólizas: Con oficio 1-2004-09994 CORRECOL certifica la expedición de las pólizas de acuerdo a los términos propuestos por la aseguradora.

   3. Tomar la firma del Director del DAPD: Las pólizas de la adición y prórroga han sido firmadas por la Directora del DAPD.

Cumplió con las acciones de mejoramiento (2)

	Curadurías Urbanas

	Hallazgo Número 22

4.7 El DAPD no cuenta con espacios ni condiciones físicas para administrar el archivo especializado de predios, la información que llega de las Curadurías Urbanas, en su gran mayoría, se encuentra sin organizar y archivar adecuadamente. Para administrar este archivo, el DAPD no cuenta con un desarrollo tecnológico que facilite el acceso a la información y no permite la conexión electrónica de las Curadurías con esta entidad. La normatividad no establece claramente qué documentación deben enviar las Curadurías al DAPD.
	1. Participar en el levantamiento del proceso de transferencia documental de las Curadurías al DAPD y del DAPD al Depósito del Archivo Distrital: Se han elaborado los instructivos de transferencias y normativas. 

2. Participar en la elaboración de la normatividad y convenios entre las tres entidades: Se trabaja con comité de Archivos de Curadurías que fijará la reglamentación sobre el tema.

3. Diseñar en conjunto con las Curadurías Urbanas el Sistema de Información que permita la conectividad. Se inició la transferencia con la Curaduría 5 y con la Curaduría 1 de acuerdo a la normativa que establece la Ley de Archivos y los instructivos del DAPD.

4. Ejecutar la transferencia una vez esté el depósito con la debida infraestructura: Se está trabajando en un proyecto de alquiler de bodega para soportar la transferencia. 

Estado de Cumplimiento: Parcialmente (1)                   

	SUBDIRECCIÓN JURÍDICA

	Hallazgo Número 23.

Es necesario que el DAPD formule propuestas tendientes a corregir la situación detectada por el organismo de control en cuanto a que se incumple el espíritu de la norma que pretende aliviar las cargas del Departamento en asuntos no tan relevantes para que pueda concentrar su atención en la definición de políticas y el estudio y aplicación de metodologías e instrumentos de carácter económico, social y urbanístico.
	Referente a revisión y aprobación por parte de la  Directora  de las modificaciones a la normatividad del proceso de descentralización administrativa a la expedición de licencias de construcción y urbanismo en las Curadurías Urbanas y  la remisión a la Alcaldía Mayor para el tramite correspondiente no se cumplieron.

Argumentando la entidad el incumplimiento en razón a que “ No se evidencia el valor agregado al DAPD el hecho de que se traslade a otra entidad la competencia que hasta ahora se ejerce, toda vez que el cumplimiento de esta función no exige un equipo administrativo jurídico adicional al establecido, además si bien es cierto, con la revisión del Plan de Ordenamiento Territorial, se aumentaron las funciones de las mismas, se encuentra en estudio la reestructuración de la entidad, viéndose la necesidad de aumentar el numero de funcionarios y así atender  adecuada dichos recursos” 

No cumplió con la meta  del plan de mejoramiento (0)


Fuente: Avances Plan de Mejoramiento y documentos del DAPD.

La evaluación realizada a las acciones correctivas contempladas por la administración en el Plan de Mejoramiento suscrito par la vigencia 2002, arrojaron los siguientes resultados:

Con respecto al Sistema de control Interno tres (3) actividades se cumplieron en un 100% y cinco (5) se cumplen parcialmente, sujetas al proceso de reestructuración que plantea la administración por insuficiencia de recurso humano, en proceso de consolidación y en segunda instancia, a la organización de la documentación y archivo del DAPD.

Para el componente Gestión y Resultados se plantearon tres (3)compromisos: dos (2) se cumplieron en un 100% y una (1) parcialmente orientada a corregir la suscripción de la contratación al finalizar el año fiscal.

Referente a los estados contables los compromisos adquiridos se cumplieron en un 100%. A excepción de dos (2) actividades registradas en el sistema de Control Interno Contable, que presentan un avance parcial sujeta a la implementación de un sistema integrado que permita optimizar el manejo de la información financiera y contable,  en trámite.

Frente a las acciones planteadas para optimizar el espacio y condiciones físicas para administrar el archivo especializado de predios e información que llega de las Curadurías Urbanas, avanzan parcialmente en el proceso de depuración de la documentación que reportan las curadurías y en la elaboración de instructivos y normas para el manejo del mismo.

En síntesis el porcentaje de avance que presenta el Plan de Mejoramiento suscrito por la Entidad, llega al 68%.

4.2   EVALUACION AL SISTEMA DE CONTROL INTERNO.

La evaluación del Sistema de Control Interno del Departamento Administrativo de Planeación Distrital, pretende establecer su nivel de implantación, de confianza y el valor agregado que aporta al cumplimiento de los objetivos institucionales, para garantizar una gestión administrativa eficiente, eficaz y económica.

Como resultado de la evaluación en cada una de las líneas de auditoría y del seguimiento a los compromisos adquiridos en el Plan de Mejoramiento, la entidad obtuvo una calificación final de 3.42, que lo ubica dentro de un rango de calificación bueno y en mediano nivel de riesgo institucional, tal como se ilustra en el siguiente Cuadro: 
CUADRO No. 5

CALIFICACIÓN FINAL DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO
	ITEM
	CRITERIO DE EVALUACIÓN
	CALIFICACION
	RANGO
	NIVEL DE RIESGO

	1
	AMBIENTE DE CONTROL
	3.50
	Bueno
	Mediano

	2
	ADMINISTRACIÓN DEL RIESGO
	3.03
	Bueno
	Mediano

	3
	OPERACIONALIZACION DE LOS ELEMENTOS
	3.34
	Bueno
	Mediano

	4
	DOCUMENTACIÓN
	3.60
	Bueno
	Mediano

	5
	RETROALIMENTACIÓN
	3.63
	Bueno
	Mediano

	
	TOTAL 
	3.42
	Bueno
	Mediano


Fuente: Resultados de la evaluación de Control Interno.

Sustenta la calificación final del sistema de Control Interno los siguientes hechos identificados por fases y componentes:

4.2.1 Ambiente de Control

La calificación promedio de la fase Ambiente de Control es de 3.5, lo cual indica que su implantación se encuentra ubicada en un rango bueno con nivel de riesgo mediano. Situación que se explica por el comportamiento de sus componentes así: 

- Principios y Valores

Como fortaleza, el nivel directivo dio a conocer a todos los servidores públicos las Resoluciones Nos. 0120 y 0121 del 26 de febrero de 2004 que adoptaron la Carta de Valores y Compromisos Éticos en el Departamento Administrativo de Planeación Distrital  y se conforma el Comité Ético como instancia orientadora, evaluadora y de seguimiento a la gestión de los valores éticos de la entidad.

La Carta identifica como principios la transparencia, aprendizaje, construcción colectiva, responsabilidad del servicio, autocrítica, coherencia, asociación, corresponsabilidad y articulación, y primacía de lo ético.  

Además, se establecen los compromisos que deben ser cumplidos por los servidores públicos como: honestidad, compromiso, respeto, confianza, servicio, transparencia, responsabilidad y equidad. 

Como resultado de la evaluación del componente Principios y Valores, se encuentra ubicado en el factor de valoración difusión, con una calificación de 3.80, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Compromiso y respaldo de la Alta Dirección

Igualmente, los actos administrativos descritos, fueron publicados en la Gaceta No. 295 el 13 de abril de 2004, conjuntamente con la entrega personalizada a los servidores públicos  de la Carta de Valores y Compromisos Éticos de la Entidad. 

La Oficina de Coordinación de Control Interno conoce y lidera el Sistema de Control Interno en el Departamento, promoviendo el mejoramiento continuo del sistema, tal como se pudo evidenciar de la evaluación realizada a la Oficina quien en desarrollo de su función de asesoramiento y acompañamiento, en la vigencia de 2003, programó y realizó evaluaciones integrales a los procesos y la gestión de las Subdirecciones y Oficinas Asesoras del Departamento, así como el seguimiento a las recomendaciones formuladas en las evaluaciones realizadas durante la vigencia, excepto por las observaciones registradas en el presente informe. 

Como resultado de la evaluación del componente Compromiso y Respaldo de la Alta Dirección, se encuentra ubicado en el factor de valoración delegación, con una calificación de 3.60, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Cultura del Autocontrol:

Durante el desarrollo del proceso auditor, se observo que a nivel organizacional se presentan deficiencias de control en el manejo de la información, es el caso de la documentación incompleta en las carpetas de la contratación que suscribe el Departamento y que son el soporte de las acciones adelantas durante el desarrollo del proceso contractual y el hallazgo No4. Así mismo, se observaron deficiencias en el registro de la información que soporta el Balance Social de las políticas públicas del Departamento.  

Con el fin de desarrollar actividades relacionadas con el tema, la Oficina de Coordinación de Control Interno, proporcionó capacitación a las diferentes dependencias sobre los planes operativos a ser ejecutados por cada una de ellas durante la vigencia de 2003, así como lo relativo a la administración del riesgo.

Hallazgo No. 1

En los contratos 047, 049, 050, 061, 074 de 2003, se encontraron memorandos internos sin consecutivo y fecha.

Transgrediendo los objetivos del sistema de control interno en los literales d) y e) de la ley 87/93.

Ocasionado por no existir una adecuada relación sistemática y detallada del manejo de la correspondencia.

Como consecuencia no se garantiza el control en los documentos que son testimonio de información o fuente de historia frente a lo recibido y entregado.

Respuesta de la Administración: “En relación con las observaciones realizadas a estos contratos sobre la falta de fecha y de enumeración consecutiva, al respecto se darán las directrices pertinentes con el fin de tener en cuenta que todos los memorandos recibidos y los que salgan de las oficinas del –DAPD- tengan un número consecutivo y no falten las fechas, sin embrago no se han transgredido las normas anotadas por la Contraloría, toda vez, que si alguno de los memorandos no tiene fecha de expedición si cuenta con una fecha de recibo, lo cual garantiza el seguimiento del proceso  contractual”.

Valoración de la Respuesta: de lo argumentado por la administración, se concluye que se hará seguimiento en la próxima auditoría, por tanto, este hallazgo es administrativo y debe hacer parte del Plan de Mejoramiento.

Hallazgo No. 2

	CONDICIÓN
	CRITERIO

	Los contratos: 

	047/03, suscrito con E Business Distribution Colombia S.A., no se adjunta el formato de régimen tributario.

006/03, celebrado con Canal Capital Ltda., tiene el  certificado de Cámara de Comercio incompleto.
	Se infringe lo normado en el articulo 22 de la Ley 80/93  y el Articulo 2, literal e) de la Ley 87/93.

	115/03, firmado con Multisoftware Transaccional Multisoft Ltda., no se adjuntan los certificados de disponibilidad números 210 del 14 de julio/03 y 217 del 17 de julio/03.


	 No se cumple con lo establecido en el literal D de la cláusula vigésima tercera del contrato; Resolución 281/02 del DAPD en su numeral 14. Documentos del Contrato.

	097/03, elaborado con Oracle de Colombia Ltda., no se anexa la certificación que acredite al contratista como única para impartir capacitación en herramientas Oracle, fotocopia de la documentación que acredite a los instructores propuestos como certificados por Oracle. 

Además,  el contratista no entregó los documentos a tiempo, lo hizo el 4 de febrero/04 debiéndose presentar dentro de los cinco días hábiles siguientes a las suscripción del contrato (31-12-03).
	Se incumple lo estipulado en el numeral 3) de la cláusula cuarta del contrato; Resolución 281/02 del DAPD en su numeral 14. Documentos del Contrato

No cumple con lo relacionado en la cláusula vigésima cuarta del contrato.



	119/03, suscrito con Red Colombia S.A., no se encuentra el acta de comité de contratación No. 135 del 30 de diciembre /03; de otra parte en el acta de inicio del 17 de febrero /04, no concuerdan las fechas de ejecución del contrato, puesto que hacen referencia al año /03.
	No cumple con lo manifestado en el literal d) de la cláusula quinta del contrato  de igual manera se incumple con el Articulo 2 literal e) de la Ley 87/93 y la Resolución 281/02 del DAPD en su numeral 14. Documentos del Contrato.

	050/03, con Oracle Colombia Ltda., no se archiva la certificación expedida por una entidad bancaria que tenga convenio con la Tesorería Distrital, también falta la cedula de ciudadanía del representante legal y el formato único de hoja de vida.
	Transgrede el numeral 8 de la cláusula cuarta del contrato. Además no se cumple con el literal f) del Articulo 2 de la Ley 87/93 y el numeral 1.6 de la Directiva 008/01 del Alcalde Mayor.

	Los contratos Nos. 018 de mayo 27, 019 de mayo 28, 022 de junio, 054 de julio, 069 de noviembre 11, 072 de noviembre 25, 075 de noviembre 14, 078 de noviembre 19, 079 de noviembre 19 y 092 de diciembre 15 celebrados en la vigencia de 2003, se observó que la documentación y soportes producidos en la ejecución de los mismos no reposan en las respectivas carpetas, tales como: oficios remisorios de los contratistas, productos parciales y definitivos entregados al DAPD., oficios de los requerimientos por parte de los interventores, oficios de entrega definitiva y de los productos objetos de lo contratos mencionados por parte de los contratistas o consultores.


	Se contradice el numeral 13 EJECUCIÓN DEL CONTRATO, del Manual de Contratación adoptado por el DAPD mediante Resolución No. 281 de julio 10 de 2002,  en la cual determina que es responsabilidad de la entidad ejercer el control y vigilancia a la ejecución de los contratos y de los responsables que ejercen esta vigilancia. En la misma forma el Numeral 14 DOCUMENTOS DEL CONTRATO, se determina que los originales de los documentos que produce el mismo, deben reposar en las carpetas de los contratos y es responsabilidad de la Oficina de Gerencia de Contratos cumplir con estos procedimientos. 

	076/03, firmado con Mega Repuestos., no  incluyen en la carpeta los informes que debe realizar el interventor sobre el consumo acumulado por vehículo y la relación de insumos suministrados con valores unitarios.


	No se cumple con lo establecido en el literal D de la cláusula vigésima tercera del contrato; Resolución 281/02 del DAPD en su numeral 14. Documentos del Contrato.

	056/03, suscrito con Equant Colombia no reposa en la carpeta del contrato el estudio de conveniencia y oportunidad 


	Se incumple lo estipulado en el numeral 3) de la cláusula cuarta del contrato; Resolución 281/02 del DAPD en su numeral 14. Documentos del Contrato

No cumple con lo relacionado en la cláusula vigésima cuarta del contrato.

	036/03, con Unión Temporal Ofixpres, único oferente de este contrato, en la revisión de avisos y publicaciones en la página Web no se obtuvo información


	No cumple con lo manifestado en el literal d) de la cláusula quinta del contrato  de igual manera se incumple con el literal e) Articulo 2 de la Ley 87/93 y la Resolución 281/02 del DAPD en su numeral 14. Documentos del Contrato.

	035/03, firmado con Conserjes Inmobiliarios, se observo que no incluyeron los términos de referencia en la carpeta del contrato, al igual que los avisos de la parte precontractual, ni contiene las evaluaciones realizadas por los oferentes.

No se encontró la última orden de pago por valor $5.375125


	Transgrede el numeral 8 de la cláusula cuarta del contrato. Además no se cumple con el literal f) del Articulo 2 de la Ley 87/93 y en numeral 1.6 de la Directiva 008/01 del Alcalde Mayor.


Lo antes mencionado se debe a las debilidades en la organización, a la informalidad y falta de documentación en las carpetas de los contratos, por no exigir o archivar los documentos pertinentes sobre el desarrollo de las obligaciones estipuladas en las cláusulas contractuales con el fin de optimizar, ajustar y corregir situaciones relacionadas con la ejecución de los contratos.

Situación que incrementa el nivel de riesgos por las falencias en la documentación que soportan los contratos al no presentarse la totalidad de las actuaciones que sirven de base para la gestión realizada, además estos hechos generan incumplimiento de las estipulaciones del contrato o irregularidades que pueden afectar directa o indirectamente la ejecución contractual.

Respuesta de la Administración: “ Contrato No. 047 de 2003 Que no se adjunta el formato de régimen tributario. En relación con lo anotado por la Contraloria  es necesario aclarar que dentro del contrato así como en la propuesta del contratista la cual hace parte integral del mismo se menciona que el valor incluye IVA, de lo cual se deduce que como persona jurídica que es pertenece al régimen común. Así las cosas con anexo de la constancia del formato del régimen tributario o sin el, siempre pertenecerá al régimen común.  

Contrato No. 006/2003 suscrito con Canal Capital, se requirió a la secretaria General de esa Entidad el Certificado de Constitución y Gerencia y  de esta forma subsanar la observación realizada.

Contrato No. 115 de 2003, suscrito con Multisoftware Transaccional Multisoft Ltda, se verifico en el área financiera el consecutivo de Certificados de Disponibilidad Presupuestal y se obtuvo copia de estos certificados para incluirlos en la carpeta del Contrato. ( CDP 210 y 217)

Contrato No. 097 de 2003 suscrito con Oracle de Colombia Ltda, 

En relación con este contrato cabe anotar que en el registro de Cámara de Comercio se encuentra la siguiente observación  al tenor del literal c “(…) Oracle Colombia Ltda, es la única empresa en el territorio de la República de Colombia autorizada por Oracle Corporation para realizar contratos de tipo corporativo con nuestros clientes que incluyan todos los productos y todos los servicios Oracle, a saber, licencias servicios de consultoría, educación científica y servicios certificados de soporte de soporte del primer año y renovaciones (…)”, Esta información se encuentra consignada en los soportes de otras contrataciones realizadas con la misma firma, y de acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 2150 de 1995, cuando se tiene información relacionada con el mismo asunto objeto de contratación no se requiere solicitarla nuevamente. 

 Contrato No. 119 de 2003 suscrito con Red Colombia, respecto del acta de comité en los considerandos del Contrato se encuentra relacionada el Acta de Comité de contratación No. 135 del 30 de Diciembre de 2003, la cual puede ser verificada en el archivo de las Actas de Comité.  

Por error involuntario de transcripción  se anoto en la fecha de iniciación del contrato 119 de año-  2003, cuando realmente este contrato se inicio  el 17 de febrero 2004, el cual fue suscrito 31 de diciembre de 2003.

Contrato No. 050 de 2003, suscrito con Oracle Colombia Ltda,

La certificación Bancaria, son remitidas al Área Financiera donde se requiere de dicha información para poderle realizar  los pagos  a los contratistas. El formato Unico de Hoja de Vida así como la fotocopia de la Cédula de ciudadanía del Representante Legal, a la que se hace alusión. fueron allegadas anteriormente para otro contrato, razón por la cual no se hizo necesario exigirla nuevamente (Decreto. 2150 de 1995).

Sin embargo para atender la observación realizada, se tomo fotocopia de los documentos antes mencionados y se archivaron en la carpeta correspondiente. 

Contratos Nos. 018, 019, 054, 069, 072, 075, 076, 079, 092 de 2003. En cuanto a los informes, Documentos y estudios que son pactados en los respectivos contratos, los mismos son entregados por parte del Contratista al Interventor del respectivo contrato, el Interventor expide una certificación de recibo a satisfacción de los productos recibidos, hacen seguimiento a la ejecución del contrato.

Los documentos relacionados con los productos a entregar no reposan en las carpetas dado que el contratista aporta, hace entrega de los informes de gestión al interventor. Por las razones anteriormente expuesta en el área de contratos no se tienen los productos de los contratos celebrados, esta es responsabilidad del Interventor

. 

Contrato No. 56 de 2003 celebrado Equant Colombia, Los estudios de Conveniencia oportunidad y Mercadeo se encuentran en la carpeta del contrato, a continuación del Formato No. 1 de fecha junio de 2003.  

Contrato No. 36 de 2003 suscrito con Ofixpres. Se anexa fotocopia de las Etapas del proceso contractual contenidas en el Portal de Contratación (Etapas del proceso –DAPD LP – 003- 2003), y todos los documentos relacionados con la etapa pre-contractual se encuentran  archivados en la A-Z, destinada para este proceso. 

Contrato No 035 de 2003 suscrito con Conserjes inmobiliarios. Una vez revisada la carpeta del contrato en referencia se constato que el pliego de condiciones de la Licitación Publica No 004 de 2003, se encuentra archivado en el compartimento de la carpeta  denominada (Documentos).

Los avisos de Publicación así como la Evaluaciones realizadas a los oferentes, se encuentran en el A-Z, destinada para el archivo de los documentos de la etapa Pre-contractual de la Licitación Publica 004 de 2004 de este proceso.

Mediante Resolución No. 355 de fecha 23 de julio de 2003, se adjudica la Licitación No. 004 de 2003. En la misma se encuentra el resumen de las evaluaciones Técnica Económica y Financiera, realizada a los oferentes dentro del proceso de contratación Estatal.  

La ultima orden de Pago corresponde al Acta de liquidación definitiva del Contrato No. 035 de 2003  (Orden de Pago No. 517 de fecha 15 de septiembre de 2004)

En consecuencia, una vez verificado el contrato se encuentra que no se transgrede norma alguna de la referidas por la Contraloría. Es conveniente advertir que la cláusula cuarta se refiere al valor del contrato y no contiene numerales ni literales “ 

Valoración de la respuesta:  de lo argumentado por la administración, se concluye que se hará seguimiento en la próxima auditoria a la conformación del archivo de las carpetas de los contratos, por tanto, este hallazgo es administrativo y debe hacer parte del Plan de Mejoramiento. 

Como resultado de la evaluación del componente Cultura de Autocontrol, se encuentra ubicado en el factor de valoración Capacitación, con una calificación de 3.1, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Cultura del Diálogo

Debido al proceso de reforzamiento estructural al edificio sede CAD, actualmente el DAPD no cuenta con sitios de trabajo en grupo adecuados para discutir aspectos laborales y emitir un mayor control frente a las actividades desarrolladas por dependencia, condición que incide en la falta de un diálogo efectivo, en la divulgación de los productos y en la resolución y seguimiento a las solicitudes de los funcionarios. 

Como resultado de la evaluación del componente Cultura del Diálogo, se encuentra ubicado en el factor de valoración Diálogo Formal, con una calificación de 3.50, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

4.2.2 Administración del Riesgo

La calificación promedio de la fase Administración del Riesgo es de 3.0, lo cual indica que su implantación se encuentra ubicada en un rango regular con nivel de riesgo mediano. Situación que se explica por el comportamiento de sus componentes así: 

- Valoración del Riesgo

El Departamento Administrativo de Planeación Distrital estructuro los riesgos globales institucionales y por dependencia a la que está expuesta la entidad. Este proceso lo lideró la Oficina Asesora de Coordinación de Control Interno que para la vigencia 2004 realizó una nueva valoración de riesgos, teniendo en cuenta los aspectos a los que está expuesta la entidad por los diferentes factores internos, externos, de nuevas funciones y del proyecto de reestructuración organizacional, que a muy corto plazo, será objeto la entidad.

Este propósito se inició con la capacitación en materia de administración de riesgos que impartió la Oficina de Control Interno a 60 funcionarios del DAPD, permitiendo a los directivos y profesionales una participación y compromiso en la identificación de los riesgos, como parte integral de la gestión institucional y como herramienta de gestión en el desarrollo de las actividades.

Producto de la capacitación, las Subdirecciones nombraron un profesional  por Gerencia Misional que coordinaron y consolidaron el  mapa de riesgo por dependencia  con forme a la  metodología realizada por la Dirección de Políticas de Control Interno Estatal y Racionalización de Trámites del Departamento Administrativo de la Función Pública.

La matriz de consolidación de riesgos globales permite identificar, en términos de elementos del sistema de dirección, planeación, organización, ejecución y seguimiento y control, el nivel de riesgo, como por ejemplo, en la determinación de las políticas, objetivos, y metas corporativas, como marco de referencia para la definición de los planes indicativos y de acción, en donde se identifica la inestabilidad Directiva frente a los cambios permanentes de orientación para el cumplimiento de las funciones institucionales, y así sucesivamente, hasta identificar las dificultades de control y seguimiento de algunas actividades de gestión por carencia de indicadores de seguimiento.

Igualmente, los factores internos de riesgo identificados por dependencia, revelan dificultades en el cumplimiento de los planes operativos por insuficiencia del recurso humano, generando deficiencias por incumplimiento de los términos de la respuesta a los usuarios, debido principalmente a las demoras en los procesos de resolución de expedientes y elaboración interna de los conceptos de las diferentes subdirecciones; deficiencias en el suministro de recursos técnico (hardware y software) para la incorporación y análisis de la información; dificultades en la adopción y reglamentación de las UPZ, con tendencia a un incremento sin control de solicitudes sobre normas vigentes y de transición que rigen en la ciudad el desarrollo urbanístico Acuerdo 7 de 1979, Acuerdo 6 de 1990 y áreas reglamentadas por UPZ con base en Plan de Ordenamiento Territorial, inclusive dificultades en el proceso de liquidar la participación de la plusvalía de las UPZ expedidas, como instrumento novedoso de redistribución.

Adicionalmente, la entidad carece de la identificación de los riesgos externos de carácter político, económicos y legales  del nivel Nacional o Distrital, que pueden llegar a entorpecer el normal desarrollo de las funciones del DAPD y el logro de sus objetivos institucionales. Hecho que debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento.

Como resultado de la evaluación del componente Valoración del Riesgo, se encuentra ubicado en el factor de valoración Identificación de Factores con una calificación de 2.8, rango regular y nivel de riesgo mediano.   

- Manejo del Riesgo

El mapa de riesgos contempla las acciones, responsables y cronograma de actividades como control de seguimiento al plan operativo definido por la alta dirección tendiente a minimizar el riesgo.

Como resultado de la evaluación del componente Manejo del Riesgo, se encuentra ubicado en el factor de valoración Plan de Manejo de Riesgos, con una calificación de 3.20, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Monitoreo del Riesgo

La Oficina Coordinadora de Control Interno en su informe de ejecución del plan operativo vigencia 2003, resalta el cumplimiento de las actividades de administración de riesgos. Sin embargo, las dificultades y deficiencias que identificaron las subdirecciones en el proceso de valoración de riesgos, se tornan constantes, agudizándose las deficiencias durante la vigencia 2003, por incumplimiento del plan operativo, desplazando los respectivos cronogramas previstos para minimizar el riesgo, casos concretos las demoras en los procesos de resolución de expedientes y la dificultad del DAPD en el proceso de reglamentación de las UPZ, que en un periodo de cuatro (4) vigencias 2000 – 2004, adopto por decreto 24 UPZ de las 101 previstas para el cuatrienio.

Conforme con lo programado en el Plan Operativo de la Oficina de Coordinación de Control Interno, en los meses de noviembre y diciembre de 2003, se adelantaron las actividades de monitoreo al Plan de Manejo de Riesgos, como producto de ello la Oficina manifestó en su informe reportado en la cuenta anual sobre la gestión de la Entidad, que: “... el 22.8% de los riesgos detectados ha ocurrido, lo que denota que las acciones previstas en el Plan de Manejo de Riesgos fueron inadecuados para prevenirlos o mitigarlos o no se ejecutaron. Es preocupante que el porcentaje de riesgos ocurridos se haya incrementado, así sea en un porcentaje bajo 2%, con relación al periodo anterior”.

Como resultado de la evaluación del componente Monitoreo, se encuentra ubicado en el factor de valoración Programado, con una calificación de 3.1, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

4.2.3 Operacionalización de los Elementos

La calificación promedio de la fase Operacionalización de los Elementos es de 3.3, lo cual indica que su implantación se encuentra ubicada en un rango bueno con nivel de riesgo mediano. Situación que se explica por el comportamiento de sus componentes así: 

- Esquema Organizacional

El DAPD cuenta con una estructura organizacional con líneas de autoridad, responsabilidad, competencias y funciones definidas. No obstante, esta estructura no se encuentra acorde con la magnitud de los procesos misionales adelantados por la entidad; factor que dificulta el avance de los procesos de investigación urbana y desarrollo oportuno de los instrumentos técnicos que reglamentan el Plan de Ordenamiento Territorial.

Como resultado de la evaluación del componente Esquema Organizacional, se encuentra ubicado en el factor de valoración Básica o jerarquizada, con una calificación de 2.80, rango regular y nivel de riesgo mediano.   

- Planeación

El DAPD cuenta con herramientas gerenciales que articulan y orientan las acciones de la entidad para el logro de los objetivos institucionales: Plan Estratégico, Plan de Acción, Plan Indicativo, Plan de Compras, Plan de Mejoramiento y de Desarrollo Administrativo, entre otros.

Sin embargo, la planeación de los procesos administrativos y misionales presenta deficiencias. En primera instancia, por el rol que cumple la Oficina Asesora de Planeación, que no contempla mecanismos efectivos de seguimiento a las actividades programadas por las diferentes instancias de la entidad, específicamente, al cumplimiento de las metas del Plan de Desarrollo, evidenciándose desinformación; y en segunda instancia, ante las deficiencias identificadas y comunicadas como hallazgos en  las áreas de presupuesto y contratación.

Como resultado de la evaluación del componente Planeación, se encuentra ubicado en el factor de valoración de Herramientas e Instrumentos de Planeación, con una calificación de 3.0, regular y nivel de riesgo mediano.   

- Procesos y Procedimientos

Para el cumplimiento de los planes, metas y objetivos el Departamento Administrativo de Planeación Distrital adoptó mediante Resolución No. 547 de 2001 el Manual de Procesos y Control Interno que estandariza la ejecución de las funciones de la entidad y establece los mecanismos de Control Interno en los procesos.

Este Manual se actualiza permanentemente y se ajusta a las condiciones cambiantes de la entidad, herramienta que racionaliza los trámites, métodos y procedimientos institucionales. Durante la vigencia 2003 se actualizo mediante las Resoluciones Números 252 de mayo 28, 283 de junio 13, 293 de junio 18, 503 de septiembre 30 y 644 de noviembre 6. 

Como resultado de la evaluación del componente Procesos y Procedimientos, se encuentra ubicado en el factor de valoración de Revisión y Análisis de Procesos, con una calificación de 3.80, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Desarrollo del Talento Humano

El DAPD tiene identificadas políticas, directrices y lineamientos que orientan la gestión del talento humano, además, se tienen implementados procesos básicos de gestión relacionados con la selección, vinculación, capacitación, evaluación del desempeño y bienestar social, entre otros.

La planta de cargos del Departamento ésta conformada por 260 cargos distribuidos así: Nivel Directivo, Asesor, Ejecutivo 42 cargos, Profesional 142 cargos, Administrativo, Técnico y Operativo 76 cargos.

En virtud de la Resolución 432 de 2003 de bienestar e incentivos, se llevó a cabo la programación y ejecución de los procesos de capacitación formal, inscribiéndose 28 funcionarios, llenando requisitos, de acuerdo con la evaluación realizada, tres (3) aspirantes.

En cumplimiento de la Ley 443/98, se adelantó la convocatoria a las elecciones del representante por los empleados ante la Comisión de Personal, con una participación de 182 votantes.

Se promovió la participación de los funcionarios en las olimpiadas Inter.-empresa, realizadas a través de Compensar, participando en las modalidades de fútbol, tejo, baloncesto y bolos.

Se desarrollaron talleres encaminados a dar a conocer al personal los aspectos relacionados con el régimen de pensiones, ejecutados con el apoyo de funcionarios y Fondos de Pensiones.

Como resultado de la evaluación del componente Desarrollo del Talento Humano, se encuentra ubicado en el factor de valoración de Implementación de Procesos Básicos de Gestión, con una calificación de 3.50, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Sistemas de Información

El Departamento Administrativo de Planeación Distrital implementa sistemas de información mediante el uso de tecnologías de automatización de datos con amplios niveles de cobertura. Cuenta con el Plan Estratégico de Sistemas PESI, instrumento de control gerencial  que le garantiza la confiabilidad, oportunidad y asistencia técnica de los sistemas de información SINU – POT, CDI – Planoteca, PERNO, Inventarios, SEGPLAN, SISBEN, Sistema Bibliotecario

Durante la vigencia 2003, el DAPD ha implementado proyectos de tecnología tendientes a la integración de la información geográfica y alfanumérica; redefinió su página Web orientándola a proveer eficientes servicio de información a la ciudadanía; adecuo las instalaciones físicas del área destinada para el funcionamiento del centro de  cómputo, reforzando la seguridad e integridad de la información y como avance significativo, puso a disposición de la ciudadanía el correo electrónico y acceso a Internet para la consulta de datos del SISBEN, consulta de usos del suelo y estado de los trámites de intervención urbana.

Presenta rezagos en las implementación de nuevas tecnologías para optimizar sus actividades, objetivo que se propuso implementar, logrando un avance de tan solo el 60%, ante los graves problemas de infraestructura eléctrica que presentan los pisos del Centro Administrativo Distrital – CAD, sede de operación del Departamento Administrativo de Planeación Distrital y el proyecto de remodelación de los mismos; hecho que no permitió la adquisición de la UPS para la nueva plataforma tecnológica de la entidad.

Este componente se vio afectado por la siguiente observación:

Hallazgo No. 3 

Se evidenció que en el listado consolidado de la contratación suministrado por la entidad de la vigencia 2003, presenta una diferencia de $7.303.4 millones, con respecto a la Ejecución Presupuestal - Registros Presupuestales por Rubros, debido a que en la relación de la contratación no se incluyeron contratos por gastos de funcionamiento e inversión, tal como se aprecia en el siguiente cuadro:

CUADRO No. 6 

CONTRATACIÓN 2003









        
Millones de pesos

	NOMBRE
	VALOR SEGÚN EJECUCIÓN PRESUPUESTO
	VALOR SEGÚN LISTADO DE CONTRATACIÓN 
	DIFERENCIA 

	INVERSIÓN
	

	PORYECTO 7024 CONVENIO 22 (COL/02/12)Programa  Naciones Unidas para el desarrollo del PNUD
	541,8
	0,0
	541,8

	PROYECTO 7020 Contrato consultoria 39/03 German Moreno Galindo
	68,1
	75,9
	-7,8

	CONVENIO 22 (COL/02/12)Programa  Naciones Unidas para el desarrollo del PNUD
	319,0
	0,0
	319,0

	PROYECTO 7018 - CONVENIO 22 (COL/02/12)Programa  Naciones Unidas para el desarrollo del PNUD
	1.086,6
	0,0
	1.086,6

	PROYECTO 0136 - Contrato Cosultoría 21/03 Fernando Troyano
	22,1
	23,1
	-1,0

	PROYECTO 0171 CONVENIO 30 (COL/01/030)Programa  Naciones Unidas para el desarrollo del PNUD
	815,0
	0,0
	815,0

	PROYECTO 7023 CONVENIO 22 (COL/02/12)Programa  Naciones Unidas para el desarrollo del PNUD
	78,4
	0,0
	78,4

	PROYECTO 6020 Contrato Consultoria 64/03 Libia Constanza Martínez 
	18,1
	0,0
	18,1

	PROYECTO 7021 Contrato de consultoria  88/02 Nelson Pachón Garcia
	24,2
	0,0
	24,2

	Contrato de consultoria  88/02 Nelson Pachón Garcia
	12,1
	0,0
	12,1

	PROYECTO 7191CONVENIO 22 (COL/02/12)Programa  Naciones Unidas para el desarrollo del PNUD
	421,3
	0,0
	421,3

	PROYECTO 4132 CONVENIO 22 (COL/02/12)Programa  Naciones Unidas para el desarrollo del PNUD
	653,3
	0,0
	653,3

	PROYECTO 6187- Contrato de Consultoria 45/02 Esther Ligia Cifuentes
	9,4
	0,0
	9,4

	Contrato de Consultoria 43/02 Crisobolo Enrique Coca Bernal
	18,1
	0,0
	18,1

	CONVENIO 22 (COL/02/12)Programa  Naciones Unidas para el desarrollo del PNUD
	1.197,7
	
	1.197,7

	PROYECTO 6188 - CONVENIO 22 (COL/02/12)Programa  Naciones Unidas para el desarrollo del PNUD
	1.674,3
	0,0
	1.674,3

	PROYECTO 7190 Contrato Consultoría 12/02 Liliana Ochoa Echeverri
	14,5
	0,0
	14,5

	Contrato Consultoría 25/02 Cesar Enrique Agudelo Otalora
	10,0
	
	10,0

	PROYECTO 7208 Contrato Consultoria 003/02 Nohora Astrid  Córtes Cuellar 
	37,1
	0,0
	37,1

	PROYECTO 7212 CONVENIO 22 (COL/02/12)Programa  Naciones Unidas para el desarrollo del PNUD
	265,1
	0,0
	265,1

	Contrato consultoría 83/02 Unión Temporal INGECON
	8,9
	0,0
	8,9

	SUBTOTAL INVERSIÓN
	7.295,1
	99,0
	7.196,1

	FUNCIONAMIENTO

	3-1-1-01-10 Remunera. Ss Técnicos - Cto  suministro 037/02 COLTEMPORA LTDA.
	38,8
	0,0
	38,8

	3-1-1-02-03 Gtos computador - Cto Prestación de Servicios 82//01 SETECSA
	5,1
	0,0
	5,1

	Contrato Mantenimiento 054/02 PC MICROS LTDA.
	6,8
	
	6,8

	3-1-1-02-05- Gtos de Transp. y Comunic. – Cto 62/02 ADPOSTAL
	2,5
	0,0
	2,5

	3-1--1-02-06 Impresos y Public. Casa Editorial el Tiempo
	6,0
	5,8
	0,2

	3-1-1-02-08 Mantenimiento Entid. Contrato Prestación Servicios No. 15/02 Vigias de Colombia Ltda. 
	8,2
	0,0
	8,2

	Contrato Prestación Servicios No. 15/02 Vigias de Colombia Ltda. 
	23,7
	0,0
	23,7

	Contrato Prestación Servicios No. 042/02 Conserjes Inmobiliarios Ltda.
	20,2
	0,0
	20,2

	Contrato Mantenimiento 090/02 Julio Cesar Segura
	2,0
	0,0
	2,0

	3-1-1-02-16 Promoc. Instituc. Orden de Compra No. 18/03 Alimentos Spress Ltda.
	0,4310
	0,4305
	0,0005

	Orden de Prestación Servicios No. 30/03 A.H.I. COL y CIA LTDA.
	1,2
	1,3
	-0,1

	SUBTOTAL FUNCIONAMIENTO
	114,9
	7,5
	107,4

	TOTAL INVERSIÓN Y FUNCIONAMIENTO 
	7.410,0
	106,5
	7.303,5


Fuente: Listado de contratación y registros presupuestales por rubros 2003

Lo antes mencionado incumple con lo estipulado en el literal d) y e) del artículo 2º , objetivos de Control  Interno, Ley 87/93 y la Directiva 008 de 2001, expedida por la Alcaldía Mayor.

Situación ocasionada por debilidades en los mecanismos de información de manera veraz, confiable sobre la gestión pública realizada,  la utilización de los recursos encaminada a lograr una labor visible que permita cumplir con este deber y hacer efectiva la responsabilidad institucional.

Lo que implica falta de confiabilidad, integridad y precisión sobre los flujos de información, los cuales permiten generar informes de la gestión eficientes para la rendición de cuentas de planes, programas, proyectos y /o contratos.

Respuesta de la Administración: “Con el fin de dar respuesta a este punto es necesario se nos  informe los documentos que tuvieron en cuenta para realizar la comparación, entre la relación de la contratación por gastos de funcionamiento e inversión y los registros presupuestales por rubros”.  

Valoración de la Respuesta: este ente de control mantiene la observación, por cuanto el hallazgo describe los documentos que se tuvieron en cuenta en la comparación de la información (listado de contratación Vs ejecución presupuestal-registros presupuestales por rubros).

Por lo anterior, se configura como un hallazgo de carácter administrativo que debe hacer parte del Plan de Mejoramiento.

Como resultado de la evaluación del componente Sistemas de Información, se encuentra ubicado en el factor de valoración Automatización en Desarrollo, con una calificación de 3.2, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Democratización de la Administración Pública 

Durante la vigencia 2003 con relación al tema de la participación ciudadana, se realizó el proceso de formulación y desarrollo de una estrategia de divulgación y participación para la revisión del Plan de Ordenamiento Territorial de Bogotá. Igualmente, se trabajó en la coordinación de las actividades relacionadas con el proceso para la integración del Consejo Territorial de Planeación, instancia que  participó en la revisión y posterior elaboración del concepto final. 

En este proceso, de divulgación y participación ciudadana en la revisión del Plan de ordenamiento Territorial – POT, se vincularon personas de diferentes ámbitos y expertos en el tema, que formularon observaciones y propuestas con relación al tema. Se realizaron 37 reuniones con entidades distritales, organizaciones sociales, económicas, académicas, autoridades locales, gremios, entre otros, con una asistencia aproximadamente de 1486 personas, entre otras actividades que fueron ejecutadas por el Departamento para cumplir con su cometido.
Con la revisión del Plan de Ordenamiento Territorial, se fortalecieron los mecanismos de planeación participativa, tomándola como elemento transversal en las diferentes fases de desarrollo de cada uno de los instrumentos, asegurando una  mayor eficacia en los procesos de planificación.

Así mismo, con respecto al tema de la participación ciudadana, la Oficina de Comunicaciones, del Departamento, apoyó la coordinación de los talleres de las 13 UPZs del Programa de Mejoramiento Integral, enviando a los Lideres Locales en promedio 150 volantes de invitación al evento, con una asistencia en promedio entre las 100 y 130 personas dependiendo del tamaño de la UPZ. En el caso de la UPZ de Consolidación, se realizaron 18 talleres de participación. Procesos que implican el desarrollo de actividades de  aprestamiento, talleres de estructura, taller de norma, retroalimentación de resultados, formulación de propuestas por parte de la ciudadanía, sistematización de propuestas, valoración técnica, guías de valoración para respuestas personales, retroalimentación e informe final para las Alcaldías.

Como producto del desarrollo de estos eventos se originaron 32 talleres para la definición de la estructura y la norma urbana, 34 reuniones con autoridades locales, con una asistencia de 3694 participantes aproximadamente. 
Con respecto a la formulación de consultas presentadas por la ciudadanía frente al tema de legalización y regularización, se han estudiado y respondido 1796 solicitudes de 1816 radicadas, quedan pendientes 20 solicitudes por resolver por cuanto han requerido de otros estudios para su respuesta definitiva.

De otra parte, este componente se ve afectado por los hallazgos No. 9 y 10 puesto que es obligatorio que las entidades estatales garanticen la participación de los ciudadanos para el ejercicio del control social desde la etapa precontractual, con el fin de que estos sean controvertidos y para que puedan acceder a los mismos, todos los potenciales interesados; a efecto de garantizar la transparencia.   

Como resultado de la evaluación del componente Democratización de la Administración Pública, se encuentra ubicado en Facilitar el Control Social y la Función Veedora de la Ciudadanía, con una calificación de 3.5, rango bueno malo y nivel de riesgo mediano.   

- Mecanismos de Verificación y Evaluación

Autoevaluación: Como complemento de la planeación institucional, el Departamento tiene implementados mecanismos de verificación y evaluación de las diferentes operaciones adelantadas por la entidad y que evalúan sus resultados, como es el caso de los indicadores de gestión por dependencia, los cuales están orientados a medir el cumplimiento de objetivos, ejecución de actividades propias de cada una de las Subdirecciones y Oficinas y cumplimiento de metas, identificando el objetivo, formula del indicador, identificación de variables y análisis de resultados frente al año anterior. 

Oficina de Control Interno: la Oficina Asesora de Control Interno, para la vigencia de 2003, formuló un Plan de Acción en el cual incluyó actividades orientadas a la valoración del riesgo; de asesoramiento y acompañamiento; de evaluación y seguimiento; de fomento de la cultura de control y de relación con los entes externos.

Durante la vigencia se realizaron 33 evaluaciones por parte de la Oficina, las cuales fueron validadas con los responsables de las áreas examinadas, con el fin de que las mismas adoptasen las medidas correctivas del caso.

Entre los informes producto de las evaluaciones realizadas, se señalan, entre otros,  el informe de evaluación a los macro procesos de la Subdirección de Planeamiento Urbano, informe de seguimiento a las recomendaciones formuladas producto de los arqueos de las cajas menores, informe de evaluación del Sistema de Control Interno Contable, informe de almacén e inventarios.

Como resultado de la evaluación del componente de Auto Evaluación y Unidad u Oficina de Control Interno, se encuentra ubicado en el factor de valoración de Actualización de Herramientas y Fomento de la Cultura de Control, con una calificación de 3.6, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

4.2.4 Documentación

La calificación promedio de la fase Documentación es de 3.60, lo cual indica que su implantación se encuentra ubicada en un rango bueno con nivel de riesgo mediano. Situación que se explica por el comportamiento de sus componentes así: 

- Memoria Institucional

Según informe de gestión presentado por el Departamento en la Cuenta 2003, el Centro de Documentación e Información, presenta los resultados alcanzados en la vigencia, así: objetivo 1 “Contratar la elaboración del inventario y organización documental del archivo de predios”, señala un nivel de cumplimiento del 100%, manifestando, además, que dicho objetivo forma parte del Proyecto de Inversión 7242, incluyendo el “levantamiento del inventario de archivo de predios, actualización de las licencias nuevas de construcción, organización de los archivos de gestión y creación del central”. Metas (4) que según el Plan de Acción, no presentan ningún nivel de avance.

Objetivo 2 “Ejecutar con la empresa contratista el inventario y organización documental de los archivos”, con un nivel de ejecución del 0%. Su ejecución, según la entidad, inicia en enero de 2004. La meta no se cumplió en la vigencia de 2003. 

Objetivo 3 “Modernizar tecnológicamente el archivo”, con el 0%. Su no cumplimiento según lo señalado por la administración se debió a la no asignación presupuestal, el cual fue reprogramado para la vigencia de 2004. Se observa que la meta no se cumplió en la vigencia de 2003.    

Objetivo 4 “Actualizar el software de correspondencia de correspondencia de acuerdo con la implementación de las tablas de retención documental”, alcanzando el 50% de avance. Se solicito a la Oficina de Sistemas la sistematización de las Tablas de Retención Documental. No obstante, la meta según el Plan de Acción no se cumplió en la vigencia de 2003.    

Objetivo 5 “Adecuar la estructura física del Centro de Documentación e Información”, según informe de gestión, su ejecución se programó para la vigencia de 2004, no obstante la entidad presenta una ejecución del 30%, por cuanto, aduce, se desarrollaron otras actividades relacionadas con la solicitud del presupuesto. La meta en el Plan de Acción no presenta cumplimiento.

Objetivo 6 “Elevar el perfil archivístico de los funcionarios del Centro de Documentación e Información”, alcanzando un cumplimiento del 100%. Los funcionarios asistieron a conferencias relacionadas con la conservación documental dirigidas por el Archivo General de la Nación y con la Universidad Nacional, un diplomado en gestión documental. Se observa que para la vigencia de 2003, la meta se cumplió en un 100%. 

De acuerdo con la aplicación del indicador “cumplimiento de los objetivos contenidos en el Plan Operativo de la dependencia”, la entidad presenta un cumplimiento del 46.6%, aduciendo que su incumplimiento obedece  a que los objetivos 3 y 5 no forman parte de la vigencia de 2003, por cuanto no se contó con un presupuesto para su logro, el objetivo 4 depende de la gestión de la Oficina de Sistemas. No obstante, de las nueve (9) metas formuladas para dar cumplimiento, en la vigencia de 2003, al Proyecto de Inversión 7242 tan solo una (1) alcanzó su cometido con un 100% de ejecución.

Como resultado de la evaluación del componente Memoria Institucional, se encuentra ubicado en el factor de valoración de Formal, con una calificación de 3.2, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Manuales

Para la vigencia de 2003 se llevaron a cabo cinco (5) actualizaciones al Manual de Procesos y Control Interno, su actualización involucro el desarrollo de actividades como la elaboración de propuestas, documentación, investigación, proyección del acto administrativo y distribución. 

Se adicionó tres (3) veces el Manual de Funciones: Resoluciones Nos. 315, 321 de julio 2 de 2003 y 488 de septiembre 26 de 2003.

Se adoptó el Manual de Participación Ciudadana para definir la estructura urbana y la reglamentación de las Unidades de Planeamiento Zonal (UPZ) en la ciudad de Bogotá.   

Como resultado de la evaluación del componente Manuales, se encuentra ubicado en el factor de valoración de Difundidos y Socializados, con una calificación de 3.8, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Normas y Disposiciones Internas

En la vigencia de 2003 se adoptó mediante Decreto 469 de 2003, la Revisión del Plan de Ordenamiento Territorial del Distrito, redefiniéndose los instrumentos de planeación y las herramientas de gestión y  se instauró el principio de reparto de cargas y beneficios.  

La Oficina Jurídica, de acuerdo con el Informe de Gestión y Resultados presentado en la cuenta 2003, reporta con relación a los logros alcanzados en la vigencia, el apoyo permanente a las dependencias correspondientes para la elaboración y revisión de los instrumentos normativos que reglamentan, desarrollan y complementan el POT, los conceptos emitidos sobre la aplicación de normas de planeación, urbanísticas, estratificación asuntos laborales y derecho administrativo. Además, se expidieron conceptos frente a los vacíos normativos que se presentan en la aplicación de las normas urbanísticas.

La oficina anteriormente mencionada, represento a la entidad en los procesos adelantados contra ella, participó en las audiencias de conciliación dentro de los procesos originados en acciones populares y ejercer la representación judicial de la entidad en virtud de la delegación otorgada por el Decreto 854 de 2001.      

Así mismo, el Departamento en cumplimiento de su misión, ejecutó actividades relacionadas con proyectos normativos y urbanísticos, como la reglamentación de un tramo de la Calle 53, con la expedición del Decreto 251 de 2003, producto esperado para culminar este proyecto. Implementación y elaboración del Decreto 440 de 2003, mediante el cual se definió la reglamentación especial para los establecimientos con usos dotacionales educativos, entre otros.
Igualmente, las Tablas de Retención Documental fueron aprobados por parte del Sistema Único Distrital de Administración de Archivos, mediante oficio de radicación No. 1-2003-12839 del 15 de mayo de 2003. El 26 de junio de 2003 son aprobados para el Departamento por el Comité de Archivos.

Como resultado de la evaluación del componente Normas y Disposiciones Internas, se encuentra ubicado en el factor de valoración Compiladas, con una calificación de 3.80, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

4.2.5 Retroalimentación

La calificación promedio de la fase Retroalimentación es de 3.60, lo cual indica que su implantación se encuentra ubicada en un rango bueno con nivel de riesgo mediano. Situación que se explica por el comportamiento de sus componentes así: 

- Comité Coordinación del SCI:

De acuerdo con el Artículo 12 de la Resolución 0341 del 28 de agosto de 2001, el Comité de Coordinación de Control Interno del Departamento, se reunió el 23 de septiembre y 16 de diciembre de 2003, cumpliéndose así con las sesiones establecidas en la Resolución. 

Se observó que en el Acta No. 2 de fecha 16 de diciembre el Comité presentó un balance general de la gestión y actividades desarrolladas vigencia de 2003 y exposición de Plan Operativo para la vigencia de 2004 para ser desarrollado por la Oficina Asesora de Control Interno.

Comentándose, además, sobre el cumplimiento de las actividades desarrolladas en torno a la administración del riesgo, las cuales fueron ejecutadas, según informe del Jefe de la Oficina, de acuerdo con el Plan Operativo formulado por dicha Oficina.

Así mismo, se observa la participación de la alta dirección en los temas relacionados con el fortalecimiento del Sistema de Control Interno, tratados en las reuniones del Comité, recordando, entre otros, el cumplimiento de las recomendaciones formuladas por la Oficina Asesora de Control Interno, producto de las evaluaciones realizadas.    

Como resultado de la evaluación del componente Comité de Coordinación del SCI, se encuentra ubicado en el factor de valoración de Reuniones Periódicas, con una calificación de 3.8, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Planes de Mejoramiento

De las observaciones producto de las evaluaciones realizadas por la Contraloría, el Departamento, suscribió un Plan de Mejoramiento, el cual presenta un nivel de avance del  68%.
Como resultado de la evaluación del componente Planes de Mejoramiento, se encuentra ubicado en el factor de valoración Puesta en Marcha, con una calificación de 3.5, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

- Seguimiento

La entidad efectúa seguimiento de su gestión a través de los indicadores diseñados para tal fin. Igualmente, se realiza un seguimiento al avance de los Proyectos de Inversión y a los Planes de Acción, por medio del SEGPLAN

Como resultado de la evaluación del componente Seguimiento, se encuentra ubicado en el factor de valoración de Oportuno, con una calificación de 3.6, rango bueno y nivel de riesgo mediano.   

A continuación se establece la calificación obtenida en las vigencias 2002-2003: 

CUADRO No. 7 

CALIFICACIÓN DEL SISTEMA DE CONTROL INTERNO 

VIGENCIAS 2002-2003

	FASES
	CALIFICACIÓN 2002
	CALIFICACIÓN

 2003
	VARIACIÓN

	Ambiente de Control
	3.3
	3.50
	0.2

	Administración del Riesgo
	3.1
	3.03
	- 0.07

	Operacionalización de los Elementos
	3.5
	3.34
	- 0.16

	Documentación
	3.6
	3.60
	0.0

	Retroalimentación
	3.7
	3.63
	- 0.07

	TOTAL
	3.44
	3.42
	- 0.02


Fuente: Resultados de la evaluación del SCI.

Como se puede evidenciar en el Cuadro anterior, el Departamento presentó un desmejoramiento en las Fases de Administración del Riesgo, Operacionalización de los Elementos y Retroalimentación respecto al 2002, representando una disminución total del 0.6%.
4.3 EVALUACION DE LA GESTION Y RESULTADOS

4.3.1 Evaluación Plan de Desarrollo

En cumplimiento del Plan de Desarrollo Económico, Social y de Obras Públicas para “Bogotá D. C. 2001 – 2004 BOGOTÄ para VIVIR todos del mismo lado”, el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, para la vigencia de 2003 suscribió 18 proyectos de inversión, dirigidos a cuatro (4) objetivos: Productividad, Justicia Social, Ambiente y Gestión Pública Admirable, con sus respectivos Programas, tal como se detalla en el Cuadro No. 8  

CUADRO No.8

PROYECTOS DE INVERSION DAPD - VIGENCIA 2003

	Nº  PROYECTO
	NOMBRE DEL PROYECTO
	OBJETIVO
	PROGRAMA

	7024
	DESARROLLO DE INSTRUMENTOS ECONOMICOS PARA LA COMPETITIVIDAD Y LA PLANIFICACION DISTRITAL 
	PRODUCTIVIDAD
	PROSPERIDAD COLECTIVA

	7020
	FORMULACION DE LINEAMIENTOS PARA LA PLANIFICACION DE LAS NUEVAS AREAS DE DESARROLLO Y ESTUDIOS URBANOS PARA OPERACIONES 
	PRODUCTIVIDAD
	BOGOTA CRECE CON RAZON

	7018


	ESTUDIOS DE DESARROLLO DEL PLAN VIAL Y DE TRANSPORTE 
	PRODUCTIVIDAD
	MOVILIDAD INTELIGENTE

	0136
	APOYO AL PROCESO DE COORDINACION INTERINSTITUCIONAL DE LOS PLANES DE SERVICIOS PUBLICOS 
	PRODUCTIVIDAD
	PLATAFORMA INTEGRAL DE SERVICIOS

	7023
	FORTALECIMIENTO DE LA PLANIFICACION Y GESTION EN LA REGION Y EN EL TERRITORIO DEL AREA RURAL DEL DISTRITO CAPITAL 
	PRODUCTIVIDAD
	UNIDOS PARA COMPETIR Y VIVIR MEJOR

	171


	APOYO TÉCNICO PARA EL FORTALECIMIENTO DE LA REGIÓN BOGOTA-CUNDINAMARCA.
	PRODUCTIVIDAD
	UNIDOS PARA COMPETIR Y VIVIR MEJOR

	6020


	MONITOREO Y ESTRATIFICACION  DISTRITAL 
	JUSTICIA SOCIAL
	UBIQUEMONOS PARA LA SOLIDARIDAD

	7021
	IDENTIFICACION, ANÁLISIS Y CARACTERIZACION DE LA SITUACION SOCIAL DE BOGOTA, D.C. 
	JUSTICIA SOCIAL
	UBIQUEMONOS PARA LA SOLIDARIDAD

	7191


	ADMINISTRACION Y ANALISIS DEL SISTEMA DE SELECCIÓN DE BENEFICIARIOS SISBEN 
	JUSTICIA SOCIAL
	UBIQUEMONOS PARA LA SOLIDARIDAD

	4132


	MEJORAMIENTO INTEGRAL DE BARRIOS 
	JUSTICIA SOCIAL
	MEJOREMOS EL BARRIO Y LA CASA

	7015
	IDENTIFICACION DE POTENCIALIDADES, ACCIONES Y PROYECTOS ESTRATEGICOS PARA LA RECUPERACION, AMPLIACION Y MEJORAMIENTO DEL ESPACIO PUBLICO
	AMBIENTE
	BOGOTA BELLA, CONSTRUIDA Y NATURAL

	6187


	MEJORAMIENTO A LA GESTION DEL DAPD
	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	ADMINISTRACION A LA MEDIDA

	6188


	MODERNIZACION Y SISTEMATIZACION DE LA CARTOGRAFIA DEL DAPD 
	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	ADMINISTRACION A LA MEDIDA

	7190
	DISEÑO E IMPLANTACION DEL SISTEMA DE GESTION Y RESULTADOS DEL PLAN DE DESARROLLO 
	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	ADMINISTRACION A LA MEDIDA

	7242


	ODERNIZACIÓN DEL ARCHIVO GENERAL DEL DAPD


	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	ADMINISTRACION A LA MEDIDA

	7208
	FORMULACION Y DESARROLLO DE MECANISMOS DE GESTION PARA EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL DE BOGOTA, D.C.
	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	POT: ORDEN PARA LA ARMONIA

	7212
	FORMULACION DE LINEAMIENTOS URBANISTICOS PARA LA PLANIFICACION DEL AREA URBANA DE BOGOTA 
	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	POT: ORDEN PARA LA ARMONIA

	7358
	FORTALECIMIENTO DEL PROCESO DE DESCENTRALIZACION Y APOYO A LA PLANEACION LOCAL 
	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	LOCALIDADES FUERTES


FUENTE: Informe Plan de Acción cuenta 2003

4.3.1.1  Ejecución Presupuesto de Inversión

Para la vigencia de 2003, el presupuesto asignado para inversión por $25.385.0 millones al Departamento Administrativo de Planeación Distrital, presentó modificaciones, disminuyendo los recursos en el 24.51% equivalentes a $6.222.8 millones, para un presupuesto definitivo de $19.162.2 millones. Es así, que el anterior comportamiento se ve reflejado en la disminución del presupuesto de los Proyectos de los objetivos Productividad, Justicia Social, Ambiente y Gestión Pública Admirable con el 44%, 19%, 40% y 7%, respectivamente. Como excepcional se observa en el Proyecto 0171 “Apoyo técnico para el fortalecimiento de la Región Bogotá-Cundinamarca”, cuyo presupuesto inicial de $815.0 millones, tuvo una modificación (aumento) de $507.1 millones, presentando un presupuesto definitivo de $1.322.1 millones, equivalentes a un incremento del 62.2%.   

Durante la vigencia se ejecutaron $18.246.4 millones que equivalen al 95.22% del presupuesto definitivo ($19.162.2 millones), estableciéndose que se constituyeron reservas al finalizar la vigencia por valor de $13.629.1 millones que corresponden al 74.7% de lo ejecutado, es decir, que la ejecución real (giros) para la vigencia que se audita es del 25.3%, mostrando un bajo nivel en el uso real de los recursos asignados para dicha vigencia.

De acuerdo con la anterior situación se observa que las metas proyectadas para ser cumplidas en la vigencia de 2003, no se logran sino en la siguiente vigencia, teniendo en cuenta que entre los meses de noviembre y diciembre se suscribió el 54% de la contratación. Los objetivos que se ven más afectados son Gestión Pública Admirable y Ambiente con el 93% y 91% en reservas y los proyectos 7358, 7242, 6188, 7212 y 7015 con el 100%, 98%, 98%, 96% y 91% en reservas, respectivamente. 

 Así mismo, los proyectos que presentaron un bajo nivel de ejecución presupuestal fueron: 7358 “Fortalecimiento del proceso de descentralización y apoyo a la Planeación Local”, 0136 “Apoyo al proceso de coordinación interinstitucional de los Planes de Servicios Públicos”, 7208 “Formulación y desarrollo de mecanismos de gestión para el Ordenamiento Territorial de Bogotá, D.C”. , 7212 “Formulación de lineamientos urbanísticos para la planificación del área urbana de Bogotá”, 6187 “Mejoramiento a la gestión del DAPD”, con el 71.11%, 76.21%, 79.70%, 86.14%, 90.91% respectivamente. Situaciones que se observan en el Cuadro No. 9

CUADRO No. 9

PRESUPUESTO GASTOS DE INVERSIÓN 2003
                                                                                                                                                                 Millones de Pesos

	NOMBRE
	INICIAL
	MODIFICACIONES
	DEFINITIVO
	COMPROMISOS 
	 % EJECU 
	GIROS
	RESER. PRESUP..
	% RESER.

	INVERSIÓN
	25.385.0
	-6.222.8
	19.162.2
	18.246.4
	95,22
	4.617.3
	13.629.1
	75%

	PRODUCTIVIDAD
	8.487.4
	-3.809.4
	4.678.0
	4.513.6
	96,48
	1.147.6
	3.365.9
	75

	7024  Desarrollo de instrumentos económicos para la competitividad y la Planificación Distrital.
	2.393.0
	-1.456.4
	936.6
	886.1
	94,60
	115.2
	770.9
	87

	7020 Formulación de lineamientos para la planificación de las nuevas áreas de desarrollo y estudios urbanos para operaciones
	1.350.0
	-732.4
	617.6
	606.3
	98,17
	121.8
	484.5
	80

	7018 Estudios de desarrollo del plan vial y de transporte
	1.889.4
	-802.8
	1.086.6
	1.086.6
	100
	0
	1.086.6
	100

	0136 Apoyo al proceso de coordinación interinstitucional de los planes de servicios públicos.
	600.0
	-227.9
	372.1
	283.6
	76,21
	69.5
	214.1
	75

	0171 Apoyo técnico para el fortalecimiento de la región Bogotá – Cundinamarca
	815.0
	507.1
	1.322.1
	1.322.1
	100
	815.0
	507.1
	38

	7023 Fortalecimiento de la planificación y gestión en la región y en el territorio del área rural del Distrito Capital
	1.440.0
	-1.097.1
	342.9
	328.9
	95,90
	26.1
	302.7
	92

	JUSTICIA SOCIAL
	9.274.0
	-1.740.2
	7.533.8
	7.352.2
	98%
	3.020.3
	4.331.8
	59

	6020 Monitoreo y estratificación Distrital
	1.696.0
	0
	1.696.0
	1.649.0
	97,23
	162.5
	1.486.5
	90

	7021 Identificación, análisis y caracterización de la situación social de Bogotá D.C.
	2.748.0
	-200.0
	2.548.0
	2.424.7
	95,16
	2.093.9
	330.8
	14

	 7191 Administración y análisis del sistema de selección de beneficiarios, SISBEN
	2.680.0
	-100.0
	2.580.0
	2.579.5
	99,98
	597.1
	1.982.4
	77

	4132  Mejoramiento integral de barrios
	2.150.0
	-1.440.2
	709.8
	698.9
	98,46
	166.8
	532.0
	76

	AMBIENTE
	500.0
	-200.0
	300.0
	299.4
	99,81
	25.6
	273.8
	91

	7015 Identificación de potencialidades, acciones y proyectos estratégicos para la recuperación, ampliación y mejoramiento del
	500.0
	-200.0
	300.0
	299.4
	99,81
	25.6
	273.8
	91

	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	7.123.7
	-473.3
	6.650.4
	6.081.3
	91,44
	423.7
	5.657.6
	93

	6187 Mejoramiento a la gestión del DAPD
	2.280.0
	-202.2
	2.077.8
	1.888.8
	90,91
	210.9
	1.677.9
	89

	6188 Modernización y sistematización de la cartografía del DAPD
	1.674.3
	0
	1.674.3
	1.674.3
	100
	29.8
	1.644.5
	98

	7190 Diseño e implantación del sistema de gestión y resultados del plan de desarrollo
	200.0
	0
	200.0
	191.9
	95,98
	28.5
	163.5
	85

	7242 Modernización del archivo general del DAPD
	1.200.0
	-200.0
	1.000.0
	938.9
	93,90
	17.8
	921.1
	98

	7208 Formulación y desarrollo de mecanismos de gestión para el ordenamiento territorial de Bogotá D.C.
	391.4
	0
	391.4
	311.9
	79,70
	106.2
	205.8
	66

	7212 Formulación de lineamientos urbanísticos para la planificación del área urbana de Bogotá
	1.028.0
	-57.0
	970.9
	836.3
	86,14
	30.4
	805.9
	96

	7358 Fortalecimiento del proceso de descentralización y apoyo a la planeación local
	350.0
	-14.0
	336.0
	238.9
	71,11
	0
	238.9
	100


FUENTE: Informe Presupuesto Gastos de Inversión, Cuenta 2003

De los Proyectos de Inversión suscritos en la vigencia de 2003, se seleccionaron para evaluar la gestión fiscal del Departamento Administrativo de Planeación Distrital, la muestra relacionada en el Cuadro No. 10, tomando como criterios de selección las indicaciones contenidas en el Encargo de Auditoría, los recursos asignados y la importancia de ellos para el cumplimiento de la misión institucional:

CUADRO No. 10

MUESTRA  PROYECTOS DE INVERSIÓN

	Nº  PROYECTO
	NOMBRE DEL PROYECTO


	OBJETIVO
	PROGRAMA

	7015 
	IDENTIFICACION DE POTENCIALIDADES, ACCIONES Y PROYECTOS ESTRATEGICOS PARA LA RECUPERACION, AMPLIACION Y MEJORAMIENTO DEL ESPACIO PUBLICO
	AMBIENTE
	BOGOTA BELLA, CONSTRUIDA Y NATURAL

	7212 
	FORMULACION DE LINEAMIENTOS URBANISTICOS PARA LA PLANIFICACION DEL AREA URBANA DE BOGOTA 
	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	POT: ORDEN PARA LA ARMONIA

	7021 
	IDENTIFICACION, ANÁLISIS Y CARACTERIZACION DE LA SITUACION SOCIAL DE BOGOTA, D.C. 
	JUSTICIA SOCIAL
	UBIQUEMONOS PARA LA SOLIDARIDAD

	7023
	FORTALECIMIENTO DE LA PLANIFICACION Y GESTION EN LA REGION Y EN EL TERRITORIO DEL AREA RURAL DEL DISTRITO CAPITAL 
	PRODUCTIVIDAD
	UNIDOS PARA COMPETIR Y VIVIR MEJOR

	7191 


	ADMINISTRACION Y ANALISIS DEL SISTEMA DE SELECCIÓN DE BENEFICIARIOS SISBEN 
	JUSTICIA SOCIAL
	UBIQUEMONOS PARA LA SOLIDARIDAD

	6187 


	MEJORAMIENTO A LA GESTION DEL DAPD
	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	ADMINISTRACION A LA MEDIDA

	7190 
	DISEÑO E IMPLANTACION DEL SISTEMA DE GESTION Y RESULTADOS DEL PLAN DE DESARROLLO 
	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	ADMINISTRACION A LA MEDIDA

	0136 
	APOYO AL PROCESO DE COORDINACION INTERINSTITUCIONAL DE LOS PLANES DE SERVICIOS PUBLICOS 
	PRODUCTIVIDAD
	PLATAFORMA INTEGRAL DE SERVICIOS

	6020
	MONITOREO Y ESTRATIFICACIÓN SOCIOECONÓMICA DEL DISTRITO CAPITAL
	JUSTICIA SOCIAL
	UBIQUÉMONOS PARA LA SOLIDARIDAD

	7208 
	FORMULACION Y DESARROLLO DE MECANISMOS DE GESTION PARA EL ORDENAMIENTO TERRITORIAL DE BOGOTA, D.C.
	GESTION PUBLICA ADMIRABLE
	POT: ORDEN PARA LA ARMONIA

	4132 


	MEJORAMIENTO INTEGRAL DE BARRIOS 
	JUSTICIA SOCIAL
	MEJOREMOS EL BARRIO Y LA CASA


Fuente: Información Cuenta 2003. 

4.3.1.2 Evaluación Proyectos de Inversión

PROYECTO 7015:
“Identificación de Potencialidades, Acciones y Proyectos Estratégicos para la Recuperación y Ampliación del Espacio Público”

OBJETIVO:

Ambiente

PROGRAMA:
Bogotá Bella, Construida y Natural

Este proyecto se suscribió con el propósito de formular los lineamientos de intervención, ocupación y delimitación de uso del espacio público, dentro del proceso de mejoramiento de las instalaciones físicas y de equipamiento dotacionales a escala metropolitana, zonal y vecinal y en desarrollo del sistema espacio público construido y proyectos estructurales del Plan de Ordenamiento Territorial – POT.

Para el cumplimiento de los objetivos del proyecto durante la vigencia 2003, se aforaron inicialmente recursos por $500.0 millones, valor que presentó una disminución de $200.0 millones para un presupuesto definitivo de $300.0 millones, de los cuales a 31 de diciembre de 2003 reporta una ejecución  del 99.81%, equivalente a $299.4 millones, con giros de $25.6 millones que representan el  8.55% como ejecución real y la diferencia $273.7 millones constituidos como reservas. Se observa una ejecución real baja, hecho que repercutió igualmente en el bajo nivel de cumplimiento de las metas programadas para este proyecto.

El comportamiento presupuestal del proyecto se observa en el siguiente cuadro.

CUADRO No. 11 

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 7015

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	500.0


	300.0
	299.4
	99.81
	25.6
	273.7
	8.55


FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

Los recursos invertidos se reflejan en el proceso de contratación que el DAPD suscribió durante la vigencia 2003, como soporte para el cumplimiento de las actividades programadas, resaltando que el tipo de contratación se refiere exclusivamente a consultorías, herramienta que permite a la Institución desarrollar los Instrumentos Técnicos del Plan de Ordenamiento Territorial del Distrito Capital. 

Cumplimiento de Metas:

En el Cuadro No. 12 se describe la programación y estado de ejecución de las metas, observándose  un nivel de cumplimiento deficiente, condición argumentada por la Administración, ante la necesidad de revisar las disposiciones contenidas en el Decreto Distrital 619 de 2000 que adopto el Plan de Ordenamiento Territorial para Bogotá y entrega de la nueva propuesta al Concejo de Bogotá con perspectiva regional y horizonte a largo plazo buscando un modelo de ciudad región diversificado; Revisión adoptada mediante Decreto 469 de 2003 y posterior compilación de las disposiciones anteriores con la expedición del Decreto 190 de Junio 22 de 2004, priorizando los proyectos que se deben incluir en los programas de ejecución del Plan de Ordenamiento Territorial como parte de los Planes Maestros y demás instrumentos que desarrollan el mismo POT. 

CUADRO No. 12

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.


	METAS
	PROGRAMADA
	EJECUTADA
	% EJECUCION

	1
	Desarrollar 100 por ciento del componente de Espacio Público dentro de las Operaciones Estructurales, Planes Zonales y Centralidades que sean solicitadas al DAPD
	100.00
	56.00
	56.00

	2
	Desarrollar 100 por ciento del componente Técnico de Proyectos de Decreto que adoptan Políticas, Programas, Proyectos y Normas Urbanísticas Distritales relacionadas con el Espacio Público
	100.00
	43.00
	43.00

	3
	Revisar 100 por ciento de la normatividad existente sobre espacio público y recomendar su mejoramiento o actualización de acuerdo con el Plan de Ordenamiento Territorial
	100.00
	93.00
	93.00

	4
	Diseñar 4.33 Proyectos de Espacio Público
	4.33
	0.33
	7.62

	5
	Actualizar 100 por ciento los elementos y especificaciones técnicas del espacio público definidos en las cartillas vigentes para mejorar y/o actualizarlas en concordancia con el Plan de Ordenamiento Territorial
	100.00


	70.00
	70.00


Fuente: Ficha EBI

No obstante el bajo nivel de cumplimiento que refleja este proyecto de tan solo el 55%, en promedio, el cumplimiento de las actividades desarrolladas con motivo de la contratación ejecutada, retribuyo en los siguientes productos: 

Meta No.1 Componente Espacio Público:

Mediante el Contrato No. 051 de 2003, por valor de $73.0 millones, se definió la metodología en la elaboración de los proyectos de Decreto que adoptarán los Planes Directorios para Parques de Escala Zonal y revisión de las condiciones técnicas de intervención, delimitación, equipamientos dotacionales y de ocupación del espacio público correspondiente a los Parques San Cayetano y La Aurora, la Palestina, Nuevo Muzú, Patio Bonito, Villa de Los Alpes, Tibabuyes, El Taller y Las Margaritas, ajustándolos a los instrumentos que desarrollan el POT. Se están elaborando los respectivos proyectos de decreto.

Meta No.2 Componente Técnico:

El Contrato No. 091 de 2003, por valor de $66.0 millones, recopiló la información sobre las UPZ  Apogeo, Arborizadora, Los Libertadores, 20 de Julio, San Blas, Patio Bonito, Britalia, Kennedy Central y Usaquen, analizando y entregando una propuesta técnica de intervención al espacio público construido de zonas de cesión y equipamiento comunal público. Avanzó en la revisión de los proyectos de decreto de las UPZ Patio Bonito, Britalia, Usaquen, Bolivia y Kennedy Central.

Meta No.3 Revisión de la normatividad existente:

La Subdirección de Planeamiento Urbano revisó en un 95 por ciento la normatividad existente sobre espacio público construido, diseñando y publicando la compilación de las normas en la Gaceta Urbana.

Meta No.4 Diseñar Proyectos de Espacio Público:

El contrato No. 102 de 2003, por valor de $62.2 millones, diseño el conjunto de mobiliario urbano requerido para los usos temporales de espacio público, desarrollando ocho (8) propuestas de estructuras para usos temporales con el fin de realizar un prototipo y ser incluida dentro de la Cartilla de Mobiliario Urbano del Taller del Espacio Público. Desarrolló técnicamente el diagnóstico y caracterización de los espacios de sobre ancho de los andenes localizados a lo largo de los ejes del Sistema de Transporte Masivo TRANSMILENIO de la Carrera 30 y Avenida Suba. Revisó los proyectos de Parques de Bolsillo Nicolás de Federmán, La Esmeralda, Salitre Primer Sector, Rafael Núñez y La Luisita en la Localidad de Teusaquillo, para su respectiva expedición de licencia de espacio público. A petición del Concejo de Bogotá, elaboró la primera fase del análisis de la situación actual del conjunto de edificios del Concejo y de su espacio público, insumo para que el DAPD defina un plan de intervención con el fin de mejorar la atención al público y la capacidad de sus instalaciones.

Meta No.5 Actualización de elementos y especificaciones técnicas de espacio público:

El avance de cumplimiento de esta meta se consolidó con la ejecución del Contrato de Consultoría No. 105 de 2003, por valor de $97.4 millones, que formuló los lineamientos de intervención urbana en espacio público y arquitectónico para 161 instalaciones físicas de la Administración Distrital, con los siguientes insumos:

Diligenciamiento y aplicación del formato instructivo de diagnóstico para 161 sedes de las entidades públicas del Distrito, identificando los problemas y potencialidades existentes en cada sede a nivel urbano, su articulación con el espacio público y su arquitectura en relación con la imagen institucional, condiciones físicas y funcionales de las áreas de servicio al ciudadano y normas vigentes que inciden o afectan la intervención del espacio público y sectores de influencia.

Se corrigió y actualizó la base cartográfica de cada sede y su entorno.

Se identificaron las prioridades de intervención urbana en espacio público y arquitectónico en las áreas de servicio al ciudadano, con base en la consolidación de las 161 fichas síntesis y estado urbanístico y legal de cada sede.

Se consolidaron tres (3) anteproyectos de intervención en los niveles urbanos, de espacio público y arquitectónico. El primero, correspondiente a la JAL de Usaquen, edificación adaptada para la atención al ciudadano; el segundo, destinado a la intervención del núcleo de equipamientos ubicados en Puente Aranda (Biblioteca, Comisaría, Alcaldía Local y JAL), con tipología de servicio al ciudadano y, el último anteproyecto, seleccionando el Centro Administrativo Distrital CAD, como representativo de una sede diseñada para su uso de forma agrupada, en lo relacionado con la escala de áreas de Servicio al Ciudadano.

Por último, se elaboró el manual de identidad corporativa y lineamientos de intervención urbana en espacio público y arquitectónico para las sedes de identidades públicas del Distrito Capital.

PROYECTO 7212:
“Formulación de Lineamientos Urbanísticos para la Planificación del Área Urbana de Bogotá”.

OBJETIVO:

Gestión Pública Admirable

PROGRAMA:
Plan de Ordenamiento Territorial – Orden para la Armonía

Objetivos del Proyecto:

1.Generar los insumos y reglamentaciones para desarrollar e implementar las herramientas del POT

2. Desarrollar en corto plazo la elaboración de las fichas normativas constitutivas de los decretos reglamentarios de las UPZ con tratamiento de consolidación, renovación y conservación, garantizando que respondan a los lineamientos del POT y refleje el modelo de ciudad región.

3. Complementar la normatividad de la ciudad haciendo seguimiento a los planes de regulación y manejo y los de implantación, generando los indicadores urbanísticos y arquitectónicos y garantizando la coherencia de dichos planes con la norma general y específica.

4. Iniciar la consolidación del sistema de equipamientos, apoyando la elaboración de los planes maestros de equipamientos de las entidades sectoriales.

5. Garantizar la ejecución del programa de conservación del patrimonio urbano y arquitectónico de la ciudad, su tratamiento y reglamentación.

6. Apoyar los proyectos prioritarios de renovación urbana, definiendo lineamientos urbanísticos para su desarrollo.

Para el cumplimiento de los objetivos del proyecto durante la vigencia 2003, se aforaron inicialmente recursos por $1.028.0 millones valor que presento una disminución de $57.0 millones para un presupuesto definitivo de $970.9 millones, de los cuales a 31 de diciembre de 2003 reporta una ejecución del 99.81%, equivalente a $836.3 millones, con giros de $30.4 millones que representan el  3.64% como ejecución real y la diferencia $805.9 millones constituidos como reservas. Se observa una ejecución real baja, hecho que repercutió igualmente en el bajo nivel de cumplimiento de las metas programadas para este proyecto.

El comportamiento presupuestal del proyecto se observa en el siguiente cuadro.

CUADRO No. 13 

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 7212

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	1.028.0


	970.9
	836.3
	86.14
	30.4
	805.97
	3.34


FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

Los recursos invertidos se reflejan en el proceso de contratación que el DAPD suscribió durante la vigencia 2003, como soporte para el cumplimiento de las actividades programadas, resaltando que el tipo de contratación se refiere exclusivamente a consultorías, herramienta que permite a la Institución desarrollar los Instrumentos Técnicos del Plan de Ordenamiento Territorial del Distrito Capital. 

Cumplimiento de Metas:

CUADRO No 14

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.


	METAS
	PROGRAMADA
	EJECUTADA
	% EJECUCION

	1
	Reglamentar 37 Unidades de Planeamiento Zonal UPZ (consolidación, conservación y renovación)
	37.00
	2.00
	5.41

	2
	Apoyar 3.20 Planes Maestros de Equipamientos
	3.20
	6.00
	187.50

	3
	Apoyar Planes Temáticos de Regulación (Salud, Colegios, Cementerios)
	0.20
	4.20
	2.100.00

	4
	Consolidar 100 por ciento del Subprograma de Inventario, Documentación y Registro del POT (Artículo 306 Decreto 619 de 2000)
	27.50
	21.00
	76.36

	5
	Incorporar 100 por ciento del avance de la reglamentación anual del POT en el SINU
	100.00
	100.00
	100.00

	6
	Realizar dos estudios para la Renovación Urbana
	2.00
	0.00
	0.00


Fuente: Ficha EBI

Meta No. 1 Reglamentar 37  Unidades de Planeamiento  Zonal UPZ

El avance de cumplimiento de esta meta fue deficiente, de las 37 UPZ programadas tan solo se reglamentaron 2 UPZ Chico Lago y Refugio. Frente a este desfase, la Entidad argumentó la necesidad de ajustar la metodología de reglamentación de las UPZ con el fin de incorporar criterios de carácter socioeconómico, financiero y de capacidad de construcción de infraestructura e intervención del espacio público, respondiendo a los lineamientos urbanos desarrollados en la revisión del  Plan de Ordenamiento Territorial para el Distrito Capital.

Los recursos asignados para al reglamentación de las UPZ se ejecutaron al finalizar la vigencia respaldando el proceso precontractual para los estudios y propuestas normativas de 7 UPZ a adoptarse en la vigencia 2004, suscribiendo la siguiente contratación, objeto de seguimiento y evaluación por la Auditoría.

El Contrato No. 055 de 2003, por valor de $54.2 millones, elaboró la propuesta de norma urbanística para la reglamentación y expedición de la UPZ  de los sectores e inmuebles de interés cultural que se encuentran en los Barrios Armenia, La Magdalena y Palermo de la UPZ de Teusaquillo y los bienes que se encuentran  en la UPZ  de Pardo Rubio y Alcázares. Consolidó las fichas normativas de los bienes de interés cultural y analizó desde el contexto territorial urbanístico la estructura del espacio público, predial y funcional de las unidades construidas.

El Contrato No. 083 de 2003, por valor de $48.2 millones, a partir de la ficha normativa en términos de usos y condiciones de edificabilidad, consolidó la propuesta de definición y delimitación de sectores normativos y de la norma urbanística específica, como insumo para la reglamentación y expedición de las UPZ Doce de Octubre, Ferias y Santa Cecilia; determinando la estructura para cada una de las UPZ a partir del desarrollo de los siguientes componentes: estructura ecológica, sistemas generales, equipamientos y zonas verdes, áreas de  oportunidad y las centralidades de escala urbana y zonal identificadas y/o propuestas por el POT.

EL Contrato No. 085 de 2003, por valor de $54.21 millones, a partir de la ficha normativa en términos de usos y condiciones de edificabilidad, consolidó la propuesta de definición y delimitación de sectores normativos y de la norma urbanística específica, como insumo para la reglamentación y expedición de las UPZ San Rafael, Ciudad Montes, Muzu y Carvajal; afianzando la norma a proteger la estructura ecológica principal, jerarquizar las actividades urbanas, racionalizar el sistema de movilidad, recuperar el espacio público, aprovechar suelos para generación de nuevos desarrollos y orientar la inversión pública.

Frente a la estrategia de intervención al Centro de Bogotá, mediante Contrato No. 121 de 2003, por valor de $71.0 millones, se consolidó la propuesta preliminar de definición y delimitación de sectores normativos y de la norma urbanística, como insumo para la elaboración del Plan Zonal de Centro de Bogotá y mediante el Contrato No. 120 de 2003, por valor de $92.8, se realizó el análisis y consolidación del diagnóstico urbanístico económico – social como apoyo en la formulación del Plan Zonal Centro, definiendo la estrategia institucional a adoptarse para la ejecución del plan, así como los indicadores de seguimiento.

Meta No. 2 Apoyar Planes Maestros de Equipamientos

Esta meta presentó avances significativos con la participación directa del DAPD en la coordinación institucional de los Planes de Salud, Abastecimientos y Servicios Funerarios, Seguridad Ciudadana, Defensa y Justicia.

El Plan Maestro de Seguridad, Defensa y Justicia, liderado por la Secretaría de Gobierno se encuentra en la fase de formulación. La Unidad Ejecutiva de Servicios Públicos UESP presentó el plan maestro de cementerios y servicios funerarios, se encuentra en al etapa e revisión por el DAPD ajustándolo al marco del POT.

Meta No. 3 Planes Temáticos de Regulación

El DAPD avanza en el proceso de revisión y resolución de los planes temáticos correspondientes al sector culto, determinando las directrices y marco normativo para su regulación y manejo.

Meta No. 4 Subprograma de Inventario, Documentación y registro del POT

Meta programada para la valoración individual de los bienes de interés cultural declarados por el decreto 606 de 2001. Su nivel de cumplimiento del 77% se sustenta con la suscripción de la siguiente contratación:

Mediante Contrato No. 064 de 2003, por valor de $78.0 millones, el DAPD  complemento la información existente sobre la valorización de las fichas de los bienes de interés cultural conforme a su valor testimonial y a las características arquitectónicas, urbanas y ambientales que motivan su declaratoria. En total se valoraron 3184 fichas.

El contrato No. 098 de 2003, por valor de $32.0 millones, realizó el estudio económico sobre la aplicación de transferencias de derechos de edificabilidad para los inmuebles de interés cultural localizados en áreas consolidadas.

Meta No. 5  Actualización del Sistema Integrado de Norma Urbana SINU

Se cumple con la incorporación de la reglamentación del Plan de Ordenamiento Territorial en el SINU. Se incorporó la consulta por usos del suelo con el apoyo de la Cámara de Comercio.

Meta No. 6 Estudios para la Renovación Urbana

Esta meta no presenta avance de cumplimento. Sin embargo, el DAPD inició los estudios  con la suscripción de dos (2) contratos.

El Contrato No. 065 de 2003, por valor de $61.2 millones, elaborará una propuesta para el manejo urbanístico de los bordes de las troncales y del entorno inmediato de las estaciones de TANSMILENIO construidas y proyectadas, adicionalmente,  desarrollará un modelo de ordenamiento de acuerdo con los  tipos de troncales y estaciones que garanticen la integración adecuada del sistema con la ciudad.

El Contrato No. 067 de 2003, por valor de $44.3 millones, elaborará el diseño, montaje y aplicación de un modelo que permita definir la factibilidad económica de proyectos de renovación urbana y formulará incentivos económicos para propietarios e inversionistas en actuaciones urbanísticas de renovación urbana.

PROYECTO No. 7021: 
“Identificación, análisis y caracterización de la situación social en Bogotá, D. C.”.

OBJETIVO:
Justicia Social

PROGRAMA:
Ubiquémonos para la solidaridad

El Proyecto se sustenta en el siguiente marco referencial: ”Actualmente la información social de Bogotá, se produce a nivel sectorial, básicamente refleja los resultados de los programas y proyectos institucionales, lo que no da posibilidad a un proceso de integración e interrelación de la información, ni se produce un análisis global que permita interpretar y evaluar de manera periódica la evolución de las diferentes dimensiones sociales de la ciudad.

Así mismo, la mayoría de estadísticas sociales de Bogotá y específicamente las de las localidades se basan en proyecciones que no muestran con certeza la realidad social del Distrito Capital, lo que se traduce en análisis y conclusiones imprecisas o erróneas. En consecuencia, los informes y análisis se ven limitados y carecen de información confiable que a su vez sirva de insumo para la proyección de políticas públicas que se traduzcan en calidad de vida para la ciudad que habitamos y su entorno”.     

El Proyecto tiene como objetivo general, mantener actualizada la información, el diagnóstico y análisis  de la situación social de la ciudad a partir de la recopilación y procesamiento de estadísticas y de la elaboración de información que permita la construcción de índices e indicadores que reflejen la situación social de Bogotá y de sus localidades y posibiliten la evaluación de las acciones públicas en el Distrito Capital como insumo a los procesos de información de las políticas, planes y programas institucionales de carácter social.

Para el cumplimiento de los objetivos y metas del proyecto durante la vigencia 2003, se aforaron inicialmente recursos por $2.748.0 millones valor que presento una disminución de $200.0 millones para un presupuesto definitivo de $2.548.0 millones, de los cuales a 31 de diciembre de 2003 reporta una ejecución  del 95.16%, equivalente a $2.424.7 millones, con giros de $2.093.9 millones, que representan el 86.35% como ejecución real y la diferencia $330.8 millones constituidos como reservas. Se observa un aceptable nivel de ejecución.

El comportamiento presupuestal del proyecto se observa en el siguiente cuadro.

CUADRO No. 15 

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 7021

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	2.748.0
	2.548.0
	2.424.7
	95.16
	2.093.9
	330.8
	86.35




FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

Los recursos invertidos se reflejan en el proceso de contratación que el DAPD suscribió durante la vigencia 2003, como soporte para el cumplimiento de las actividades programadas, resaltando que el tipo de contratación se refiere a consultorías. 

Cumplimiento de Metas:

En cuanto a las metas planteadas para dar cumplimiento al Proyecto de Inversión 7021, se evidenció el siguiente comportamiento: 

CUADRO No.16

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.


	METAS
	PROGRAMADA
	EJECUTADA
	% EJECUCION

	1
	Realizar una encuesta de calidad de vida que incluye información social representativa de las localidades de Bogotá.
	0.80
	0.80
	100.00

	2
	Elaborar dos documentos que recopilen los datos para la construcción y análisis de la evolución de los indicadores correspondiente a los sectores, salud, seguridad y bienestar social, educación, vivienda y servicios públicos.
	2.00
	2.00
	100.00

	3
	Producir 8 monografías sobre localidades de Bogotá, integrando información de equipamientos físicos con indicadores sociales
	8.00
	9.00
	112.50

	4
	Producir un documento con la información estadística preliminar sobre la calidad de vida de las localidades de Bogotá.
	1.00
	1.00
	100.00

	5
	Realizar un estudio de las condiciones de calidad de vida a nivel global, sectorial y por localidades.
	0.50
	0.00
	0.00

	6
	Realizar una investigación de campo sobre el impacto del desplazamiento forzado en el Distrito y su análisis desde una perspectiva regional.
	0.50
	0.00
	0.00

	7
	Realizar un estudio de las condiciones de equidad de genero en el Distrito Capital, 1990-2001
	1.00
	1.00
	100.00

	8
	Producir tres boletines con los resultados de los estudios sobre equidad, vivienda y servicios públicos, educación y fuerza laboral.
	3.00
	0.00
	0.00


Fuente: Informe Plan de Acción Cuenta 2003.

Meta No. 1 Realizar una encuesta de calidad de vida que incluye información social representativa de las localidades de Bogotá.

Mediante Convenio Interadministrativo No. 002 de 2003, suscrito con el DANE y FONDANE por valor de $2.150 millones, cuyo objeto es la participación en la realización  y cofinanciación de la encuesta de calidad de vida, que busca medir niveles y analizar la evaluación de las condiciones de vida de la población..., que de acuerdo con su desarrollo, se observó una ejecución del 100%, en razón a que se cumplió con la aplicación de la encuesta de calidad de vida, arrojando datos en forma global para las regiones y para el caso del Distrito Capital, permitiendo la consolidación de información tanto general como por cada una de las localidades (19), manejando variables tales como: vivienda, salud, educación, fuerza laboral, entorno, seguridad y convivencia entre otros.

El documento se encuentra editado según el objeto del contrato, cumpliendo con la metodología establecida por el DANE.         

Meta No. 2 Elaborar dos (2) documentos que recopilen los datos para la construcción y análisis de la evolución de los indicadores correspondiente a los sectores, salud, seguridad y bienestar social, educación, vivienda y servicios públicos.

Esta meta se cumplió en un 100 por ciento, no obstante su ejecución estuvo sujeta a la suscripción de la contratación realizada al finalizar la vigencia de 2002. 
Meta No. 3 Producir 8 monografías sobre localidades de Bogotá, integrando información de equipamientos físicos con indicadores sociales. 

Esta meta se cumplió en un 100 por ciento, consolidando 8 monografías con sus respectivos indicadores sociales para las localidades de: Suba, Rafael Uribe, Santa Fe, Tunjuelito, Fontibón, Mártires, Engativa y Antonio Nariño. La información permite identificar la problemática social de estas localidades.   

Meta No. 4 Producir un documento con la información estadística preliminar sobre la calidad de vida de las localidades de Bogotá.

La meta se cumplió con la publicación de la encuesta de calidad de vida 2003, para el Distrito Capital y sus localidades. El documento presentó los resultados más relevantes de las 19 localidades y su realidad socioeconómica.

Meta No. 5 Realizar un estudio de las condiciones de calidad de vida a nivel global, sectorial y por localidades.

Se observa que esta meta durante la vigencia de 2003 no presentó ningún avance de cumplimento. Sin embargo, los recursos destinados se comprometen con la suscripción del Contrato No. 086/03, con acta de iniciación de enero 20 de 2004, entendiéndose que la meta fue aplazada para el 2004, ante las dificultades de la consecución de la información aportada por el DANE. 

Meta No. 6 Realizar una investigación de campo sobre el impacto del desplazamiento forzado en el Distrito y su análisis desde una perspectiva regional.

Meta no cumplida, si bien es cierto la entidad celebró el contrato de Consultoría No. 096/03 por valor de $87.0 millones, con fecha de iniciación del 29 de enero de 2004, con un plazo de ejecución de cuatro (4) meses, más dos (2) prórrogas en el plazo de ejecución. En visita realizada al interventor se observó que el Contratista entregó el 4 de octubre de 2004 un informe parcial para la respectiva revisión.  

Meta No. 7 Realizar un estudio de las condiciones de equidad de genero en el Distrito Capital, 1990-2001

La investigación fue realizada mediante el Contrato de Consultoría No. 027 del 11 de julio de 2003, por valor de $8.0 millones con el objeto de analizar el comportamiento de las variables más importantes de las condiciones de igualdad entre hombres y mujeres en el Distrito Capital, con un plazo de un (1) mes y medio de ejecución, acta de recibo final de octubre 2 de 2003; en consecuencia esta meta tuvo un porcentaje de cumplimiento del 100%. El documento final reposa en la Subdirección de Desarrollo Social. 

Meta No. 8 Producir tres boletines con los resultados de los estudios sobre equidad, vivienda y servicios públicos, educación y fuerza laboral.

Para el cumplimiento de esta meta se suscribió un convenio Interadministrativo No. 030 de julio 17 de 2003, por valor de $33.0 millones, con fecha de iniciación del 25 de agosto del mismo año y tres (3) meses de plazo. En visita efectuada al Interventor se constato que el Contratista entrego el 06 de octubre de 2003 el primer producto relacionado con la revisión del contenido de tres (3) documentos a saber: educación y fuerza laboral en el Distrito, vivienda y servicios públicos y condiciones de equidad de genero, quedando pendiente otros dos (2) productos. 

Como consecuencia de las diferencias entre las partes frente a la consolidación del producto, el objeto contractual no se cumplió en su totalidad, condición que demuestra las deficiencias de la administración, en el incumplimiento de esta meta, dando origen al siguiente hallazgo: 

Hallazgo No. 4 :  

El DAPD celebró el Convenio Interadministrativo No. 030, suscrito con la Universidad Nacional de Colombia –Facultad de Ciencias Económicas-, el 17 de julio de 2003, por un valor de $ 33 millones cuyo objeto es la revisión técnica y científica de los estudios que se le presentan, adecuación editorial y publicación  de tres boletines: Educación y Fuerza Laboral en el D.C.,, Vivienda y Servicios Públicos y Condiciones de Equidad de Género... y brindar asistencia técnica en el diseño e institucionalización de la imagen corporativa que utilizará el DAPD para las publicaciones periódicas que en el área Social efectuará.  El  plazo de ejecución del mencionado convenio fue de tres meses contados a partir del Acta de Iniciación suscrita el 25 de agosto de 2003 (venciéndose el mismo, el 25 de noviembre del mencionado año). 

De la evaluación realizada se observó el incumplimiento del Contrato Interadministrativo; en sus Cláusulas Primera, Tercera, Cuarta, Sexta, Séptima y Novena en sus numerales 2, 3 y Parágrafo; además, no se evidenciaron las actuaciones realizadas por el DAPD que demostraran la ejecución del Convenio, ni el recibo a satisfacción del producto final. El Departamento no ha realizado la liquidación del convenio como lo ordena el artículo 60 de la Ley 80/93. 

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, se establece que no se dio cumplimiento a las Cláusulas Primera, Tercera, Cuarta, Sexta, Séptima y Novena en sus numerales 2, 3 y Parágrafo, relacionadas con el Objeto, Obligaciones Específicas de la Universidad, Productos y Especificaciones Técnicas, Obligaciones del DAPD, Duración del Convenio y Forma de Pago, respectivamente. 

Igualmente, se incumple con lo señalado en la Cláusula Décima Segunda del Contrato que consagró la terminación anticipada y estableció que: “las partes podrán terminar anticipadamente y de común acuerdo el presente Convenio, durante su plazo de ejecución, mediante un documento que contenga dicha decisión”. Adicionalmente, se trasgrede lo establecido en los literales a), b) y f) del Articulo 2 de la Ley 87/93.     

Es así que el DAPD, no realizó seguimiento y vigilancia a las obligaciones y compromisos adquiridos por el Departamento, denotando con ello una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa e inoportuna, que en términos generales, no se aplica al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, por lo que con sus conductas transgredieron los Artículos 3 y 6 de la Ley 610 del 15 de agosto de 2000, Artículos 1602 y 1603 del Código Civil Colombiano, Ley 80 de 1993, en su Artículo 4º que habla de derechos y deberes de las entidades: numeral 1 y 2, 4, 6, 7 y 9, Artículo 5 que habla de los derechos y deberes de los contratistas: numerales 2 y 4, Artículo 26 sobre el principio de responsabilidad: numerales 1, 2, 4 y 8, Artículo 51 y 53 de la Ley 80/93 que establece la responsabilidad de los consultores, interventores y asesores, y la responsabilidad de servidores públicos. 

Igualmente no se cumplió con lo consagrado en el Contrato No. 030 en las Cláusulas Primera, Tercera, Cuarta, Sexta, Séptima y Novena en sus numerales 2, 3 y Parágrafo. Contrato cuyo –Objeto- establece: ...La Universidad se compromete con el DAPD a la revisión técnica y científica de los estudios que se le presenten, adecuación editorial y publicación de tres boletines: Educación y Fuerza Laboral en el D.C., 1991-2001, Vivienda y Servicios Públicos en el D.C., 1996-2001 y Condiciones de Equidad de Género en el D.C 1990-2001 y brindar asistencia técnica en el diseño e institucionalización de la imagen corporativa que utilizará el DAPD para las publicaciones periódicas que en el área social efectuará, a partir de estos primeros boletines”.

Evidenciándose la falta de vigilancia y seguimiento al contrato por parte del DAPD, más aún teniendo en cuenta el estado actual del mencionado convenio, no se observa la liquidación del mismo, ni prorrogas, ni suspensiones, lo que puede generar conflicto jurídico para las partes.
Expuesto lo anterior, el valor cancelado de $13.200.000.oo se configura como un presunto detrimento al erario del Distrito Capital, dada la gestión fiscal de la Entidad.
Primera respuesta de la Administración: “Respecto al  punto relacionado con el Convenio Interadministrativo No 030 suscrito con la Universidad Nacional de Colombia el 17 de Junio de 2003, con oficio de fecha 21 de octubre de 2004 se dio respuesta a la Contraloría a un requerimiento de información de fecha 15 de octubre de 2004, Cod. 120-21-01”.
“A la fecha este convenio se encuentra en proceso de liquidación Bilateral y una vez realizada la misma, haremos llegar copia del documento respectivo”.
Primera valoración de la respuesta: se confirma el hallazgo fiscal con incidencia disciplinaria por cuanto la administración no aporto nuevos elementos que desvirtúen la condición del mismo, por lo anterior se dará traslado a las instancias correspondientes.     

Segunda respuesta de la administración: “...A partir del producto recibido, (borradores de los 3 boletines), el DAPD adelantó la ampliación de su contenido, incluyendo información proveniente de la Encuesta de Calidad de Vida para Bogotá efectuada en el año 2003 la cual se tuvo disponible al término del primer trimestre de 2004, con lo que se completó la información de la propuesta de boletines presentada por la Universidad, que incluían información sólo hasta el año 2001. Es de anotar que esta actualización de información no estaba considerada en el objeto del convenio con la Universidad.

Con este trabajo de actualización, el DAPD cumplirá con el objeto de publicación de los tres boletines, uno en diciembre de 2004 y los dos restantes en el mes de enero de 2005.

Es de anotar que la Universidad realizó y presentó, durante el tiempo de ejecución del convenio, los siguientes productos:

· Revisión técnica de los tres documentos entregados por el DAPD.

· Adecuación de los documentos a formato de boletines, de acuerdo con especificaciones acordadas.

· Edición de la propuesta de los tres boletines en formato Adobe Reader, trabajo previo a la actividad de impresión (sin que el DAPD  incurriera en el pago correspondiente).

· Diligenciamiento, ante el Centro Nacional del ISNN-ICFES, del código ISSN, identificación única y universal para la serie de boletines sociales que se publicarían por el DAPD. El código asignado fue el 1794-2438. 

Con la descripción de las circunstancias descritas, es de considerar: 

(i) que los productos recibidos fueron superiores a lo previsto con el único pago realizado, 

(ii) que los productos recibidos fueron de utilidad para el DAPD, puesto que a partir de ellos realizó una actividad de complementación en el contenido y una actualización estadística que enriqueció los borradores recibidos y valorizó los documentos finales, 

(iii) que con la publicación de los boletines por parte del DAPD, de acuerdo con el calendario antes mencionado, se cumplirá con el objeto previsto en el convenio y se dará cumplimiento a la meta definida en el Plan de Acción, 

(iv) que las publicaciones tienen un gran valor estadístico y analítico que servirá tanto al DAPD como a las entidades distritales en sus procesos de formulación, seguimiento y evaluación de sus programas sociales.

Es de anotar que el DAPD y la Universidad acordaron una terminación y liquidación del convenio por mutuo acuerdo en la cual la Universidad renuncia a cualquier reclamación económica. El acta fue suscrita por la Directora del Departamento y  por el representante legal de la Universidad. 
Por último, los recursos no utilizados ($19.800.000.oo) fueron liberados por solicitud del interventor ante la Subdirección Administrativa y Financiera del Departamento, realizada mediante oficio del 29 de octubre de 2004”.

Segunda valoración de la respuesta: se acepta la respuesta dada por la administración, por cuanto se verificó la existencia física de los borradores de los productos pactados en el objeto contractual. No obstante, no se cumplió con el plazo de ejecución estipulado en la Cláusula Séptima – Duración del Convenio, en la cual se establecía un término de tres (3) meses, contados a partir del acta de iniciación, suscrita el 25 de agosto de 2003 y en Cláusula Novena – Forma de pago, donde se señala un primer pago por el 40% del valor total del convenio a los 30 días calendario de iniciada su ejecución, previa presentación de un informe de avance de la revisión de los estudios, contra el acta de entrega y recibo parcial firmada por el Interventor que designó el DAPD, un segundo pago por el 40% del valor total del contrato a la entrega de los tres borradores de los estudios para discusión y aprobación final, contra el acta de entrega y recibo parcial firmada por el Interventor, un tercero y último pago por el 20% contra el acta de entrega y recibo final a satisfacción firmada de la totalidad de los productos pactados.    

En consecuencia se configura como un hallazgo de carácter disciplinario, debido a la falta de cumplimiento de los términos pactados en el Convenio Interadministrativo y los Artículos 51, 53 y 60 de la Ley 80/93, relacionados con la responsabilidad de los servidores públicos, Interventores y de su ocurrencia y contenido, respectivamente. 

PROYECTO No. 7023: 
“Fortalecimiento de la planificación y gestión en la región y en el territorio del área rural del Distrito Capital.

OBJETIVO:
Productividad

PROGRAMA:
Unidos para competir y vivir mejor

El Proyecto se sustenta en el siguiente marco referencial: “El acelerado y elevado proceso de urbanización que ha sufrido Bogotá en las últimas décadas, al igual que la ausencia de suelo al interior de la ciudad destinado para producir vivienda social, ha generado presiones sobre los municipios más próximos a la ciudad, como respuesta a dicha demanda y población migrante que se localiza en sus cabeceras urbanas. Esta situación ha afectado de manera directa, el valor y los usos del suelo, razón por la cual algunos municipios han optado por restringir ciertos usos, desconociendo la dinámica urbano-regional e incrementando el desequilibrio ya existente, por lo cual resulta oportuno y necesario el planteamiento de un enfoque más amplio que permita afrontar la problemática y donde puedan tener cabida todos los actores involucrados”.

El Proyecto tiene como objetivo general “Apoyar la puesta en marcha de las estrategias para incrementar la generación sostenible de riqueza y  prosperidad colectiva en el D. C. y la región, a través de la acción conjunta entre lo público y lo privado, institucionalizando las relaciones interregionales que permitan desarrollar su potencial productivo”. 

Para el cumplimiento de los objetivos y metas del proyecto durante la vigencia 2003, se aforaron inicialmente recursos por $1.440.0 millones, valor que presento una disminución de $1.097.1 millones para un presupuesto definitivo de $342.9 millones, de los cuales a 31 de diciembre de 2003 reporta una ejecución  del 95.90%, equivalente a $328.9 millones, con giros de $26.1  millones, que representan el 7.94% como ejecución real y la diferencia $302.8 millones constituidos como reservas. Se observa una ejecución real deficiente.

El comportamiento presupuestal del proyecto se observa en el siguiente cuadro.

CUADRO No. 17 

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 7023

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	1.440.0
	342.9
	328.9
	95.90
	26.1
	302.7
	7.94




FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

Los recursos invertidos se reflejan en el proceso de contratación que el DAPD suscribió durante la vigencia 2003, como soporte para el cumplimiento de las actividades programadas, resaltando que el tipo de contratación se refiere a consultorías. 

Cumplimiento de Metas:

En cuanto a las metas planteadas para dar cumplimiento al Proyecto de Inversión 7023, se evidenció el siguiente comportamiento: 

CUADRO No.18

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.


	METAS
	PROGRAMADA
	EJECUTADA
	% EJECUCION

	1
	Culminar la definición del 6.40 por ciento del componente físico del plan de manejo para la zona rural del D. C. 
	6.40
	0.00
	0.00

	2
	Realizar estudios temáticos para el ordenamiento regional y apoyo técnico a la Mesa de Planificación Regional.
	0.50
	0.50
	100.00

	3
	Realizar un diagnostico de los centros poblados y asentamientos menores de las localidades de Usme y ciudad Bolívar.
	1.00
	0.00
	0.00

	4
	Formular una propuesta de fortalecimiento del DAPD en la planificación regional, las estrategias para la coordinación institucional de las acciones del Distrito en la planificación regional y el esquema de apoyo a la Mesa de Planificación Regional.
	1.00
	1.00
	100.00

	5
	Formular 2 diagnósticos de las áreas de los planes zonales rurales del borde norte y de la cuenca alta y media del Tunjuelo. 
	200
	0.00
	0.00


Fuente: Informe Plan de Acción Cuenta 2003.

Meta No. 1 Culminar la definición del 6.40 por ciento del componente físico del plan de manejo para la zona rural del D. C.

Para dar cumplimiento a esta meta, la Entidad celebró el Contrato de Consultoría No. 128 de diciembre 31 de 2003 por valor de $9.200.000, con el objeto de realizar levantamiento cartográfico y alfanumérico de los centros poblados: Mochuelo Alto, Pasquilla y Santa Rosa ubicados en la Localidad de Ciudad Bolívar. Si bien es cierto la meta estaba planteada para la vigencia anterior y el Contrato inicio el 15 de enero de 2004, con 45 días calendario de plazo, también lo es que dentro del cronograma de actividades para la vigencia de 2003, la primera tarea propuesta fue elaborar los términos de referencia, la segunda realizar la contratación (al finalizar la vigencia), en consecuencia se observa que su cumplimiento se ejecuta en el año 2004.

En visita realizada al interventor durante el mes de agosto de 2004, se observó que efectivamente se encuentra el levantamiento cartográfico de las áreas señaladas en el respectivo mapa, correspondiente al cumplimiento de uno de los productos pactados.       
Meta No. 2 Realizar 3 estudios temáticos para el ordenamiento regional y apoyo técnico a la Mesa de Planificación Regional.

Esta meta se cumplió en un 100 por ciento con recursos del BID, consolidando el proceso de investigación “Fortalecimiento y gestión institucional para la planificación regional del Distrito Capital”, con los siguientes productos:

· El Distrito y la planificación, cuyo contenido consta de varios capítulos entre los que se destacan: diagnóstico “El DAPD y el Distrito en el proceso regional, criterios y directrices generales para el fortalecimiento y la coordinación”, material este entregado el 22 de diciembre de 2003.  

· “Hacia una política regional del Distrito Capital”, cuyo contenido consta de 6 capítulos, entre los que se encuentran: base conceptual y regional, objetivos de la política regional y estrategias e instrumentos; y criterios y caracterización para la participación.

· Finalmente, un informe de evaluación de resultados que contiene en varios capítulos las actividades realizadas, presentación y discusión de casos de planeación ciudad región, herramientas y estrategias para coordinación y concertación. Este producto fue recibido y aceptado en abril de 2004.

Meta No. 3 Realizar un diagnostico de los centros poblados y asentamientos menores de las localidades de Usme y ciudad Bolívar.

Si bien es cierto la entidad celebró el Contrato de Consultoría No. 081 del 21 de noviembre de 2003, por valor de $63.7 millones, con fecha de iniciación del 22 de diciembre del mismo año, con el fin de plantear y desarrollar el Plan de Mejoramiento Integral para los centro poblados y asentamientos menores de Usme y Ciudad Bolívar, este a la fecha de la evaluación se encontraba en  desarrollo, en consecuencia se observa que su cumplimiento se ejecuta en el 2004.

De acuerdo con visita practicada al Interventor del Contrato, de evidenció que el Contratista allegó varios productos en cumplimiento del objeto contractual, consistentes en: 

- Documento No. 1 “Caracterización y diagnostico Mochuelo Alto, Pasquilla, Pasquillita, Santa Rosa, El Destino y Chiguaza”, definiendo vínculos territoriales y económicos, además, de una matriz de actores que participaron, con identificación de nombres de los mismos y de las veredas que representaban con sus respectivos números telefónicos. Lo anterior obedeció a ajustarse a un proceso de socialización del objeto del Contrato en razón a que él mismo debía desarrollarse con una metodología participativa.

- Documento No. 2 “Prospectiva y diseño de una propuesta”, de mayo 24 de 2004.

- Documento No. 3 propuesta final con los contenidos descritos en los anteriores numerales y con las respectivas correcciones y ajustes planteadas por el interventor a junio 22 de 2004. 

Meta No. 4 Formular una propuesta de fortalecimiento del DAPD en la planificación regional, las estrategias para la coordinación institucional de las acciones del Distrito en la planificación regional y el esquema de apoyo a la Mesa de Planificación Regional.

Esta meta se adelantó de manera conjunta con la numero 2, “Estudios temáticos para el ordenamiento regional y apoyo técnico a la Mesa de Planificación Regional”, como se expuso anteriormente y tiene relación directa con el primer producto entregado expuesto en la ya mencionada meta “Distrito capital y Planificación regional”. Dicha meta se desarrolló con recursos del BID, al finalizar la vigencia de 2002.

Meta No. 5 Formular 2 diagnósticos de las áreas de los planes zonales rurales del borde norte y de la cuenca alta y media del Tunjuelo. 

Si bien es cierto la entidad celebró el Contrato de Consultoría No. 112 del 30 de diciembre de 2003, con el objeto de formular el Plan Zonal Rural de la Cuenca Media y Alta del Rió Tunjuelo, el Contrato a la fecha de la evaluación se encontró en ejecución, en consecuencia se observa que su cumplimiento se da en el año 2004. En desarrollo del objeto contractual, se han realizado actividades tales como: 

- Un documento que contiene el diagnóstico del área “Plan Rural para la Cuenca Media y Alta para el Río Tunjuelo”, donde se apreció entre otros, la situación actual de los aspectos físicos de área (vivienda, red vial, espacio publico etc), actividades productivas e instituciones (entidades que prestan servicios de salud y educación), cartografía de los centros poblados y usos agrícolas, pecuarios y mineros. A este documento se le deben hacer los ajustes correspondientes de acuerdo a las disposiciones del interventor, fue entregado en mayo 6 de 2004.

- La metodología de la fase de prospectiva y diseño de la propuesta a desarrollar en la zona del Plan Zonal Rural, identificando las acciones estratégicas, los criterios de ordenamiento y estructura general (incluyendo el sistema vial, los asentamientos humanos y las áreas protegidas), dicho documento se recibió el 26 de julio de 2004 para los respectivos ajustes.

Los anteriores trabajos se desarrollaron bajo el esquema de una metodología participativa, existiendo matrices de los asistentes de las diferentes Veredas.

PROYECTO No. 7191: 
“Administración y Análisis del Sistema de Selección de beneficiarios, SISBEN”.

OBJETIVO:
Justicia Social (03)

PROGRAMA:
Ubiquémonos para la solidaridad (14) 

A partir de enero  del año 2000, el DAPD ha ejercido la función de administrador integral del SISBEN en Bogotá, por disposición del Decreto No. 583 de 1999. 

La suscripción del proyecto se remonta al año 2000, incluyéndose en los subsiguientes Planes de Desarrollo en razón a que su duración esta considerada como indefinida. Básicamente el Proyecto esta orientado a: “Lograr la identificación y el justo ordenamiento, de mayor o menor pobreza, de toda la población pobre del Distrito en el Sistema SISBEN, que  haga más equitativa y eficaz la asignación del gasto social, en particular; los subsidios y/o  servicios que el Estado ofrece en materia de salud, educación, vivienda, nutrición y bienestar social”.

El presupuesto inicialmente asignado al Proyecto para la vigencia 2003 fue de $2.680 millones, el cual se disminuyó en $100 millones. Del presupuesto definitivo por $2.580 millones se ejecutaron $2.579.5 millones que equivalen al 99.98% de tales recursos. Sin embargo las reservas que a 31 de diciembre se registraron ascendían a $1.982.4 millones, que corresponden al 76.85% de lo ejecutado, situación que se ve reflejada negativamente en el logro de las metas propuestas para la vigencia.  

El comportamiento presupuestal se observa en el siguiente cuadro:

CUADRO No. 19 

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 7191

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	2.680.0


	2.580.0
	2.579.5


	99.98


	597.1
	1.982.4
	23.15


FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

A continuación se establece el nivel de cumplimiento de metas:

Cumplimiento de Metas

CUADRO No. 20

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.


	METAS
	PROGRAMADA
	EJECUTADA
	%

EJECUCION

	1
	Realizar 100.000 encuestas de Sisben anuales por demanda y/o barrido
	100.000
	43.768
	44

	2
	Instalar 90 por ciento del Sisben ajustado, el marco de las recomendaciones del DNP
	90%
	30%
	33

	3
	Realizar una campaña de divulgación, difusión y capacitación del Sisben ajustado, para las entidades del sector social y la ciudadanía.
	1
	0,75
	75

	4
	Realizar una propuesta de marco regulatorio integral para la administración del Sisben, operación, actualización y manejo en el Distrito, en el marco de las directrices del Sisben ajustado por el Departamento Nacional de Planeación.
	0.62
	0.50
	80

	5
	Probar y validar un aplicativo de registro y seguimiento de solicitudes de Sisben, que mejore el reporte de recepción de solicitudes de encuesta Sisben y la información del resultado de dicha encuesta para una eficiente atención al usuario.
	0.2
	0.15
	75

	6
	Implementar un aplicativo de registro y seguimiento de solicitudes de Sisben, que mejore el reporte de recepción de solicitudes de encuesta Sisben y la información del resultado de dicha encuesta para una eficiente atención al usuario.
	0.5
	0.15
	30

	7
	Diseñar un sistema de información social que incorpore el Sisben y los indicadores de impacto social.
	0.98
	0.90
	90

	8
	Probar y validar un sistema de información social que incorpore el Sisben y los indicadores de impacto social.
	0.9
	0.40
	44

	9
	Implementar un sistema de información social que incorpore el Sisben y los indicadores de impacto social.
	1
	0.0
	0

	10
	Realizar un estudio de análisis de la evolución del desarrollo social en Bogotá en la última década a través de indicadores de impacto: ICV, Idh, Sisben, Nbi, gasto social, y publicación del informe. 
	0.5
	0.15
	30

	11
	Coordinar un análisis de la política de focalización en el Distrito, con las entidades Distritales del sector social.
	1
	0.30
	30


Fuente: Informe  Plan de Acción Cuenta 2003.

Meta No. 1: para el cumplimiento de la meta se suscribió el Contrato No. 049/03 con el Consorcio BDO-CCRP, el 29 de agosto de 2003 y su respectiva interventoría  con la Universidad Nacional (Contrato 061/03). A diciembre, el DAPD había recepcionado 43.768 encuestas debidamente diligenciadas. Las 178.982 encuestas que la entidad relaciona como cumplimiento de la meta propuesta para la vigencia 2003, corresponden en parte (109.105) a la ejecución del Contrato 069/02, celebrado para cumplir la meta fijada para el 2002.

En ejecución del Contrato 049/03, que finalizó en abril de 2004, se diligenciaron 410.937 encuestas de clasificación socioeconómica Sisben, que si bien no se cumplió con el número de encuestas programadas para cada vigencia, se superó las propuestas para el trienio 2001-2004. 

Meta No. 2:  comprende la coordinación de la implementación del nuevo Sisben, la migración de la información Sisben del software dos al software Windows y la micro filmación del 80% de las fichas de encuestas Sisben aplicadas en el 2003, para lo cual se suscribieron los Contratos 074/03 de Consultoría y 975/03 de Prestación de Servicios. Las actividades adelantadas para el logro de la meta se limitaron a la firma de los citados contratos puesto que la ejecución de su objeto fue mínima dado que su iniciación fue el 24 de noviembre de 2003 y 29 de enero de 2004, respectivamente.  

Meta No. 3: durante el periodo se culminaron las actividades relativas al proceso contractual de términos de referencia,  selección, evaluación y contratación, el diseño y producción de cartillas, folletos y material para difusión audiovisual masiva. Para la difusión de las cuñas radiales y comerciales de televisión se suscribieron 22 Contratos cuya ejecución tuvo lugar en los meses de enero y febrero de 2004, sirviendo de apoyo a la realización de las encuestas Sisben que se efectuaban en desarrollo del Contrato 049/03. De las metas del Proyecto ésta presentó un avance significativo del 75% durante la vigencia 2003.

Meta No. 4: se contrató el diseño del Manual de Regulación para la Administración, Operación, Manejo, uso y sostenibilidad integral del instrumento de localización de potenciales beneficiarios de los programas sociales, producto que fue entregado en octubre de 2003 para aprobación del Comité Técnico de Administración del SISBEN, luego de los ajustes deberá enviarse a la Alcaldía Mayor para su adopción por Decreto.

Metas Nos. 5 y 6: para el logro de las metas se celebró el Contrato CON-0201230161, cuyo objeto fue la realización de los ajustes complementarios del sistema de información para el mejoramiento de la administración del SISBEN de Bogotá, en el componente de “solicitud de encuestas” que incorpora la información básica obtenida mediante la aplicación de encuestas Sisben. Al finalizar la vigencia el Contrato se encontraba en un 75% de ejecución en lo relativo a la meta No. 5, en tanto que la implementación del aplicativo el avance fue mínimo.

Metas Nos. 7,8 y 9: para el diseño, pruebas y validación e implementación del Sistema de Información Social, que incorpore el Sisben y los indicadores de impacto social, se suscribió el Contrato CON-0201230086 que tuvo ejecución a partir del 3 de junio de 2003 y durante 8 meses. Al finalizar la vigencia el avance para la primera meta era significativo (90%), en tanto que la segunda presentaba rezago frente a lo programado y la meta No. 9 (implementación del Sistema “SIS”) no tuvo avance. En el momento de la auditoria (octubre 2004), la incorporación de información sobre diferentes dimensiones sociales del Distrito y sus localidades, que fuese de interés para las diferentes entidades que otorgan beneficios o los que las proyectan, era mínima.

Meta No. 10 : el Contrato SUB-0201230016 suscrito con la Universidad Nacional de Colombia para realizar el estudio sobre la evolución de las condiciones sociales de Bogotá durante el periodo 1990-2002,  se firmó el 18 de noviembre de 2003, por lo tanto el avance en el cumplimiento de la meta esta referido al proceso pre y contractual.

Meta No. 11: en cumplimiento de la meta se realizó un seminario sobre focalización del gasto social, sin embargo la meta comprende otras actividades como proceso pre y contractual y la realización del estudio de caracterización de pobreza en el Distrito, actividades que no registran avance alguno.

El Proyecto en su concepción esta orientado al componente social, con especial énfasis a la población más pobre y más necesitada del Distrito Capital, tanto en el área urbana como rural. Su contribución a éste propósito esta determinada por el cumplimiento de las metas del Proyecto propuestas para la vigencia, el cual fue del 47.3%, determinada por el proceso de cada meta.               

PROYECTO 6187: “Mejoramiento de la gestión del Departamento Administrativo de Planeación Distrital”.


OBJETIVO:

Gestión Pública Admirable

PROGRAMA: 
Administración a la Medida.

Se suscribió este proyecto con el propósito de mejorar los procedimientos de gestión del Departamento Administrativo de Planeación Distrital “DAPD”, por medio de la implementación de ellos con la utilización avanzada de las últimas tecnologías, optimizando los sistemas de información y la funcionalidad de los deferentes eventos y objetivos de la Entidad.

Para el cumplimiento a los objetivos y metas del proyecto durante la vigencia 2003, se le asignó un presupuesto definitivo de $2.077.8 millones, de los cuales a 31 de diciembre de 2003 reporta una ejecución del 90.91%, equivalente a $1.888.8 millones, de los cuales fueron reservados $1.677.9 millones y girados $210.9 millones que representan el 11.16% realmente ejecutado.

Lo anterior demuestra que hubo una ejecución mediana para el cumplimiento de las metas en el 2003, debido a que realizaron varias contrataciones a finales del año, constituyendo reservas presupuestales para ser ejecutadas en el año 2004.

El comportamiento presupuestal del proyecto se observa en el siguiente cuadro.

CUADRO No. 21

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 6187

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	2.280.0


	2.077.8
	1.888.8
	90.91
	210.9
	1.677.9
	11.16


FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

Los recursos invertidos se reflejan en el proceso de contratación que el DAPD suscribió durante la vigencia 2003, como soporte para el cumplimiento de las actividades programadas, resaltando que el tipo de contratación se refiere exclusivamente a consultorías y servicios de cómputo, herramienta que permite a la Institución desarrollar los Instrumentos de gestión y Técnicos para el mejoramiento a la gestión del Departamento Administrativo de Planeación Distrital “DAPD”.

Cumplimiento de Metas:

En el Cuadro No. 22, se describe la programación y estado de ejecución de las metas, observándose un nivel de cumplimiento mediano del Proyecto 6187, condición argumentada, así:

CUADRO No. 22

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.
	METAS
	%

PROGRAMADA
	% EJECUTADA
	% EJECUCIÓN

	1
	Implementar un modulo de seguridad social del sistema PERNO
	50
	50
	100

	2
	Implementar un módulo de inventarios
	75
	0
	0

	3
	Implementar dos módulos   sistema  CDI-Planoteca
	2
	2
	100

	4
	Implementar un plan de telecomunicaciones para el DAPD
	0.50
	0.27
	54

	5
	Implementar un plan para la administración de la información gráfica y alfanumérica de los sistemas de información del DAPD
	60
	60
	100

	6
	Implementar un plan de adquisición de elementos físicos y lógicos para el DAPD e Implementar un plan de compras del DAPD y Adecuar 100% de las instalación físicas del Departamento
	30
	30
	100

	7
	Implementar un modelo de Gestión Ético y Transparente
	1
	1
	100

	8
	Implementar un sistema de información económica para el DAPD
	1
	0
	0

	9
	Implementar un plan para la adecuación de los sistemas de información del DAPD
	1
	0.50
	50

	10
	Ejecutar un programa de desarrollo organizacional para el DAPD 
	0
	0
	0


Fuente: Ficha EBI

El bajo nivel de cumplimiento se refleja para el Proyecto en solo el 14.5%, específicamente en el cumplimiento de las actividades desarrolladas con motivo de la contratación suscrita en el 2003, ya que la misma se realizó a finales del año, dejando su ejecución principalmente para el 2004, de la siguientes forma: 

Meta No.1 Implementar un modulo de seguridad social del sistema PERNO:

Mediante el Contrato No. 045 de 2002, con prórroga en el mes de Septiembre de 2003, se realizo asistencia técnica, con la programación en la elaboración de un módulo de seguridad social del sistema de personal y nómina “PERNO” y adecuación de módulos adicionales que libera la secretaría de Hacienda Distrital.

Se caracterizó el trabajo en la actualización de las formulas de autoliquidación. Cambio y ajuste a las formas del módulo, para separar los reportes por tipo de funcionario. Capacitación a los funcionarios del área de Gestión Humana. Implantación del módulo a partir del mes de julio de 2003.


Igualmente se ejecutaron otras actividades, tales como: Asistencia técnica permanente en el procesamiento de la nómina, durante los meses de diciembre de 2002 a diciembre de 2003; también se desarrollaron procesos para la aplicación, encaminados a la implantación de módulos para Hojas de Vida, Bienestar, Relaciones de Autorización, y finalmente se realizo la capacitación a los funcionarios de la Gerencia de Gestión Humana.

Esta aplicación posee seguridades de bases de datos, asignando perfiles de seguridad por usuario; genera LOGS de liquidación de la nomina, es decir, muestra los conceptos correspondientes por funcionario para liquidar en un periodo; por otra parte los manuales se encuentran en proceso de actualización debido a los ajustes continuos realizados al sistema y el manual del usuario esta actualizado, para los funcionarios de Gestión Humana.

Actualmente el módulo de NOMINA presenta conflictos en el campo fecha, para la grabación de actos administrativos de encargo e interrupción de encargos, por ello los cambios se deben realizar manualmente. Igualmente ahora los módulos hojas de vida, bienestar, capacitación y salud ocupacional se encuentran subutilizados, ya que están sin utilización y tienen datos a 2000 únicamente. 

Teniendo en cuenta el Plan de Acción, se han ido cumpliendo las actividades programadas.

De la evaluación realizada se detecto el siguiente hallazgo de auditoría:

Hallazgo No. 5 

Realizada la Auditoria en Informática al Sistema de Información “PERNO” (Personal-Nomina), se verificó que los módulos hojas de vida, bienestar, capacitación y salud ocupacional, se encuentran subutilizados por el Área de Recursos Humanos.

Transgrediendo el literal b), e), c) del Articulo 2 de la Ley 87 de 199.

No se actualiza oportunamente las novedades de personal en estos módulos.

De acuerdo con lo anterior, no se optimiza el uso de los recursos financieros, humanos y técnicos necesarios, teniendo en cuenta que la relación entre los beneficios y costos que genere sea positiva.      

Deficiencias en la consolidación de la información referente a los funcionarios de la entidad.

Se causan gastos por mantenimiento de estos módulos subutilizados.

Primera respuesta de la Administración: “Frente al sistema Perno (Personal-Nómina) módulo de Hojas de Vida, Bienestar, Capacitación y Salud Ocupacional se precisa lo siguiente:

1. Se encuentran instalados los módulos antes señalados y a la fecha está pendiente la capacitación, implementación e incorporación de información, así como las pruebas requeridas para su funcionamiento y aprobación por parte de los usuarios del mismo.

2. Lo anterior en razón a que la Gerencia de Gestión Humana no dispone del recurso humano suficiente para atender estas tareas que requieren de permanente dedicación y exclusividad, tal como consta en el acta 045 de seguimiento del 11 de febrero de 2004, la cual se anexa, suscrita por la Gerente de la época y los funcionarios designados por la misma para el efecto. 

No obstante lo anterior y en aras de utilizar debidamente esta aplicación que contribuye a la optimización de recursos, en la actualidad se adelantan las siguientes actividades:

· Proceso de depuración físico de las hojas de vida de los funcionarios activos del DAPD.

· Adaptación de los equipos de cómputo para la instalación de los módulos.

· Elaboración de cronograma de capacitación, pruebas y ajustes en los distintos módulos, a las personas que se encargarán de la incorporación de la información.

· Es necesario precisar que en el caso que nos ocupa el insumo básico para la alimentación de este sistema son las hojas de vida debidamente depuradas”.

Segunda respuesta de la administración: “Para el tema de la documentación del sistema PERNO relacionada con los manuales técnico y de usuario, la Oficina Asesora de Sistemas entregará a finales del mes de enero la documentación actualizada del sistema, luego de ajustar algunos procesos del sistema. Además garantizará que por cada modificación que se realice de manera simultánea se actualice la documentación”.

Valoración de las respuestas: la entidad acepta la observación de Auditoría y aclara que esta sujeta a implementar los correctivos para el uso de los módulos que se encuentran subutilizados por el área de Recurso Humano. Razón por la cual, el DAPD debe incluir en el Plan de Mejoramiento las estrategias y compromisos tendientes a subsanar la inconsistencia, determinando el tiempo y recursos necesarios para desarrollar la actividad.
Meta No.2 Implementar un Modulo de Inventarios:
El Departamento Administrativo de Planeación  Distrital “DAPD” dentro del plan de acción, en principio programó actividades a desarrollar en un 75% para el 2003, posteriormente cambio en el transcurso del año, dejando sin ejecución alguna esta meta que conlleva a la actualización del software correspondiente al sistema de información de inventarios; actualmente se continua utilizando la Aplicación de Inventarios de Access, realizado en el 2000, es decir, quedó pendiente por implementar el módulo de inventarios en el 2003, ya que tuvieron recorte presupuestal.

Meta No. 3 Implementar dos módulo  sistema  CDI-Planoteca

Con el fin de mejorar las funcionalidades del sistema CDI-Planoteca se realizaron ajustes al módulo de inserción de información y al de reportes. Así mismo, se diseñaron algunos reportes que requerirán los  usuarios.

Actualmente, el Departamento Administrativo de Planeación Distrital en su Centro de Documentación e Información CDI y específicamente el área de Planoteca cuenta con el sistema de información CDI-PLANOTECA permitiendo apoyar la solución sistematizada multiusuario a los procesos relativos al manejo y control de entradas y salidas de los elementos pertenecientes a la Planoteca, tales como: Planchas, Planos Generales y Planos Urbanísticos; para lo cual se detallan y definen los conceptos específicos de cada uno, tanto para la solicitud y entrega de los funcionarios que necesitan trabajar con estos elementos.

A la fecha cuenta con los manuales de usuario, técnico y de instalación actualizados. El sistema CDI-PLANOTECA se encuentra en producción y cumple con el objetivo por el cual fue implementado
De acuerdo con los ajustes programados al aplicativo en los módulos ingreso de elementos, solicitudes, entrega de planos y/o planchas en la Planoteca y la consulta de la aplicación, se realizaron de acuerdo a los requisitos solicitados por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital correctamente, además de poseer códigos de seguridad para su utilización.
La programación y desarrollo de la Aplicación  fueron del 100% para el año 2003, la cual cumplió esta meta planeada.
Meta No. 4 Implementar un plan de telecomunicaciones para el DAPD

Con el Contrato No. 071 de 2003, se adquirieron tres (3) switchs con dos puestas Gigabit y siete (7) switchs Superstack. Adicionalmente, se realizaron las siguientes actividades: Diagnóstico y afinamiento de los equipos de comunicaciones y de la red de datos del DAPD.


La adquisición de estos diez (10) switches fue para integrar la plataforma tecnológica de la Entidad, reemplazando los que técnicamente se encontraban obsoletos. Este cambio permitió el mejoramiento de los tiempos de respuesta de los sistemas de información en producción, así como del intercambio de información.

Se realizaron los estudios de conveniencia y oportunidad, estudio de mercado y celebración del contrato para la adecuación del Centro de Computo del Departamento  con lo cual el DAPD pudo contar con instalaciones adecuadas para la operación de los servidores, equipos de comunicaciones y demás dispositivos de red que requieren de  condiciones  ambientales y de seguridad  adecuados máxime si se tiene en cuenta que bajo esta estructura se opera y controlan los servicios de comunicaciones, red, sistemas de información  de la Entidad.

Dada la importancia que tiene la interconexión entre las entidades de la administración Distrital para mejorar su gestión y el servicio a la ciudadanía, en conjunto con la Secretaría de Hacienda Distrital se trabajó en el proyecto para la adquisición de infraestructura de comunicaciones para: 

1. Interconexión de la Secretaría de Hacienda con entidades Distritales externas al CAD, 

2. Interconexión de entidades Distritales presentes en el centro de información predial e interconexión de las entidades del CAD con SUPERCADE.

Para ello se elaboraron estudios de viabilidad y mercado que fueron enviados a la Unidad Coordinadora de Proyectos para su aprobación.

Meta No. 5 Implementar un plan para la administración de la información gráfica y alfanumérica de los sistemas de información del DAPD.

Se desarrollaron actividades de diagnóstico de bases de datos para la Entidad con el fin de realizar el afinamiento a los parámetros generales de las mismas y a las aplicaciones en producción.


Permanentemente se realizaron tareas de administración para la Base de Datos  de acuerdo con los requerimientos propuestos por la Oficina Asesora de Sistemas. Se obtuvo apoyo técnico en la implementación del módulo de Georeferenciación para el sistema SEGPLAN. Igualmente se mantiene el monitoreo a los esquemas de respaldo y recuperación que operan sobre la Base de Datos de producción y la de desarrollo, para con ello ir controlando y llevando cabalmente la producción de información necesaria para la Entidad.


Otras actividades ejecutadas fueron el seguimiento al plan de contingencia, al plan de respaldo y estrategia de recuperación de la Base de Datos, con el fin de garantizar el funcionamiento y disponibilidad permanente de los sistemas que se encuentran en funcionamiento.

Meta No. 6 Implementar un plan de adquisición de elementos físicos y lógicos para el DAPD e Implementar un plan de compras del DAPD y Adecuar 100% de las instalación físicas del Departamento

Debido a que los recursos que financiaban, esta meta de implementar un plan de compras fueron trasladados al proyecto de inversión 171, por ello esta parte de la meta se eliminó.

Sin embargo, Mediante los Contratos No. 024 de 2003, No. 106 de 2003 y No. 116 de 2003, se realizaron actividades para ir adelantando esta meta a finales de 2003 y desarrollo en 2004; ya que se realizaron la entrega eléctrica para el sistema de aire acondicionado del Centro de Cómputo; Diseñaron y readecuaron el Centro de Cómputo de la Entidad; y adquirieron software con las licencias correspondientes para el Antivirus McAFEE y el paquete de Microsoft VISIO, respectivamente en los 3 contratos.

Adquisición de licencias de software geográfico ARCVIEW. Por medio de la Licitación Pública No. 007 de 2003, en la cual se adquirieron computadores, impresoras, software y otros switchs. A la fecha los Contratos emanados de este proceso se encuentran en fase de iniciación y/o entrega de productos, ya que son contratos de 2004.

También, está la Licitación Internacional:03/037 de 2003 realizado en conjunto con la Secretaría General, La Secretaría de Gobierno, el Departamento Administrativo de Catastro Distrital y el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, para la adquisición de elementos de hardware para las cuatro Entidades, a diciembre 31 de 2003 había finalizado el proceso de evaluación y se estaba en espera debido a la no objeción del BID, lo cual aún en 2004 no se ha ejecutado.

Meta No. 7 Implementar un modelo de Gestión Ético y Transparente

Mediante el Contrato No. 020 de 2003, se desarrollo un modelo de gestión ética en la Entidad, de la siguiente forma:

1. Diseño de la metodología para desarrollar el proyecto de Gestión Ético y transparente, dentro de los lineamientos establecidos por el DAPD.

2. Diagnóstico del DAPD frente al tema de gestión ético a partir del trabajo directo con los funcionarios del DAPD, de la aplicación de instrumentos y de reuniones con diferentes áreas de la Entidad.

3. Entrega del diagnóstico en el cual se identificaron las áreas más vulnerables dentro del DAPD.

4. Aplicación del Modelo de Gestión Ética en el DAPD. Se llevaron a cabo las actividades de sensibilización para motivar la participación de los servidores públicos de la Entidad.

5. Entrega del documento de resultados del diagnóstico, de la implementación, las recomendaciones y el modelo ajustado para aplicar en las demás áreas del Departamento Administrativo de Planeación Distrital.

Meta No. 8 Implementar un sistema de información económica para el DAPD

Se elaboraron los estudios de conveniencia y oportunidad y estudio de mercado fundamentales para realizar la contratación en el año 2003, pero teniendo en cuenta que este proceso contractual es financiado con recursos del préstamo del BID, hasta la primera semana de noviembre de 2004 fue presentado ante la Unidad Coordinadora de Proyectos el formato Solicitud de Propuestas con objeto “Diseño y Construcción de una Bodega de Datos Especializada, que Soporte los Sistemas de Información Socioeconómica del DAPD”, dicho formato se radico debidamente diligenciado, con los respectivos anexos soportes.


El objetivo general de dicha contratación está dado para diseñar y construir una bodega de datos especializada, que recopile los datos económicos y sociales de la ciudad y la región, para apoyar el proceso de toma de decisiones, elaborando un conjunto de indicadores de ciudad y región que soporte los sistemas de información socioeconómica del DAPD.

Meta No. 9 Implementar un plan para la adecuación de los sistemas de información del DAPD

Inicialmente se realizaron estudios de conveniencia y oportunidad, estudio de mercado y legalización del contrato  para la ejecución de ajustes y nuevas funcionalidades para el Sistema de Norma Urbana y Arquitectónica SINU-POT, en el año 2003.

Posteriormente, con el Contrato No. 101 de finales de 2003, se realizaron ajustes y nuevas funcionalidades para el Sistema de Información de Norma Urbana y Arquitectónica “SINU-POT” sirviendo a su vez a crear el módulo de Georeferenciación necesario en la aplicación de SEGPLAN, el cual se inicio en febrero del 2004, habiendo realizado bastantes avances y con la probabilidad de que se prolongue ya que aún falta complementar y terminar la Aplicación.

Meta No. 10 Ejecutar un programa de desarrollo organizacional para el DAPD

Debido a la reestructuración propuesta, el bajo presupuesto para esto en el 2003, esta meta se programó para desarrollarse en el año 2004.

PROYECTO 7190:  “Diseño e implementación del sistema de gestión y resultados del Plan de Desarrollo”.


OBJETIVO:

Gestión Pública Admirable

PROGRAMA:
Administración a la Medida.

Este proyecto se suscribió con el propósito de mejorar el funcionamiento del Sistema de Información SEGPLAN, para efectuar el proceso de seguimiento al Plan de Desarrollo Distrital, teniendo en cuenta los requerimientos solicitados por las Entidades del Distrito Capital a través de la Subdirección de Programación y Seguimiento a la Inversión Publica y de la Oficina Asesora de Sistemas por medio de la Aplicación de Sistemas.

Su objetivo es Diseñar e Implementar el sistema de Gestión y Resultados del Plan de Desarrollo Distrital; por medio de ajustes y mejoras a la aplicación SEGPLAN. 

Para el cumplimiento de los objetivos y metas del Proyecto durante la vigencia 2003, se le asignó un presupuesto definitivo de $200.0 millones, de los cuales a 31 de diciembre de 2003 reporta una ejecución del 95.98%, equivalente a $191.9 millones, de los cuales fueron reservados $163.5 millones y girados $28.5 millones que representan el 14.8% de lo ejecutado.

Lo anterior demuestra que hubo una ejecución baja para el cumplimiento de las metas en el 2003, debido a que la contratación se suscribió a finales del año, dejando la ejecución de reservas en la vigencia 2004.

El comportamiento presupuestal del proyecto se observa en el siguiente cuadro.

CUADRO No. 23 

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 7190

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	200.0


	200.0
	191.1
	95.98
	28.5
	163.5
	14.8


FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

Los recursos invertidos se reflejan en el proceso de contratación que el DAPD suscribió durante la vigencia 2003, como soporte para el cumplimiento de las actividades programadas, resaltando que el tipo de contratación se refiere exclusivamente a consultorías y servicios de cómputo, herramienta que permite a la Institución desarrollar los Instrumentos Técnicos del Seguimiento al Plan de Desarrollo “SEGPLAN” del Distrito Capital. 

Cumplimiento de Metas:

En el Cuadro No. 24, se describe la programación y estado de ejecución de las metas, observándose  un nivel de cumplimiento bajo, condición argumentada 

CUADRO No. 24

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.
	METAS
	%      PROGRAMADA
	% EJECUTADA
	% EJECUCION

	1
	Realizar los Ajustes al Software SEGPLAN
	100
	 14.5
	14.50

	2
	2.1 Realizar dos publicaciones, producto seguimiento y evaluación del Plan de Desarrollo
	2


	2


	100.0



	
	2.2. Proceso de Edición del libro
	
	
	

	
	2.3  Diseño, montaje y desarrollo MULTIMEDIA
	
	
	


Fuente: Ficha EBI

Bajo nivel de cumplimiento refleja el proyecto con solo 14.5% en las actividades desarrolladas en el 2003, ya que la contratación se realizó a finales del año, dejando su ejecución principalmente para el 2004, de la siguientes forma: 

Meta No.1 Ajustes al Software SEGPLAN:

Mediante los Contratos No. 070 de 2003 y No. 124 de 2003, por valor de $34.8 millones y $40.3 millones respectivamente, definieron prestar asistencia técnica, para la implementación en la plataforma tecnológica del DAPD, así como programar y hacer los ajustes conceptuales y operativos en el Sistema SEGPLAN, que resultan de la interacción con las Entidades del Distrito, con relación a su permanente evaluación de esta Aplicación.

En el desarrollo de esta auditoria en informática se realizaron pruebas a los ajustes de carácter conceptual y operativo que surgieron de la interacción con las entidades Distritales, donde se pudo concluir:

Esta aplicación posee seguridades con permisos de actualización, inserción, borrado y consulta; genera LOGS de transacciones permitiendo identificar las operaciones realizadas por los usuarios; Los tiempos de respuesta en los módulos, son más ágiles después de la migración realizada de lo realizado en la  Secretaria de Hacienda al Departamento Administrativo de Planeación Distrital y de haberse cambiado a la última versión actualizada de la Base de Datos.

Sus manuales técnicos no se encuentran actualizados, debido a que el documento de diseño de estructura de bases de datos esta en proceso de actualización y el manual técnico se encuentra sin actualización, únicamente el manual de usuario es realmente actualizado en cada cambio, para estar informándole a los usuarios como tienen que manejar la aplicación; los cambios conceptuales originan que la estructura tenga modificaciones permanentes, quedando estructuras rezagadas y el diseño con parches, por ello no están los manuales actualizados, ya que es continuo su cambio.

De acuerdo con los contratos  070 y 124 del 2003 cuyo objeto es realizar los correspondientes ajustes al SEGPLAN, se puede concluir que se han desarrollado el 85% de las actividades programadas en el 2004, quedando pendiente el informe de migración a nuevas herramientas y actualización del manual técnico; a la Subdirección de Programación y Seguimiento a la Inversión Pública.

Teniendo en cuenta que el proyecto, se constituye en una herramienta de control de seguimiento y estado de avance de cumplimiento de las metas programadas por la Administración Distrital en el Plan de Desarrollo, se observa un rezago en el proceso de capacitación y divulgación de las virtudes técnicas del SEGPLAN, indispensable para que el usuario tenga la capacidad de acceso a la información.

De la evaluación realizada se detecto el siguiente hallazgo de auditoría:

Hallazgo No. 6 

Mediante Contrato No. 070 y 0124 de 2003, la entidad esta ajustando y mejorando el SEGPLAN como herramienta de control frente al cumplimiento de las metas del Plan de Desarrollo “BOGOTÄ, para VIVIR todos del mismo lado”, evidenciándose que existe un rezago en la actualización de los Manuales Técnicos. Igual situación se presenta con la actualización del Sistema PERNO.

Transgrediendo el literal e), f) y g) del Articulo 2 de la Ley 87 de 1993.   

Presentando como causa que el Área de Sistemas no actúa con oportunidad ni secuencia en el proceso de actualización de los Manuales Técnicos, que respaldan el correcto funcionamiento del aplicativo. 

Por lo tanto se da no se cumplan con las obligaciones pactadas en el objeto contractual, cuyo plazo de ejecución se tiene previsto a finales del año 2004 y riesgo técnico en su funcionamiento, traducido en la inexactitud de la información que se maneja.

Respuesta de la Administración:  “Es necesario aclarar

1. El sistema SEGPLAN es una herramienta diseñada para realizar el seguimiento al Plan de Desarrollo, el cual se puso en funcionamiento en el año 2001 con el Plan de Desarrollo “BOGOTA para VIVIR todos del mismo lado”, y actualmente se encuentra operando normalmente en el marco del Plan de Desarrollo vigente.

El Sistema fue desarrollado y se ha mantenido actualizado con la Metodología APS que contempla la siguiente documentación técnica:

· Documento de Especificaciones funcionales

· Documento de Diseño Físico

· Manual técnico del Sistema

· Manual de Usuario

2. El DAPD en la vigencia 2003 suscribió los contratos 070 y 124, con el objeto de realizar los ajustes requeridos por el SEGPLAN producto de su implantación en la plataforma tecnológica del DAPD; de la evaluación permanente del sistema y de aquellos que surgieran en el marco de la formulación del Plan de Desarrollo 2004 – 2008.

Entre los productos a entregar encontramos los correspondientes a la documentación técnica referida en el punto anterior. 

Revisados los productos entregados por los contratistas, a la fecha se encuentran actualizados el documento de especificaciones funcionales, el documento de Diseño Físico y los manuales de Usuario que incorporan las modificaciones realizadas al sistema hasta la fecha por parte de los ingenieros, en cumplimiento de sus obligaciones contractuales.

Con relación al manual técnico, es de aclarar que éste se encuentra en actualización con base en los manuales de especificaciones funcionales y de diseño físico del Sistema, y se entregará el próximo lunes 11 de noviembre, con los cambios que hasta esa fecha se hayan efectuado.

No obstante lo anterior, el manual técnico actualizado debe ser entregado por el contratista al finalizar el contrato, incorporando todas las modificaciones realizadas al sistema durante la ejecución del mismo.

3. En relación con los efectos mencionados por la contraloría generados por la no actualización del manual técnico informo:

a. Las obligaciones pactadas en el objeto contractual se han cumplido.  Los manuales técnicos se entregarán actualizados el 11 de noviembre y en todo caso como se mencionó en el punto anterior éstos deben ser entregados por el contratista al finalizar el contrato.

b. En cuanto al riesgo técnico en el funcionamiento del sistema, traducido en la inexactitud de la información que se maneja, es conveniente aclarar  lo siguiente:

Los manuales de especificaciones funcionales y diseño físico recogen las modificaciones y ajustes realizados al sistema, lo cual permite efectuar adecuadamente las actividades de mantenimiento y ajustes al sistema; encontrar y solucionar posibles fallas o mal funcionamiento del sistema, en caso de presentarse.  Por lo cual, el no contar con el Manual técnico no genera problemas de funcionamiento del sistema.

Por otra parte, el DAPD cuenta con el software Visual Source Safe que cuenta con una base de datos que almacena el código fuente del sistema SEGPLAN, incluyendo las últimas actualizaciones y ajustes realizados, lo cual garantiza control y oportunidad en el acceso a la información del sistema, para corregir cualquier anomalía que pueda presentarse en el funcionamiento del mismo, por lo tanto no existe inexactitud en la información que se maneja”.

Valoración de la respuesta: se acepta parcialmente la respuesta, sujeta a la verificación de la actualización del Manual Técnico para el Sistema de Información PERNO, como soporte para corregir la inconsistencia, compromiso que debe hacer parte del Plan de Mejoramiento.
Meta No.2

2.1 Realizar dos publicaciones, producto seguimiento y evaluación del Plan:

El Contrato No. 087 de 2003, por valor de $31.9 millones, se realizo el diseño, diagramación. Impresión y distribución de una separata local con los principales resultados de la gestión 2001 a 2003 de la Administración Distrital de Bogotá, en el marco del Plan de Desarrollo “Bogotá Para vivir todos del Mismo Lado”.

En el desarrollo de esta auditoria se observó el cumplimiento total de esta meta dentro del proyecto en el 2003.

2.2. Proceso de Edición del libro:

El contrato No. 093 de 2003, por valor de $56.41 millones, para el diseño y diagramación de la publicación: Memorias de la Administración Distrital Tomo III “Balance de Cumplimiento de compromisos del Plan de Desarrollo – Bogotá para vivir todos del Mismo Lado-“, con diseño, desarrollo y montaje en CD los anexos de la publicación (Multimedia).

Este contrato se realizó a mediados de diciembre de 2003, por lo cual se ejecutó dicho trabajo en el año auditado 2003. 

2.3. Orden de servicio de Consultaría, para elaborar un documento de análisis de la formulación y desarrollo del objetivo PRODUCTIVIDAD, a partir de la información que se genera en el desarrollo del mismo y los resultados del seguimiento del Plan de Desarrollo “Bogotá para vivir todos del mismo lado”; documento que se terminó a mediados de diciembre de 2003, quedando como guía para los procedimientos que se han estado desarrollando en el 2004.

PROYECTO No. 0136: 
“Apoyo al proceso de coordinación interinstitucional de los planes de servicios públicos”.

OBJETIVO:
Productividad 

PROGRAMA:
Plataforma Integral de Servicios 

El Departamento Administrativo de Planeación Distrital busca con el Proyecto general procesos de manera gradual y con base en los recursos disponibles, evaluar, analizar, ajustar e incorporar los planes de las diferentes empresas de servicios públicos domiciliarios de acuerdo con los requerimientos del POT.

El POT definió como prioritarios los sistemas de servicios públicos: i) acueducto, ii) de saneamiento básico que incluye el alcantarillado sanitario, recolección, tratamiento y desperdicios de residuos sólidos iii) energía eléctrica y alumbrado público, iv) telecomunicación, v) gas domiciliario.     

El Proyecto tiene como objetivo general “Fortalecer el proceso de planificación y reglamentación de los servicios públicos, con base en la coordinación interinstitucional y la articulación de las acciones que garanticen identificar las áreas deficitarias y prioritarias y el acceso de la población a los servicios públicos con mayor calidad y al  menor costo posible de tal manera que se pueda formular un plan de infraestructura.   

· El Proyecto ha sido diseñado para el trienio del 2001 al 2004; y que para la vigencia fiscal de 2003, el DAPD a propio recursos por la suma de $372.1 millones.

· Para la ejecución y desarrollo del Proyecto el Departamento definió tres (3) metas: de las cuales dos (2) se contemplaron para ejecutar entre las vigencias 2002 a 2004 y la tercera (3) meta se ejecutará en la vigencia 2004 y corresponde a la consolidación de los cinco (5) procesos.      

Para el cumplimiento de los objetivos y metas del Proyecto durante la vigencia 2003, se adquirieron compromisos por la suma de $283.6 millones que equivale al 76.2% del total apropiado ($372.1 millones); lo anterior indica que en la vigencia que nos ocupa, el DAPD no ejecutó recursos por la suma de $88.5 millones, los cuales por el principio de anualidad, la entidad los perdió.

De los $283.6 millones ejecutados el Departamento cancelo efectivamente a 31 de diciembre de 2003, $69.5 millones, que representó el 24.5% del ejecutado. 

Este es un indicador que demuestra que el Proyecto en cuestión ha sufrido un rezago entre 5 y 7 meses, con respecto a lo programado misionalmente por el DAPD. 

El comportamiento presupuestal se observa en el siguiente cuadro:

CUADRO No. 25 

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 0136

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	600.0


	372.1
	283.6
	76.21
	69.5
	214.1
	24.50


FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

A continuación se muestra un análisis y evaluación de cada meta:

Cumplimiento de Metas

CUADRO No. 26

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.


	METAS
	PROGRAMADA
	EJECUTADA
	%

EJECUCION

	1
	Realizar 5 estudios de análisis y evaluación de los planes y proyectos de expansión, renovación y planes maestros de servicios públicos domiciliarios 
	5.00
	0.00
	0.00

	2
	Realizar un estudio sobre el sector de la telecomunicaciones.
	0.70
	0.70
	100.00


Fuente: Informe  Plan de Acción Cuenta 2003.

Meta No. 1 Realizar 5 estudios de análisis y evaluación de los planes y proyectos de expansión, renovación y planes maestros de servicios públicos domiciliarios, así: 

1. Plan Maestro de Telecomunicaciones, con la celebración del Contrato No. 031 de julio 17 de 2003, por valor de $44.9 millones.

2. Plan Maestro de Energía del Distrito Capital y la Región de Cundinamarca,  a través de la Consultoría No 018 de mayo 27 de 2003, por valor de $45.5 millones.

3. Plan Maestro de Acueducto y Alcantarillado y Saneamiento Básico del Distrito Capital y la Región de Cundinamarca, mediante la celebración del Contrato No. 022 de junio 9 de 2003, por valor de $52.6 millones.

4. Plan Maestro de gas del Distrito Capital y la Región de Cundinamarca, a través del Contrato de Consultoría No. 019 de marzo 28 de 2003, por valor de $44.0 millones.

5. Formulación de los Planes Maestros de los Servicios Públicos fijando a nivel de ciudad, los criterios urbanísticos y arquitectónicos; Contrato No. 054 de julio 27 de 2004, por valor de $71.0 millones.

Además, realizó el foro “Servicios Públicos-Regulación y Ordenamiento Territorial”, el 30 de mayo de 2003, mediante el Contrato No. 021 de mayo 29 de 2003, por la suma de $23.1 millones, Contrato actualmente ejecutado. Y alquiló el salón para el desarrollo del seminario taller, en la Caja de Compensación Familiar CONFENALCO-Cundinamarca por la suma de $3.5 millones.

Meta N. 2  Realizar un estudio sobre el sector de la telecomunicaciones, se cumplió con el proceso de reglamentación de la mimetización de las antenas en zonas urbanas y de expansión.

PROYECTO No. 6020: 
“Monitoreo y Estratificación Socioeconómica del  Distrito Capital”.

OBJETIVO:
Justicia Social 

PROGRAMA:
Ubiquémonos para la Solidaridad 

Este Proyecto es responsabilidad de la Subdirección Económica de Competitividad e Innovación, Gerencia de  Monitoreo y Estratificación, adscrita al DAPD.

El Proyecto busca mantener actualizada la estratificación del Distrito Capital; mediante el almacenamiento, procesamiento y mejoramiento de las bases de información que la sustentan. En la misma forma el Departamento busca organizar debidamente la información para entregar a los entidades y ciudadanos que  requieran desarrollar un sistema de información geográfico que permita monitorear variables de tipo socioeconómica.

El Proyecto tiene como objetivo general, mantener actualizada la estratificación del Distrito Capital, sistematizar su información fuente y monitorear variables socioeconómica seleccionada con fines de planeación y política.

Para el logro de este objetivo el Departamento se fijó seis (6) metas las cuales se ejecutaron en la vigencia de 2002-2004.

En donde el Departamento Administrativo celebró 13 Contratos de Consultoría y Compraventa de software y hardware por la suma de $1.649.0 millones que equivale al 97.23% del total apropiado para el rubro monitoreo y estratificación vigencia 2003, por $1.696.0 millones.

Sin embargo, la entidad pago a los Contratistas la suma de $162.5 millones que equivalen a 9.8% del total comprometido por el Departamento ($1.649.0 millones), esto indica el rezago que sufrió el Proyecto en la vigencia de 2003, más aún cuando el 90% de los contratos se ejecutaron en la vigencia de 2004; es decir las metas propuestas por la administración no se cumplieron con lo programado.     

El comportamiento presupuestal se observa en el siguiente cuadro:

CUADRO No. 27

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 6020

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	1.696.0


	1.696.0
	1.649.0
	97.23
	162.5
	1.486.5
	9.8


FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

A continuación se muestra un análisis y evaluación de cada meta:

CUADRO No. 28

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.


	METAS
	PROGRAMADA
	EJECUTADA
	%

EJECUCION

	1
	Estratificar 100 por ciento de los predios rurales y viviendas dispersas.
	100.00
	62.00
	62.00

	2


	Realizar un censo de la estratificación rural del Distrito Capital.
	0.00
	0.00
	0.00

	3
	Actualizar 100 por ciento de las manzanas de los nuevos desarrollos del área urbana
	100.00
	46.00
	46.00

	4
	Actualizar 100 por ciento de la información de estratificación con las decisiones de 1ª y 2ª instancia.
	100.00
	80.60
	80.60

	5
	Realizar dos actualizaciones del sistema de georeferenciación y monitoreo
	0.80
	1.41
	176.25

	6
	Realizar una encuesta de capacidad de pago de los hogares. 
	1.00
	0.87
	87.00

	7
	Realizar 5 estudios de apoyo para la estratificación de Bogotá D.C.
	5.00
	1.17
	23.40


Fuente: Informe  Plan de Acción Cuenta 2003.

Meta No. 1: corresponde a estratificación el 100% de los predios rurales y viviendas dispersas en el Distrito Capital, diseñada para ser cumplida a más tardar a 31 de diciembre de 2003.

De las actividades desarrolladas en la vigencia el Departamento celebro contratos Nos. 069 de noviembre 11 y  072 de noviembre 13 por la suma de $108.5 millones, contratos que se ejecutarán en la vigencia de 2004 lo que permite concluir que la meta no se cumplió como lo había programado la entidad.    

Meta No. 2: cuya actividad principal es la realización de un censo urbano de estratificación. Meta no programada para la vigencia de 2003, con un nivel de ejecución del 18% solamente en la vigencia de 2002. 

Meta No. 3:  corresponde a al actualización del 100% de las manzanas de los nuevos desarrollos del área urbana, para lo cual ejecutó como actividades finales, la contratación de estudios con los contratos 034 y 092 de 2003, por la suma de $295.4 millones.

En esta meta, el Departamento programó su ejecución en las vigencias 2003, 2004. El avance a 31 de diciembre de 2003, se puede considerar en un 50% debido a un rezago de 6 meses en su ejecución.  

Meta No. 4: busca actualizar en un 100% la información de estratificación con las decisiones de primera y segunda instancia, como actividad principal se celebró contrato de consultoría en diciembre 23 de 2003, por la suma de $213.9 millones, el cual contempla un plazo de ejecución de 12 meses a partir del 12 de enero de 2004 es decir, el cumplimiento de la meta se logrará en el 2004 como se demuestra en su comportamiento.

Meta No. 5: corresponde a la actualización del sistema de georeferenciación y monitoreo. Para el cumplimiento de la meta, la administración diseño actividades que se plasmaron en los contratos Nos. 075 de noviembre 14, 078 y 079 de noviembre 16 de 2003, por la suma de $73.3 millones, estos compromisos se ejecutaron en la vigencia de 2004.

De acuerdo con la evaluación por parte de la administración, consideran, que la etapa final de la mencionada meta se realizará en el primer semestre de 2004, debido al rezago que viene presentando.   

Meta No. 6: esta meta se diseño para realizar una encuesta de capacidad de pago de los hogares del Distrito Capital, meta programada para ser cumplida en la vigencia de 2003.

Para tal efecto el Departamento celebró contrato No. 060 de noviembre 10 de 2003, con la Universidad Nacional de Colombia Facultad de Ciencias Económicas –CID por la suma de $750.0 millones. Este contrato se inició en diciembre de 2003 y tuvo una suspensión de un (1) mes; lo que indicó que el Departamento no cumplió con la meta presentando un rezago de 10 meses.

Meta No. 7: corresponde a la realización de cinco (5) estudios que sirvan de apoyo para la estratificación de Bogotá. Las actividades desarrolladas por el Departamento se formalizaron en los contratos Nos.064 de 2002, adición No. 1, 107, 108 y 109 de diciembre 30 de 2003, por la suma de $229.3 millones.

Como se puede observar, estos contratos se ejecutaron en la vigencia de 2004 y comparado con lo programado por la entidad, debía realizarse en el 2003; razón por la cual el Departamento no cumplió con lo programado.    

PROYECTO No 7208: 
“Formulación y desarrollo de mecanismos de gestión para el ordenamiento territorial de Bogotá D.C”. 

OBJETIVO:


 Gestión Publica Admirable

PROGRAMA: 

Orden para la armonía

Este proyecto se suscribió con el propósito de consolidar y poner en aplicación el Plan de Ordenamiento Territorial – POT y contar con los mecanismos para que el Distrito pueda realizar una gestión armónica sobre el territorio, desarrollando los instrumentos de gestión adoptados por el POT involucrando a las comunidades afectadas en las decisiones sobre normas urbanas.

Para el cumplimiento de los objetivos del proyecto durante la vigencia 2003, inicialmente se asignaron recursos por $391.4 millones valor que no presento disminución, de los cuales a 31 de diciembre de 2003 reporta una ejecución  del 80.00%, equivalente a $313.12 millones, con giros de $106.2 que representan el  27% como ejecución real y la diferencia $205.95 millones constituidos como reservas. Se observa una ejecución real baja.

El comportamiento presupuestal del proyecto se observa en el siguiente cuadro.

CUADRO No. 29

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 7208

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	391.4


	391.4
	312.15
	80.0
	106.2
	205.95
	27


FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

Es de resaltar que el tipo de contratación suscrita se refiere exclusivamente a asesorías.

Cumplimiento de Metas:

En el Cuadro No. 30, se describe la programación y estado de ejecución de las metas, observándose  un nivel de cumplimiento regular, esto se debió a que para  la implementación de la estrategia de comunicación de la norma urbana y demás aspectos del POT, se requiere de la asignación de recursos económicos que le den continuidad a los procesos que ya se  iniciaron, aspecto que no se dio.

CUADRO No. 30

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.


	METAS 
	PROGRAMADA
	EJECUTADA
	% EJECUCION

	1
	Consolidar un Plan de Ordenamiento para Bogotá
	0.17
	0.17
	100.00

	2
	Desarrollar revisión del POT, de conformidad con lo establecido en la Ley 388 de 1997
	1
	1
	100.00

	3
	Implementar el 100% de la estrategia de comunicación de la norma urbana y demás aspectos del POT.
	46.00
	0.00
	0.00


Fuente: Ficha EBI

No obstante el nivel de cumplimiento del  67%, que en  promedio se observa para este proyecto, el cumplimiento de las actividades desarrolladas con motivo de la contratación ejecutada, se evidencia en los siguientes productos: 

Meta No.1 Consolidación POT:

Mediante el  Contrato No. 090 de 2003, por valor de $104 millones, se asesoro al DAPD en los procesos de vinculación ciudadana a la reglamentación urbanística y se llevaron a cabo las actividades de promoción, sistematización y consolidación de la valoración técnica de las propuestas ciudadanas surgidas de dichos procesos de reglamentación.

Meta No.2 Revisión del POT:

En virtud del Contrato No. 041 de 2003, por valor de $42.0 millones, se presto asesoría jurídica especializada en los campos del derecho ambiental, urbanístico y publico, esta asesoría se presto en el proceso de formulación y adopción de la revisión del POT. Mediante el Contrato No. 029 de 2003, que se suscribió por valor de $13.8 millones, se adelanto la asesoría en la formulación y aplicación de los instrumentos de gestión urbana, incluidos en la ley de desarrollo territorial  y en el decreto 619 de 2000.  

De los  contratos correspondientes a este proyecto,  presenta observaciones de orden técnico, el contrato No 025 de 2003 así:

Hallazgo No. 7

El DAPD, celebró con la Sra. Nohora Cortes Cuellar, el contrato de consultoría No. 025 del 4 de julio de 2003, cuyo objeto fue que: “El contratista se obligaba para con el DAPD, a prestar asesoría técnica experta en Urbanismo y Planificación Urbana para apoyar, revisar y conceptuar sobre las decisiones que debía tomar la Dirección del DAPD”. Y en la cláusula segunda se consagraron las actividades especificas a ejecutar por la contratista.

La interventoría que se ejerció al contrato de consultoría no esta documentada, las actuaciones del contratista deben ser susceptibles de verificación y el objeto de los contratos que suscriba el DAPD debe ser cuantificable y medible, este debe ser especifico, dando cumplimiento a lo normado en la Ley 80 de 1993., por lo que aquí se observa incumplimiento del contrato, dado que dentro de la documentación remitida por el DAPD, a este Ente de Control, no se evidencia la firma o Visto Bueno de la contratista en ninguno de estos soportes.

En los soportes allegados por el DAPD, se encuentra el producto final, donde los profesionales que intervinieron en la elaboración de estos, son los Profesionales Especializados, los Subdirectores de las Áreas Técnicas y la Subdirección Jurídica del DAPD.

En cuanto a licencias de ocupación o intervención del espacio público: 

Los procesos incluyendo el control de calidad, que se surten para la formulación y adopción de planes parciales son realizados por los Profesionales Especializados, el Gerente de Planes Parciales, el Subdirector de Gestión Urbanística, el Subdirector de Infraestructura, y la Subdirección Jurídica del DAPD, en ninguno de los soportes enviados por el DAPD, se evidencia que la contratista haya cumplido con sus obligaciones contractuales, pues no se observa plasmada la firma o el Visto Bueno de la Sra. consultora en dichos soportes.

En nuestro concepto el objeto del contrato No. 025 de 2004, no se cumplió, puesto que fue ejecutado por funcionarios del DAPD, según se observa en las pruebas e igualmente en los informes de interventoría. 

Analizados los documentos remitidos por el DAPD a este Ente de Control, se observa una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, inequitativa e inoportuna, que en términos generales, no se aplica al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, y como consecuencia se incumplieron las siguientes normas:

-Contrato No. 025 del 4 de julio de 2003 y como consecuencia los Artículos 1602 y 1603 del Código Civil Colombiano, puesto que todo contrato legalmente celebrado es Ley para los contratantes y no puede ser invalidado sino por consentimiento mutuo o por causas legales, de la misma manera los contratos deben ejecutaren de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por Ley pertenecen a ella.

- Artículos 3 y 6 de la Ley 610 de 2000.

La Contratista no cumplió con lo normado en la Ley 80 de 1993, en sus artículos: -5 numerales 2 y 4; 26 numerales 7 y 8; y 52, que consagra los Derechos, Deberes y la responsabilidad de los contratistas, así: “Colaborarán con las entidades contratantes en lo que sea necesario para que el objeto contratado se cumpla y que éste sea de la mejor calidad; acatarán las órdenes que durante el desarrollo del contrato ellas les impartan y, de manera general, obrarán con lealtad y buena fe en las distintas etapas contractuales, evitando dilaciones y entrabamientos que pudieran presentarse. Garantizarán la calidad de los bienes y servicios contratados y responderán por ellos. Los contratistas responderán ...por haber suministrado información falsa. Los contratistas responderán y la entidad velará por la buena calidad del objeto contratado. Los contratistas responderán civil y penalmente por sus acciones y omisiones en la actuación contractual en los términos de la Ley...”.

-La entidad estatal tiene la obligación de vigilar la debida ejecución del contrato, el cumplimiento de las obligaciones legales y contractuales y el ajuste del contrato a los objetivos que se persiguen con la contratación. El interventor debe ser un funcionario idóneo para cumplir las funciones propias de esa actividad, pues esta tiene carácter técnico y administrativo. El objetivo principal de la interventoría es procurar la obtención de los resultados esperados por la entidad al contratar la adquisición de bienes o la prestación del servicio y el cumplimiento de los fines estatales. Desde el punto de vista funcional la interventoría debe velar por el cumplimiento de los siguientes aspectos:

· Ajuste de los bienes o servicios a las especificaciones, calidad y cantidad solicitados en los términos de referencia.

· Cumplimiento de los ofrecimientos hechos en la propuesta.

· Cumplimiento de las obligaciones previstas en el contrato.

· Oportunidad de la entrega o prestación del servicio.

· Funcionalidad o uso natural de los bienes o servicios al cual están destinados.

· Cumplimiento de los objetivos y funciones a cargo de la entidad.

Por lo que se transgredió: -La Ley 80 de 1993, en sus artículos: -3 (De los fines de la contratación estatal); -4 numerales 1- 2- 4 - 6 y 7, que consagra los Deberes de las Entidades Estatales así: “Exigirán del contratista la ejecución idónea y oportuna del objeto contratado Igual exigencia podrán hacer al garante. Adelantarán las gestiones necesarias para el reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias y garantías a que hubiere lugar. Promoverán las acciones de responsabilidad contra éstos y sus garantes cuando dichas condiciones no se cumplan. Adelantarán las acciones conducentes a obtener la indemnización de los daños que sufran en desarrollo o con ocasión del contrato celebrado. Sin perjuicio del llamamiento en garantía, repetirán contra los servidores públicos, contra el contratista o los terceros responsables, según el caso, por las indemnizaciones que deban pagar como consecuencia de la actividad contractual”. (subrayado fuera de texto). -14 (De los medios que pueden utilizar las entidades estatales para el cumplimiento del objeto contractual); -26 numerales 1 - 2 - 4 y 8 (Del principio de responsabilidad). -51 y 53 (Responsabilidad de los servidores públicos, consultores, interventores y asesores), “Los consultores, interventores y asesores externos responderán civil y penalmente tanto por el cumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato de consultoría, interventoría o asesoría, como por los hechos u omisiones que les fueren imputables y que causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de la celebración y ejecución de los contratos respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan las funciones de consultoría, interventoría o asesoría”.

Dado el incumplimiento del contrato, se observa una gestión fiscal antieconómica, ineficaz, ineficiente, in equitativa e inoportuna, que en términos generales, no se aplica al cumplimiento de los cometidos y de los fines esenciales del Estado, conllevando con ello a que se produjera un presunto detrimento al Erario del Distrito Capital en cuantía de $ 73´080.000.

Primera respuesta de la entidad: “Es importante aclarar que el tipo de contrato suscrito con la arquitecta Nohora Cortés de Parra fue de consultoria, el cual se define en la Ley 80 de 1993 Articulo 32 “son contratos de consultoria los que celebren las entidades estatales referidos a los estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas y proyectos específicos,  así como las asesorias técnicas de coordinación control y supervisión...” (El subrayado es nuestro). En tal sentido, el objeto del contrato rea el de “prestar asesoría técnica experta en urbanismo y planificación urbana para apoyar, revisar, y conceptuar sobre las decisiones que debe tomar la dirección del Departamento administrativo de Planeación  Distrital; asesorar en la elaboración técnica de normas y otras disposiciones reglamentarias de carácter urbanístico a expedir por parte del Departamento, y asesorar urbanisticamente el proceso de revisión del Plan de ordenamiento Territorial de Bogotá”. En este objeto se define la naturaleza jurídica del contrato en mención.

Las obligaciones consagradas en el contrato fueron de Medio y no de resultado, como se estableció de manera clara en las Cláusulas segunda y tercera de dicho contrato, y los vistos buenos, que corresponden a los documentos por ella analizados o revisados son aquellos asignados por la Dirección, los cuales se relacionan más adelante. Adicionalmente en donde la consultora no colocó su antefirma, corresponde a documentos que por su categoría no ameritaban dicho procedimiento; cabe señalar que en los informes de la consultora que acompañan sus cuentas de cobro y que son remitidos al interventor existe una relación pormenorizada de los asuntos o documentos en los que participó y presto su asesoría.

Respecto de las funciones que el interventor realizó en este contrato, las mismas se adelantaron en  cumplimiento de la Resolución No 598 del 28 de diciembre de 2000 del DAPD y se reflejaron en los certificados de cumplimiento a satisfacción, elaborados en función de los informes de actividades entregados periódicamente por la asesora. Estos informes de actividades, enuncian los diferentes aspectos, temas o regulaciones especificas sobre los cuales la consultora se pronunció, en su calidad de asesora de la Dirección del DAPD. Los certificados de cumplimiento representan el adecuado seguimiento, el buen manejo y control que este Departamento realizó a través de los funcionarios designados como interventores. Dicha interventoría puede ser “cuantificable y medible” no solo a través pruebas documentales sino por medio de las diferentes instancias y organismos con los que el DAPD interactúa y con los cuales la asesora participó de manera activa. Verbi gratia el acompañamiento que realizaba la consultora a este despacho en las diferentes sesiones del Concejo de Bogotá.

Adicionalmente y con relación a la interventoría, es necesario señalar que quienes realizaron dicha labor fueron funcionarios idóneos con una vasta experiencia en materia urbanística, lo cual se puede verificar en las hojas de vida que reposan en el archivo  de este Departamento.

Es necesario agregar que dentro de las actividades especificas que debió adelantar la consultora, y tal como se enuncia en el numeral 1 de la cláusula segunda del contrato, se encuentra la de revisar técnicamente los documentos que contengan decisiones, conceptos o normas sometidos a consideración y firma del director del Departamento. En cumplimiento de esa actividad todos los aspectos relacionados con urbanismo y planeación urbana que fueron suscritos por esta Dirección, contaron con su revisión técnica, y en algunos casos aparece relacionado el visto bueno de la Asesora, lo cual en estricto sentido, no implica  un incumplimiento del contrato suscrito, pues no se estableció como obligación del contrato dicho visto bueno, ni que la consultora suscribiera todos lo documentos en los que la consultora participó.

En cuanto hace referencia a las licencias de ocupación e intervención del espacio público, en efecto, la elaboración y proyección se ejecuta en la Gerencia del Taller de Espacio Público y la Subdirección jurídica en los aspectos legales, pero el control de calidad de este tipo de documentos fue adelantado por la consultora.

Es importante resaltar que todas las decisiones técnicas relacionadas con urbanismo y planificación urbana que se proyectaron para la firma de este Despacho, implicaron la revisión técnica de la consultora y fueron sustentados personalmente.

En cuanto a que la gestión fiscal fue antieconómico, ineficaz, ineficiente, in equitativa e inoportuna, debe aclararse que el esquema de trabajo adoptado en este contrato, que presto asesoria a la Dirección del Departamento, debía realizarse en forma ágil y oportuna, lo cual implicaba que dicha consultora trabajara en equipo, acompañando tanto a los funcionarios del Departamento como a su equipo directivo, sin detenerse a realizar en todos los casos un documento técnico que consagrara dicha asesoria. Prueba de lo anterior son los documentos emitidos por este  Departamento que no han tenido ninguna observación de tipo técnico, ya que la asesoria prestada por la consultora es indiscutible, su participación en diferentes espacios tanto públicos como privados se evidencia en la elaboración y revisión de los decretos No. 469 de 2003 – Revisión POT, Decreto No 327 de 2004 – Decreto de Desarrollo, Decreto 190 de 2004 – Decreto Compilación POT, Decreto 159 de 2004 – Decreto General UPZ, Decreto 323 de 2004 – Decreto Fondo Compensatorio de Estacionamientos  y Zonas Verdes.

De otro lado, no se comparte   la apreciación de que  existió un incumplimiento del contrato como quiera que de acuerdo con los informes presentados por la consultora, los certificados a satisfacción del interventor y la asesoria que de manera directa he recibido por parte de dicha consultora, son el resultado de su excelente labor en este sentido. Más aún en esta contratación nunca se presentó obstáculo alguno, ni retrasos, ni moras, que impidieran la ejecución normal del mismo, como lo puede verificar en este Departamento cuando lo considere necesario.

Finalmente se reitera lo expresado en la Radicación No 2-2004-23819 del 13 de octubre de 2004, en el cual se afirmó que “La asesoria de la consultora tuvo principalmente, entre otras actividades la de revisar técnicamente los documentos que contengan decisiones, conceptos o normas sometidos a consideración y firma del Director del Departamento.” En este sentido, los conceptos técnicos, las directrices y lineamientos de la consultora se realizaban de manera directa a los responsables de  los proyectos de documento, quienes ejecutaban las recomendaciones técnicas formuladas por la Consultora, así su revisión consistió en avalar  el contenido de los diferentes actos administrativos para la firma de la Directora de la entidad.

"El esquema de trabajo adoptado para la formulación de la Revisión del POT se desarrolló a través de la conformación de equipos de trabajo y enlaces interinstitucionales permanentes creados para interactuar en forma eficaz con los responsables de cada tema necesarios para el desarrollo fluido y eficiente de los procesos de intercambio de información complejos, como los que implica la formulación de un plan. En este sentido la consultora coordinó con los responsables de cada tema, con los Subdirectores y Gerentes del DAPD asesorando a la Dirección del DAPD, en la identificación de temas críticos a discutir, así como en la selección de los actores que tendrían que intervenir en tales sesiones de discusión

“Es de anotar que en este tipo de procesos, son pocas las reuniones citadas por escrito, en virtud de la dinámica y frecuencia con que se realizan sesiones de trabajo. L a consultora asistió a todas las reuniones en donde se requería su presencia, aportando en el proceso de análisis de los temas y la definición de las soluciones que se iban construyendo a lo largo del proceso.”

Como soporte de lo consignado en este escrito, se allegan copias debidamente autenticadas del registro de correspondencia de la Dirección, en las cuales como se pueden observar y verificar (resaltado en marcador verde), la asignación de tareas por parte dela Dirección a la consultora, así como la asignación de los documentos entregados a la misma para su revisión.” 

Primera valoración de la respuesta: la respuesta dada por la entidad no se acepta, los soportes aportados no evidencian el valor agregado o el mejoramiento cualitativo, que según la interventoria, la citada consultora imprimió a todas las decisiones que tomo la Dirección,  no hay soportes elaborados por la consultora tales como:

1. Conceptos técnicos 

2. Documentos (Actas – Oficios) que soporten que la contratista participo en las discusiones, elaboración y estudio técnico de los documentos, o que convoco a reuniones tanto al interior del DAPD, como con otras entidades del Distrito o con los particulares interesados.

3. Documentos que hayan sido revisados y redactados por ella.

4. Actas firmadas por la contratista donde conste que haya asistido y prestado asesoría técnica en el marco de comités internos o externos. Y en general no se observan directrices y lineamientos que la consultora hubiere impartido dentro de la ejecución del contrato.

Si bien es cierto, que las obligaciones pactadas eran de medio y no de resultado, esto implica que todas las actuaciones, decisiones y recomendaciones de la consultora deberían estar documentadas,  al ser obligaciones de medio, en todo momento deben poderse verificar  a fin de determinar en cada caso cuales fueron y en que sentido se tomaron, esto en previsión de la eventualidad de demandas en contra de la entidad, es de mencionar que actualmente cursan demandas por valor de $21.558’.0 millones. 

De acuerdo con el manual de procesos adoptado por el DAPD, la elaboración, proyección y el control de calidad de las resoluciones  que se expiden es realizado por los Profesionales Especializados, los Gerentes de las áreas técnicas y por los Subdirectores del DAPD.

Las certificaciones de cumplimiento a satisfacción suscritas por la interventoria debieron ser elaboradas en función del control ejercido por esta a las actividades que iba adelantando la consultora, y no en función de los informes de actividades entregados por la consultora, tal como se afirma en la respuesta.

No obstante que, el visto bueno como evidencia de la aprobación no fue establecido como obligación para todos los documentos en los que intervino la consultora, este procedimiento es generalmente aceptado y necesario para soportar su participación. En el 95% de los soportes suministrados por el DAPD no aparece el visto bueno.

Se reitera que en nuestro concepto la revisión técnica de las decisiones que tomo el DAPD, esta garantizada por las calidades profesionales y la experiencia de los subdirectores y los gerentes de las respectivas áreas del Departamento,  por lo que la suscripción del contrato de consultoría No. 025 de 2004, no evidencia su cumplimiento.
Por lo anterior, se ratifica el hallazgo con incidencia fiscal por  presunto detrimento al Erario del Distrito Capital en cuantía de $ 73´080.000.

Segunda respuesta de la administración: “...En cuanto hace referencia a la afirmación de la Contraloría de que se presenta incumplimiento del contrato y presunto detrimento, lo que se sustenta en que los soportes documentales disponibles no evidencian el valor agregado o el mejoramiento cualitativo que, según la interventoría, la consultora imprimió a todas las decisiones que tomó la Dirección del DAPD durante la ejecución del mismo, el DAPD ratifica no compartir tal apreciación, puesto que el contrato ha sido en efecto ejecutado, ajustándose a las especificaciones solicitadas en los términos de referencia, en cumplimiento de las obligaciones previstas, con oportunidad en la prestación del servicio y atendiendo la funcionalidad a la cual estaban destinados los servicios contratados. 
Respecto a la afirmación de que la revisión técnica de las decisiones ya está garantizada por las calidades profesionales y experiencia de los Subdirectores y Gerentes de las respectivas áreas, “por lo que la suscripción del contrato no evidencia su cumplimiento”, el DAPD no comparte esta afirmación, en razón a que aunque es cierto que todos los actos administrativos y conceptos técnicos proyectados por las diferentes áreas del Departamento cuentan con el respaldo de la calidad y experiencia de quienes los preparan, no es menos cierto que existe una transversalidad, absolutamente reconocida, de la gran mayoría de asuntos que la entidad tiene a su cargo. Esa transversalidad obliga a la institución a adelantar de forma regular y continua procesos de trabajo interdisciplinario y en equipo. 

Este esquema de trabajo es ampliamente aceptado en la gerencia moderna, ya que parte del principio de que la interlocución directa y trabajo interactivo entre los miembros de los equipos genera la mayor eficiencia, eficacia y sinergia, lo que redunda en el mejoramiento de la calidad de las soluciones. En este esquema, es indispensable contar con asesores expertos que enriquezcan los procesos, y que estén en capacidad de garantizar la concordancia y coherencia entre los diversos temas.

En cuanto hace referencia al control de calidad sobre los conceptos emitidos por la consultora en el marco de dicho esquema, no se establece como una obligación que los mismos deban ser escritos, porque es claro que esta condición no enriquece per se, ni hace más eficiente la labor de la asesora. El contrato lo que sí establece de manera clara es que deben atenderse oportunamente los requerimientos que haga la entidad, y en ese sentido la Dirección del DAPD ha requerido que la asesoría se preste en forma directa e inmediata, y de forma permanente..”..
Segunda valoración de la respuesta: se ratifica el hallazgo fiscal por cuanto la administración no anexa las suficientes pruebas documentales que establezcan que efectivamente la contratista haya ejecutado el objeto contractual, así como las obligaciones contractuales, tal como se concluyó en la valoración inicial.

PROYECTO No 4132: 
 “Mejoramiento integral de barrios”

OBJETIVO: 


 Justicia Social

PROGRAMA:

 Mejoremos el barrio y la casa

Este proyecto se suscribió con el propósito de estructurar el programa de mejoramiento integral dentro de una visión moderna del desarrollo urbano, que articule el proceso de legalización en marcha, con las acciones de mejoramiento, necesarias para la integración de los desarrollos consolidados ilegalmente a la estructura de la ciudad así como a sus planes y programas, también busca culminar el proceso de reconocimiento de los desarrollos ilegales, previsto en el plan de gobierno y avanzar hacia la extinción del mismo.

Para el cumplimiento de los objetivos del proyecto durante la vigencia 2003, inicialmente se asignaron recursos por $2150.00 millones valor que  presento disminución de 1340.22 millones, dando un presupuesto definitivo de $709.8 millones de los cuales a 31 de diciembre de 2003 reporta una ejecución  del 98.5%, equivalente a $698.9 millones, con giros de $166.8 millones que representan el 23.5% como ejecución real y la diferencia $532.1 millones constituidos como reservas. Se observa una ejecución real baja.

El comportamiento presupuestal del proyecto se observa en el siguiente cuadro.

CUADRO No. 31 

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL PROYECTO 4132

Millones de pesos

	Presupuesto
	%

Ejecución
	Giros
	Reservas
	%

ejecución

Real

	Inicial
	Definitivo
	Ejecutado
	
	
	
	

	2150.0


	709.79
	698.87
	98.5
	166.81
	532.06
	23.5


FUENTE: Predis. Presupuesto DAPD Vigencia 2003

Cumplimiento de Metas:

El Cuadro No. 32 describe la programación y estado de ejecución de las metas, observándose  un nivel de cumplimiento bajo, cuyas causas se analizan más adelante. 

CUADRO No. 32 

ESTADO DE EJECUCIÓN Y CUMPLIMIENTO DE METAS 2003

	No.


	METAS 
	PROGRAMADA
	EJECUTADA
	% EJECUCION

	1
	Elaborar 26 planes zonales para las UPZ prioritarias de mejoramiento integral
	18
	0.00
	00

	2
	Diseñar un proceso para orientar la planificación e inversión en zonas de mejoramiento integral
	50
	0
	00

	3
	Legalizar 82 desarrollos ilegales
	34
	3


	9.00

	4
	Desarrollar un sistema de información correspondiente al mejoramiento integral que alimente el sistema del DAPD y local
	0.36
	0.36
	100.00


Fuente: Ficha EBI

Metas No.1 Planes Zonales y No 2 Orientación de Planeación:

El bajo cumplimiento de las metas programadas para este proyecto, obedece a que dentro de la Planeación del DAPD, se carece de la identificación de los riesgos externos, que pueden llegar a entorpecer el normal desarrollo de las funciones y el logro de sus objetivos institucionales, la programación se vio interrumpida  a la espera de definiciones de políticas de vivienda distritales y desembolso de recursos por parte de entidades internacionales, tal como se menciono en la evaluación al Sistema de Control Interno.
El nivel de cumplimiento bajo que refleja este proyecto, esta ligado a que en el 2003 solamente se suscribió un contrato.

Meta No.3 Legalizar Desarrollos Ilegales:

En virtud del contrato  No 068 de 2003 por valor de $45.6 millones, se definieron las condiciones urbanísticas, que incluyeron implementar una base de datos, adelantar estudios cartográficos, viales, obtención de conceptos técnicos de viabilidad de servicios públicos y definición de áreas de riesgo, igualmente se efectuó el inventario de predios con plano en tramite de legalización, localizados en la UPZ 57, 86, 56, 58, 59, 54 y 28. 

De lo evaluado para este contrato no se presentan observaciones de orden técnico, no obstante no se muestran reajustes, es de mencionar el retraso que presentó la ejecución del contrato por las dificultades en la consecución de conceptos por parte de las empresas prestadoras de servicios públicos.

4.3.2 Evaluación Balance Social 

Hallazgo No. 8

De la convalidación de la información reportada por el Departamento en el Balance Social, se evidenciaron inconsistencias que fueron comunicadas a la administración en los siguientes términos:

Deficiencias en el manejo de la información que reporta la entidad en los formatos del Balance Social. Confrontados los datos reportados en los formatos con la información presentada en la cuenta 2003, se detectaron inconsistencias, incumpliendo con los Literales d) y e) del Articulo 2 “Objetivos del Sistema de Control Interno”, de la Ley 87 de 1993; Literal e) y g) del Articulo 3 “Prioridad del gasto público social y participación”, de la Ley 152 de 1994; Artículo 9 de la Resolución 052 de 2001 y Artículo 12 de la Resolución 024 de 2003.

Lo anterior denota el desconocimiento de la importancia del instrumento a través del cual la entidad debe presentar los resultados sociales de su gestión de manera integral. Así mismo, la falta de controles efectivos que garanticen la calidad de la información reportada por las dependencias en los formatos destinados para suministrar los datos correspondientes al Balance Social.

Situación que no permite dar a conocer a los destinatarios del Balance Social (Concejo, comunidad, órganos de control, entre otros) los logros alcanzados por el Departamento para el mejoramiento continuo de la calidad de vida de los habitantes del Distrito Capital. Inconsistencias detectadas: 

GESTIÓN SOCIAL DEL PROBLEMA IDENTIFICADO (Anexo 17.2)

1. Numeral 3. Metas Físicas ó Poblacionales, no se ajusta a lo consignado en el  Plan de Acción 

Subdirección de Planeamiento Urbano: Proyecto 7212

Gerencia Taller de Espacio Publico: Proyecto 7015

Subdirección Gestión Urbanística: Proyecto 7023, Proyecto 4132, Proyecto7208, Proyecto7020

Subdirección de Desarrollo Social: Proyecto7021, Proyecto 7191

Subdirección Económica de Competitividad e Innovación: Proyecto 6020,  parcialmente

2. Numeral 4. Inversión Vigencia, no se ajusta a la información presupuestal

Subdirección de Programación y Seguimiento de la Inversión Publica: Proyecto 7190

Subdirección de Planeamiento Urbano: Proyecto 7212

Gerencia Taller de Espacio Público: Proyecto 7015

Subdirección de Gestión Urbanística: Proyecto 7023, Proyecto 4132, Proyecto 7208, Proyecto 7020

Subdirección de Desarrollo Social: Proyecto 7021, Proyecto 7191 

Subdirección Económica de Competitividad e Innovación: Proyecto 6020, parcialmente, Proyecto 7024, Proyecto 7358

RESULTADOS DE COBERTURA, POBLACIÓN POR TIPO DE SERVICIO, POBLACIÓN POR CRITERIO.

No se diligenciaron formatos: 

Subdirección de Gestión Urbanística: Proyecto 7023, Proyecto 4132, Proyecto 7208, Proyecto 7020, Anexos 17.3.1,2 y 3.

Subdirección de Desarrollo Social: Proyecto 7021, Anexos 17.3.1,2 y 3

Subdirección Económica de Competitividad e Innovación: Proyecto 171, Anexos 17.3.1 no identifica las variables solicitadas y el Anexo 17.3.2 la población beneficiada para las dos vigencias. Proyecto 6020, Anexos 17.3.1 y 2 no identifica la población a atender y población atendida, variables indispensables para conocer los resultados de los indicadores. Además, no identifica la población beneficiada. Proyecto 7024, Anexos 17.3.1 no identifica las variables solicitadas y el Anexo 17.3.2 la población beneficiada para las dos vigencias. Proyecto 7358 Anexos 17.3.1 no identifica las variables solicitadas y el Anexo 17.3.2 la población beneficiada para las dos vigencias.

Subdirección de Programación y Seguimiento de la Inversión Publica: Proyecto 7190, Anexos 17.3.1,2 y 3

Subdirección de Planeamiento Urbano: Proyecto 7212, Anexos 17.3.1,2 y 3

Gerencia Taller de Espacio Publico: Proyecto 7015, Anexo 17.3.2 no fue diligenciado y el Anexo 17.3.3 se diligencio parcialmente

INDICADORES DE INVERSIÓN, ANEXO 17.4.

Subdirección de Programación y Seguimiento de la Inversión Pública: Proyecto 7190, no se diligencio el indicador de inversión percápita.

Subdirección de Planeamiento Urbano: Proyecto 7212, no se diligencio el Anexo.

Gerencia Taller De Espacio Publico: Proyecto 7015, indicador de ejecución de la inversión inconsistente. Además no se diligenciaron los indicadores de inversión percápita y participación de la inversión por problema social.

 Subdirección de gestión urbanística: Proyectos 7023, 4132, 7208, 7020, no se diligenciaron por proyecto.

Subdirección de Desarrollo Social: Proyectos 7021 y 7191, los cifras reportadas no se ajustan a lo reportado por la entidad.

Subdirección Económica de Competitividad e Innovación: Proyecto 6020, no se registra la vigencia anterior, Proyectos 7024 y 7358, parcialmente, Proyecto 171, no se diligencio.

INDICADORES DE CALIDAD, ANEXO 17.5.

Subdirección de Programación y Seguimiento de la Inversión Publica: Proyecto 7190, no se diligencio.

Subdirección de Planeamiento Urbano: Proyecto 7212, no se diligencio.

Gerencia Taller de Espacio Publico: Proyecto 7015, no se diligencio, indicador de continuidad, oportunidad y otros indicadores.

Subdirección de Gestión Urbanística: Proyectos 7023, 4132, 7208, 7020, no se diligencio por proyecto.

Subdirección de Desarrollo Social: Proyecto 7021, no se diligencio, Proyecto 7191, no se diligencio indicador de continuidad. 

Subdirección Económica de Competitividad e Innovación: Proyectos 6020 y 7358 no se diligenciaron los indicadores de disponibilidad, continuidad y oportunidad, Proyecto 7024, no identifica claramente el indicador de disponibilidad y no diligencia los indicadores de continuidad y oportunidad, Proyecto 171, no se diligenciaron indicadores de disponibilidad, continuidad y oportunidad. 

EVALUACIÓN DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA, ANEXO 17.6.

Subdirección de Programación y Seguimiento de la Inversión Pública: Proyecto 7190, no se diligencio.

Subdirección de Desarrollo Social: Proyecto 7021, no se diligencio.

Subdirección Económica de Competitividad e Innovación: Proyecto 6020, no se diligencio. Proyecto 7024, no se diligencio el Área de Ejecución, parcialmente el Área de Control. Proyecto 7358, no se diligencio el Área de Ejecución y Control. Proyecto 171, no se diligencio Área de Control, el Área de Ejecución se diligencio parcialmente.

Primera respuesta de la Administración: “...SUBDIRECCION DE PLANEAMIENTO URBANO
3. Las tres (3) metas que se consignaron como ejecutadas en el anexo 17.2, fueron las iguientes:

· Apoyar 8 Maestros de Equipamientos, con porcentaje de ejecución del    187.5%.

· Apoyar 6 planes Temáticos de regularización (Salud, Colegios, Universidades, Cementerios y 2 de servicios urbanos básicos), con porcentaje de ejecución del 2.100%.

· Incorporar 100 por ciento del avance de la reglamentación anual del POT en el SINU, con porcentaje de ejecución del 100%.
GERENCIA TALLER DE ESPACIO PUBLICO

Con respecto a la observación sobre el no ajuste de las metas físicas expresadas en el Formato 17.2, con el  Plan de Acción, se deduce que se presentan diferencias, por cuanto  se cometió un error de interpretación en la presentación de la información en el Formato No. 17.2, ya que se pretendía expresar los resultados de las metas programadas y las ejecutadas en relación a cantidades de unidades o estudios realizados, mientras en el cuadro del Plan de Acción, se  presentaron los datos con relación de  porcentajes.

SUBDIRECCION DE GESTION URBANISTICA

Las metas totales del proyecto 7023 son 13, de éstas se programaron 5 para la vigencia 2003, las cuales coinciden con lo reportado en el formato 17.2 (5 metas).

Las metas totales del proyecto 4132 son 7, de éstas se programaron 4 para la vigencia 2003, las cuales coinciden con lo reportado en el formato 17.2 (4 metas).

Las metas totales del proyecto 7020 son 5, de éstas se programaron 3 para la vigencia 2003, las cuales coinciden con lo reportado en el formato 17.2 (3 metas).

Las metas totales del proyecto 7208 son 8, de éstas se programaron 3 para la vigencia 2003, las cuales coinciden con lo reportado en el formato 17.2 (3 metas).

SUBDIRECCION DE DESARROLLO SOCIAL 

Proyecto 7021: Identificación, análisis y caracterización de la situación social de Bogotá D.C.

En el Plan de Acción se presentan ocho (8) metas en tanto que en el Balance Social aparecen siete (7). Evidentemente faltó incluir una meta, relacionada con el convenio 030/03 con la Universidad Nacional. Las siete metas restantes coinciden en los dos documentos, aclarando que la redacción no es exactamente la misma en razón a que el Plan de Acción se formula desde el inicio del año con las grandes ideas a desarrollar y en el Balance Social aparece, para cada meta, la descripción definida en el proceso de contratación que se adelanta en el transcurso de la vigencia, etapa en la cual se realizan los estudios previos que permiten precisar con mayor exactitud los productos esperados. 

SUBDIRECCION ECONOMICA DE COMPETITIVIDAD E INNOVACION

Una vez revisados los documentos del Proyecto 6020, se encontró que el plan de acción reporta diez  (10) metas, y el informe de balance social solo presenta seis (6) metas, como se muestra en el cuadro incluido en el párrafo más abajo.  

2. Numeral 4. Inversión Vigencia, no se ajusta a la información presupuestal 

Subdirección de Programación y seguimiento de la inversión publica: El anexo respecto de este proyecto (7190) se diligenció con la información presupuestal que se tenía en ese momento. Al cierre del Sistema PREDIS la ejecución de giros correspondiente al Departamento ascendió a la suma de $4.617.323.404 y los compromisos ascendieron a un monto de $18.246.432.368

Subdirección de Planeamiento Urbano: En el Anexo 17.2 se relacionó la suma de $970’955.346 como presupuesto definitivo, y la suma de $836’349.446 como presupuesto ejecutado, las cuales son las mismas relacionadas en el Plan de Acción de la entidad.

Gerencia Taller de Espacio Publico: En el Anexo 17.2, se relaciono la suma de $ 300.000.000 como presupuesto definitivo y  había que relacionar era la suma de $299.416.800 correspondiente al presupuesto programado para al vigencia 2003 en el Plan de Acción, el cual, además correspondía al 99.81% del presupuesto.

Subdirección de Gestión Urbanística: La información presentada en el anexo 17.2, numeral 4 – inversión vigencia” coincide con la información presupuestal asignada en el Plan de Acción – vigencia 2003 para cada uno de los proyectos con los siguientes valores:

Subdirección de Desarrollo Social: Proyecto 7021: El presupuesto asignado para este proyecto fue de $2.548 millones, de los cuales se reintegraron $104 millones en el cuarto trimestre del año, con lo cual el presupuesto definitivo quedó en $2476 millones, cifra que aparece en el informe del Balance Social. En el informe de ejecución presupuestal del Departamento se registra una cifra de $2.424.7 millones, cifra inferior en $52 millones que deben ser valores de IVA que en el Plan de Acción no se consideran, pero que al realizar la contratación se descuentan si el consultor o entidad no son responsables de pagar dicho impuesto.

Subdirección Económica de Competitividad e Innovación: La información suministrada por la Subdirección de Programación y Seguimiento de la Inversión Pública, según el documento del Plan de Acción y, la información suministrada por la Subdirección Administrativa y Financiera del DAPD, en la ejecución presupuestal de gastos de la entidad a diciembre 31 de 2003, sobre el monto del mismo proyecto, es: 

a. Proyecto No. 7024:

Presupuesto Definitivo a diciembre de 2003:  $936.635.200

Presupuesto Ejecutado a diciembre de 2003: $886.098.790

b. Proyecto No. 6020:

Presupuesto Definitivo a diciembre de 2003:  $1.696.000.000 

Presupuesto Ejecutado a diciembre de 2003: $1.649.015.286

Los montos corresponden a la misma cuantía tanto en el presupuesto definitivo como en el presupuesto ejecutado en los formatos, no encontrándose diferencia alguna.

Resultados de Cobertura, Población por Tipo de Servicio, Población por Criterio. No se diligenciaron formatos:

Subdirección de Gestión Urbanística

Los formatos 17.4 y 17.5, se diligenciaron consolidando la información total de los proyectos a cargo de la Subdirección de Gestión Urbanística con el fin de ofrecer una información agregada que permitiera medir la gestión global de los proyectos en conjunto, ya que el formato para su construcción no aclara la necesidad de desglosar por proyectos de inversión. Esta información concuerda con el informe de gestión de la vigencia 2003. 

Subdirección de Desarrollo Social 

Proyecto 7021:  

Dado el objetivo general que tiene definido el proyecto “Mantener actualizada la información, el diagnóstico y el análisis de la situación social de Bogotá….”, no es fácil determinar la población específica que demanda el servicio, la población que se propuso atender y la población atendida en forma real, como se solicita en el formato 17.1 del Balance Social... 

En consecuencia, para los formatos17. 2 y 17.3 que solicitan desagregar la población atendida por tipo de servicio, y por estrato socio económico y localidad, tampoco se dispone de información confiable.

Subdirección Económica de Competitividad e Innovación: El Proyecto 171, anexos 17.3.1 y 17.3.2 no identifica la población a atender y población atendida, variables indispensables para conocer los resultados de los indicadores.  Además no identifica población beneficiada.

Anexo 17.3.1 se encuentran diligenciados, de la siguiente manera:

La población demandada, la población por atender y la población atendida: Se definió como “Toda la población Ditrital y de Cundinamarca”.  

La población proyectada del Distrito para el año de 2003 era de 6.785.302 habitantes y, la población de Cundinamarca 2.340.894 habitantes.  

Anexo 17.3.2. La ejecución del proyecto se realizó en tres fases, en el formato se describe cada una de ellas y el monto invertido.

El Proyecto 6020, anexos 17.3.1 y 17.3.2 no identifica la población a atender y población atendida, variables indispensables para conocer los resultados de los indicadores.  Además, no identifica población beneficiada.

Los datos  del formato 17.3.1 se encuentran debidamente registrados así:

· Población que demanda el servicio (Vigencia actual): Toda la población del Distrito Capital. La población proyectada del Distrito para este año fue de 6.785.302
· Población a atender (Vigencia actual): No se programó Este dato se sustenta en el hecho de que el proyecto de estratificación y monitoreo tiene como población objetivo a: 1. Todos los habitantes de las viviendas ubicadas en el área urbana y en las viviendas dispersas del área rural; 2. Entidades públicas del orden nacional y distrital (en especial el IGAC, el DANE, el Departamento Nacional de Planeación, el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, la Secretaría de Hacienda, el Instituto de Desarrollo Urbano, el Departamento Administrativo de Catastro Distrital, y las CURADURIAS URBANAS); 3. Empresas de servicios públicos domiciliarios con cobertura sobre el Distrito Capital (ETB, EAAB, CODENSA, GAS NATURAL, ECSA, EPM, CAPITEL).

Por lo anterior, toda persona o  grupo de personas, es decir toda la población de Bogotá,  puede solicitar la revisión del estrato por lo cual no es posible programar un número preciso de solicitantes o población a atender.

· Población atendida (Vigencia actual): El número de certificaciones emitidas en ventanilla de estratificación fue de 45.795 y las solicitudes de revisión de estrato atendidas en primera y segunda instancia fueron 559, que fueron individuales o colectivas (para 1 manzana o un grupo de manzanas).

Los datos del formato 17.3.2 se encuentran debidamente registrados así:

· Servicio A - solicitudes de estrato y revisión de estrato (Vigencia actual):  45.795

· Servicio B - Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios: 

EAAB:
1.392.228
ETB:  
1.989.106
DACD: 
1.794.664

· Los Proyectos 7024 y 7358, anexos 17.3.1 y 17.3.2 no identifica la población a atender y población atendida, variables indispensables para conocer los resultados de los indicadores.  Además no identifica población beneficiada.

Anexo 17.3.1 se encuentra diligenciado de la siguiente manera:

La población demandada, la población por atender y la población atendida: Se definió como “Toda la población Distrital”.  

La población proyectada del Distrito para el año de 2003 está proyectada en 6.785.302 habitantes.  

Anexo 17.3.2.  La ejecución del proyecto se ejecutó y se registró por tipos de servicios y el monto o cuantía invertido en cada uno de ellos. 

SUBDIRECCION DE PROGRAMACION Y SEGUIMIENTO DE LA INVERSION PUBLICA

El objetivo del proyecto 7190 es proporcionar un sistema de información estandarizada y parametrizada acerca del seguimiento a los proyectos de inversión asumidos por las entidades distritales frente al Plan de Desarrollo Distrital.  

SUBDIRECCION DE PLANEAMIENTO URBANO

El proyecto 7212, está dirigido a beneficiar la totalidad del área urbana de la ciudad de Bogotá, por lo tanto aclara lo siguiente:

· En el Anexo 17.3.1 se pretende mostrar los resultados de cobertura general del servicio, con variables de población.  En la medida que la reglamentación del área urbana beneficia a la totalidad de la población residente, no se consideró necesario diligenciar la correspondiente ficha.

· El anexo 17.3.2 tiene por objetivo medir la población por tipo de servicio. Como ya se expuso el punto anterior, el proyecto va dirigido a la totalidad de la población, por lo tanto no se consideró necesario desglosarlo por tipo de servicio. 

· El anexo 17.3.3 pretende mostrar la población beneficiada por ubicación, estratos, edades, sexo u otros. Sobre este punto, también consideramos que por ser un proyecto que tiene por objeto toda el área metropolitana, y por lo tanto toda la población, no es pertinente identificar la población beneficiada por estratos, edad, sexo, etc.

GERENCIA TALLER DE ESPACIO PUBLICO

El anexo 17.3.2 no fue diligenciado, por cuanto no aplica para las metas de la Gerencia del Taller de Espacio Público, ya que la población objetivo es toda la de la ciudad.

De la misma  forma, el anexo 17.3.3 se diligenció parcialmente, por cuanto  no aplica  el  cuadro de población por criterio, ya que  la población atendida corresponde al total de la población del Distrito Capital, 6.793.031 habitantes. Como se evidencia en la nota  intermedia y en la  del asterisco final del formato.
Indicadores de Inversión, Anexo 17.4

SUBDIRECCION DE PROGRAMACION Y SEGUIMIENTO DE LA INVERSION PUBLICA 

Dado que el proyecto 7190 apunta a la atención de las entidades distritales y no a una población específica que se beneficie con la inversión, no es posible diligenciar este formato.

SUBDIRECCION DE PLANEAMIENTO URBANO

Por ser este un formato encaminado a mostrar la participación de la inversión por problema social y teniendo en cuenta que el objetivo del proyecto tiene como beneficiarios a la totalidad de la población residente en la ciudad de Bogotá, no se consideró necesario diligenciar dicho formato.  

GERENCIA TALLER DE ESPACIO PUBLICO

El indicador  no aplica por cuanto la inversión se ejecutó en procesos de planeación urbana en materia de espacio público, de tal forma que los beneficios se obtendrán en los  procesos de ejecución de obras civiles de espacio público con la aplicación de la norma desarrollada.

SUBDIRECCION DE GESTION URBANISTICA

· Proyecto 7023. Anexos 17.3.1,2 y 3

· Proyecto 4132. Anexos 17.3.1,2 y 3

· Proyecto 7208. Anexos 17.3.1,2 y 3

· Proyecto 7020. Anexos 17.3.1,2 y 3

Los formatos 17.3.1 – Resultado de cobertura, 17.3.2 – Población por tipo de servicio y 17.3.3 – Población por criterio, no son aplicables a los productos de los proyectos 7023, 4132, 7208 y 7020 porque los indicadores son de carácter comparativo frente a la vigencia anterior y los productos finales de los diferentes proyectos se resumen en consultorías, estudios, reglamentaciones, etc., que no se constituyen en un servicio cíclico sino en un único producto; por lo tanto no hay parámetros de comparación, no existen vigencias anteriores con las que se pueda medir la variación. Por ejemplo la reglamentación de una UPZ que se expide no se vuelve a reglamentar año a año.

SUBDIRECCION DE DESARROLLO SOCIAL 

Proyecto 7021 y 7191:  

Efectivamente las cifras reportadas en el balance social no coinciden con la ejecución presupuestal. Estas discrepancias, en algunos casos, obedecen al tiempo transcurrido entre la autorización de pago y el giro efectivo por parte del Departamento.

Para el proyecto 7021, se incurrió en el error de reproducir para el 2003 el indicador correspondiente al año 2002

Se adjunta formato del anexo 17.4 con los indicadores de inversión recalculados. (Anexo No.5)

SUBDIRECCION ECONOMICA, DE COMPETITIVIDAD E INNOVACION

· El Proyecto 171 en el Anexo 17.4, se diligenció el indicador de inversión, en cuanto a la ejecución en la vigencia actual.

Los datos del anexo 17.4 en el proyecto No. 7024 se registró información en la columna de ejecución de la inversión en la vigencia actual y anterior.

· En el Proyecto 7358 el anexo se diligenció para indicadores de ejecución de la inversión para la vigencia anterior y para inversión per-cápita por localidad.

El Proyecto 6020 Los datos del formato 17.4 se encuentran registrados para la columna de vigencia actual y en la columna vigencia anterior, por error no fueron registrados... 

Indicadores de Calidad, Anexo 17.5

SUBDIRECCION DE PROGRAMACION Y SEGUIMIENTO DE LA INVERSION PUBLICA 

Dado que el proyecto 7190 apunta a la atención de las entidades distritales y no a una población específica que se beneficie con la inversión, no es posible diligenciar este formato.

SUBDIRECCION DE PLANEAMIENTO URBANO

Este formato es de difícil diligenciamiento para el tema de proyectos urbanos, debido a que para definir indicadores de calidad, se hace necesario realizar algún tipo de encuesta entre la población residente y de esta forma poder medir el impacto generado.

GERENCIA TALLER DE ESPACIO PUBLICO En el momento en que se diligenciaron los formatos de indicadores no estaban construidos los indicadores aplicables a las metas de esta Gerencia. Por lo tanto, en la actualidad se están desarrollando unos indicadores que se relacionen de manera directa con las metas establecidas  para cada proyecto. Para  el caso del indicador de Continuidad, el  índice debe enfocarse al seguimiento del cumplimiento de las metas y las tareas y en el caso del indicador  de Oportunidad a relacionar el No. de solicitudes radicadas y el No. de solicitudes atendidas en un periodo de un mes, teniendo en cuenta identificar las variables por tipo de meta. Respecto a otros indicadores, no se identifican otros procesos que requieran definir indicadores. 
SUBDIRECCION DE GESTION URBANISTICA

Los formatos 17.4 y 17.5 se diligenciaron consolidando la información total de los proyectos a cargo de la Subdirección de Gestión Urbanística con el fin de ofrecer una información agregada que permitiera medir la gestión global de los proyectos en conjunto, ya que el formato para su construcción no aclara la necesidad de desglosar por proyectos de inversión. La información concuerda con el informe de gestión de la vigencia 2003. 

SUBDIRECCION DE DESARROLLO SOCIAL 

Proyecto 7021: De acuerdo al tipo de proyecto no aplican el cálculo de estos indicadores. 

Proyecto 7191: No diligenció indicador de continuidad.

El Departamento atiende en forma continua y de acuerdo con los requerimientos de la ciudadanía, lo relacionado con el SISBEN.  Dado que la cantidad de usuarios que demandan la atención no es posible definirla  ni programarla,  no es posible calcular un indicador de continuidad. 

SUBDIRECCION ECONOMICA DE COMPETITIVIDAD E INNOVACION

a.  En los Proyectos 171 y 7358, se registraron los indicadores de calidad en el ítem d. como otros indicadores, por cuanto son integrales y se desarrollan durante el proceso.

b. Mientras que al Proyecto 7024 presenta indicadores de disponibilidad y otros indicadores.  El equipo de trabajo consideró que a estos indicadores apuntaba la información seleccionada.

c. Proyecto 6020 no se diligenciaron los indicadores de disponibilidad, continuidad y oportunidad. Estos indicadores se reportan en el numeral d del formato 17.5, como otros indicadores, en razón a que estos constituyen los Indicadores de Gestión para el proyecto de Estratificación y Monitoreo. 

Evaluación de Participación Ciudadana, Anexo 17.6

SUBDIRECCION DE PROGRAMACION Y SEGUIMIENTO DE LA INVERSION PUBLICA

Dado que el proyecto 7190 apunta a la atención de las entidades distritales y no a una población específica que se beneficie con la inversión, no es posible diligenciar este formato.

SUBDIRECCION DE DESARROLLO SOCIAL 

Proyecto 7021:  

El formato se orienta a la identificación de las formas de participación ciudadana en la solución del problema definido, las propuestas presentadas por la comunidad tanto a nivel de la planeación como de la ejecución de actividades y control de la ejecución de los proyectos, lo cual no se aplica a la programación de la inversión del proyecto que para el año 2003 se orientó a recopilar, construir y proyectar información a nivel de datos, estadísticas, índices e indicadores a través de herramientas de recolección de información de campo, procesamiento de fuentes primarias, realización de estudios e investigaciones, instrumentos en los cuales no era posible una participación ciudadana directa en los aspectos que demanda el formato mencionado.
SUBDIRECCION ECONOMICA, DE COMPETITIVIDAD E INNOVACION

a. Proyecto 171.  En la formulación y ejecución del Proyecto se desarrollaron actividades en donde hubo participación activa y propositiva de las comunidades, a saber: divulgación, difusión, capacitación, talleres, encuentros, entre otros.  El proyecto involucra poblaciones tanto del Distrito Capital como de otros municipios del Departamento de Cundinamarca.

b. El Proyecto No. 7024 en su ejecución desarrolló actividades en donde se involucró a las comunidades.  Entre ellas se pueden citar: mesas de trabajo del Consejo Regional de Competitividad, reuniones, foros, talleres y capacitación, en temas, tales como: Desarrollo Regional, Ciudad – Región, negociación y divulgación local del ALCA, Seguridad Alimentaria, Ciencia y Tecnología, Información y participación local, coordinación con entidades del Distrito Capital y del Departamento de Cundinamarca.
c. El Proyecto No. 7358 en su desarrollo realizó actividades en donde involucró comunidades, estas son: reuniones, encuentros ciudadanos, Consejo Territorial de Planeación, página web DAPD, territorialización de la inversión, solicitudes de la comunidad, debates académicos, seminarios, cabildos, entre otros.
d. Proyecto 6020 no se diligenció.  Este formato no se diligenció por que no aplica, teniendo en cuenta que la estratificación de la ciudad se desarrolla mediante una metodología establecida por el Gobierno Nacional, la cual no consulta a los usuarios...”.

La segunda respuesta de la administración hace referencia al “ PROYECTO 6020”.

Valoradas las respuestas dadas por la administración, se mantiene la observación por cuanto se presentan deficiencias en el suministro de la información, por lo tanto la entidad deberá en el Plan de Mejoramiento que suscriba, establecer acciones que conlleven a formular para la vigencia de 2004 un Balance Social con el lleno de los requisitos exigidos por la Contraloría. 

Lo anterior por cuanto la información reportada en la respuesta a la observación y la diligenciada en los formatos, no satisface lo requerido por este ente de control, por cuanto no permite:

· Efectuar un análisis comparativo entre la vigencia 2003 frente a la vigencia de 2002, información que permite establecer en que medida la inversión realizada en la vigencia evaluada, contribuyó con el mejoramiento de la calidad de vida o del servicio prestado. Lo anterior por cuanto en el diligenciamiento de algunos formatos no se consignan los datos solicitados para la vigencia de 2002.

· Analizar los recursos invertidos en la solución del problema social, por falta de identificación de variables en la información financiera (giros, reservas) e identificación de algunos indicadores de inversión, por carencia de datos de población beneficiada. 

· Analizar el cumplimiento de objetivos y metas para la solución de la problemática social, por no cumplir en algunos formatos con el diligenciamiento de variables como programada, alcanzada y porcentaje de ejecución y problemática social atendida en términos de cobertura y calidad.

· Establecer si en la formulación y ejecución de los proyectos identificados la comunidad ha sido convocada e informada.

4.4
EVALUACION A LA CONTRATACION

La contratación evaluada correspondió a la totalidad de la celebrada con los recursos asignados a los Proyectos de Inversión seleccionados y una muestra de los contratos superiores a $10.0 millones suscritos con recursos de funcionamiento, identificándose los siguientes hallazgos:

Hallazgo  No. 9   

Se observó en el contenido de las carpetas de los contratos números 06, 047, 050, 097, 070 y 101 de 2003, no se encuentran los respectivos términos de referencia o pliego de condiciones; por tanto, la entidad no efectuó la publicación de sus proyectos y del texto definitivo de estos términos de referencia, con el fin de tener la oportunidad de corregir errores en su formulación, y perfeccionamiento contractual para minimizar los factores de riesgo.

Se incumple con lo establecido en los artículos 24 numeral 5, 25 numerales 1, 12 de la Ley 80/93; artículo 1, 2, 10, 11 y 26 del Decreto 2170/02; numeral 8 del capitulo II de la Resolución 281/02 del DAPD. También transgrede con el literal a) y g) del artículo 2 de la Ley 87/93; Directiva 008/01del Alcalde Mayor – Sistema  de Integridad y el numeral 1º de la Directiva Presidencial No. 12/02.

Lo anterior es ocasionado por debilidades en la planeación, programación, organización,  verificación y evaluación, en atención a los principios que deben caracterizar la administración pública; debido a la falta de mecanismos de control para prever errores y deficiencias  en la conformación y elaboración de los términos de referencia.

En consecuencia, no existen ofrecimientos precisos, claros, concretos, bien dimensionados para prevenir futuras reclamaciones, situación que conlleva a una inadecuada administración ante posibles riesgos susceptibles de ser corregidos para garantizar la transparencia y objetividad en su desarrollo contractual.

Primera respuesta de la Administración: “Contrato No 047/03, el contrato se celebró con la firma E BUSINESS DISTRIBUTION COLOMBIA S.A, por cuanto es distribuidor exclusivo de ALCALTEL 4300SM/M/L y AMANDA 5200 y es el único autorizado para dar soporte a estos equipos en el territorio colombiano. Por tal motivo, aplica lo establecido en el artículo 17 del Decreto 2170 de 2002. Adicionalmente, el Formato 1 y el contrato establecen con claridad las condiciones de ejecución y ampara los riesgos con la garantía única. 

Contrato No 050/03 ,es un contrato de renovación de licencias y soporte técnico, que se  realiza con la firma ORACLE con fundamento en lo dispuesto en el artículo 17 del Decreto 2170 de 2002, toda vez que el contratista es la única empresa autorizada por ORACLE CORPORATION, para la distribución de todos los productos y servicios ORACLE, con lo cual no debe existir pluralidad de oferentes. En razón de lo expuesto no se requieren términos de referencia con las condiciones propias de procesos de selección; el formato uno con anterioridad define las especificaciones y condiciones de ejecución  y el mismo contrato establece los lineamientos para el desarrollo del objeto contractual, lo que permite prever los riesgos. La garantía única asegura a la entidad contra el posible incumplimiento  y contra los problemas de calidad y servicio de los bienes suministrados.

Contrato No 097/03,  al igual que el contrato anterior, se suscribe en virtud del artículo 17 del  Decreto 2170 de 2002, por lo cual no es necesaria la realización de términos de referencia en las condiciones previstas para los procesos de selección, por cuanto el  contratista es el único que se encuentra autorizado para impartir esta capacitación, por las razones ya expuestas... 

Contrato No 06/03, se trata de un contrato interadministrativo que se suscribe con CANAL CAPITAL,... Así las cosas, no es necesaria la elaboración de términos de referencia en las condiciones previstas y propias de los procesos selectivos, ni se requiere la publicación de los mismos. El Formato uno, la propuesta presentada y el contrato mismo, establecen las condiciones y términos de la ejecución, por lo cual se cuenta con la claridad suficiente para prever riesgos y futuras reclamaciones.
Contrato No 070/03, es necesario aclarar que se trata de un contrato celebrado de conformidad con lo dispuesto por el inciso 1º del artículo 13 del Decreto 2170 de 2002, por lo cual y de conformidad con el mismo no es necesario que se obtengan previamente varias ofertas...

...No obstante lo expuesto, el Formato No 01 del 22 de septiembre de 2003 – Autorización para contratar bienes o servicios – especificaciones técnicas- determina o referencia con claridad los términos del contrato a celebrar, producto del análisis de las necesidades de la entidad y con base en los estudios de oportunidad y mercado, por lo cual se desvirtúa que no existen lineamientos claros y dimensionados y que no pueden preverse futuras reclamaciones. Cabe señalar además que el contrato proporciona por si mismo las condiciones de ejecución y que como es lógico cubre los riesgos que pueden presentarse. 

Contrato No 101/03, este contrato se suscribe con la firma  PROSIS-PROCALCULO,... es indispensable que la contratación para el desarrollo de nuevas funcionalidades del mismo fueran contratadas con la misma firma, para garantizar el correcto desempeño y la uniformidad del sistema...

 CONCLUSION: de acuerdo con todo lo expuesto, se da explicación al presunto incumplimiento de los artículos 24 numeral 5º, 25 numerales 1 y 12 de la Ley 80 de 1993 ,  1,2 11 y 26 del Decreto 2170 de 2002, Directivas mencionadas y Manual de Contratación. Los contratos señalados no se suscriben como resultado de un proceso de selección entendido como la competencia entre diferentes propuestas para adjudicar aquella que se ajuste a los términos de referencia y resulte la mas favorable, sino que son el resultado de la idoneidad y experiencia (calidad del contratista) y de la falta de pluralidad de oferentes, por lo cual no es necesaria la publicación de pliegos de condiciones o términos de referencia. La ley de Contratación Estatal y sus Decretos Reglamentarios, son claros al establecer las excepciones propias de los procesos selectivos y definen los procedimientos particulares que deben adelantarse, los cuales no pueden confundirse con los procedimientos generales en los cuales los principios de publicidad y  libre concurrencia son la estructura y el pilar fundamental”. 
Valoración de la primera respuesta: este ente de control no comparte la justificación de la Administración, en razón de que el articulo 17 del Decreto 2170/02, establece que se podrá contratar directamente, sin necesidad de procedimiento alguno; el cual quiere decir, que se podrá contratar directamente con la persona natural o jurídica que este en capacidad de ejecutar el contrato que haya demostrado la idoneidad y la experiencia directamente relacionada con el área que se trate, sin que sea necesario que haya obtenido previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto deberá dejar constancia escrita, en concordancia con el parágrafo del artículo 3º del Decreto No. 855 de 1994.

Además, en el numeral 5 del artículo 24, no establece ninguna excepción para la elaboración de los pliegos de condiciones o términos de referencia; situación que se confirma en el numeral 12 del artículo 25 de la Ley 80/93, que dice” con la debida antelación a la apertura del procedimiento de selección de la firma del contrato, según el caso, deberán elaborarse los estudios, diseños y proyectos requeridos, y los pliegos de condiciones o términos de referencia”.  Por tanto, no sólo se necesitan exclusivamente para los procesos de selección.

 Lo antes mencionado se complementa con lo establecido en el Decreto 2170/02, que contiene medidas para combatir la corrupción, consagrando en su articulo 21 “...siempre que las entidades estatales dispongan de una página web, con adecuada capacidad, deberán publicar la siguiente información, en relación con los procesos de contratación y de acuerdo con los plazos de permanencia que cada caso se disponen: 

1. Los proyectos de pliegos de condiciones  o términos de referencia en los procesos de licitación, concurso público o contratación directa, durante el término previsto en el articulo 1º del presente decreto”. (5 días calendarios, contratación directa).

Parágrafo 1º  “sin perjuicio de lo previsto en los parágrafos 1º y 2º de los artículos 1º y 2º del presente decreto, se exceptúan de lo previsto en este artículo los procesos de contratación directa a que se refieren los literales b), i) y m) del numeral 1º del articulo 24 de la Ley 80 de 1993, así como los señalados en el parágrafo 1º del artículo 32 de la misma ley”.

Por consiguiente, las únicas excepciones que no requieren publicación en la página web, de acuerdo al parágrafo anterior son los siguientes:

- Contratación directa de los procesos cuyo valor sea igual o inferior al 10% de la menor cuantía.

- Empréstitos. 

- Bienes y servicios que se requieran para la defensa  y seguridad nacional.

- Los actos y contratos que tengan por objeto las actividades comerciales e industriales propias de las empresas industriales y comerciales estatales y de las sociedades de economía mixta, con excepción de los contratos que a titulo enunciativo  identifica el artículo 32 de la Ley 80/93.

Adicionalmente, contraviene el Manual de Contratación del DAPD Resolución 281/02, numeral 10.4.1 “Requisitos de los contratos celebrados sin solicitud de varias ofertas”. También se incumple con los deberes y prohibiciones de los servidores públicos, señalados en la Ley 734 de 2002. 

De otra parte, en la Directiva No. 008 de 2001 expedida por el Alcalde Mayor,  también hace mención sobre la publicidad de los procedimientos y trámites – “Divulgar y hacer públicas vía Internet, los procedimientos y trámites institucionales  relacionados con el proceso de contratación de manera que los interesados o proponentes puedan conocer la evaluación de ofertas y de los resultados de calificación de las mismas, y en general las reglas de participación,  adjudicación y ejecución en cada una de las entidades”.

Además, “las entidades distritales deberán propiciar altos niveles de visibilidad de la inversión que el Distrito hace de sus recursos a través de la contratación. Para ello se publicará vía Internet de manera permanente la  información relacionada con la actividad contractual, desde su concepción hasta su liquidación para permitir el control y seguimiento por parte delos habitantes de la ciudad.

Deberán también diseñar e implementar un sistema de información único que permita agilizar y registrar la documentación de las distintas etapas y actuaciones del proceso contractual desde su planeación, selección, ejecución, evaluación, y liquidación de la contratación, de tal manera que facilite la toma de decisiones, la rendición de cuentas y el ejercicio del control social”.

Es obligación de las entidades distritales informar a la ciudadanía de manera oportuna veraz y confiable, sobre la gestión pública realizada y la utilización de los recursos públicos.

Así mismo, la Directiva Presidencial No. 12 de 2002, también establece “que se requiere dar mayor publicidad a los procesos de contratación y en concreto, abrir a la participación del público su desarrollo desde la etapa de estructuración, razón por la cual, las entidades publicarán el contenido de los proyectos de pliego de condiciones o términos de referencia...”

De acuerdo a lo plasmado, se entiende que se debe dar aplicación a la publicidad desde el proyecto de pliego de condiciones o términos de referencia, pues su finalidad es la de hacer visible al público en general las actuaciones y efectividad de la gestión.

En lo referente al formato 01 – Autorización para contratar bienes o servicios, este documento corresponde al primer paso que debe adelantar la entidad en el proceso de contratación, siendo este un prerrequisito para obtener la disponibilidad presupuestal y un modelo que sirve de guía para la elaboración de los términos de referencia o pliego de condiciones, de forma que se puedan recibir ofrecimientos claros y completos,  por tanto, estos no se pueden configurar como el equivalente a los términos de referencia que constituyen ley del Contrato, por tanto su claridad y objetividad son pilares del principio de transparencia. 

Por lo anteriormente expuesto, se configura un hallazgo de tipo administrativo con alcance disciplinario.  

Segunda respuesta de la administración: “En primera instancia y con el objeto de contextualizar el tema a tratar, es necesario aclarar que el artículo 17 del Decreto 2170 de 2002, no hace referencia a la contratación por las calidades de la persona, ni por la experiencia de la misma, ni por el conocimiento en el área a tratar...  En este orden de ideas, los contratos: 047/03 - E BUSSINESS DISTRIBUCION COLOMBIA S.A ; 050/03 – ORACLE; 097/03 – ORACLE; 101/03 – PROSIS PROCALCULO. Se celebraron directamente, en virtud de lo dispuesto en el literal j del artículo 24 de la Ley 80 de 1993 y del numeral 2º del artículo 17 del Decreto 2170 de 2002, toda vez que los contratistas eran los distribuidores autorizados y exclusivos de sus productos, por lo cual su contratación era obligatoria para el cumplimiento de los fines del Estado. 

Vale la pena mencionar que el artículo estipula con suficiente claridad que debe contratarse directamente y sin necesidad de procedimiento alguno y esto es, obviamente, porque tratándose de las únicas personas autorizadas para suministrar los bienes y servicios no es procedente realizar la selección del ofrecimiento más favorable... 

Ahora bien, le asiste razón al ente de control cuando señala que no existe excepción para la elaboración de términos de referencia o pliegos de condiciones, entendidos éstos, como los condicionamientos, obligaciones y características propias del contrato a celebrar, de tal manera que se garantice la satisfacción de la necesidad generada; por lo cual, no entiende la entidad el sentido de la valoración dada, por cuanto cada uno de los expedientes  contienen uno a uno  los aspectos necesarios para la elaboración del contrato, tanto en los estudios previos como en el formato No 01 y por supuesto el fundamento que justifica la aplicación del artículo mencionado. 

Antes de abordar de manera específica  la publicidad de los términos de referencia o pliegos de condiciones, se hace indispensable tratar el tema de los contratos Nos. 06 de 2003 celebrado con CANAL CAPITAL y 070 de 2003 celebrado con el Ingeniero CESAR ENRIQUE AGUDELO. El primero, es un contrato interadministrativo, celebrado directamente en virtud de la excepción establecida en el artículo 24 de la Ley 80 de 1993 y además del análisis de la carpeta contentiva de los documentos del contrato, se puede establecer que se definieron claramente las condiciones y reglas propias del contrato a celebrar. El segundo es un contrato celebrado en virtud de lo establecido en el artículo 13 de la Ley 80 de 1993, el cual – este si – hace referencia a la idoneidad de la persona, a la experiencia de la misma y al conocimiento del tema específico, aspectos que se señalaron con claridad en los estudios de conveniencia y oportunidad y en el formato No 01. Es importante destacar que el formato uno se diligencia y tramita  en cumplimiento del manual de contratación interno; no por esto, la información allí consignada pierde su connotación jurídica, al contrario la ratifica y sí son términos de referencia, porque señalan las especificaciones técnicas y el marco general de tipo jurídico que debe tener cualquier proceso, de hecho es éste el que define, previo estudio jurídico, el tipo de procedimiento a seguir.    

El Decreto 2170 de 2002 (Recogiendo en parte la Directiva Presidencial No 12), introdujo la  obligatoriedad de la publicidad de los términos de referencia o pliegos de condiciones, con el propósito único y exclusivo de impulsar los principios de transparencia y libre concurrencia, en el sentido de permitir que todos aquellos interesados en la participación dentro de un proceso de selección, pueda conocer, controvertir, sugerir y hasta observar los documentos base y los requisitos generales de la futura contratación, para lo cual reglamentó de manera específica hasta las etapas procesales y el término que debe durar cada una de las publicaciones... 

Por lo expuesto, la entidad considera que los procedimientos adelantados, están perfectamente enmarcados dentro de la normatividad que rige la contratación del Estado, se cumplieron uno a uno los trámites del proceso contractual – que se reitera – se define con características propias para cada tipo de proceso”.
Valoración de la segunda respuesta: se confirma el hallazgo toda vez que la administración esta aceptando que no existe excepción para la elaboración de los términos de referencia. Igualmente, el formato No. 1 -Solicitud de autorización previa para  contratar bienes o servicios – no equivale a los términos de referencia según se observó en la contratación del DAPD, revisada por este ente de control y según el Departamento en el numeral 6 de la Resolución 281 de 2002, - Manual de Contratación del DAPD – consagra lo siguiente: ...”La solicitud debe suministrar información completa sobre los antecedentes, especificaciones y características técnicas, cantidades o descripciones necesarios para la elaboración de solicitud de ofertas, pliegos de condiciones, términos de referencia y la definición de las obligaciones que deberá cumplir el contratista”.

Adicionalmente, el mismo DAPD esta admitiendo que el formato  en cita no equivale a los términos de referencia, puesto que en la parte inferior del mismo se plasma una NOTA IMPORTANTE que a letra dice: “Este cuadro es un modelo que sirve de guía. Debe adecuarse al caso concreto, agregando toda la información necesaria y completa para la elaboración de los términos de referencia o pliego de condiciones...”. (El subrayado es nuestro). Así mismo, el Manual define que la “autorización de la contratación es el primer paso que debe adelantarse en el proceso de contratación en el DAPD”. 

Por tanto la justificación de la entidad no puede ser aceptada, ya que se incumplieron normas con relación a los términos de referencia y publicación de estos en la página web de la entidad por las siguientes razones: 

- El numeral 5 del artículo 24, no establece ninguna excepción para la elaboración de los términos de referencia; situación que se confirma en el numeral 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 y el Decreto 2170 de 2002 “CONTIENE MEDIDAS PARA COMBATIR LA CORRUPCIÓN”, que consagra en su artículo 21 parágrafo 1º lo que se debe publicar en los procesos de contratación y las excepciones al deber de publicar en página Web.    

Se debe publicar: los proyectos de pliegos de condiciones  o términos de referencia en los procesos de licitación, concurso público o contratación directa, durante el término previsto en el articulo 1º del presente decreto”. (inciso segundo - 5 días calendarios - contratación directa).

Por tanto las únicas excepciones al deber de publicar en página Web, consagradas en el Decreto en cita son: 

Decreto 2170 de 2002, artículos 1º y 2º  parágrafos 1 y 2: con excepción de los procesos cuyo valor sea igual o inferior al 10% de la menor cuantía y los procesos que tengan carácter reservado de conformidad con la ley.

La Ley 80 de 1993, artículo 24 numeral 1º literales b), i) y m): -Empréstito, -Bienes y Servicios que se requieran para la defensa y seguridad nacional y los actos y contratos que tengan por objeto directo las actividades comerciales e industriales propias de las empresas industriales y comerciales estatales y de las sociedades de economía mixta... igualmente, los señalados en el parágrafo 1º del artículo 32 de esta Ley.

Dado lo plasmado anteriormente se entiende que se debe dar aplicación a la publicidad de los proyectos de pliegos de condiciones y términos de referencia, pues el propósito (o finalidad) de la publicación es la de suministrar al público en general la información que le permita formular observaciones al contenido de estos documentos.

Con relación a las Directivas Nos. 08 de 2001 (Alcaldía Mayor) y 12 de 2002 (Presidencial), el Decreto 2170 de 2002 establece la forma de publicación de los proyectos de pliegos de condiciones o términos de referencia.       

Hallazgo No. 10  

Contrato No. 062/03, suscrito con el Instituto Colombiano de Productores de Cemento -ICPC-  por valor de $34.8 millones, cuyo objeto era organizar y coordinar el desarrollo del Foro sobre el tema “El diseño del espacio público - una oportunidad para pensar en una nueva estrategia para el ordenamiento de la ciudad futura”; se observó que no reposa toda la información contractual como es: el estudio previo de prefactibilidad, factibilidad, conveniencia y oportunidad, análisis de precios del mercado necesarios para tomar la decisión de contratar y para su posterior ejecución.

Los estudios debieran contener como mínimo la definición de los antecedentes, análisis de conveniencia, necesidad que se pretende satisfacer, análisis de oportunidad, fines perseguidos, precisión del objeto, alcance, especificaciones técnicas, plazo, valor, forma de pago, entre otros;  el estudio de precios de mercado debe incluir parámetros en la determinación del valor, procedimiento empleado para estimar el valor, fuentes utilizadas adjuntado soportes que sustenten el resultado,  forma de tasar el valor y determinación del presupuesto oficial.  

La entidad presenta un documento que define una justificación, objetivos generales, participantes, fecha, sede del seminario, programa de inversión por asistente donde se tiene especificado el contratista, en consecuencia este no corresponde al estudio de conveniencia y oportunidad.

No se encuentran anexos los términos de referencia o pliego de condiciones; por ende, no existe evidencia de su respectiva publicación.

Adicionalmente, no existe prueba de una convocatoria pública para la participación en el proceso de selección del contratista; no hay soporte de la solicitud por escrito de dos ofertas como mínimo; no se presenta la certificación expedida por el  subdirector que solicitó la contratación, en cuanto a haber verificado el perfil, la idoneidad y disponibilidad de las personas naturales o jurídicas que se invitaron a proponer;  o en su defecto,  no existe la  constancia escrita por el ordenador del gasto sobre la idoneidad y experiencia de ser el único proponente  interesado en aportar al desarrollo de eventos de capacitación.

En desarrollo del objeto contractual no se evidencia el informe final de actividades del evento bajo el principio de alta calidad, elaborado por el contratista,  puesto que en la carpeta del contrato no reposa y no se adjunta el soporte de haber sido recibido,  tal como se informa en el certificado de pago firmado por el interventor.   De igual manera, fueron revisados todos los documentos suministrados por  la Subdirección de Infraestructura y Espacio Público del Departamento, donde tan solo  se anexa un informe final  de actividades,  elaborado por esta entidad.

Con relación al informe final elaborado por el DAPD y el certificado de cumplimiento presentado por el interventor, este ente de control advierte que no existe soporte donde se evidencie el listado de las personas asistentes, a quiénes les fue entregada la escarapela de identificación,  los refrigerios y las memorias del evento; igualmente, no se informa de cuanto recibió el contratista por concepto de inscripciones al foro.

En cuanto a la publicidad y difusión del evento en medios masivos, no se encuentra el soporte de la pauta en diario de alta circulación, televisión, radio y afiches, sólo se anexa un reportaje realizado a los dos conferencias españoles en la página Bogotá del  tiempo del 14 de octubre de 2003.

Finalmente, se evidencian dos (2) memorandos uno (1) sin consecutivo interno y fecha; en el que se designa la interventoria a la subdirección de Infraestructura y Espacio Público, siendo este  recibido el 29 de octubre de 2003 y el otro con fecha del 4 de noviembre del mismo año, en el cual se delega la interventoria al Gerente taller de Espacio Público. Este hecho demuestra que la asignación de la interventoria se realizó una vez ejecutado el contrato, puesto que el evento fue el 15 y 16 de octubre de 2003.

Transgrediendo  lo enunciando en la Ley 80/93, artículos 4 numeral 8; 24 numerales 1,  5 literal a);  25 numeral 7, y 12, en concordancia con los artículos 1, 2, 10 y 26 del Decreto 2170/02;  artículos 34  y 35 numeral 1º de  la Ley 734 de 2002.

También se presenta incumplimiento en lo establecido en la Resolución 281/02, Manual de contratación del DAPD; cláusulas segunda, tercera y séptima del contrato y  artículo 2 literales e), f), y h) de la Ley 87/93.

Lo antes mencionado es originado por falencias en el cumplimiento de los procedimientos para el trámite y celebración de contratos, en razón a que los procesos contractuales deben caracterizarse por la planeación, programación, conveniencia y oportunidad de la adquisición de los bienes o prestación de servicios, puesto que todos los contratos cualquiera que sea su objeto o cuantía requieren del estudio previo, términos de referencia, selección objetiva de proponentes en cumplimiento de los principios de transparencia y economía; finalmente por las debilidades presentadas en el archivo  de los documentos del proceso contractual.

En consecuencia, no se describe de manera precisa las condiciones particulares de ejecución del futuro contrato, por tanto, no existe una base para elaborar unos términos de referencia precisos, claros y completos que conduzcan a obtener ofrecimientos bien definidos para que no se generen futuras reclamaciones; además, se puede generar un incremento de riesgos por las falencias en la documentación que soportan  los contratos al no presentarse la totalidad de las actuaciones, que sirvan de soporte de la transparencia en la gestión realizada.

Primera respuesta de la Administración: ”el estudio de conveniencia y oportunidad que se encuentra en la carpeta contentiva de los antecedentes del contrato, se titula “El Diseño del Espacio Público –Una oportunidad para pensar en una nueva estrategia para el ordenamiento de la ciudad del futuro”, bajo el título justificación, relaciona no solo la conveniencia y oportunidad del Foro, sino la necesidad técnica que se pretende satisfacer, el alcance del mismo y los fines que pretenden suplirse, el argumento para que el contrato se realice con ese contratista en particular, el plazo  y las condiciones generales; igualmente el Formato Uno que se suscribe con base en éstos define con precisión las condiciones especiales como forma de pago y valor entre otros, por lo cual se desvirtúa que no se hubiera elaborado bajo los requerimientos de la norma del Decreto 2170 de 2002. Para  definir el precio  de la contratación se elaboraron cotizaciones directas...

Este contrato se suscribe... entidad sin ánimo de lucro, en virtud de lo dispuesto por el inciso primero del artículo 13 del Decreto 2170 de 2002,  por lo cual no se hizo convocatoria pública, ni proceso de selección, ya que la escogencia de la persona jurídica se debió a  la idoneidad y experiencia en los temas de espacio público en la ciudad, tal como consta en el estudio de conveniencia y oportunidad. Por lo expuesto tampoco se hizo la publicación de la que hablan los artículos 1º y 2º del Decreto 2170 de 2002. 

El Formato No 01 – Autorización para contratar bienes y servicios –especificaciones técnicas, se basa en los estudios de conveniencia y oportunidad, está suscrito por la Subdirectora  solicitante, la Subdirectora Administrativa y Financiera y  por la Ordenadora del gasto, es decir, la Directora del Departamento. Por lo anterior, si existe constancia  de que el contrato se adjudica a este proponente en virtud de las calidades ya establecidas. 
Es preciso señalar aclarar que la calidad del informe fue la esperada, teniendo en cuenta que el término referido a “bajo el principio de alta calidad”, se refiere a  la síntesis del evento,  reflejada en el informe, es decir, a la calidad de los expositores, el cumplimiento de la programación,  las óptimas instalaciones, los servicios prestados a los participantes del foro (escarapela,  folletos, recorrido guiado, certificados de asistencia, etc.).

Es importante precisar que el informe final de actividades, realizado por el ICPC, se dividió en varios documentos, para elaborar el certificado de cumplimiento. Anexo a esta comunicación se envía copia de la totalidad del mismo y se archivará una copia en la carpeta que reposa en el Área de Contratos... 

Se precisa que la designación del interventor del contrato la realiza el contrato mismo, en su cláusula Décima Séptima. El contrato se perfecciona el 14 octubre de 2004 y cuenta con el visto bueno del interventor designado. Ahora bien, la primera comunicación que reposa en el expediente corresponde a un memorando que cumple un requisito de organización interna, entre las dependencias del Departamento, pero que no influyen en la supervisión del contrato desde el momento del perfeccionamiento. La segunda comunicación corresponde a la designación que realiza la Subdirectora del Área técnica para los demás efectos del contrato en uno de los Gerentes de la misma. Es preciso señalar que la interventoría debe realizarse durante toda la vigencia del contrato y no solo durante los días de realización del foro, como ejemplo se cita el pago realizado al contratista el día 26 de noviembre de 2003. 

Primera valoración de la respuesta: este ente de control no comparte los argumentos de la Administración. En primer lugar, es necesario precisar que el estudio de conveniencia y oportunidad que define la entidad, no cumple con toda la información mínima requerida en el artículo 8 del Decreto 2170 de 2002, como es el objeto del contrato, el soporte técnico y económico del valor estimado, el análisis de los riesgos en cuanto a su nivel y extensión que deben ser amparados por el contratista.

Además, no contiene la definición de los antecedentes, análisis de oportunidad  de contratación, fines perseguidos, forma de pago, según lo establecido en el Manual de Contratación del  DAPD, Resolución 281/02.

Referente al formato No. 1, “Autorización para contratar bienes o servicios”, este documento no equivale a los estudios previos del análisis de conveniencia y/o inconveniencia, prefactibilidad o factibilidad; puesto que éste formato es la autorización de la contratación requerida, el cual debe suministrar información completa sobre los antecedentes especificaciones y características técnicas para la elaboración de solicitud de oferta, términos de referencia y la definición de las obligaciones que deberá cumplir el contratista. Debiéndose anexar al formato los estudios de conveniencia y oportunidad, de precios del mercado que sirvieron de base para definir el presupuesto oficial.

En cuanto al estudio de precios del mercado, no existe una constancia por escrito de la solicitud de ofertas que debe contener la información básica sobre las características que de claridad al proponente sobre lo que se pretende. Así mismo, no se anexó el resultado de este estudio que debe contener como mínimo lo establecido en el numeral 5.2.1 del Manual de Contratación del DAPD, en concordancia con el Artículo 29 de la Ley 80 de 1993.

En segundo lugar, el documento bajo el Título “Justificación” que de acuerdo a la respuesta del Departamento, es el estudio de conveniencia y oportunidad del foro, no establece que se refiere a un contrato excepcional que se fundamenta en la idoneidad, especialidad y experiencia acreditada que justifique contratar al Instituto Colombiano Productores de Cemento, ni se presentó la constancia escrita por el ordenador del gasto, sobre este caso especial y excepcional, en donde se fundamente su especialidad en aportar al desarrollo de cursos de formación, programas de conferencias, seminarios entre otros; además, el certificado de existencia y representación expedida por la Cámara de Comercio de Medellín, el objeto social del ICPC, no incluye actividades relacionadas con capacitación sobre diseño del espacio público, su actividad principal esta orientada al fomento de las empresas productoras de cemento. 

Así mismo, no se acepta la ausencia de los términos de referencia con su respectiva publicación, puesto que se deben aplicar los mismos parámetros de la etapa preparatoria dados para una licitación publica. Solamente se debe prescindir de este requisito en la contratación directa cuyo valor sea igual o inferior al 10% de la menor cuantía, los referidos en los literales b), i) y m) del numeral primero del Artículo 24 y el parágrafo 1º del Artículo 32 de la Ley 80/93.             

De acuerdo con el principio de transparencia, la actividad contractual se debe considerar pública con la finalidad de permitir a los interesados el conocimiento de los términos de referencia; es decir, las características generales y particulares de los bienes, servicios requeridos y condiciones en general del futuro contrato. 

La publicación vía Internet busca que se garantice la participación de los ciudadanos en el diseño y elaboración de proyectos y pliegos de condiciones a través de las observaciones que ellos puedan presentar durante esta etapa. Siendo esta una invitación de acompañamiento para el ejercicio del control social (Artículos 66 de la Ley 80 de 1993; 9 y 21 del Decreto 2170 de 2002, en concordancia con la Directiva 008/01 de la Alcaldía Mayor y la Directiva Presidencial No. 12/02).

Respecto a lo observado sobre el informe final del ICPC, se subsana dicha obligación con el anexo presentado en la respuesta, pero el hallazgo persiste en cuanto las falencias de control y supervisión en la conformación del archivo del contrato, puesto que era responsabilidad del interventor la recopilación de los documentos expedidos durante la ejecución del contrato y el envió de los originales a la Gerencia de Contratos. No existe justificación alguna que el informe hubiese sido dividido en varios documentos para la elaboración del certificado de cumplimiento, ya que dicho informe hacia parte del alcance del objeto contractual. 

De otra parte, si bien es cierto que la designación del interventor se establece en la Cláusula del Contrato, este no define claramente cual de los dos (2) cargos ejercerá la interventoría. Por tanto, no se acepta la respuesta, en razón a que la definición del responsable de la interventoría solo se realizó ocho (8) días después de ejecutado el objeto contractual y con el agravante de que el interventor asignado delegó esta función al Gerente Taller de Espacio Público con 13 días de posterioridad a la ejecución del evento. Situación que no cumple con el Artículo Quinto de la Resolución 598 de 2000 del DAPD; siendo preciso señalar que la interventoría debe realizarse durante toda la vigencia del Contrato y no solo para la liquidación de este.

Finalmente, en los anexos de la respuesta emitida por la entidad “Informe de Actividades del ICPC”, se evidenció un listado de 56 invitados al evento por parte del DAPD y un listado de 201 funcionarios interesados inscritos de los cuales 107 correspondían al personal del Departamento; es decir, que tan solo existía un potencial de 150 asistentes particulares.  

Situación verificada con el listado de asientes al foro, donde se relacionaron tan solo 181 participantes, de los que 48 personas pertenecían al DAPD y 133 restantes fueron asistentes externos.

De acuerdo, al presupuesto estimado por el Departamento, anexo a la autorización previa para contratar, elaborado siete (7) días antes del evento consideró la asistencia de 415 personas.

De lo anteriormente expuesto, se concluye que el Departamento no dio cumplimiento a los principios rectores de la contratación administrativa, no hubo una adecuada planeación, programación y organización del proceso de contratación, que se suscribió un día antes del evento (14 de octubre de 2003); por tanto este hallazgo se califica como administrativo con alcance disciplinario.

Segunda respuesta de la administración: “El documento denominado “El Diseño del Espacio público... contiene los estudios previos en los que se define la  conveniencia y oportunidad  del contrato a celebrar y cumple con todos y cada uno de los requisitos señalados en el artículo 8º del Decreto 2170 de 2002, así: 

1. Definición de la necesidad a satisfacer: El documento señala el propósito de la realización de un foro de este tipo, determinando los aspectos que serán difundidos y el objetivo de la difusión, el aporte del mismo a las entidades públicas y privadas y a la ciudadanía en general.

2. La definición técnica de la forma como puede satisfacerse la necesidad: El documento explica que la realización de un foro, logrará los objetivos propuestos y enmarca como se realizará el mismo.

3. Las condiciones del contrato a celebrar tales como objeto, plazo y lugar de ejecución: El documento establece cuál es el tema a tratar en el foro, es decir, el objeto a contratar, los días  y el lugar en los que se va a realizar el foro.

4. El soporte técnico y económico del valor estimado del contrato: teniendo en cuenta que se trata de un contrato celebrado por la idoneidad y  experiencia  del contratista, la entidad hace comparación de precios de costos de alquiler de auditorias, honorarios conferencistas internacionales, traslados etc. No obstante, la base técnica del estudio es la cotización presentada por el  contratista, por cuanto es él el que ostenta la calidad de idoneidad, por lo cual la entidad a través de los estudios de precios, solo analiza que ésta  - la cotización - se ajuste a la realidad del mercado.

5. El análisis de riesgos y la extensión de los mismos que deben ser amparados por el contratista: Efectivamente el estudio de conveniencia y oportunidad no señala con claridad  el  costo que debe ser amparado por el contratista; no obstante el contrato incluye en cumplimiento de la Ley y con el ánimo de  evitar el detrimento patrimonial de la entidad, la garantía única con el amparo de cumplimiento.

Sobre la elaboración de los términos de referencia y la publicación de los mismos, la entidad ratifica lo expuesto para el hallazgo anterior, por tanto se trata de un contrato celebrado en virtud del artículo 13 del Decreto 2170 de 2002, por lo cual no procede la contradicción de los mismos a través de la publicación en el portal de contratación. 

Igualmente debe recordarse que el estudio de conveniencia y oportunidad hace parte del formato No 01 y por lo tanto la firma del mismo se basa en los estudios realizados previamente que identifican el tipo de proceso a celebrar y en el caso de la contratación directa de la que hablan los artículos 13 y 17 del Decreto 2170 de 2002 con que persona natural o jurídica y el fundamento para el efecto. 

Frente a la interventoría del contrato, la entidad reafirma que la cláusula décima séptima del acuerdo, designa la interventoría, y es por ello que el contrato se ejecuta dentro de los términos previstos y con las condiciones establecidas. Ahora bien, la cláusula determina que cualquiera de los dos puede ejercer la interventoría y esta decisión de la administración no transgrede ninguna norma y como puede constarse no se tradujo en un deficiente control de la ejecución del contrato que llevara al incumplimiento del mismo.

Con respecto a la designación de interventor para la liquidación del contrato, es perfectamente válido y legal que si la administración lo considera conveniente se nombre o designe otro funcionario para la etapa postcontractual; esto se basa en el principio de la autonomía de la voluntad y no solo puede resultar favorable, sino que puede convertirse en un ejercicio de mayor control sobre los contratos en la etapa postcontractual.  Por otra parte, debe quedar suficientemente claro que el contrato estuvo intervenido durante toda la ejecución y no solo para la etapa de la liquidación y que los oficios que se anexan al expediente hacen parte del control de los trámites internos. No encuentra la entidad motivo alguno para las observaciones sobre el particular, porque como se expuso anteriormente no hay ninguna violación de norma legal o de reglamento interno”.  

Valoración segunda respuesta: este ente de control ratifica el hallazgo disciplinario por cuanto: 1) El documento bajo el Título “Justificación” correspondiente según el DAPD al estudio de conveniencia y oportunidad del contrato, fue elaborado en forma general, sin definir claramente los numerales establecidos en el artículo 8 del Decreto 2170 de 2003. 

2) En el documento antes referenciado no establece que se refiere a un contrato excepcional que se fundamenta en la idoneidad, especialidad y experiencia acreditada que justifique contratar con el ICPC, ni se presentó la constancia escrita por el ordenador del gasto, sobre este caso especial y excepcional, en donde se fundamente su especialidad en aportar al desarrollo de cursos de formación, programas de conferencias, seminarios entre otros; además, el certificado de existencia y representación expedida por la Cámara de Comercio de Medellín, el objeto social del ICPC, no incluye actividades relacionadas con capacitación sobre diseño del espacio público, su actividad principal esta orientada al fomento de las empresas productoras de cemento. Violando flagrantemente la norma que el mismo DAPD enuncia (Artículo 13 del Decreto 2170 de 2003) dado que según esta norma el Ordenador del Gasto debió dejar constancia escrita, lo cual no se observó en ninguna parte de la carpeta.

3) Con relación a los términos de referencia y publicación de estos en la página Web de la entidad se retoma lo expuesto en el hallazgo anterior.  
4) Con respecto a la interventoría lo que observó este ente de control, en su designación con posterioridad a la ejecución del contrato, violando el artículo 5 de la Resolución 598 de 2000 que consagra: “..el Interventor es el Jefe de la misma, quien podrá delegarla si expresamente se autoriza tal delegación, comunicando por escrito al Delegado, de lo cual se dejará constancia y se remitirá copia a la Gerencia de Contratos”.

Igualmente, transgredieron los artículos 4 y 14 de la Ley 80/93, dado que la entidad tiene la responsabilidad de ejercer el control y vigilancia de la ejecución del contrato, además que durante el término del contrato y mientras subsistan las obligaciones a cargo del contratista la entidad esta en la obligación de vigilar el cumplimiento de este, el ajuste de los bienes y servicios y los aspectos de calidad. Pues el objeto primordial de la interventoria es procurar la obtención de los resultados esperados por la entidad al contratar la adquisición de bienes o la prestación del servicio y el cumplimiento de los fines estatales (para el cumplimiento de este objetivo el Interventor debe tener contacto constante y directo con las partes del contrato y servir de enlace, de medio y de comunicación entre el contratista y la entidad). 

Hallazgo No. 11

Contrato No. 097/03, suscrito con Oracle de Colombia Ltda., con el objeto de capacitar a un numero de servidores públicos del Departamento en herramientas Oracle; se observó que  no se adjunta el estudio de conveniencia y oportunidad,  sólo se anexa una justificación que  incluye la definición de la necesidad, definición técnica, condiciones del contrato a celebrar, soporte técnico, económico, análisis de riesgos y no se tiene en cuenta todos los parámetros establecidos en la Resolución 281/02 del DAPD.

Se infringe lo normado en la Ley 80/93 artículo 25 numeral 7 y 12 en concordancia con el Articulo 8 del Decreto 2170/02. También no se cumple lo relacionado en la Resolución 281/02 del DAPD y los literales e), f) de la Ley 87/93.

Situación ocasionada por no dar estricto cumplimiento a los parámetros establecidos en el manual de contratación del Departamento.

Las falencias en la conformación de los estudios de conveniencia y oportunidad generan el riesgo de no elaborar unos términos de referencia consistentes que soporten una contratación más favorable.

Respuesta de la administración “es necesario señalar que los aspectos que deben contener los estudios de conveniencia y oportunidad se encuentran definidos en el artículo 8º del Decreto 2170 de 2002. Así las cosas, la justificación, la definición de la necesidad, la forma en que  puede satisfacerse, las condiciones del contrato a celebrar, el soporte técnico y económico y el análisis de riesgos  se encuentran definidos en el documento que aparece en la carpeta del contrato. Igualmente éstos se encuentran basados en el plan de capacitación para la vigencia 2003 que realiza la entidad, en el cual se identifican y priorizan las necesidades del Departamento en todo lo relacionado con capacitación. 

Con lo expuesto se demuestra que sí se realizaron los estudios de conveniencia y oportunidad en los términos de la norma reglamentaria de la Ley 80 de 1993 y el Manual de Contratación del DAPD”. 

Valoración de la respuesta:  Se acepta parcialmente, la respuesta, en razón a que la justificación contiene los parámetros establecidos en el Decreto 2170 de 2002, pero es necesario que el Departamento identifique estos estudios con su respectivo nombre; así mismo el Manual de Contratación define un contenido básico el cual no cumple en su totalidad. Es necesario que lo observado forme parte del Plan de Mejoramiento. 

Hallazgo No.  12

Contrato No. 063/93, suscrito con la Asociación Colombiana para el Avance de la Ciencia “ACAC”, por un valor de $9.0 millones, con el objeto de facilitar la participación a la VIII feria de Expociencia y Expotecnología 2003, mediante el diseño, montaje, adecuación y desmontaje de un stand institucional;. para ser desarrollado del 15 al 22 de octubre de 2003.  

De la evaluación realizada se observo que la Póliza de garantía única fue expedida posteriormente a la ejecución del objeto contractual, debiéndose prestar la garantía única que avalará los riesgos de cumplimiento, calidad del servicio, salarios y prestaciones sociales, desde la fecha de suscripción del contrato hasta los términos establecidos.

Se da Incumplimiento de la Cláusula Tercera numeral 4, 5; Cláusula Quinta numeral 1; Cláusula Vigésimasegunda y Cláusula Vigésimatercera del Contrato. Ley 80/93: Artículo 25 Numeral 19 y Articulo 41. Ley 87/93 Artículo 2 literales a), g) y h). Ley 734/02 Artículos 34 y 35 numeral 1º . Decreto 679/94: Artículos 16, 17 y 18. Resolución 281/02. 

Causado por debilidades en el ejercicio del control y vigilancia de las obligaciones legales y contractuales a cargo del contratista.  

En consecuencia se incurre en la falta de protección de los recursos de la entidad en busca de su adecuada administración ante posibles riesgos.

Primera respuesta de la administración: “Si bien la póliza fue aprobada por la Gerencia de Contratos con posterioridad al perfeccionamiento del contrato, cabe señalar que no se pusieron en riesgo los recursos de la Entidad, toda vez que la cláusula octava del mismo estableció que el pago se realizaría en un solo contado previa certificación de cumplimiento a satisfacción por parte del interventor del contrato. El pago se realizó el 22 de enero de 2004 con la plena certeza del cumplimiento y habiendo descartado los riesgos probables que comprometieren los recursos públicos”.
Segunda respuesta de la administración: “Frente a la observación hecha, la entidad reitera que la póliza se aprobó con posterioridad al perfeccionamiento del contrato, la vigencia de la misma cubría todo el plazo de ejecución de acuerdo con lo establecido en el contrato, de igual forma, el pago se realizó con la certeza del cumplimiento y con la seguridad sobre el cubrimiento de la póliza. Por lo expuesto, se descartan de plano los riesgos probables que comprometen los recursos públicos  y se dio cumplimiento al pilar fundamental que orienta la contratación del estado: El cumplimiento de los fines estatales”. 
Valoración de las respuestas: este ente de control reitera la observación por cuanto no comparte las justificaciones dadas por la Administración, en razón al  Incumplimiento al instructivo general de Contratación del Departamento Administrativo de Planeación Distrital “DAPD”, de fecha junio  de 1999 en su capitulo III numeral 10.2 el cual consagra en su literal B el requisito previo de la aprobación póliza de garantía para poder iniciar la ejecución del Contrato; Configurándose un hallazgo de carácter disciplinario, el cual se dará traslado a la Personería de Bogotá para los tramites correspondientes.
4.5 
EVALUACION PRESUPUESTAL 

Mediante Decreto 540 del 30 de diciembre de 2002,  se liquidó el Acuerdo No. 155 del mismo año por el cual se expide el Presupuesto Anual de Rentas e Ingresos y Gastos e  Inversiones del Distrito Capital para vigencia fiscal comprendida entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2003, apropiándole al DAPD un total de $41.428.8 millones, distribuidos en gastos de funcionamiento $16.043.8 millones e inversión $25.385.0 millones; en tanto se pronuncie el Tribunal Administrativo de Cundinamarca por las objeciones formuladas por el Alcalde Mayor al Proyecto de Acuerdo No. 155 de 2002.

Con fundamento en el pronunciamiento del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, se expidió el Acuerdo No. 82 del 26 de marzo de 2003, el cual fue sancionado por el Alcalde Mayor y liquidado con el Decreto No. 100 del 10 de abril de 2003, asignándole al Departamento un total $39.928.8 millones, distribuidos en gastos de funcionamiento $16.043.8 millones, a inversión $23.885.0 millones.

Lo anterior, refleja una disminución en el presupuesto de gastos de inversión por $1.500.0 millones. Además, el presupuesto inicial presentó cuatro modificaciones con los Decretos 079 de marzo; 132 de abril; 177 de junio y 306 de septiembre de 2003, registrando una variación negativa de $3.560.3 millones, presentado en $1.162.6 millones para gastos de funcionamiento y menos ($4.722.9) millones, para gastos de inversión.

Igualmente, se registraron 16 traslados presupuestales a solicitud del Departamento y que se relacionan en el Cuadro No. 33 

CUADRO No. 33 

MODIFICACIONES PRESUPUESTALES INTERNAS – VIGENCIA 2003








En millones de pesos

	ACTO ADMINISTRATIVO
	FECHA
	VALOR

	Gastos de funcionamiento
	1.517

	Resolución No. 018
	22 de enero de 2003
	3.6

	Resolución No. 038
	Febrero de 2003
	260.0

	Resolución No. 113
	Marzo de 2003
	1.9

	Resolución No 130
	2 de abril de 2003
	410

	Resolución No. 203
	6 de mayo de 2003
	4.9

	Resolución No. 240
	26 de mayo de 2003
	16.4

	Resolución No. 262
	6 de junio de 2003
	2.8

	Resolución No. 361
	24 de julio de 2003
	10.0

	Resolución No. 415
	13 de agosto de 2003
	35.0

	Resolución No. 569
	16 de octubre de 2003
	103.0

	Resolución No. 593
	23 de octubre de 2003
	120.0

	Resolución No. 740
	11 de diciembre de 2003
	473.1

	Resolución No. 745
	16 de diciembre de 2003
	39.0

	Resolución No. 771
	23 de diciembre de 2003
	35.0

	Resolución No. 773
	23 de diciembre de 2003
	2.2

	Gastos de Inversión
	507.1

	Concepto 1301 del Director Distrital de Presupuesto
	Noviembre de 2003
	507.1

	TOTAL de Contracréditos y Créditos   
	
	2.024.1


   
    Fuente: Libro de Modificaciones Presupuestales- Oficina Presupuesto DAPD

El total de las modificaciones internas ($2.024.1 millones) equivalen al 5.6% del presupuesto disponible de funcionamiento e inversión; estas modificaciones denotan falta de planeación e improvisación para respaldar compromisos inherentes al funcionamiento de la entidad como son la apropiación en el rubro remuneración servicios técnicos, subsidio de transporte, personal supernumerario, gastos de computador, adecuación física, procesos de selección, honorarios entidad, vacaciones en dinero, arrendamientos, indemnizaciones laborales, entre otros; necesarios para garantizar el buen funcionamiento del Departamento;  así como realizar las actividades tendientes al cumplimiento de las metas fijadas en el Proyecto de Inversión “Apoyo técnico para el fortalecimiento de la Región Bogotá-Cundinamarca.   

4.5.1 Cierre Presupuestal

- Reservas Presupuestales Vigencia 2003: se constituyeron reservas presupuestales por valor de $15.544.9 millones, equivalentes al 42.7% del total del presupuesto. Quedaron constituidas de la siguiente forma, ver Cuadro No. 34  

CUADRO No. 34

DISTRIBUCIÓN DE LAS RESERVAS PRESUPUESTALES A 31 DE DICIEMBRE DE  2003










En millones de pesos

	DESCRIPCIÓN
	VALOR RESERVAS
	PRESUPUESTO EJECUTADO
	% FRENTE AL TOTAL RESERVADO
	% FRENTE AL TOTAL EJECUTADO

	Funcionamiento
	1.915.8
	16.051.0
	12.32
	11.94

	Inversión
	13.629.1
	18.246.4
	87.68
	74.69

	TOTAL
	15.544.9
	34.297.4
	100
	86.63


Fuente: Listado Reservas Presupuestales DAPD.

Del total reservado, el 87.7% correspondió a gastos de inversión y el 12,3% a gastos de funcionamiento, de los cuales el mayor porcentaje lo constituyeron saldos por concepto de contratos de prestación de servicios.

Como se puede observar, del total del presupuesto ejecutado, quedaron constituidas como reservas presupuestales a 31 de diciembre de 2003, el 86.63%, correspondiéndole el 11.94% a gastos de funcionamiento y el 74.69% a gastos de inversión.

Al cierre del periodo fiscal quedó un porcentaje alto de reservas por concepto de gastos de inversión frente al presupuesto ejecutado, lo que indica que por la dilación en el tiempo, solamente durante la vigencia 2004, se podrían ver avances físicos, hecho que refleja incumplimiento de los principios de eficiencia, eficacia y economía, dada la inoportuna ejecución de las metas inicialmente propuestas en el Plan de Desarrollo.

- Reservas presupuestales vigencia 2002: las reservas presupuestales programadas en la vigencia 2003, perteneciente a los compromisos adquiridos al final del año 2002, reflejan la siguiente situación, ver Cuadro No. 35

CUADRO No. 35

COMPORTAMIENTO DE LA EJECUCIÓN DE RESERVAS PRESUPUESTALES CONSTITUIDAS A 31 DE DICIEMBRE DE 2002









    En Millones de Pesos

	No.
	CONCEPTO
	FUNCIONAMIENTO
	INVERSIÓN
	TOTAL

	1
	Reservas Constituidas a diciembre 31 de 2002
	1.796.4
	3.874.5
	5.670.9

	2
	Reservas pagadas a diciembre 31 de 2003 
	1.689.5
	3.767.1
	5.456.6

	3
	Anulación de Reservas
	11.6
	42.2
	53.8

	Valor a reintegrar (fenecidas a 31 de diciembre/03)
	95.3
	65.2
	160.5


Fuente: Informe de Ejecución Reservas Presupuestales a 31 de diciembre/03

Respecto al cuadro anterior, al final de la vigencia 2003, el DAPD canceló $5.456.6 millones por concepto de reservas presupuestales de la vigencia 2002, equivalente al 96% del total de las reservas constituidas por gastos de funcionamiento e inversión.

En el transcurso del año fiscal 2003, se ejecutó anulación de saldos de registros presupuestales libres de afectación por $53.8 millones a través de 7 actas de anulación, 12 actas de liquidación definitiva por mutuo acuerdo de la contratación y una orden de liberación de saldo no ejecutado por prestación de servicios.

De igual forma, se constató que se cumplió con el proceso de fenecimiento de $160.5 millones de los saldos de compromisos legalmente contraídos en la vigencia fiscal 2002 y que no habiendo sido cancelados, se constituyeron en reservas presupuestales para la vigencia de 2003, correspondiente a los siguientes rubros: (Ver Cuadro No. 36) 
CUADRO No. 36

RESERVAS PRESUPUESTALES FENECIDAS

En Millones de Pesos
	CODIGO
	BENEFICIARIO
	REGISTRO PRESUPUESTAL
	SALDO A FENECER

	3.1.1.02.03
	Procibernetica S.A.
	251
	2.1

	
	Procalculo Prosis S.A.
	255
	1.9

	3.1.1.02.05
	Equant Colombia S.A.
	275
	9.6

	3.1.1.02.06
	Derecha vigente S.A.
	9.9
	1.2

	
	Auros Copias
	236
	55.8

	3.1.1.02.08.01
	R.F. XINEX S.A.
	136
	0.6

	
	Julio Cesar Segura
	290
	1.0

	3.1.1.02.15
	Caja Compensación Familiar COMPENSAR
	250
	23.1

	3.3.1.11.03.14.6020
	Mery I.Parada Ávila
	259
	7.0

	
	Libia A. Añez Caviedes
	264
	5.2

	
	Jamer E. Bautista González
	265
	7.0

	
	Wilson M. Osorio Fonseca
	267
	4.3

	
	José R. Bernal Bellon
	268
	7.8

	
	Libia R. Martínez Alfonso
	269
	6.0

	
	Néstor J. Sanabria Landazabal
	289
	14.7

	3.3.1.11.07.37.7358
	Wilson A. Montes Álvarez
	300
	13.2

	TOTAL ACTA DE FENECIMIENTO 
	160.5


Fuente: Saldo Reservas Presupuestales Fenecidas a 31 de Diciembre/03 DAPD.

Hallazgo No. 13

El contrato No. 46, celebrado el 24 de noviembre de 2002, con la Unión Temporal “INPLANT S.A Y AUROS COPIAS LTDA”, por valor de $142.0 millones, con el objeto de “prestar el servicio integral de fotocopiado, duplicación, heliografías, fotoplanos ...”, con plazo de ejecución de 12 meses contados a partir del 09 de diciembre del mismo año y el cual fue constituido como reserva presupuestal para la vigencia 2003.

El 3 de diciembre de 2003, el interventor del contrato, recomendó efectuar prórroga, en razón a que hasta el 25 de noviembre, se había ejecutado la suma de $90.2 millones, quedando un saldo por ejecutar de $51.8 millones que alcanzaría aproximadamente hasta julio de 2004.

Mediante comunicación DAPD 1-2203-33420 del 9 de diciembre de 2003, el Director Distrital de Presupuesto, emite un concepto referente al manejo presupuestal, como producto de la consulta realizada por la Subdirectora Administrativa y Financiera del Departamento en cuanto a la constitución de Pasivos Exigibles.

Pero respecto a la pregunta No.3 “Es valido extender el contrato perfeccionado en el 2002 hasta el 2004”, el Director Distrital de Presupuesto, se abstuvo de contestarla y la remitió a la Dirección Jurídica de la Secretaria de Hacienda, por ser de su competencia.

El 9 de diciembre de 2003, la entidad celebró la prórroga No.1 ampliando el plazo del contrato en siete meses,  a partir de la fecha y se establece que en caso de agotarse el valor del contrato, se dará por terminado de manera inmediata y de común acuerdo. Además, expresa en su cláusula segunda, la forma de pago “... adelante los trámites necesarios para el pago de los contados pactados que se generen con ocasión de la ejecución de la presente prórroga, conforme a la recomendación dada por el Director Distitral de la Secretaria de Hacienda”, parágrafo “ los pagos causados se harán conforme a lo pactado en la cláusula sexta del contrato inicial”.

De lo antes relacionado, se evidenció que el DAPD, le dio continuidad a la ejecución del contrato celebrado en noviembre de 2002, el cual había sido reservado para el 2003 y de acuerdo a las normas presupuestales el saldo sin ejecutar ($55.8 millones) feneció; es decir, este contrato no contaba con recursos para continuar ejecutándose en la vigencia 2004. 

Tan solo se podrían pagar aquellas obligaciones que se causaron cuando se encontraba vigente su reserva presupuestal; siendo procedente constituir el pasivo exigible sobre lo ejecutado (aproximadamente $29.3 millones) y que no alcanzó a ser cancelado a 31 de diciembre de 2003. Por consiguiente, no existía viabilidad para que este contrato fuera prorrogado a la siguiente vigencia, en razón a que los recursos fueron agotados al cierre del año fiscal.

Durante el periodo comprendido entre el 1º de enero al 8 de marzo de 2004, se comprobó que la entidad ejecutó un acto administrativo que afectó apropiaciones presupuestales sin contar con su respectivo certificado de disponibilidad y registro presupuestal, que amparara dicho compromiso u obligación adquirido con el contratista. Por tanto, no existía ningún respaldo económico para atender el servicio prestado, el cual fue facturado en cuantía de $23.6 millones,  correspondiente al periodo  antes mencionado. 

El 17 de marzo de 2004, se firmó la adición No. 1, al contrato por $50.0 millones,  siendo amparada con el certificado de disponibilidad No. 56 y el registro presupuestal No. 40 del 8 y 19 de marzo de 2004, respectivamente. Con cargo a estos certificados se elaboró  el pago del servicio facturado (23.6 millones) del 9 de enero al 8 de marzo de 2004; lo que indica que la administración legalizó hechos cumplidos.  

Presentándose incumplimiento de lo normado en los artículos 13, 52, 57, 87, 89, y 90 del Decreto 714 de 1996; artículo 71 del Decreto 111 de 1996;  artículos: 11 en los literales c) y f); 47, 50, 52, 79 en su literal e)  y  el 80 del Acuerdo 24 de 1995;  los numerales 1.1, 3.1, 3.2, y  3.3  de la Resolución 1602 de 2001, Manual Operativo Presupuestal y los artículos 34,35 y 48 de la  Ley 734 de 2002.

También transgrede lo estipulado en el numeral 13 del artículo 25 la Ley 80/93 y los literales b), f) y h) del articulo 2º de la Ley 87/93.

Lo antes mencionado es causado porque no existe una adecuada planeación, programación y toma de decisiones referente a la contratación, el tiempo de ejecución, relacionado con la existencia y disponibilidad de los recursos necesarios en concordancia con la política presupuestal; así mismo, no tomó en cuenta el concepto emitido por la Directora Jurídica de la Secretaria de Hacienda, en cuanto a la extensión del contrato perfeccionado en el 2002.

El Departamento no establece unas pautas y lineamientos necesarios para la correcta y eficiente aplicación de las disposiciones, procedimientos y demás reglamentaciones para el manejo de la información presupuestal. Situación que no garantiza oportunidad en los registros presupuestales y que puede afectar la correcta ejecución de las funciones y de las actividades definidas o para que no sean desviados a ningún otro fin.

En consecuencia, cualquier compromiso que se adquiera con violación de no tener certificado de disponibilidad se creará responsabilidad personal y pecuniaria a cargo  de quien asuma esta obligación.

Primera respuesta de la Administración: “ El contrato Nº. 046 de fecha 24 de noviembre de 2002, celebrado con la Unión Temporal: INPLANT S.A. Y AUROS COPIAS LTDA. por valor de $142. millones, cuyo inicio 9 de diciembre de 2002 con un plazo de ejecución de 12 meses, es decir hasta el 8 de enero de 2004, se constituyó mediante la Disponibilidad Nº. 135 del 11 de junio  y Registro Presupuestal Nº. 236 de 2 de diciembre de 2002.

En el transcurso de la vigencia fiscal de 2003 se efectuaron pagos por valor de $86.164.515 quedando en reservas presupuestales a 31 de diciembre de 2003 el valor de $55.835.485.

Mediante Acta de Fenecimiento del 31 de diciembre de 2003, se procedió a efectuar la anulación de los saldos correspondientes de las reservas constituidas a 31 de diciembre de 2002, dentro de las que se encontraba un saldo por pagar a Union Temporal: Inplant S.A. y Auros Copias Ltda..  por el valor de $55.835.485.

Que el DAPD mediante radicación Nº. 2003ER88441 del 11  de noviembre de 2003 solicita al Director Distrital de Presupuesto de la Secretaría de Hacienda, nos señale el procedimiento para atender el pago de las reservas constituidas a 31 de diciembre de 2002 del contrato de prestación de servicios Nº. 046 a favor de Inplant S.A. y Auros Copias Ltda.

El Director de Presupuesto mediante comunicación Nº. 2003EE123582 conceptuó que en el momento que sea exigido un pago deberá cancelarse por el rubro de Pasivos Exigibles efectuando los traslados presupuestales que se requieran para atender los pagos requeridos

Con base en lo anterior y dado que el contrato se encontraba vigente antes de terminar la vigencia fiscal de 2003, y de acuerdo al inciso segundo del Artículo 40 de la Ley 80 de 1993, la Administración está facultada para establecer los acuerdos que crea conveniente par el cumplimiento de los fines estatales. En consecuencia el 9 de diciembre de 2003 procedió a efectuar una Prórroga al contrato de prestación de servicios Nº. 046 con la Unión temporal Inplant S.A. y Auros Copias Ltda. por 7 meses más contados a partir de la fecha en que finalice el plazo inicialmente pactado.

Mediante certificación de cumplimiento para pago del 5 de febrero de 2004, la Gerencia de Apoyo Logístico certifica el servicio prestado por Auros Copias, efectuándose el pago por Pasivos Exigibles de lo facturado del 9 de noviembre al 8 de diciembre de 2003 y del 9 de diciembre del 2003 al 8 de enero de 2004 el valor de $29.266.587 el día 24 de febrero de 2004.

El 8 de Marzo de 2004 se expide la Disponibilidad No. 56 por un valor de $50.000.000, y, con fecha 19 de Marzo se expide el Registro Presupuestal No. 40 por el mismo valor y los cuales amparan la orden de pago No. 036 del 28 de Abril de 2004 por valor de $23.647.370.

Respecto a la observación de no tener en cuenta el concepto emitido por la directora Jurídica de SHD, la entidad consideró que no comparte la afirmación de “No es válido continuar con la ejecución del contrato”, ya que este esta legalmente vigente y el contrato es ley para las partes, de modo, que el DAPD no puede entrar a darlo por terminado unilateralmente”.

Primera valoración de la respuesta: este ente de control mantiene lo observado en razón de que la justificación de la entidad no desvirtúa el hecho de haberse ejecutado un acto administrativo, afectando apropiaciones presupuestales sin contar con certificado de disponibilidad y registro presupuestal, que debía amparar el compromiso u obligación por el servicio prestado por el contratista desde el 1º de enero al 8 de marzo de 2004, por valor de $23.6 millones, lo que ratifica que la administración legalizó hechos cumplidos hasta 8 y 19 de marzo, con la expedición de la disponibilidad y el registro presupuestal respectivamente, para amparar la orden de pago No. 036 del 28 de abril de 2004, por el servicio facturado al 8 de marzo del presente año.

Por consiguiente este hallazgo se califica como administrativo con alcance disciplinario.

Segunda respuesta de la administración: “En primera instancia debe recordarse que de conformidad con lo dispuesto en el numeral 6º del artículo 25 de la Ley 80 de 1993, las entidades pueden celebrare los contratos cuando existan las respectivas disponibilidades presupuestales, lo cual se cumple de manera definitiva para el caso en comento, toda vez que éste se encontraba amparado por la disponibilidad presupuestal No 135  de 2002, la cual en estricto sensu, no solo ampara el contrato principal, sino las posible modificaciones o prorrogas, como en efecto ocurrió para la prorroga del contrato suscrita en diciembre de 2003, situación ésta que involucra las partes contractuales, es decir al contratista, que no puede sufrir desequilibrio alguno pos aspectos atribuibles a la administración. Es por lo expuesto,  que la entidad solicita concepto a la Secretaría de Hacienda Distrital, con el propósito de absolver las inquietudes presentadas presupuestalmente.  

Ahora bien, teniendo en cuenta que el concepto emitido por el Director de Presupuesto de la Secretaría de Hacienda, fue recibido por el DAPD el 4 de marzo de 2004, la entidad procedió a subsanar de manera inmediata y de acuerdo con las recomendaciones de la dicha Secretaría, las cuales debían ser enmarcadas jurídicamente, pues no era viable tomar un decisión de manera unilateral, si la misma no se encuentra señalada taxativamente en la norma legal, por lo cual se adoptó una medida intermedia que saneara el problema presupuestal, sin afectar el equilibrio del contrato por detrimento para el contratista, con lo cual la Entidad cumplió con el principio de salvaguardar el erario público al evitar situaciones más onerosas para la Administración”. 
Segunda valoración de la respuesta: se ratifica el hallazgo disciplinario, por cuanto no era válido continuar con la ejecución del contrato suscrito en noviembre de 2002, puesto que conforme a las normas presupuestales, su reserva presupuestal a 31 de diciembre de 2003 feneció, por tanto este contrato no contaba con recursos para continuar ejecutándose; por consiguiente, la entidad únicamente podía pagar aquellas obligaciones que en virtud del contrato se causaron mientras que la reserva presupuestal que lo respaldaba estaba vigente ( 31 de diciembre de 2003), en concordancia con el concepto emitido el 22 de diciembre de 2003, por la Directora Jurídica de la Secretaria de Hacienda.    

Con fundamento en los Decretos 111 y 714 de 1996 y demás normas que los reglamenta, se debió dar cumplimiento al principio de anualidad, puesto que el presupuesto rige para un año fiscal. Fue evidente que la entidad ejecutó un acto administrativo, afectando apropiaciones presupuestales sin contar con certificado de disponibilidad y registro presupuestal, que debía amparar el compromiso u obligación por el servicio prestado por el contratista desde el 1º de enero al 8 de marzo de 2004, por valor de $23.6 millones, lo que ratifica que la administración legalizó hechos cumplidos hasta 8 y 19 de marzo.

- Constitución de Cuentas por Pagar: del total del presupuesto comprometido el 0.3% quedó constituido como cuentas por pagar a 31 de diciembre de 2003, por valor de $102.8 millones, correspondiente a gastos de funcionamiento el 14%, es decir, $14.5 millones y a gastos de inversión de $88.3 millones equivalentes al 86% del total de las obligaciones.

Revisadas las Cuentas por Pagar antes relacionadas, se comprobó que estás tenían su respectiva orden de pago, autorización de giro presupuestal y demás soportes legales, también fueron registrados en los estados contables a 31 de diciembre de 2003.  Se verifico que los pagos de los compromisos al primer semestre de 2004, fueron cancelados.

4.5.2 Ejecución Presupuestal – Vigencia 2003 

Gastos de Funcionamiento: el comportamiento de las apropiaciones necesarias para el normal desarrollo de las actividades administrativas, técnicas y operativas, fue el siguiente:  (Ver Cuadro No. 37)

CUADRO No 37. 

EJECUCIÓN DE PRESUPUESTO DE GASTOS DE FUNCIONAMIENTO 2003










En Millones de Pesos

	NOMBRE
	INICIAL
	MODIFICACIONES
	DEFINITIVO
	COMPRO

MISOS
	%

EJECUCIÓN
	GIROS
	RESERVAS
	%

RESERVAS

	Funcionamiento
	16.043.7
	1.162.6
	17.206.3
	16.051.0
	93.3
	14.135.2
	1.915.8
	12

	Administrativos y Operativos
	16.043.7
	1.152.8
	17.196.6
	16.041.3
	93.3
	14.125.5
	1.915.8
	12

	- Servicios Personales
	10.012.8
	1.099.9
	11.112.7
	10.725.1
	96.5
	10.576.4
	148.7
	14

	- Gastos Generales
	2.889.1
	-80.1
	2.809.0
	2.260.7
	80.5
	982.2
	1.278.5
	56.5

	- Aportes Patronales
	3.141.8
	133.0
	3.274.8
	3.055.5
	93.3
	2.566.9
	488.6
	16

	Pasivos Exigibles
	0
	9.7
	9.7
	9.7
	100
	9.7
	0
	0


Fuente: Informe Ejecución Presupuesto DAPD

Como se refleja en el anterior cuadro, los gastos de funcionamiento presentaron una ejecución de $16.051.0 millones equivalentes al 93.3% del presupuesto definitivo de los cuales $14.125.5 millones corresponden a giros realizados y $1.915.8 millones, se constituyeron como reservas presupuestales.

Teniendo en cuenta el monto de los recursos, la ejecución más alta se presentó en los gastos administrativos y operativos – servicios personales por $10.725.1 millones, equivalentes al 96.5% de los recursos apropiados para dicho rubro en el periodo.

Gastos de inversión: son los gastos que incurre la entidad para el desarrollo económico, social y cultural de la ciudad, se le asignó un presupuesto definitivo de $19.162.2 millones de los cuales se comprometieron $18.246.4 millones, compuesta dentro de la inversión directa del Plan de desarrollo “BOGOTÄ; para VIVIR todos del mismo lado”, por los objetivos de productividad con $4.513.6 millones, Justicia Social $7.352.2 millones, Ambiente por $294.299.4 millones y Gestión Pública por $6.081.3 millones, equivalentes al 95.2% con relación al presupuesto definitivo. Sin embargo, los giros representan el 25%, es decir $4.617.3 millones y las reservas se encuentran en el orden del 75%, equivalentes a $13.629.1 millones.

De lo anterior, se concluye que los giros apenas alcanzan una cuarta parte de los recursos comprometidos, encontrándose un alto porcentaje de obligaciones legalmente contraídas para ser ejecutadas en la vigencia de 2004. 

GRAFICO No. 1


Del grafico anterior, se observa que el objetivo Justicia Social en participación ocupa el primer puesto con 39%, seguido del objetivo Gestión Pública Admirable con 35%, Productividad 24% y Ambiente 2%.

El comportamiento presupuestal en la ejecución por cada uno delos objetivos que conforman el Plan de Desarrollo del DAPD, fue de la siguiente forma:

- El objetivo Justicia Social, contó con recursos iniciales de $9.274.0 millones, le fueron suspendidos recursos por $1.740.2 millones, para un total de $7.533.8 millones, los cuales fueron ejecutados en el 97.6%, es decir $7.352.2 millones de los cuales el 59%, quedó constituido en reservas y el 41% corresponden a giros ejecutados durante la vigencia. La modificación de recursos obedece a los Proyectos 7021, 7191 y 4132.

- Objetivo Gestión Pública Admirable, se le asignó recursos iniciales de $7.123.7 millones, siendo disminuidos en $473.3 millones, para un total de $6.650.4 millones, de los que fueron ejecutados en un 91.4%, es decir $6.081.3 millones, de los cuales el 93% quedó constituido en reservas presupuestales y el 7% corresponden a giros efectuados en la vigencia fiscal. La suspensión de los recursos afectaron los Proyectos 6187, 7242, 7212 y 7358.

- Objetivo productividad, el presupuesto inicial fue de $8.487.4 millones, le disminuyeron recursos en el orden de $3.809.4 millones, para un definitivo de $4.678.0 millones de los que fueron ejecutados un 96%, es decir $4.513.6 millones, de los cuales el 75% se constituyeron en reservas y el 25% corresponden a giros efectuados durante la vigencia. La modificación de los recursos afectaron los seis (6) Proyectos que pertenecen a este objetivo.

- Finalmente, se encuentra el Objetivo Ambiente, contó con recursos iniciales de $500 millones, le modificaron recursos en forma negativa de $200 millones, para un total de $300 millones, siendo ejecutados el 99.8% es decir $299.4 millones, de los que el 91% se constituyeron en reservas y el 9% corresponden a giros efectuados en la vigencia. La modificación de los recursos afectó al único Proyecto que tiene (7015).

La ejecución del presupuesto de inversión se realizó a través  de 18 Proyectos y teniendo en cuenta su apropiación, ejecución real y/o efectiva relacionada con los giros, se concluye que existe un déficit en el cumplimiento de los objetivos del Plan de Desarrollo de la vigencia concluida, puesto que no se presentaron avances ni ejecución física en un 75%, dado que la mayoría de la contratación se realizó al finalizar el año.

Comparativo Ejecución Presupuestal 2003 – 2002

CUADRO No. 38 

EJECUCIÓN PRESUPUESTAL 2002 - 2001










En millones de Pesos
	CONCEPTO
	AÑO 2003
	AÑO 2002
	VALORACIÓN

EJECUCIÓN REAL

	
	Compromisos
	Giros
	%

Ejecución
	Compromisos
	Giros
	%

Ejecución
	

	Gastos de Funcionamiento
	16.051.0
	14.135.2
	88.1
	15.816.6
	14.020.2
	88.6
	- 0.5

	Gastos de inversión
	18.246.4
	4.617.3
	25.3
	5.158.1
	1.283.6
	24.9
	0.4

	TOTAL
	34.297.4
	18.752.5
	54.7
	20.974.7
	15.303.8
	72.9
	- 18.2


Fuente: Presupuesto DAPD 2002-2003

Respecto a lo anterior, se observó un aumento, para la vigencia 2003, en el nivel de compromisos adquiridos en los gastos de funcionamiento e inversión en $13.322.7 millones con relación al año 2002. 

El comportamiento en la ejecución presupuestal de 2003, a nivel de gasto de funcionamiento e inversión presentaron una disminución de 18.2 puntos porcentuales.

4.5.3 Control Interno Presupuesto  

Es de precisar que el Sistema de Control Interno realizado a la Oficina de Presupuesto, encargada del manejo y control de este, es aceptable y por tanto brinda confianza sobre los registros y saldos presupuestales objeto de análisis excepto por los siguientes hallazgos:

Hallazgo No. 14

En el libro de traslados presupuestales las modificaciones internas presentan soportes como: justificación económica, disponibilidades, concepto favorable del traslado emitido por la Secretaría de Hacienda; se observó que en las Resoluciones 018 de enero; 130 de abril; 203  y 240 de mayo; 262 de junio; 361 de julio;  415 de agosto; 569  y 593 de octubre; 745, 771 de diciembre de 2003, no se encuentran soportadas por el presupuesto definitivo antes de la modificación y el definitivo ajustado debidamente firmado por el responsable del presupuesto. Además, los presupuestos que se anexan  presentan errores de resultado y hacen referencia al Decreto 540 del 30 diciembre de 2002 correspondiendo a partir del mes de abril al Decreto 100 de 2003.

De otra parte, respecto al traslado del presupuesto al interior de los gastos de inversión,  aceptado por el Director Distrital de Presupuesto, mediante el concepto de modificación 1301 de noviembre de 2003,  por $507.1 millones, se evidenció que no se anexa la Resolución de aprobación, expedida por la Directora del Departamento; no se soporta con el reporte del presupuesto definitivo antes de la modificación y el ajustado definitivo, debidamente firmados por el responsable del presupuesto; también, falta la copia dirigida a la Dirección Distrital de presupuesto de la remisión del acto administrativo perfeccionado y la solicitud para modificar el Plan Anual de Caja.

Se incumple con lo establecido en el numeral 3.13.1 Requisitos para efectuar modificaciones presupuestales de la Resolución 1602 de 2001 de la Secretaria de Hacienda; articulo 54 del acuerdo 24 de 1995 y los literales e) y g) del artículo 2º de la Ley 87/93.

Situación  ocasionada por debilidades en el archivo de los documentos y control dentro de los mismos procesos administrativos, de tal forma que a medida que se desarrollen las actividades,  estas sean soportadas con la información necesaria, que sirvan de testimonio de los hechos presupuestales.

En consecuencia no se garantiza el control de archivo de los documentos que son testimonio de información frente a los hechos económicos que soportan los traslados presupuestales.

Respuesta de la Administración:” Se Anexan Resoluciones de Modificaciones de Gastos  e Inversiones del DAPD, emitidas por la entidad de acuerdo a la viabilidad emitida por la secretaria de Hacienda, una vez cumplidos los requisitos establecidos en la Resolución 1602 de Diciembre de 2001, entre los cuales se encuentra el “Cuadro del presupuesto ajustado con la modificación presupuestal”, siendo este un archivo en Excel, manejado al interior de la Gerencia Financiera.  Si bien es cierto que este documento es soporte de la modificación presupuestal, esta se verá reflejada en los informes de Ejecución presupuestal al cierre de cada mes, los cuales reposan oficialmente en los archivos de dicha Gerencia”. 

Valoración de la Respuesta: no se acepta la respuesta de la entidad, en razón a que es evidente que el Área de Presupuesto presenta debilidades en el manejo del archivo impreso de los requisitos necesarios que soportan  las modificaciones o los traslados al interior de los gastos de funcionamiento e inversión. Esta observación se determina como un hallazgo de tipo administrativo y debe formar parte del Plan de Mejoramiento.

Hallazgo No. 15

 En el libro de los Decretos presupuestales del DAPD, no se adjunta el anexo que contiene el detalle de los gastos que son soporte del Decreto 100 de 2003, por el cual se expide el presupuesto Anual de Rentas e Ingresos y de Gastos e Inversión del D.C., estableciendo que para efectos de armonizar y liquidar el presupuesto anual se realice un ajuste de los gastos de inversión de  menos  $1.500 millones. 

Transgrediendo  lo estipulado en el articulo 52 del Decreto 100 de 2003;  numeral 8 de la Resolución 1602 de 2001, expedida por la Secretaria de Hacienda  y los literales d) y e) del artículo 2º de la Ley 87/93.

Situación causada porque el Departamento no adjunta todos los documentos, informaciones y anexos que justifiquen o expliquen  en mayor grado de detalle la inclusión de los ajustes a los gastos de inversión.

Como consecuencia, en su momento requerido no se garantiza la integridad del archivo de la información presupuestal, soporte del testimonio y registro de los hechos económicos.

Respuesta de la Administración: “Se anexa soportes de modificaciones presupuestales por valor de $1.500.000.000 Con el decreto 100 de Abril 10 de 2003, se hace la reducción suspensión y con el decreto 306 del 19 de Septiembre de 2003 se levanta la suspensión.  Posteriormente con el decreto 523 de 31 de Diciembre de 2003, se realiza la reducción suspensión por igual valor para los proyectos 7024 y 7020.
Valoración de la Respuesta: Se acepta parcialmente, debido a que la entidad anexo en la respuesta algunos soportes de la modificación presupuestal de $1.500.0 millones, pero se mantiene el hallazgo en cuanto a las debilidades en el archivo impreso de los soportes que evidencien el testimonio de los hechos económicos. Situación que se ratifica con la ausencia del Decreto 523 de diciembre de 2003, en el archivo de los “Decretos Modificatorios”.

Por tanto, se considera como un hallazgo de tipo administrativo, que debe hacer parte del Plan de Mejoramiento. 

4.5.4 Indicadores Presupuestales

	Efectividad de Gestión Presupuestal:  
	Ppto Gastos de Funcionamiento Ejecutado   X 100

Ppto Gastos de Funcionamiento Aprobado
	16.051.0 X 100 = 93.3%

17.206.3



	Eficiencia del Manejo Presupuestal:         
	Gastos de Inversión   X 100

Gastos  de Funcionamiento
	18.246.4  X 100 = 113.7%

16.051.0



	Eficiencia

Planeación de los Gastos:   
	Anulación Disponibilidad      X 100

Solicitud de Disponibilidad


	60  X 100 = 14.4%       

417



	
	Liberac.y/o Anulación Regis. y Saldos Presp.  X 100

Solicitud Registro Pptal
	25      X 100 = 6.6%
379



De lo anteriormente expuesto, se concluye que el indicador de efectividad de gestión presupuestal mide solamente la efectividad en le ejecución de los gastos de funcionamiento realizados frente a lo presupuestado y no se tiene en cuenta los gastos de inversión.  

Es importante tener en cuenta que la efectividad complementa el principio de eficacia, en el sentido de que ésta mide el grado de cumplimiento de los objetivos, no es suficiente medir el cumplimiento de lo planeado en términos de cantidad, es necesario determinar si el producto cumplió con el propósito final para el cual fue diseñado. 

El alto porcentaje del indicador 93.3%, no refleja que se hayan cumplido los objetivos, metas, planes y programas establecidos por la entidad, debido a que la ejecución real y/o efectiva, se cumplió en un 52%. Es de observar que el Departamento no presentó indicadores de eficacia.

En conclusión, de acuerdo con las revisiones realizadas a la ejecución y cierre presupuestal de la vigencia 2003, de los registros presupuestales de la muestra escogida, se concluye que estas en general se afectaron de acuerdo a lo  prescrito  en la normatividad vigente de carácter presupuestal, contable, contractual; por lo que están legalmente constituidas, soportadas y se encuentran debidamente reconocidas en la contabilidad presupuestal.

Por lo anteriormente expuesto, los registros dan seguridad razonable, certificándose aceptable el proceso presupuestal del DAPD, excepto por los hechos observados en materia presupuestal y del Sistema de Control Interno.

Respecto a la ejecución presupuestal acumulada de inversión alcanzó un 95.2%, sin embargo, la ejecución real y/o efectiva, relacionada con los giros, reflejó un cumplimiento del 25.3%, siendo esta deficiente, puesto que se culminó la vigencia, dejando presupuesto reservado en un 74.7% para ser efectivamente utilizado en el año 2004, hecho que denota incumplimiento de los principios de eficiencia, eficacia y economía.

4.6 
EVALUACION A LOS  ESTADOS CONTABLES

La siguiente es la situación financiera general del  Departamento Administrativo de Planeación Distrital al terminar el año 2003, como resultado de la aplicación de  pruebas de auditoría tales como revisión analítica, inspección de documentos y entrevistas, entre otras. El total de bienes y derechos sumaban  $9.727.6 millones, de los cuales el grupo contable de Deudores es el más representativo, con $6.083.7 millones, siendo el 63% del total de los activos, representado principalmente  por la cuenta Depósitos Entregados, que son  recursos manejados por organismos internacionales como la Organización de Estados Iberoamericanos (OEI),  el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y al  FONDANE;   le sigue en importancia  las Propiedades Planta y Equipo $ 1.921.2 millones, es decir, el 20%; luego sigue la cuenta  Otros Activos con $1.222.4 millones, que representan el 13% de los activos de la entidad.

En cuanto a los compromisos y obligaciones de la entidad al finalizar el año 2.003, estos alcanzaban la suma de $9.257.0 millones de pesos, siendo Pasivos Estimados el de  mayor cuantía con $6.216.1 millones, es decir el 67%  del pasivo. Es de señalar que en esta cuenta está registrada la provisión para contingencias producto de las demandas instauradas contra la entidad por litigios laborales $566.2 millones y  litigios y demandas administrativos por $5.649.9 millones; igualmente están registradas las provisiones para prestaciones sociales por $371.7 millones de los cuales $255.1 millones corresponde a  vacaciones y un valor de $146.6 millones para prima de vacaciones.

También se encuentra registrada en el pasivo otra cuenta importante que es la correspondiente a  Obligaciones Laborales por un valor de $2.551.2 millones que representan el 28%. 

El Patrimonio Institucional según el saldo presentado en el Balance General es de $470.6 millones, donde sobresalen  el  Capital Fiscal por $1.541 millones y  un déficit en el Resultado del Ejercicio de $2.849.3 millones y los Ajustes por Inflación $1.666.5 millones.

Dentro de las Cuentas de Orden Acreedoras llama la atención el valor de $31.080 millones que representan las Responsabilidades Contingentes que a su vez incluyen las subcuentas Litigios y Demandas Laborales por $2.831.3 millones, cuantía que representa las diferentes demandas de exfuncionarios que han sido despedidos por efecto de la Ley 617 de 2000; la otra parte corresponde a procesos que terceros damnificados por normas de urbanismo que fueron expedidas por  el Departamento Administrativo de Planeación Distrital y que suman $28.249.3 millones. Aquí nos encontramos ante una amenaza financiera y presupuestal que afronta el Departamento, porque en el supuesto caso que se pierdan las demandas, el DAPD no le alcanza ni su presupuesto ni mucho menos sus activos para pagar el importe que supera en cinco veces los activos y en más del 100% el presupuesto anual. 

Lo que deja entrever esta problemática es una deficiente asesoría jurídica en materia de normas urbanísticas.

Los ingresos de la entidad durante el año 2.003 alcanzaron la suma de $8.4 millones, valor inmaterial, dado que los ingresos provienen del  presupuesto distrital, los cuales son manejados a través de la Dirección  Distrital de Tesorería.

Los gastos incurridos por la entidad en la misma vigencia sumaron $26.620.4 millones, siendo los gastos de administración $16.354.6 millones los de mayor incidencia es decir, el 61% del total de las erogaciones; los Gastos de Operación suman $2.968.3 luego la cuenta de  Provisiones, Agotamiento y Depreciaciones que suman $7.116.0 millones,  esto es, el 27%, porcentaje  alto en razón al efecto sobre  los gastos de la vigencia que hizo  la provisión del 20% de los litigios y demandas administrativos  en contra de la entidad y que ya empiezan a hacer efecto negativo en la posición financiera y presupuestal  en la entidad, pues también afectó los Resultados del Ejercicio, el cual  para la vigencia auditada, presenta déficit de $ 2.849.3 millones.

Evaluación de Cuentas Representativas del Activo 

El Departamento no tiene tesorería para manejar los recursos de su presupuesto,  esto se hace a través de la Tesorería General. Los ingresos que eventualmente se recaudan corresponden a avances, llamadas a teléfonos celulares y larga distancia realizadas, previa autorización por funcionarios del Departamento y  sanciones disciplinarias, entre otros, los cuales son consignados en la Tesorería del Distrito. 

Para el funcionamiento del DAPD en lo que a recursos expeditos se refiere, se constituyeron  en el periodo 2003 dos cajas menores, así:

1.Caja Menor No.11 Gastos Generales, Distrito Capital Departamento Administrativo De Planeación Distrital: constituida mediante la  Resolución 027 del 27 de enero de 2003, firmada por el representante legal, con el fin de sufragar gastos generales que demanda el Departamento. El monto es de $15 millones. El ordenador es el Gerente del Área de Apoyo Logístico. No existe un acto administrativo nombrando el responsable que debe manejar la caja. La resolución anterior solamente hace alusión en forma general  a que el responsable no debe pertenecer a Almacén o desempeñar actividades de control.

2. Caja Menor No.12 Servicios Públicos, Distrito Capital Departamento Administrativo De Planeación Distrital: constituida mediante la  Resolución 028 del 27 de enero de 2003, firmada por el representante legal, con el fin de sufragar los pagos de servicios públicos y costos accesorios, que demanda el Departamento. El monto es de $50 millones. El ordenador es el Gerente del Área de Apoyo Logístico. Tampoco  existe un acto administrativo designando el responsable que debe manejar la caja. La resolución anterior solamente hace alusión en forma general  a que el responsable no debe pertenecer a Almacén o desempeñar actividades de control
Deudores

En este grupo contable se registraron  los derechos a favor de la entidad originados en  desarrollo de su gestión administrativa y operativa. Ésta cuenta presenta un saldo de $6.083.6 millones, compuesto por:

CUADRO No 40

RELACIÓN DE DEUDORES A DIC. 31 DE 2003

En millones de pesos 

	Código Contable
	Nombre de la Cuenta
	Valor

	1401
	Ingresos no tributarios
	$ 1.6

	1425
	Depósitos entregados
	$6.082.0

	VALOR TOTAL
	
	$6.083.6


Fuente: Información de la cuenta vigencia 2003, presentada por la Administración

De esta cuenta merece análisis “Depósitos entregados” por su cuantía de $6.082.0 millones,  y dentro de ésta la subcuenta “para futuras inversiones” por un valor de 6.065.7 porque se trata de recursos girados a entidades internacionales y nacionales para del desarrollo de proyectos de inversión. Esta suma de dinero está representada en los siguientes convenios interadministrativos:

CUADRO No.41

OTROS DEUDORES

En millones de pesos

	Nombre del Convenio
	Saldo a 31-12-03

	Convenio No.040/01 OEI
	$770.0

	Convenio FONDANE
	$2.042.5

	Proyecto Col.01/030 PNUD
	$815.0

	Proyecto Col.02/12 PNUD
	$1.002.4

	Proyecto BID Col.02/12 PNUD 
	$1.435.7

	TOTAL
	$ 6.065.7


 Fuente: Información de la cuenta vigencia 2003, presentada por la Administración

Con respecto al Convenio 040/01 suscrito con la OEI, esta no efectúa descuentos de retención en la fuente e ICA a los contratos que suscribió en desarrollo del Convenio, amparándose según ella, en la Convención de Viena, Ley 62/73 y Ley 30/78. Al no encontrarse expresamente cobijada en esas normas, este ente de control solicitó aclaración al Departamento, quien a su vez solicitó a la OEI, respuesta.   

Cuenta Propiedades Planta y Equipo

CUADRO No 42

RELACIÓN DE PROPIEDADES PLANTA Y EQUIPO

En millones de pesos

	CÓDIGO CONTABLE
	NOMBRE DE LA CUENTA
	VALOR

	1635
	Bienes muebles en bodega
	$348.7

	1637
	Propiedad Planta y Equipo No Explotados
	$505.9

	1655
	Maquinaria y Equipo
	$115.3

	1660
	Equipo medico y científico
	$5.5

	1665
	Muebles, Enseres y Equipo de Oficina
	$669

	1670
	Equipo de Comunicación y Computación
	$3.881.8

	1675
	Equipo de Transporte, Tracción y Elevación
	$639.9

	1680
	Equipo de comedor, cocina, despensa 
	$10.1

	1685
	Depreciación Acumulada
	$4.255.1

	
	TOTAL
	$1.921.2


Fuente: Información de la cuenta vigencia 2003, presentada por la Administración

La cuenta más  representativa de este grupo es Equipo de Comunicación y Computación por  cuantía de $3.881.8. La Entidad no cuenta con bienes inmuebles para su cometido social.

La Entidad no contabilizó el gasto de la  depreciación en forma individual, esto es a cada elemento, durante los meses  de julio a noviembre de 2003, por cuanto, según lo manifestó la administración en la cuenta entregada a la Contraloría, la aplicación que realiza el cálculo  quedó fuera de servicio y solo se efectuó en forma global, por grupo de elementos. La entidad utiliza para la depreciación un programa en ACCES, que no está integrado al aplicativo SAPIENS, por lo que contabilidad continúa registrando la depreciación por grupo de elementos y no por elemento como lo establecen la técnica contable.

El Departamento Administrativo de Planeación Distrital a través de la Resolución  0213 del 09 de mayo del 2003 contrató con la compañía LA PREVISORA S.A. la emisión de pólizas de seguros para amparar los bienes e intereses patrimoniales de propiedad del Departamento, así: 

CUADRO No 43

INFORMACIÓN PÓLIZAS DE SEGUROS

	RAMO
	POLIZA No.
	VIGENCIA

	Seguro daños materiales combinados 

	1001174
	De:12/05/2003

A:08/02/2004

	Sustracción

	1001388
	De:12/05/2003

A:08/02/2004

	Automóviles
	1002674
	De:12/02/2003

A: 08/02/2004

	R.C.E
	1002574
	De:12/05/2003

A: 08/02/2004

	R.C.E.S. Públicos
	1002575
	De:12/05/2003

A:08/02/2004

	Manejo Póliza Global
	1002953
	De:12/05/2003

A:08/02/2004


Fuente: Información DAPD

Otros Activos

Esta cuenta registra a 31-12-03 un valor de $502.3 millones y contiene las subcuentas: 

CUADRO No 44

OTROS ACTIVOS

En Millones de Pesos

	Código Contable
	Nombre de la Cuenta
	Valor

	190
	Gastos pagados por anticipado
	$15.2

	1910
	Cargos diferidos
	$1.3

	1920
	Bienes entregados a terceros
	0

	1950
	Responsabilidades
	$1.2

	1955
	Provisión para responsabilidades
	$1.2

	1970
	Intangibles
	$2.779.0

	1975
	Amortización acumulado intangibles
	$2.293.2

	VALOR TOTAL
	
	$ 502.3


Fuente: Información de la cuenta vigencia 2003, presentada por la Administración

De esta cuenta llamó la atención la subcuenta Responsabilidades que tiene un saldo a 31 de diciembre de 2003 de $1.2 millones, el cual se halla subestimado, dado que la Entidad no contabilizó el proceso por posible detrimento al patrimonio en cuantía de $35.546.500 correspondiente al  contrato No.226 del 30 diciembre de 1999. Además se encuentran en proceso de responsabilidad fiscal un posible daño al patrimonio por $249.100.867 en contra de la servidora pública Hazel Bueno Mora, por el pago de emolumentos por encima de lo legal; igualmente, se encuentra en las mismas condiciones el proceso contra Cesar Augusto López y la firma contratista Redes y Sistemas limitada por Incumplimiento del contrato 157 del 20 de diciembre de 1998 por cuantía de $5.030.625.

También debieron contabilizarse en la cuenta Responsabilidades otros procesos administrativos de pequeña cuantía, que lleva la Oficina Asesora de Control Interno Disciplinario y que al momento de esta auditoría ya han resarcido el daño. Los anteriores procesos estaban pendientes a 31 de diciembre de 2003 y se muestran en el siguiente cuadro: 

CUADRO No: 45

PROCESOS ABIERTOS EN LA OFICINA DE CONTROL INTERNO DISCIPLINARIO

En pesos $

	Indagación Preliminar
	Elementos y/o fondos
	Origen de la responsabilidad
	Valor

	No.07-03
	Licencias No.11886418AASO113

Y 11915987
	Incumplimiento del contrato 226 del 30 diciembre 1999
	$35.546.500

	No.16-03
	Pago de sanciones e intereses de mora
	Por no pagar a tiempo el impuesto de timbre 
	$301.890

	No.08-01
	150 licencias software
	Incumplimiento del contrato 157 del 20-12-98
	$5.030.625

	No.01-02
	Faltante por deducible
	Deducible a cargo de funcionario que perdió elementos que reconoció la aseguradora
	$531.927

	No.13-02
	Mayor valor pagado 
	Reconocimiento de pago por encima de lo legal a  la servidora pública Hazel Bueno Mora
	$249.100.867

	TOTAL
	
	
	$290.511.809


Fuente: Información cuenta 2003.

Como consecuencia de lo anterior, la cuenta Provisión para Responsabilidades se encuentra subestimada en ese valor y por esos mismos conceptos.

Evaluación de Cuentas Representativas del Pasivo:

Bajo este grupo contable la entidad registra el valor de las obligaciones contraídas por concepto de la adquisición de bienes o servicios, avances, anticipos y depósitos recibidos, acreedores, impuestos por pagar y créditos judiciales. El  DAPD según registros contables debía a terceros la suma de $9.257.0 millones representados así:

CUADRO No 46

RELACIÓN DE PASIVOS

En Millones de Pesos

	CÓDIGO CONTABLE
	NOMBRE DEL GRUPO CONTABLE
	VALOR

	24
	Cuentas por Pagar
	$116.8

	25
	Obligaciones Laborales
	$2.551.2

	27
	Pasivos Estimados
	$371.7

	29
	Otros Pasivos
	$1.1

	27
	Pasivos estimados no corriente
	$6.216.1

	
	TOTAL PASIVOS O DEUDAS
	$9.257.0


Fuente: Información de la cuenta vigencia 2003, presentada por la Administración
Merece detenimiento las cuentas Obligaciones laborales- Salarios y Prestaciones Sociales por $ 2.551.2 y Pasivos Estimados no corriente por  $ 6.216.1.

En primer lugar vemos la descomposición de los Salarios y prestaciones Sociales:

CUADRO No 47

SALARIOS Y PRESTACIONES SOCIALES

En Millones de Pesos

	CÓDIGO CONTABLE
	NOMBRE DEL GRUPO CONTABLE
	VALOR

	250502
	Cesantías
	$1.858.6

	250503
	Intereses sobre las cesantías
	$51.0

	250504
	Vacaciones
	$379.2

	250505
	Prima de Vacaciones
	$262.4

	
	TOTAL 
	$2.551.2


Fuente: Información de la cuenta vigencia 2003, presentada por la Administración
En razón a que la entidad no presentó el anexo de esta cuenta, se solicitó ver en el sistema SAPIENS, pero las cifras del sistema no concuerdan con la información relacionada en el formato CGN-96-01, pues el saldo que 31 de diciembre de 2003 según el formato es de $2.551.2 millones y en los sistemas, según impresión de fecha 09 de noviembre de 2004 es de $2.639.3 millones.

También es importante analizar dentro de los pasivos, la cuenta Pasivos Estimados no corriente, por un valor de $6.216.1 millones, donde está contabilizada la provisión para Contingencias la cual se aplicó un 20% sobre el valor de la cuantía de los procesos jurídicos en contra del Departamento, de lista reportada por la Subdirección Jurídica. Es decir, no se ha aplicado un método de reconocido valor técnico para aplicar la provisión, tal como lo solicitaba este ente de control en la anterior auditoria.

CUADRO No. 48

PASIVOS ESTIMADOS – PROVISIÓN PARA CONTINGENCIAS

En Millones de Pesos

	CÓDIGO CONTABLE
	NOMBRE DEL GRUPO CONTABLE
	VALOR

	27100501
	Laborales
	$566.3

	27100502
	Administrativos
	$5.649.9

	
	TOTAL 
	$6.216.2


Fuente: Información de la cuenta vigencia 2003, presentada por la Administración
La provisión para litigios laborales, es su mayoría se deben a exfuncionarios que fueron retirados por acción de la ley 617 de 2000 de Ajuste Fiscal y que han demandado al Departamento.

Cuentas de orden:

La cuenta Responsabilidades Contingentes, tiene un valor de $31.080.6 millones conformado por $ 2.831.3 millones en litigios y demandas laborales y $28.249.3 millones por demandas y litigios administrativos. La cifra anterior son  demandas de terceros  contra la entidad, sobrepasa los activos de la entidad y el mismo presupuesto. Si llegare a perderse estos pleitos,  la entidad podría de su presupuesto sufragarlos. Esto hace que tiene una amenaza financiera fuerte.

Dentro de los procesos por demandas y litigios administrativos sobresalen los siguientes:

CAUDRO No.49

INFORMACIÓN PROCESOS POR DEMANDAS Y LITIGIOS

En millones de pesos
	DEMANDANTE
	NO.PROCESO
	CONCEPTO
	VALOR

	Casa Club ltda.
	2002-0142
	El demandante  vio afectado su predio por la construcción de la vía circunvalar en el tramo de las calles 45 a 53, como consecuencia de la expedición de la Resolución 0455 del 22 de diciembre de 1999.
	$10.000

	Inversiones inmobiliarias D´acosta y Cia.
	2002-0939
	Por la expedición de normas como el Decreto 564 de 2000 y la Resolución No.144 de abril 13 de 2000, que causaron perjuicio al predio ubicado en la Calle 13Ano.30-48
	$9.800

	José Montaña Ramírez
	2002-1532
	Por cambio de tratamiento del suelo suburbano a urbano de los terrenos del predio El Recreo por la expedición del artículo 501 del Plan de Ordenamiento Territorial
	$800

	María Albertina Cárdenas Beltrán y otros
	2003-1904
	Presunta irregularidad de inclusión en el sistema de selección de beneficiarios para programas sociales del SISBEN, causó daños a los demandantes como consecuencia de la muerte de José Remigio Cárdenas.
	$407.5

	Asociación de empresas del Toberín
	2001-0234
	Se declare la nulidad de la licencia de construcción 00-4-0535 expedida por el Curador Urbano No.4, que autorizó la ampliación, modificación, adecuación y demolición parcial del predio ubicado en la calle 168 No.41-35 para el funcionamiento de una UPJ, violando normas urbanísticas
	$100

	María Victoria Gaviria Londoño y otra
	2003-0776
	Presunta irregularidad en la expedición de la Resolución 36 de 2003 del DAPD
	$560

	
	
	
	

	Roberto Forero y otros
	2002-0038
	Por perjuicios causados en el cambio del estrato 4 al 5
	$29


Fuente: Información Cuenta 2003.

Saneamiento Contable

En atención a lo prescrito en la Ley 716 de 2001, el Decreto Reglamentario 1282 de 19 de junio de 2002, el DAPD durante la vigencia de 2003 adelantó las gestiones administrativas necesarias para con el fin de identificar las partidas contables que consideró objeto de saneamiento. Para ello, constituyó el Comité Técnico de Saneamiento Contable mediante la Resolución 0029 del 29 de enero de 2003, modificada por la Resolución 0631 del 4 de noviembre de 2003, el cual expidió su Reglamento Interno según consta en el Acta No.002 del 27 de marzo de 2003.

Como resultado de las diferentes acciones adelantadas, se organizó la  “Ficha Técnica de Saneamiento Contable No.001 de 2003 Partidas Depuradas” que compendia las razones que obligan al descargue de los estados Contables, de las partidas registradas en Cuentas de Orden Deudoras- Otros Bienes y Derechos en Investigación Administrativa código contable 831690, originadas en Responsabilidades Fiscales de los años 1990,1991,1993 y 1996.

Mediante la Resolución No.0705 del 28 de noviembre de 2003, la Directora autoriza al área financiera efectuar los registros contables del caso, para lo cual se produjo el Comprobante de Contabilidad No.03 de diciembre de 2003, para sanear las siguientes partidas registradas en la cuenta “Otros bienes y derechos en investigación administrativa” código contable 831690 por concepto de Responsabilidades Fiscales originadas en los años 1990, 1991,1993 y 1999

CUADRO No. 50’

VALORES OBJETO DE SANEAMIENTO CONTABLES
En pesos
	Responsabilidades Fiscales
	Valor

	Anzola María Luisa 

Bejarano Germán

Candia Rodríguez María

García Blanca

Jaime Rochoux María

Jiménez María Dilia

Martínez Próspero

Median Vnaghan

Nira Abella Cruz

Nohora Isabel Roa

Ocampo Yalile Yabel

Ramiro barrera B:

Suarez Caro Alexandra
	$191.67

$102.300.00

$58.564.90

$46.989.98

$2203623.03

$11.1737.00

$154.933.33

$83.965.00

$44.311.97

$44.311.97

$29.700.00

$25490.40

$84.323.60



	Total crédito
	$906.842.85


  Fuente: Información Cuenta 2003.

Durante el proceso de la búsqueda de la información y soportes, la entidad solicitó a la Contraloría de Bogotá el estado de los expedientes que cursan como responsabilidades fiscales, búsqueda en el archivo del Departamento y de la Secretaría de Hacienda Distrital, todo lo cual quedó en actas firmadas por los responsables del saneamiento contable. 

De conformidad con las instrucciones impartidas por el Contador General de la Nación mediante Circular Externa No.052 de marzo de 2003 y Carta Circular 45 de noviembre 19 de 2003 y Circular No.128 de 2003 de la Secretaría de Hacienda, el DAPD hizo entrega del informe de saneamiento contable vigencia 2003,  firmado por la Directora del Departamento.  

Información Financiera, Económica y Social por Cambio de Representante Legal  

De conformidad con las instrucciones impartidas por el Contador General de la Nación mediante Circular Externa No.052 de marzo de 2003 y Carta Circular 45 de noviembre 19 de 2003 y de la Circular No.128 de 2003 de la Secretaría de Hacienda, el DAPD presentó la información financiera, económica y social por cambios de representante legal según Acta de Entrega de enero 02 de 2004 a la doctora CARMENZA SALDIAS BARRENECHE, Directora del Departamento Administrativo de  Planeación Distrital, quien fue ratificada en propiedad, mediante Decreto Distrital No. 001 del 01 de enero de 2004. 

Hallazgo No. 16

En el análisis al expediente No.07-03 que lleva la Oficina Asesora de Control Interno Disciplinario, se observa que existió una pérdida para la Entidad en cuantía de $32.671.400 como resultado de la inconsistencia en el suministro y recibo del objeto del contrato No. 226 del 30 de diciembre de 1999 suscrito con la firma  SYSTEM DEPOT COLOMBIA LTDA. El número de autorización  licenciatario 11886418AAS0113 y el número de licencia 11915987, no tienen validez. Se comprobó además, que dicha suma no se encuentra registrada en la Cuenta Responsabilidades y su respectiva Provisión.

Esta anomalía contraviene las cláusulas primera, segunda y tercera del Contrato 226 del 30 de diciembre de1999; los artículos 1602 y 1603 del Código Civil; numerales 1,2,4,6,7 del artículo 4 de la Ley 80 de 1993, sobre derecho y obligaciones de las entidades estatales; numeral 2 artículo 5 de la Ley 80 de 1993, sobre deberes y derechos de los contratistas; numerales 1,2,4,8 artículo 26 Ley  80 de 1993, principio de responsabilidad; los artículos 51 y 53 de la Ley 80 de 1993, sobre responsabilidad de los servidores públicos, consultores e interventores; numeral 1.2.6 de la Resolución 400 de 2001 del Plan General de Contabilidad Pública; y los literales a y b del artículo 2 de la Ley 87 de 1993. 

Lo anterior es causado por falta de diligencia en el recibo de los productos, objeto del contrato, por parte de la persona que ejerció  las funciones de interventoría del contrato por  falencia en los controles y procedimientos internos conducentes a la preservación y o recuperación de los bienes, así  como la omisión  de los  preceptos legales para este fin.

Debido al desfase en el licenciamiento de los productos, la entidad tuvo que realizar una nueva compra  para garantizar las operaciones sistematizadas, constituyéndose  en un posible detrimento al patrimonio distrital.

También le solicitó a la administración la información acerca  de sí se hizo o no la respectiva reclamación por incumplimiento del contrato a la aseguradora.

Respuesta de Administración: ”revisados los Estados Contables a 31 de diciembre de 2003, se observa en la cuenta 91200401 - Cuentas de Orden Litigios y Demandas Administrativas la inclusión del SUMARIO 548195 por cuantía de $40.000.000, en razón al proceso adelantado por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, en la cual la pretensión es la indemnización y perjuicios por venta de un Software presuntamente adulterado, suministrado por la firma System Depot Colombia Limitada en cumplimiento del objeto del contrato de compraventa No. 226 de 1999.

Para su verificación se anexa el comprobante de contabilidad No. 005 - 001 "Cuentas de Orden", registrado en diciembre de 2003, soportado con el memorando enviado por la Subdirección Jurídica del Departamento el 9 de diciembre de 2003, el cual contiene el reporte de los procesos judiciales a cargo de esa Subdirección así:

	PROCESO
	DEMANDANTE
	HECHOS
	CUANTIA

	Sumario 

548195
	DAPD
	Contrato compraventa No. 226 de 1999 a System Depot Colombia Ltda.
	Entre 20 y 40 millones

	
	DAPD
	Reintegro a la señora Olga Lucia López Medina, pago de todos los emolumentos laborales y apartes patronales
	331.488.842

	2003-1181
	DAPD
	Sanción Disciplinaria al Dr. Jorge Pablo Chalela Romano, por parte de la Personería de Bogotá.
	1.754.880


La revisión concluye también que deben reclasificarse los procesos registrados en la cuenta 91200401 - Cuentas de Orden – Litigios y Demandas Administrativas, a las cuentas 812003 - Derechos Contingentes Litigios y Demandas Penales y 812004 - Derechos Contingentes Litigios y Demandas Administrativas, por que en la cuenta 8120 – Litigios y Demandas se registran las pretensiones en las cuales el ente público en su calidad de actor o demandante solicita al órgano jurisdiccional frente al demandado una determinada tutela jurídica a través de una sentencia. En los Estados Contables a septiembre 30 de 2004 se refleja dicha reclasificación. 

En cuanto a que dicha suma no se encuentra registrada en la Cuenta Responsabilidades y su respectiva Provisión, se informa que el registro no se ha realizado por cuanto la Oficina de Sistemas no puede emitir concepto indicando al Área Financiera – Contable Departamento dar de baja algunos bienes adquiridos según el Contrato No. 226 /99, ya que los bienes en mención, se mantienen en custodia por parte de esa Oficina debido a que hacen parte de un proceso penal por una presunta estafa. Se destaca que el proceso penal  que se adelanta en la Fiscalía Seccional- Unidad Primera- Delitos contra la Fe Pública y el Patrimonio no ha sido fallado, es decir, no existe una sentencia de un juez penal que declare que las licencias en mención son falsas.

Adicionalmente, no se ha podido determinar el procedimiento a seguir para el registro y control de Responsabilidades por adquisición de bienes que son objeto de una PRESUNTA ESTAFA dado que las normas que rigen la materia, Resolución 001 de 2001 y el Instructivo No.31 de 2003 de la Secretaría de Hacienda, no lo contemplan específicamente.  

El Área Financiera de la Subdirección Administrativa y Financiera solicitará concepto a la Secretaría de Hacienda Distrital acerca del tratamiento contable que se debe dar a este caso. Adicionalmente y no obstante la consulta que se formulará, aprovecho esta oportunidad para solicitar a la Contraloría de Bogotá, a través del Equipo de Auditoría en el DAPD, que nos informe si existe una norma o instructivo que pueda ser utilizado por el DAPD para el tratamiento financiero-contable de este asunto, mientras la justicia penal decide.   

Finalmente, respecto de los funcionarios que tenían a su cargo la reclamación ante la Compañía Aseguradora, se reitera lo expresado acerca del Contrato No. 226 de 1999, en el Oficio del DAPD No. 2-200423586 del 11 de octubre de 2004, informando que revisado el contenido de la Resolución 073 del 26 de febrero de 1999 (por medio de la cual se adoptó el Manual de Funciones y Requisitos) vigente hasta el 2 de julio de 2001 no se precisa con claridad el o los funcionarios que tenían como función la de realizar la respectiva reclamación ante la compañía aseguradora. No obstante, debo señalar que en el Contrato No. 226 de 1999 se designó como interventor al Jefe de la Oficina Asesora de Sistemas, quien para la época era el Dr. César Augusto López Rodríguez. El interventor designado debía adelantar las acciones a su cargo para asegurar la ejecución adecuada del contrato. Luego de ejercidas sus facultades como interventor, y en vista del incumplimiento del contratista debía informar al Área de Contratos para que ésta le diera la orientación jurídica acerca de cómo proceder a efectuar lo requerimientos que corresponden en el evento de incumplimiento y si la situación lo ameritaba, se iniciaran las acciones administrativas y contractuales para declarar el incumplimiento por parte del contratista, y con fundamento en el mismo formular la reclamación ante la Compañía Aseguradora”. 

Valoración de la respuesta: dado que la administración no hizo ningún descargo por la pérdida ocasionada al Departamento, por la posible falsedad de las Licencias compradas según contrato No.226 de 1999, y al contrario abrió proceso disciplinario contra el interventor, un exfuncionario de la Entidad, esta situación lleva a este Ente  de Control a confirmar la observación como hallazgo fiscal, por posible detrimento al patrimonio distrital, el cual está siendo reportado a la Dirección de Responsabilidad Fiscal y Jurisdicción Coactiva de la Contraloría de Bogotá, en cuantía aproximada de $35.546.500. Al revisar las órdenes de pago efectuados, la  administración adjunta un pago anticipado por el 40% del valor del contrato, o sea la suma de DOCE MILLONES DOSCIENTOS SESENTA MIL PRESCIENTOS OCHENTA PESOS ($12.260.380) según orden de pago No,120211, relación de giro 68861 de 28 de febrero de 2000; y un último pago por valor de VEINTITRES MILLONES DOSCIENTOS OCHENTA Y SEIS MIL CIENTO VEINTE PESOS ($23.286.120) según orden de pago 120607, lo que sumados da ese valor.

La Oficina Asesora de Control Interno Disciplinario del Departamento el 15 de abril de 2003 inició la indagación preliminar y el 14 de octubre del mismo año, la investigación disciplinaria contra el ex-funcionario CESAR AUGUSTO LOPEZ RODRIGUEZ Y la funcionaria CLARISA RIGSI NAVAS MILLAN, mediante el expediente No.07-03.

A su vez el Departamento se constituyó en parte civil dentro del proceso penal  por delitos contra los intereses patrimoniales del Distrito en la Fiscalía 88- Unidad Primera- Delitos contra la fe pública y el patrimonio, en contra de Mauricio Augusto Bobadilla Lozano, representante legal de la sociedad comercial SYSTEM DEPOT DE COLOMBIA LTDA, en cuantía entre 20 y 40 millones.  

Hallazgo No,.17

En el análisis al expediente No.07-03 que lleva la  Oficina Asesora de Control Interno Disciplinario,  se comprobó además, que dicha suma no se encuentra registrada en la Cuenta Responsabilidades y su respectiva Provisión.

Primera respuesta de la Administración: ”revisados los Estados Contables a 31 de diciembre de 2003, se observa en la cuenta 91200401 - Cuentas de Orden Litigios y Demandas Administrativas la inclusión del SUMARIO 548195 por cuantía de $40.000.000, en razón al proceso adelantado por el Departamento Administrativo de Planeación Distrital, en la cual la pretensión es la indemnización y perjuicios por venta de un Software presuntamente adulterado, suministrado por la firma System Depot Colombia Limitada en cumplimiento del objeto del contrato de compraventa No. 226 de 1999.

Para su verificación se anexa el comprobante de contabilidad No. 005 - 001 "Cuentas de Orden", registrado en diciembre de 2003, soportado con el memorando enviado por la Subdirección Jurídica del Departamento el 9 de diciembre de 2003, el cual contiene el reporte de los procesos judiciales a cargo de esa Subdirección así: 

	PROCESO
	DEMANDANTE
	HECHOS
	CUANTIA

	Sumario 

548195
	DAPD
	Contrato compraventa No. 226 de 1999 a System Depot Colombia Ltda.
	Entre 20 y 40 millones

	
	DAPD
	Reintegro a la señora Olga Lucia López Medina, pago de todos los emolumentos laborales y apartes patronales
	331.488.842

	2003-1181
	DAPD
	Sanción Disciplinaria al Dr. Jorge Pablo Chalela Romano, por parte de la Personería de Bogotá.
	1.754.880


La revisión concluye también que deben reclasificarse los procesos registrados en la cuenta 91200401 - Cuentas de Orden – Litigios y Demandas Administrativas, a las cuentas 812003 - Derechos Contingentes Litigios y Demandas Penales y 812004 - Derechos Contingentes Litigios y Demandas Administrativas, por que en la cuenta 8120 – Litigios y Demandas se registran las pretensiones en las cuales el ente público en su calidad de actor o demandante solicita al órgano jurisdiccional frente al demandado una determinada tutela jurídica a través de una sentencia. En los Estados Contables a septiembre 30 de 2004 se refleja dicha reclasificación. 

En cuanto a que dicha suma no se encuentra registrada en la Cuenta Responsabilidades y su respectiva Provisión, se informa que el registro no se ha realizado por cuanto la Oficina de Sistemas no puede emitir concepto indicando al Área Financiera – Contable Departamento dar de baja algunos bienes adquiridos según el Contrato No. 226 /99, ya que los bienes en mención, se mantienen en custodia por parte de esa Oficina debido a que hacen parte de un proceso penal por una presunta estafa. Se destaca que el proceso penal  que se adelanta en la Fiscalía Seccional- Unidad Primera- Delitos contra la Fe Pública y el Patrimonio no ha sido fallado, es decir, no existe una sentencia de un juez penal que declare que las licencias en mención son falsas.

Adicionalmente, no se ha podido determinar el procedimiento a seguir para el registro y control de Responsabilidades por adquisición de bienes que son objeto de una PRESUNTA ESTAFA dado que las normas que rigen la materia, Resolución 001 de 2001 y el Instructivo No.31 de 2003 de la Secretaría de Hacienda, no lo contemplan específicamente.  

El Área Financiera de la Subdirección Administrativa y Financiera solicitará concepto a la Secretaría de Hacienda Distrital acerca del tratamiento contable que se debe dar a este caso. Adicionalmente y no obstante la consulta que se formulará, aprovecho esta oportunidad para solicitar a la Contraloría de Bogotá, a través del Equipo de Auditoría en el DAPD, que nos informe si existe una norma o instructivo que pueda ser utilizado por el DAPD para el tratamiento financiero-contable de este asunto, mientras la justicia penal decide.   

Finalmente, respecto de los funcionarios que tenían a su cargo la reclamación ante la Compañía Aseguradora, se reitera lo expresado acerca del Contrato No. 226 de 1999, en el Oficio del DAPD No. 2-200423586 del 11 de octubre de 2004, informando que revisado el contenido de la Resolución 073 del 26 de febrero de 1999 (por medio de la cual se adoptó el Manual de Funciones y Requisitos) vigente hasta el 2 de julio de 2001 no se precisa con claridad el o los funcionarios que tenían como función la de realizar la respectiva reclamación ante la compañía aseguradora. No obstante, debo señalar que en el Contrato No. 226 de 1999 se designó como interventor al Jefe de la Oficina Asesora de Sistemas, quien para la época era el Dr. César Augusto López Rodríguez. El interventor designado debía adelantar las acciones a su cargo para asegurar la ejecución adecuada del contrato. Luego de ejercidas sus facultades como interventor, y en vista del incumplimiento del contratista debía informar al Área de Contratos para que ésta le diera la orientación jurídica acerca de cómo proceder a efectuar lo requerimientos que corresponden en el evento de incumplimiento y si la situación lo ameritaba, se iniciaran las acciones administrativas y contractuales para declarar el incumplimiento por parte del contratista, y con fundamento en el mismo formular la reclamación ante la Compañía Aseguradora”. 

Primera valoración de la respuesta: este ente de control no comparte la respuesta dada por la administración sobre el registro contable de estos actos relacionados con el detrimento al patrimonio público en las Cuentas de Orden, por las siguientes razones:

· La entidad, a 31 de diciembre de 2003, lleva a Cuentas de Orden- Litigios y Demandas Administrativas (91200401), la pretensión de los perjuicios causados al DAPD por la firma System Depot Colombia Ltda, en cumplimiento del contrato No.226 de 1999, cuando al contrario, en esta cuenta se registran  son las pretensiones de terceros, tal como lo describe la dinámica de la cuenta”: Valor de las pretensiones originadas en actos procesales por medio de litigios o demandas de terceros contra el ente público”.

· El inicialmente implicado es el interventor del contrato Dr. Cesar Augusto López Rodríguez y no la firma relacionada anteriormente,  tal como aparece en el Informe sobre Presuntos Detrimentos Patrimoniales, Pérdidas y Hurtos firmado por la jefe de la oficina y  anexado  en la cuenta anual.

· No se entiende por qué la cuantía registrada en dicha cuenta es de $40 millones, cuando el valor del contrato junto con la adición solo llega a $36.225.640, sobrestimándose la cuenta a la cual llevaron esa cifra, no obstante, la entidad ya había estimado el valor del daño en $ 32.671.400, mediante concepto del Jefe de la Oficina Asesora de Sistemas. El concepto del Profesional de Sistemas del Equipo de Auditoría estimó el daño en  el 100% del contrato en $35.546.500, dando una sobreestimación en las Cuentas de Orden en este punto de $4.453.500.   

· El hecho de ser una presunta estafa y tampoco haya una  decisión de la justicia penal,  no impide que se registre el presunto daño en la cuenta respectiva. Además, una es la vía penal y otra es la responsabilidad fiscal, aunque la primera puede llegar a resarcir el daño al erario público.

· Es claro el procedimiento a seguir para la contabilización del daño que nos ocupa, en razón a que la descripción de la dinámica de la cuenta Responsabilidades del Plan General de la Contabilidad Pública, dice: “Valor de los faltantes de fondos o bienes y demás actos relacionados con el detrimento al patrimonio que ameriten el inicio de un proceso de responsabilidades, para funcionarios o particulares que administren o manejen fondos o bienes públicos”. 

· Al percatarse la administración del error en el registro contable, producto del proceso auditor, reclasificó el anterior registro de la cuenta 91200401 a las cuentas 812003-Derechos Contingentes Litigios y Demandas Penales y 812004-Derechos Contingentes Litigios y Demanda Administrativas. Sin embargo, esta auditoría no comparte esta contabilización ya que estos procesos no se deben llevar a cuentas de orden.  

· De otro lado, se muestra una sobreestimación de los inventarios, por que todavía aparece como un activo en servicio, cuando desde hace cuatro vigencias que esas licencias no se han podido utilizar.

· En síntesis, existe una subestimación de $290.511.809 en la cuenta de Responsabilidades; igualmente está subestimada la cuenta Provisión  para Responsabilidades en la misma cuantía y como consecuencia una sobreestimación en las Cuentas de Orden por la misma cuantía.

Segunda respuesta de la administración: “...Una vez se obtenga respuesta a esta solicitud, se procederá a incorporar los registros contables pertinentes,  de acuerdo con las indicaciones que para tal efecto expida la Dirección Distrital de Contabilidad, los cuales se revelarán en las notas a los estados contables del período correspondiente, con lo cual se atenderá la observación formulada por el Organismo de Control en los hallazgos No. 16 y 17”.

Valoración de la segunda respuesta: la Contraloría de Bogotá le hará el seguimiento respectivo a las acciones comprometidas en el Plan de Mejoramiento. 

Hallazgo No. 18 

Al solicitar una descomposición del saldo de la cuenta Salarios y Prestaciones Sociales en el aplicativo  ( SAPIENS) que maneja la Contabilidad en el DAPD, se determinó que los saldos a 31 de diciembre de 2003 son diferentes a los presentados en la Cuenta rendida a la Contraloría por el DAPD, a esa fecha, así:










En miles de $

	Código cuenta
	Nombre
	Según Cuenta rendida
	Según aplicativo


	Diferencias

	2500502
	Cesantías
	1.858.635
	1.930.347
	71.712

	250505
	Prima de vacaciones
	262.389
	278.800
	16.411


La anterior observación contraviene el numeral 1.2.4.4-Comparable, característica de la información contable pública.

No hay consistencia al comparar los registros del aplicativo, frente a las cifras presentadas en la cuenta.

Primera respuesta de la Administración: “Frente a la situación presentada con el auxiliar de la cuenta 250502 - Cesantías, emitido el pasado 9 de noviembre de 2004, le informo que ante la diferencia presentada en el reporte con corte a 31 de diciembre de 2003, se procedió a verificar en el reporte No. 003 "Balance de Prueba" del aplicativo de contabilidad SAPIENS, los movimientos realizados durante cada uno de los meses del año 2003, encontrando que en el mes de AGOSTO no se reflejaban los movimientos débitos y créditos de ese periodo, lo cual arrojaba un saldo diferente para ese mes y los siguientes hasta diciembre de 2003, inmediatamente se verificaron los saldos iniciales del año 2004, encontrándose  correctos.

Identificada la falla del reporte No. 003 "Balance de Prueba", se consultó uno a uno los comprobantes realizados en el mes de agosto de 2003, encontrándose que los documentos del aplicativo corresponden a los soportes físicos del movimiento contable.

Realizadas las verificaciones se informó sobre la situación presentada a la Ingeniera de Sistemas del Departamento, que presta apoyo al área financiera para el aplicativo SAPIENS, quien verificó lo sucedido con el reporte y procedió a realizar un back-up a la fecha, con el fin realizar el proceso de consolidación de la información desde agosto de 2003; una vez realizado el proceso de consolidación contable, se verificaron nuevamente los reportes No. 003 "Balance de Prueba"  desde agosto hasta el cierre de 2003, los cuales comparados con el Libro Mayor y el reporte de los movimientos contables coincidían en su totalidad.

Como esta situación no se había presentado, se consultó el Manual del Usuario de la aplicación el cual indica: Parte IV - CONTABILIDAD SAPIENS, Subir documentos: "Este proceso realiza la recuperación de documentos para que se reflejen en los saldos de contabilidad. Realice este proceso solamente cuando por caídas del fluido eléctrico o interrupciones en el sistema, los documentos no se reflejen en forma exacta en los saldos. El sistema afecta los saldos de Cuentas, Cuentas con nits y Cuentas con centros de costos". 

Además se remitió un informe con el back-up de la información que presentó esta situación, al proveedor del aplicativo SAPIENS, con el fin de poder contar con una explicación técnica de lo sucedido con la información del mes de agosto de 2003, la cual ya había sido procesada, revisada, mayorizada y consolidada. Una vez se obtenga la respuesta estaremos enviando la información”. 

Valoración de la primera respuesta: se mantiene el hallazgo, en razón que no existe aún una explicación satisfactoria a la falla ocurrida con el aplicativo SAPIENS, tal como lo reconoce la Entidad. Eso añadido a los problemas surgidos por la aplicación de la depreciación de los bienes devolutivos, por lo que la entidad tuvo que efectuar el cálculo de la depreciación a nivel de grupo de elementos. Lo anterior hace que el Departamento reconsidere el uso de ese aplicativo.

Segunda respuesta de la administración: “...De conformidad con los procedimientos establecidos al interior del Departamento, se solicitó a la Oficina de Sistemas requerir explicación técnica de la falla observada en el aplicativo SAPIENS. Es de anotar, que mediante comunicación escrita de fecha 2 de diciembre de 2004, radicada bajo el registro de soporte técnico No. 0210, la Oficina de Sistemas formalizó la solicitud al contratista SAPIENS, efectuada mediante correo electrónico. De manera adicional, se aclara que esta falla no afecta la fidelidad de los saldos contables frente al movimiento reflejado en los libros auxiliares. Si bien es cierto esta falla aparentemente afectó la consulta de información contable al momento de la auditoría, la información contable pública no deja de ser comparable y por tanto no contraviene el numeral 1.2.4.4  del Plan General de Contabilidad Pública.
De otra parte, y en lo referente a las razones técnicas que explican las inconsistencias presentadas en el sistema de contabilidad SAPIENS, después de evaluada técnicamente la situación presentada, la siguiente es la explicación del DAPD: El Departamento determinó junto con la empresa que soporta el sistema, que las discrepancias en los saldos de los informes se pudieron ocasionar por las fallas eléctricas que se han presentado en el piso debido a las obras de reforzamiento de los pisos 5° y 8°, las cuales afectaron las tablas donde se consolidan los saldos de los informes. La afectación de estas tablas se presenta debido a que el sistema sobre el cual está desarrollado SAPIENS, FOXPRO, trabaja con un sistema de archivos de tipo indexado, que al presentarse interrupciones de fluido eléctrico o apagado anormal del equipo los índices de las tablas, que permanecen constantemente abiertos, se corrompen o dañan generando inconsistencias en las tablas de consolidación que son las que más utilizan índices por el número de registros que almacena...”.

“Con los sistemas de administración de Inventarios, Contratación, PERNO, PREDIS, OPGET y el próximo que liberará la Secretaría de Hacienda Distrital, LIMAY (contabilidad), el DAPD contará con un sistema de información administrativo integrado”.

Valoración de la segunda respuestas se acepta la explicación a la falla ocurrida con el aplicativo SAPIENS. En lo referente a los problemas surgidos en los procesos de depreciación se mantiene la observación, que debe suscribirse en el Plan de Mejoramiento.

Evaluación al Control Interno Contable del Departamento Administrativo de Planeación Distrital

El Sistema de Control Interno Contable, se enmarca dentro del Sistema de Control Interno Institucional establecido por la Ley 87 de 1993, en lo relacionado con los procesos para el manejo de los recursos, bienes y sistemas de información, a efectos de garantizar que las entidades registren sus transacciones en forma veraz, exacta y oportuna, de tal manera que permitan emitir los informes contables que faciliten la gestión y contribuyan a lograr los resultados de las entidades y organismos públicos.

El Sistema de Control Interno Contable, en las entidades y organismos públicos, está asociado a la existencia y efectividad de mecanismos de control y verificación en las actividades propias del proceso contable, que garantizan que la información financiera, económica y social cumpla con las normas conceptuales, técnicas, y procedimentales que establece el Plan General de Contabilidad Pública, revelando sin ambigüedad y con adecuada precisión en la información generada, tanto la situación como los resultados de las operaciones efectuadas.

El objetivo principal del Sistema de Control Interno Contable está dirigido a garantizar el cumplimiento de: a) las condiciones y cualidades de la información contable, b) los principios, normas generales y técnicas del proceso contable y c) los instructivos y procedimientos de contabilidad pública, orientados a la preparación, presentación y difusión de estados contables e informes complementarios útiles y confiables.

El control interno contable del Departamento Administrativo de Planeación Distrital se encuentra  enmarcado dentro de las  siguientes fases, así:

· Ambiente de control:  

Ha existido compromiso de los funcionarios que procesan la información contable. Igualmente la alta dirección favorece el trabajo y desarrollo del proceso contable, especialmente la Oficina de Control Interno. Existe cultura del diálogo entre las áreas de presupuesto,  Inventarios y contratos con la oficina de contabilidad, sin embargo todavía existen falencias en cuanto  a la falta de comunicación entre las diferentes dependencias que manejan información objeto de registro contable, como lo advierte las notas a los estados contables cuando la entidad afirma “El flujo de la información generada por las distintas dependencias que reportan datos al área contable, presenta dificultades en la calidad, oportunidad y consistencia, originando un mayor trabajo por constantes devoluciones específicamente en certificaciones de cumplimiento para pago, que afectan el proceso de ordenación de pagos y por ende, la oportunidad en los registros contables”.

En cumplimiento en parte del compromiso asumido por la entidad en el Plan de Mejoramiento, en cuanto el flujo de información, con fecha 13 de octubre de 2004 se ajustaron los procesos: “Ordenación del Gasto” y “el proceso de “Administración del Sistema de Información Contable”, sin embargo, hace falta hacer énfasis en la calidad, consistencia y oportunidad de la información que es objeto de registro contable.

- Administración del riesgo:  

Existe un riesgo que ya se evidenció con respecto  a las fallas que presenta el aplicativo SAPIENS de contabilidad, tal como se comunicó  a la entidad mediante el oficio 1161-059 de fecha 12 de noviembre de 2004. Eso añadido a los problemas surgidos por la aplicación de la depreciación de los bienes devolutivos, por lo que la entidad tuvo que efectuar el cálculo de la depreciación a nivel de grupo de elementos, durante el periodo de julio a diciembre de 2003. Lo anterior hace que el Departamento reconsidere el uso de ese aplicativo. 

A través de la Resolución  0213 del 09 de mayo del 2003 el DAPD contrató con la Compañía LA PREVISORA S.A. la emisión de pólizas de seguros para amparar adecuadamente los bienes e intereses patrimoniales de propiedad del Departamento, así: 

CUADRO No. 51

INFORMACIÓN POLIZAS DE SEGUROS

	RAMO
	POLIZA No.
	VIGENCIA

	Seguro daños materiales combinados 
	1001174
	De:12/05/2003

 A:08/02/2004

	Sustracción

	1001388
	De:12/05/2003

A:08/02/2004

	Automóviles
	1002674
	De:12/02/2003

A: 08/02/2004

	R.C.E
	1002574
	De:12/05/2003

A: 08/02/2004

	R.C.E.S. Públicos
	1002575
	De:12/05/2003

A:08/02/2004

	Manejo Póliza Global
	1002953
	De:12/05/2003

A:08/02/2004


Fuente: Información DAPD:

Como no se han dado de baja la totalidad de los elementos inservibles en que se había comprometido la entidad en el Plan de Mejoramiento, estos siguen siendo incluidos en el valor para efecto de la póliza. 

Igualmente, el DAPD cuenta con la Póliza Global Sector Oficial No. 1002953 de la Compañía de Seguros La Previsora S.A. con vigencia de 272 días entre el 12 de mayo del 2003 y el 8 de febrero del 2004, para amparar el manejo del disponible que se maneja  en las dos (2) Cajas Menores del Departamento. 

Además, cada Caja Menor tiene asignada una caja fuerte cuya clave es conocida por el funcionario responsable de la misma y en su interior se conservan el efectivo, los sellos, las chequeras y documentos relacionados.  

En cumplimiento del compromiso adquirido en el Plan de Mejoramiento, las pólizas citadas se encuentran firmadas por el tomador.

En el Grupo de Cuentas de la Gerencia Financiera y bajo la custodia de la Auxiliar Administrativa se conservan las libretas de las Relaciones de Giro prenumeradas y diseñadas en papel de seguridad, en donde se relacionan las Órdenes de Pago que se remiten a la Tesorería Distrital, los Sobreflex sin diligenciar y las tablas que entrega la Dirección Distrital de Tesorería para la asignación de claves.

- Operacionalización de los elementos:

La información Contable  del Departamento Administrativo de Planeación Distrital, se ajusta  al Plan General de Contabilidad Pública. Así mismo tiene en cuenta y acata las diferentes normas emitidas por la Secretaria de Hacienda, Tesorería, Organismos de Control y demás Entidades que apoyan la gestión contable y financiera del Distrito.

- Documentación:

Los registros contables de la Entidad se encuentran actualizados a diciembre 31 de 2003. Igualmente los comprobantes y soportes de la información financiera de la vigencia objeto de la auditoría se encontraron debidamente empastados y ordenados en el archivo que reposa en la Oficina Financiera de la Entidad, facilitando y haciendo expedita su consulta. 

El acta de registro de folios del Libro Mayor y Balances está fechada el 11 de agosto de 2003 y habilita 100 folios, del 351 a 450 y  el acta de registro de folios del Libro Diario está fechada el 11 de agosto de 2003 y habilita 200 folios del 451 al 650.

En materia de existencia de políticas de seguridad sobre el manejo de la información, se observa que el Departamento celebró un contrato con la firma SEGURIDAD TECNICA S.A. SETECSA S.A. a través del cual el contratista se compromete a prestar el servicio de guarda, custodia y transporte. El contrato tiene vigencia de un año contado a partir del 26 de septiembre de 2003. 
- Retroalimentación:  

Existe la Oficina Asesora de Control Interno y Comité de Coordinación de Control Interno, que promueven el autocontrol dentro de la entidad.

La entidad está en  proceso de mejora  con relación a los principios contables tales como: Reconocimiento, Revelación, Causación, Verificable, pues se constató en los Estados Financieros el registro en la cuenta Provisión para Prestaciones Sociales- Vacaciones un saldo a 31 de diciembre de 2003 de $225.1 millones; igualmente  en la cuenta  Provisión para Prestaciones Sociales- Prima de Vacaciones se encuentra un registro por  $146.6 millones, además, se depuró en forma significativa la cuenta en la cuenta Depósitos Entregados- FAVIDI ya que a 31 de diciembre de 2003 solo existió un saldo de $16.4 millones de los $1.154.4 millones que estaban sin depurar a 31 de diciembre de 2002. Sin embargo, todavía presenta saldos negativos en el total de cesantías en los registros individuales de los funcionarios del DAPD, a 31 de diciembre de 2003.

Igualmente es bueno señalar que en aras de mejorar dichos principios se ajustó los procesos: “Ordenación del Gasto” y “el proceso de “Administración del Sistema de Información Contable”, sin embargo, hace falta hacer énfasis en la calidad, consistencia y oportunidad de la información que es objeto de registro contable, tal como lo afirma en las notas a los estados contables, la contadora de la entidad.

En atención a lo prescrito en la Ley 716 de 2001, el Decreto Reglamentario 1282 de 19 de junio de 2002, el DAPD durante la vigencia de 2003 adelantó las gestiones administrativas necesarias con el fin de identificar las partidas contables que consideró objeto de saneamiento. Para ello constituyó el Comité Técnico de Saneamiento Contable mediante la Resolución 0029 del 29 de enero de 2003, modificada por la Resolución 0631 del 4 de noviembre de 2003, el cual expidió su Reglamento Interno según consta en el Acta No.002 del 27 de marzo de 2003.

Como resultado de las diferentes acciones adelantadas, se organizó la  “Ficha Técnica de Saneamiento Contable No.001 de 2003 Partidas Depuradas” que compendia las razones que obligan al descargue de los estados Contables, de las partidas registradas en Cuentas de Orden Deudoras- Otros Bienes y Derechos en Investigación Administrativa código contable 831690, originadas en Responsabilidades Fiscales de los años 1990,1991,1993 y 1996.

Mediante la Resolución No.0705 del 28 de noviembre de 2003, la Directora autoriza al área financiera efectuar los registros contables del caso, para lo cual se produjo el Comprobante de Contabilidad No.03 de diciembre de 2003, para sanear las siguientes partidas registradas en la cuenta “Otros bienes y derechos en investigación administrativa” código contable 831690 por concepto de Responsabilidades Fiscales originadas en los años 1990, 1991,1993 y 1999

5. ANEXO  

CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION

	ADMINISTRATIVOS (sin incidencia fiscal, disciplinaria ni penal)

	11
	NA
	1 a 3, 5, 6, 8, 11, 14, 15, 17, 18.

	FISCALES
	2
	$108.626.500
	 7, 16

	DISCIPLINARIOS


	5
	NA
	4,12, 13, 9,10

	PENALES


	-
	NA
	

	TOTAL
	18
	
	


NA: No aplica.
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� Estudios grupo de la Universidad Distrital Profesor Currie (1960 – 1969)


� 1973-1974


� Asesoría técnica especializada para la definición de criterios urbanísticos y de gestión que de manera general deban aplicarse para el análisis de Planes Parciales de Desarrollo - Documento Final No. 3 de marzo de 2003 - DAPD  Urbanismo  y Sistemas Marcela Sanjines


� Ibid.


�   Ibid.


�   Ibid.


�   Ley 388 de julio 19 de 1997 - Por la cuál se modifica la Ley 9ª de 1989 de Reforma Urbana


�   Decreto 619 de julio 28 de 2000 - Plan de Ordenamiento Territorial – POT -


�   Ibid.


�    Decreto 469 de diciembre 23 de 2003  - Revisión POT.


�  Decreto 190 de junio 22 de 2004 - Compilación de las disposiciones contenidas en los Decretos 619 de 2000  y 469 de 2003


�  Artículo 285 del Decreto 469 de 2003


�  Artículo 426 del Decreto 190 de 2004 – La ficha normativa es un instrumento de carácter  reglamentario,    adoptado por el Alcalde Mayor, en la que se establecen las normas urbanísticas para determinados sectores de la ciudad donde coinciden un tratamiento urbanístico con un área de actividad.  


�  Artículo 44. del Decreto 190 de 2004  - Jerarquización de los instrumentos de planeamiento. 


�  Artículo 30 del Decreto 190 de 2004 - Instrumentos de Gestión de Suelo.- Los instrumentos de gestión del suelo que serán aplicables para alcanzar los objetivos de ordenamiento adoptados en el POT de Bogotá son: los planes parciales, las unidades de actuación urbanística, los reajustes o integración inmobiliaria y la cooperación entre partícipes; los sistemas de reparto equitativo de las cargas y beneficios; el derecho de preferencia, la declaratoria de desarrollo y construcción prioritarios y la enajenación forzosa en pública subasta que de ellos se deriva; los procesos de adquisición de inmuebles por enajenación voluntaria, expropiación administrativa o judicial; los bancos de tierras, los distintos mecanismos de participación Distrital en las plusvalías, la transferencia de derechos de construcción y los mecanismos de compensación, estímulo y beneficios en el caso de los tratamientos de conservación histórica o arquitectónica  y para la protección ambiental.    


�    Decreto  619 de 2003.


�  Artículo 49 del Decreto 190 de 2004 - La Unidad de Planeamiento Zonal –UPZ-, tiene como propósito definir y precisar el planeamiento del suelo urbano, respondiendo a la dinámica productiva de la ciudad y a su inserción en el contexto regional, involucrando a los actores sociales en la definición de aspectos de ordenamiento y control normativo a escala zonal. 


� Artículo 295 del Decreto 190 de 2004. El subprograma de Mejoramiento Integral tiene por objeto orientar las acciones de complementación, reordenamiento o adecuación requeridas tanto en el espacio urbano como en las unidades de vivienda que conforman los asentamientos de origen ilegal ubicados en la periferia de la ciudad. Lo anterior para corregir las deficiencias físicas, ambientales y legales generadas por su origen fuera de las normas urbanas y permitir que sus habitantes accedan a la calidad de vida urbana definida para el conjunto de la ciudad. 


� Decreto 159 de mayo 21 de 2004 – Por el cual se adoptan normas urbanísticas comunes a la reglamentación de las UPZ.


�  UPZ: Tipo 1 (Residencial de Urbanización Incompleta), Tipo 2 (Residencial Consolidado), Tipo 3      (Residencial Cualificado), Tipo 4 (Desarrollo), Tipo 5 (Con Centralidad Urbana), Tipo 6 (Comerciales), Tipo 7 (Predominante Industrial), Tipo 8 (Predominante Dotacional).


� El tratamiento de consolidación o conservación responde a las necesidades de protección de inmuebles y a las exigencias de adaptación de la vida urbana, incentivado su uso pero preservando las estructuras arquitectónicas.


�  UPZ adoptadas como de Mejoramiento Integral:   20 de Julio y El Porvenir. 


�  UPZ: Danubio, Comuneros, Alfonso López, El Rincón, Marruecos, Patio Bonito, El Porvenir, Ismael Perdomo,  Gran Yomasa, Lucero y El Tesoro. 


�  UPZ: Tibabuyes, La Gloria, San Isidro Patios, Verbenal  y Bosa Occidental. 


�  UPZ: La Flora, San Cristóbal Norte, 20 de julio, Los Libertadores y San Blas.


�  UPZ: Lourdes, Jerusalén, San Francisco, Diana Turbay, Marco Fidel Suárez, Gran Britalia y Bosa Central.


� Acuerdo 117 de diciembre 30 de  2003 –  Por el cual se modifican y precisan los límites de las localidades   de Santa Fe, San Cristóbal, La Candelaría, Antonio Nariño, Tunjuelito y Rafael Uribe Uribe. 


� Resolución 233 de abril 29 de 2004 del DAPD – Adopta los Planos Oficiales con las precisiones   cartográficas  de los límites de las localidades Santa Fe, San Cristóbal, La Candelaría, Antonio Nariño, Tunjuelito y Rafael Uribe Uribe.


� Artículo 31 del Decreto 190 de 2004 


� Artículo 32  del Decreto 190 de 2004  


� Artículo 351  del Decreto 619 de 2000 


�   Decreto 1141 del 29 de diciembre de 2000


�  Planes Parciales adoptados por Localidad: Bosa: Ciudadela El Porvenir, Centro Educativo San José y Finca El Recreo Lote 3 y Villas de Vizcaya; Ciudad Bolívar: CEMEX , El Ensueño II; Usaquén: La Calleja; Fontibón: Sabanagrande, Predio Cundinamarca y San Pedro; Kennedy: La Magdalena y Hacienda Techo; Suba: Lombardia, Iberia Cuadrado  y Riviera de Niza; Engativa: Porvenir


� Artículo 6 Decreto 190 de 2004 - Política sobre uso y ocupación del suelo urbano y de expansión.


� Decreto 469 de 2003


�   Artículo 6 del Decreto 190 de 2004 - Política sobre uso y ocupación del suelo urbano y de expansión.


�  Artículo 143 del Decreto 190 de 2004 - Transitoriedad del complejo petroquímico de Puente Aranda (artículo 87 del Decreto 619 de 2000,  modificado por el artículo 114 del Decreto 469 de 2003).





� ETAPA 1 – DOCUMENTO 1: “Antecedentes teórico-prácticos de la aplicación del principio de distribución equitativa de cargas y beneficios” Bogotá, Agosto 15 de 2003 Consultor del DAPD: Juan Carlos García Bocanegra 


�  Ibid.


�  Ibid.


� “1. Existencia de una planificación global y particular; 2. El reconocimiento de la generación de plusvalías a través de la transformación de un territorio urbano,  3. La capacidad de reinvertir dichas plusvalías en la construcción y entrega de un espacio público de buena calidad, sin poner en peligro la sostenibilidad económica de la actuación urbanística, 4. La existencia claramente definida de un sector de propietarios, de un sector constructor, de un Estado planificador y promotor y de un mercado inmobiliario interesado en habitar nuevos territorios, 5. La clara conciencia de que es imposible generar calidad de vida, un entorno planificado, economías de escala y un sistema de reparto, sin que sea posible abordar la transformación de la estructura de la propiedad y por ende poseer instrumentos para su intervención.” 


� Artículo 43 del Decreto 190 de 2004. Instrumentos de Planeamiento





�  Artículo 39 de la Ley 388 de 1997 -Como Unidad de Actuación Urbanística se entiende el área conformada por uno o varios inmuebles, explícitamente delimitada en las normas que desarrolla el plan de ordenamiento que debe ser urbanizada o construida como una unidad de planeamiento con el objeto de promover el uso racional del suelo, garantizar el cumplimiento de las normas urbanísticas y facilitar la dotación con cargo a sus propietarios, de la infraestructura para el transporte, los servicios públicos domiciliarios y los equipamientos colectivos mediante reparto equitativo de las cargas y beneficios.


� Decreto 327 de octubre 11 de 2004


� Artículo 38 de la Ley 388 de 1997 – Reparto equitativo de cargas y beneficios.


�  Artículo 41 de la Ley 388 de 1997


�  Artículo 29 del Decreto 190 de 2004 - Reparto de Cargas y Beneficios. La política de gestión del suelo se sustenta primordialmente en el principio del reparto equitativo de las cargas y beneficios derivados del ordenamiento urbano, dirigida a reducir las inequidades propias del desarrollo y a financiar los costos del desarrollo urbano con cargo a sus directos beneficiarios.  


Artículo 34. del Decreto 190 de 2004 - Cargas generales. Para los efectos de los sistemas de distribución equitativa de cargas y beneficios se consideran cargas generales, a ser repartidas en escala de ciudad y/o escala zonal, las que se enumeran a continuación, las cuales se distribuirán entre los propietarios de toda el área beneficiaria de las mismas, y deberán ser recuperadas mediante tarifas, contribución de valorización, participación Distrital en las plusvalías, o cualquier otro sistema que garantice el reparto equitativo de cargas y beneficios de las actuaciones entre todos los beneficiados de las mismas. 


� Artículo 43 del Decreto 327 de 2004 Sistema de Reparto de cargas y beneficios en el Tratamiento de Desarrollo. En concordancia con el artículo 34 del Decreto 190 de 2004, los propietarios de los terrenos sujetos al tratamiento de desarrollo, participarán en las cargas de los sistemas públicos generales que no estén incluidos en los programas de inversión, o en otros instrumentos de planteamiento, de acuerdo con las escalas y modalidades previstas en la normatividad vigente. La participación en estas cargas se hará de acuerdo con los siguientes parámetros: a) En los sectores sujetos a Plan Parcial, según se establezca en el reparto específico de cargas y beneficios que en el mismo se defina y aquel que haya establecido el Plan de Ordenamiento Zonal cuando sea el caso. b) En proyectos no sujetos a la formulación y adopción del Plan Parcial, mediante los mecanismos que establece el Decreto 327.  


�  Artículo 41 del Decreto 190 de 2004 - Condiciones para el otorgamiento de licencias de urbanismo.


�  Artículos 73 al 90 de la Ley 388 de 1997  


�  Acuerdo 118 del 30 de diciembre de 2003 Normas para la aplicación de la Participación en Plusvalía.


� Artículo 3 del Acuerdo 118 de 2003 – Hechos generadores. Constituyen hechos generadores de la participación en plusvalía derivada de la acción urbanística de Bogotá Distrito Capital, las autorizaciones específicas ya sea a destinar el inmueble a un uso más rentable o bien a incrementar el aprovechamiento del suelo permitiendo una mayor área edificada, de acuerdo con lo que se estatuya formalmente en el POT o en los instrumentos que lo desarrollen en los siguientes casos: 1. El establecimiento o modificación del régimen o la zonificación del uso del suelo, 2. La autorización de un mayor aprovechamiento del suelo en edificación, bien sea elevando el índice de ocupación o el índice de construcción o ambos a la vez.


�  Decreto 84 del 28 de marzo de 2004 – por el cual se definen los lineamientos para regular la operatividad del efecto plusvalía y la determinación privada de la participación en plusvalía. 


�  Resolución 496 del 20 de mayo de 2004 de la Secretaría de Hacienda. 


�  Artículo 8º Ley 388 de 1997 - Acción urbanística. La función pública del ordenamiento del territorio local se ejerce mediante la acción urbanística de las entidades distritales y municipales, referida a las decisiones administrativas y a las actuaciones urbanísticas que les son propias, relacionadas con el ordenamiento del territorio y la intervención en los usos del suelo.


�  Parágrafo 1º  Artículo 5º Acuerdo 118 de 2003


�  Resoluciones del DAPD: 220 de abril de 22 de 2004, 385 de julio 15 de 2004 y 393 de 22 de julio de 2004. 


� Artículos 83 y 84 del Decreto 1052 de junio 30 de 1998 , por el cual se reglamentan las licencias de      construcción y urbanismo y Artículo 103 de la Ley 388 de 1997


� Artículo 86 del Decreto Ley 1421 de 1993 – Estatuto Orgánico del Distrito Capital 
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